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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz Díaz; de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, y la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González. Asimismo, se encontraba presente el Jefe de la Unidad Jurídica de la Secretaría General de Gobierno, señor Cristóbal Osorio.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 24ª y 25ª, ordinarias, en 2 y 3 de junio de 2015, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Seis de Su Excelencia el Vicepresidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de acuerdo que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo a la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central, suscrito entre las mismas Partes, en Santiago de Chile, el 23 de diciembre de 2014 (boletín N° 10.025-10).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Tailandia, suscrito en Bangkok el 4 de octubre de 2013 (boletín N° 9.472-10).



Con los tres siguientes hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (boletín N° 9.094-12).



2) El que crea quince centros de formación técnica estatales (boletín Nº 9.766-04).



3) El que modifica la ley Nº 10.262 en lo relativo a la realización de rifas, sorteos y otras actividades benéficas (boletín N° 10.078-06).



Con el último hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que establece normas para el acceso de la población con discapacidad auditiva a la información proporcionada por la ONEMI (boletín Nº 8.353-19).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que informa que dio su aprobación a los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley que modifica el estatuto del personal perteneciente a las plantas I y II de Gendarmería de Chile en materia de ascensos (boletín Nº 10.075-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



2) Proyecto de ley que regula la realización de bingos y otras actividades similares con fines de beneficencia (boletines N°s 10.077-06, 10.079-06, 10.080-06, 10.081-06 y 10.086-06, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia de la sentencia definitiva dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del inciso segundo del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.



--Se manda archivar el documento.



Envía copia de la resolución pronunciada en la tramitación del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad en relación con el artículo 4° de la ley N° 19.531, modificado por la ley N° 20.224.



--Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre de la Senadora señora Von Baer, respecto del número de funcionarios que se sumarán anualmente a Carabineros de Chile y el mecanismo que se usará para su destinación.



Atiende solicitud de información, formalizada en nombre del Senador señor Harboe, en relación con temas relacionados con su circunscripción, tales como el programa de “alerta temprana” y la seguridad; los montos de recursos destinados a las Gobernaciones de Arauco, Ñuble y Biobío; los estudios realizados para crear la comuna de Paillihue, y la modificación del carácter de la Tenencia de Contulmo.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:



Da respuesta al planteamiento formulado por la Senadora señora Goic, sobre el proyecto “Patrimonio Defensa”.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Matta, en lo relativo a la situación de las balsas situadas en Caliboro, comuna de San Javier, y El Peumo, comuna de Villa Alegre.



Del señor Ministro de Agricultura:



Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Senador señor De Urresti, en cuanto a las medidas ejecutadas para enfrentar la emergencia por déficit hídrico declarada en la Región de Los Ríos.



Responde solicitud de información, enviada a proposición del Senador señor Matta, respecto de la situación en que se encuentra el Programa PRODESAL.



Atiende petición de información, cursada en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de los beneficiarios de la beca “Semillero Rural” de los últimos tres años.



Contesta planteamiento, remitido en nombre del Senador señor Ossandón, en orden a considerar una política nacional para hacer frente a los desafíos de la apicultura.



Atiende inquietud de los Senadores señores De Urresti, Navarro y Tuma, sobre la incidencia que los convenios o acuerdos de reparación que se suscriban entre organismos del Estado y entes privados pueden generar en parques nacionales y otras áreas protegidas.



Responde oficio, remitido en nombre del Senador señor Matta, referente a las labores de transferencia tecnológica que desarrolla el Instituto de Investigaciones Agropecuarias (INIA).



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Atiende planteamiento, remitido en nombre del Senador señor Harboe, en orden a considerar un sistema de alerta para personas con discapacidad en la instalación de semáforos.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:



Da respuesta a inquietud, cursada en nombre del Senador señor Harboe, tocante a la posible incorporación, en proyectos de plazas públicas, de juegos infantiles para niños con discapacidad física y accesos para personas con capacidades diferentes.



Del señor Subsecretario de Hacienda:



Responde solicitud de información, a proposición del Senador señor Navarro, en lo relativo a la situación de los funcionarios afectados por la fusión de servicios públicos y a la necesidad de realizar esas fusiones por la vía legislativa.



Atiende oficio, remitido en nombre de los Senadores señores Ossandón, Allamand, García-Huidobro, Girardi y Guillier, con el que solicitan que se creen incentivos y se desarrollen planes de fomento para la utilización de vehículos eléctricos e híbridos en el país.



Da respuesta a consulta, formulada en nombre de la Senadora señora Allende, sobre la posibilidad de adelantar el pago del denominado “Bono Atacama”.



Responde oficio, remitido en nombre de los Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier, con el que piden que se adopten las medidas conducentes a la creación de un plan de contingencia nacional de incendios forestales.



Del señor Subsecretario de Servicios Sociales:



Envía Balance de Gestión Integral 2014, de esa Subsecretaría de Estado y de los servicios relacionados, dando cumplimiento a lo prescrito por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



De la señora Subsecretaria de Educación:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Tuma, en cuanto a los criterios considerados para la adjudicación de la licitación Gran Compra ID 20914, Proyecto “Becas Tic’s año 2015”, convocada por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas en la Región de La Araucanía.



Del señor Superintendente de Seguridad Social:



Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a la cantidad de rechazos de licencias médicas, pensiones de invalidez y accidentes laborales, desde el año 2014 a la fecha.



Del señor Intendente de la Región de Los Ríos:



Da respuesta a tres consultas, realizadas en nombre de la Senadora señora Von Baer:



La primera, acerca del proyecto “Reposición Hogar de Ancianos Beda Meneses”, en la comuna de Máfil.



La segunda, respecto del proyecto denominado “Reposición Escuela José Arnoldo Bilbao de Pelchuquín”, en la comuna de Mariquina.



La tercera, responde diversas consultas de la señora Senadora en relación con el estado de avance del estadio municipal de Pelchuquín, comuna de Mariquina.



De la Secretaria Regional Ministerial de Salud Atacama:



Informa resultado de controles realizados por la autoridad sanitaria en aguas destinadas a consumo humano, aguas envasadas y aguas de mar.



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Turismo:



Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Navarro, atinente al proyecto ferroviario que uniría Talcahuano con Laja.



De la señora Directora Ejecutiva del Sistema de Empresas-SEP:



Envía Informe de Gestión año 2014, dando cumplimiento a lo prescrito en el artículo 2° de la ley N° 19.847.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Economía e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (boletín Nº 8.132-26) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).



--Quedan para tabla. 

Mociones


De la Senadora señora Van Rysselberghe, con la que da inicio a un proyecto de ley que establece el 28 de febrero de cada año como Día Nacional de las Vertientes (boletín N° 10.094-12) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía.



Del Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto que modifica la ley Nº 19.995 para excluir los bingos de la categoría de juegos de azar (boletín N° 10.095-06) (Véase en los Anexos, documento 6).



De los Senadores señores Ossandón, Guillier y Quinteros, con la que dan inicio a un proyecto que interpreta la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en orden a permitir la realización de bingos y rifas con fines benéficos (boletín N° 10.097-06) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Senadores señor Horvath, señoras Muñoz y Pérez San Martín y señores Guillier y Montes, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, y otros cuerpos legales a fin de considerar el ordenamiento territorial y el manejo integrado de cuencas hidrográficas para la conservación, protección y su uso racional (boletín N° 10.096-12) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señora Van Rysselberghe y señor Pérez Varela, con la que proponen un proyecto de ley que faculta a las municipalidades para autorizar bingos y rifas de beneficencia.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyectos de acuerdo


De los Senadores señoras Goic, Allende, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, De Urresti, García-Huidobro, García, Girardi, Guillier, Horvath, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que considere incorporar, en el Plan de Garantías Explícitas de Salud, la operación intrauterina de espina bífida y asegurar la cobertura en el sistema público y privado de salud (boletín N° S 1.812-12) (Véase en los Anexos, documento 9).



De los Senadores señor Horvath, señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Araya, Bianchi, García-Huidobro, García, Guillier, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Orpis, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que se adopten las medidas para que en el seno de la Junta de Aeronáutica Civil se elabore una política pública de fomento y desarrollo de la aviación general sin fines de lucro y, asimismo, se remita una iniciativa legal que fije un marco regulatorio de esta actividad (boletín N° S 1.813-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Quedan para ser votados en su oportunidad.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión del día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:





1.- Autorizar a la Comisión de Hacienda para conocer el proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (boletín Nº 8.265-07) en su primer trámite reglamentario, como, asimismo, para sesionar simultáneamente con la Sala a partir de las 17 horas de hoy.



2.- Colocar, en primer y segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, los siguientes proyectos de ley:



a) El que modifica el estatuto del personal perteneciente a las plantas I y II de Gendarmería de Chile en materia de ascensos (boletín Nº 10.075-05), autorizando a la Comisión de Hacienda para informar mediante certificado.



b) El que regula la realización de bingos y otras actividades similares con fines de beneficencia (boletines N°s 10.077-06, 10.079-06, 10.080-06, 10.081-06 y 10.086-06, refundidos), autorizando a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para informar mediante certificado.



3.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que establece la prohibición y sustitución progresiva de las bolsas de polietileno, polipropileno y otros polímeros artificiales no biodegradables en la Patagonia Chilena (boletín N° 9.133-12), hasta las 12 horas del lunes 15 de junio, las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión Especial de Zonas Extremas. 



4.- Autorizar un nuevo plazo para que la Comisión Especial destinada a abordar la catástrofe por el incendio en Valparaíso pueda  cumplir su cometido y elaborar una propuesta en relación con la materia, hasta el próximo 30 de junio.


5.- Fijar un nuevo plazo a la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana para terminar su cometido, hasta el 30 de junio del presente año, y tomar conocimiento de que continuará presidiéndola el Senador señor Harboe.

)---------------(

El señor WALKER (don Ignacio).- Pido la palabra sobre la Cuenta, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede hacer uso de ella, señor Senador.

El señor WALKER (don Ignacio).- Como en la Comisión sobre Probidad y Transparencia estamos viendo un proyecto de reforma constitucional sobre cesación en el cargo de diversas autoridades, bajo distintas causales, solicito que también le sea remitida, desde la Comisión de Constitución, una iniciativa relacionada con la misma materia, correspondiente al boletín N° 9.860-07.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si no hay inconveniente, así se procederá.



Acordado.

)-----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de entrar en el Orden del Día, quisiera saludar a los estudiantes que hoy nos visitan desde La Serena, Región de Coquimbo, que vienen por el proyecto “Liderazgo por la No Violencia contra las Mujeres” de la Corporación Mujeres Líderes para Chile.


¡Gracias por acompañarnos!



¡Les enviamos los saludos de todos los Senadores!


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).


Vienen de la bonita Región de Coquimbo, que la Senadora Allende representó; también el Ministro Marcelo Díaz, cuando fue Diputado, y el que habla. Ahora la representan el Senador Pizarro y la Senadora Adriana Muñoz. Si se me olvida alguien, le doy mis disculpas. La Senadora Lily Pérez algo tiene que ver igualmente con esa Región.



A todos los saludamos con mucho cariño.

V. ORDEN DEL DÍA
MODIFICACIÓN DE RÉGIMEN DE PROBIDAD APLICABLE A CONSEJO NACIONAL DE TELEVISIÓN

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el primer lugar del Orden del Día figura el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.398-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 25ª, en 17 de junio de 2014.



Informes de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 37ª, en 12 de agosto de 2014.



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (segundo): sesión 25ª, en 3 de junio de 2015.



Discusión: 



Sesión 41ª, en 20 de agosto de 2014 (se aprueba en general).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general por el Senado en su sesión de 20 de agosto de 2014.



La Comisión de Educación, en su segundo informe, deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


Dicho órgano efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales aprobó por unanimidad.


Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o existan indicaciones renovadas. 


De estas enmiendas unánimes, las recaídas en el número 1) del artículo único y en el artículo transitorio requieren para su aprobación 21 votos favorables, por tener el carácter de normas orgánicas constitucionales.


Por su parte, las enmiendas recaídas en los números 2), 3) y 4) del artículo único requieren 19 votos favorables para ser aprobadas, por incidir en normas de quórum calificado.


Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las enmiendas realizadas por la Comisión de Educación, y el texto final que resultaría de aprobarse dichas modificaciones.


Atendido el hecho de que todos los cambios son unánimes, que no se ha pedido votación separada ni tampoco presentado indicaciones renovadas, podría realizarse, si Sus Señorías así lo acordaran, una sola votación, incluyendo, naturalmente, las normas de quórum especial, que requieren para su aprobación 21 (las orgánicas constitucionales) y 19 votos favorables (las de quórum calificado).



Nada más, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Gracias, señor Secretario.



Antes de continuar, quiero solicitar autorización para que ingrese a la Sala el Jefe de la Unidad Jurídica del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Cristóbal Osorio, quien ha venido a participar en el debate de este proyecto.


--Se autoriza.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero preguntar si alguien dará un informe, o si derechamente entramos al debate.



No sé si el Presidente de la Comisión de Educación nos puede responder.
El señor QUINTANA.- No habrá informe, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



Entonces, en la discusión particular, ofrezco la palabra.



Recuerdo que, como todas las enmiendas fueron aprobadas por unanimidad y no hay peticiones de votación separada, la Mesa sugiere realizar una sola votación, dejando constancia del quórum de aprobación de las normas de rango orgánico constitucional (21 votos) y de las de quórum calificado (19 votos).



¿Habría acuerdo en ese sentido?



¿Senadora Von Baer?

La señora VON BAER.- No hay problema, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Así se acuerda, entonces.



¿Cuestión de reglamento, Senador Coloma?
El señor COLOMA.- Deseo plantear un tema de procedimiento, señor Presidente.


Tengo una duda de redacción. Por lo tanto, si usted da todo por aprobado, no sé si, planteado en otro momento, el punto vaya a quedar claro. Básicamente, tiene que ver con una inhabilidad, que si quiere puedo explicar en forma breve, para que la estudien por mientras.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si la Senadora Von Baer, que está inscrita antes, le cede la palabra, no hay ningún problema.

La señora VON BAER.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Y además le pido que nos indique en qué página del comparado está la norma donde usted tiene su duda. Si no, la tendremos que ver nosotros acá.

El señor COLOMA.- No sé en qué página del comparado está, señor Presidente, pero la vi en el texto del proyecto.



Básicamente, se refiere a la inhabilidad para el “administrador o representante legal de personas condenadas por los delitos vinculados a procedimientos concursales”.


Mi impresión es que hay que redactar el precepto en términos de que apunte a las personas condenadas y sus representantes, porque, con su texto actual, da la sensación de que está sancionando al “administrador o representante legal de personas condenadas” y no a las personas condenadas en sí mismas, a las cuales pareciera no aplicárseles la inhabilidad.



Si quieren, lo podemos ir discutiendo, pero por lo menos quiero dejarlo planteado en la votación para que, si el temor que estoy manifestando es correcto, se faculte para hacer el cambio respectivo.



Es lo que quería hacer presente, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le pido que nos ayude a identificar la norma, señor Senador, para efectivamente proceder a revisarla.

 El señor COLOMA.- De acuerdo.



Si quiere, se puede debatir el tema mientras tanto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Al parecer, está en la página 5 del comparado.



Vamos a revisar la redacción.



Naturalmente, entiendo que el acuerdo de la Sala es abrir la votación, autorizando a que se pueda precisar mejor la norma.



Le voy a dar la palabra al señor Secretario, a fin de que aclare la situación.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Señor Presidente, aparentemente sería el artículo 8°, número 1, que dice:



“Las personas que hayan sido condenadas por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, que hayan sido declaradas en quiebra o se hayan sometido al procedimiento concursal de liquidación durante los últimos 3 años, o que hayan sido administrador o representante legal de personas condenadas por los delitos vinculados a procedimientos concursales”.

El señor ALLAMAND.- ¿Dónde está eso?

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 5 del comparado, última columna.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Lo vamos a revisar.



Mientras, le voy a dar la palabra a la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, este es un proyecto de ley que nace de una inquietud, tanto del Ejecutivo como del Consejo Nacional de Televisión, respecto a las inhabilidades para ser nombrado consejero de esta última entidad. La raíz de esta problemática viene, a su vez, de la dictación de la Ley de Televisión Digital, donde se ampliaron fuertemente dichas inhabilidades. 



Al final -y esta fue una discusión muy larga que hubo cuando analizamos dicho cuerpo legal-, se restringían tanto las posibilidades para ser miembro del Consejo, que iba a resultar bastante difícil encontrar personas que ejercieran el cargo, que no es de dedicación exclusiva, y que efectivamente supieran de televisión, para estar en condiciones de tomar, con conocimiento, decisiones tan importantes como las que se adoptan en dicho órgano, en especial después de las nuevas facultades que se le entregaron mediante la Ley de Televisión Digital.



Esta es la típica situación que sucede cuando se dicta una legislación tratando de normar hasta la última inhabilidad. Finalmente -y esto, repito, lo discutimos bastante-, no es posible encontrar personas que puedan ocupar el cargo.



Es por eso que el Ejecutivo envió este proyecto, con el apoyo de los miembros del Consejo Nacional de Televisión.



Lo que pasa, señor Presidente, es que en la Comisión de Educación se discutió arduamente la propuesta del Gobierno, que también permitía que un integrante del gabinete de uno de los ministros políticos del Ejecutivo, por poner un ejemplo, fuera nombrado consejero. O sea, de un lado del péndulo nos fuimos al lado exactamente contrario, abriendo demasiado el abanico de personas que podrían llegar a ser miembros del Consejo.



De ahí que, después de una conversación que sostuvimos con el Ejecutivo y con representantes de la entidad en cuestión, llegamos a una normativa que a mí me parece bastante razonable. Y es por eso también que las enmiendas fueron adoptadas por unanimidad, pues, de alguna manera, permitimos ampliar la posibilidad de nombramiento de miembros del Consejo, restringiendo un poco las inhabilidades, pero sin establecer algo tan extenso que posibilite que un integrante del gabinete, como el Ministro Secretario General de Gobierno, pueda conformar dicho organismo.



En ese sentido, señor Presidente, creo que dejamos una legislación bastante balanceada. Y, por esa razón, todos votamos a favor de la propuesta tendiente a solucionar la problemática que dejó instalada la dictación de la Ley sobre Televisión Digital Terrestre. 



En consecuencia, llamamos a acoger todas las modificaciones aprobadas por unanimidad en la Comisión de Educación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No se ha abierto la votación todavía. 



Estamos esperando que el Honorable señor Coloma precise la observación que hizo. Por tanto, le daremos la palabra para que nos aclare bien su proposición, y después se la concederemos al Senador señor Chahuán, antes de iniciar la votación.



Puede intervenir, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en la página 5 del boletín comparado figura el inciso primero del artículo 8°, que menciona las inhabilidades para desempeñar los cargos de Consejero, Secretario General y Secretario Ejecutivo del Consejo, las cuales corresponden a dos casos distintos:



El de las “personas que hayan sido condenadas por delito que merezca pena aflictiva”, y, al final de ese número -si Sus Señorías se dan cuenta-, el de aquellas “que hayan sido administrador o representante legal de personas condenadas por los delitos vinculados a procedimientos concursales”.



Sin embargo, los procedimientos concursales son diferentes. No necesariamente tienen pena aflictiva. O sea, hay que verlos como un asunto distinto. Y, con tal redacción, podría entenderse algo no razonable: que el administrador o el representante legal tuviera la inhabilidad, pero no la persona condenada.



Entonces, debería establecerse “o personas condenadas por los delitos vinculados a procedimientos concursales y sus administradores o representantes legales”. 



Me parece que así quedaría bien resuelta la duda de interpretación, que tratamos de evitar. 



Eso es, señor Presidente, lo que sugiero para tales efectos. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de dar la palabra al Senador señor Chahuán, se la concederé al señor Ministro, quien tiene preferencia para intervenir.

El señor DÍAZ (Ministro Secretario General de Gobierno).- Señor Presidente, quiero agradecer la celeridad con que la…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Perdón, señor Ministro, ¿se va a referir al punto en cuestión o al proyecto en general?

El señor DÍAZ (Ministro Secretario General de Gobierno).- A este punto, en particular. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- De acuerdo.



Puede continuar. 

El señor DÍAZ (Ministro Secretario General de Gobierno).- Señalaba que agradecía, por cierto, la celeridad con la que se está tramitando esta iniciativa, que es muy importante en el marco de las mejoras regulatorias en materia de probidad y transparencia. 



En cuanto al problema planteado, tiendo a creer que no tenemos una diferencia de fondo, sino más bien una de redacción. 



No obstante, yo al menos aprecio que las dos hipótesis están contenidas en el artículo respectivo. Porque la segunda parte del número 1 alude de manera expresa, una vez hecha la referencia a “Las personas que hayan sido condenadas por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua”, a aquellas “que hayan sido declaradas en quiebra o se hayan sometido al procedimiento concursal de liquidación durante los últimos 3 años,” y, a continuación, hace mención a la segunda hipótesis, vinculada al tema concursal, cuando se trate del administrador o representante legal. 



Con todo, entendiendo que no hay diferencias de fondo, si se estima conveniente perfeccionar la redacción de la norma citada estaremos disponibles para ello. 



Gracias, señor Presidente.

 El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Senador señor Coloma, ¿le parece bien dejar la redacción del Ejecutivo o nos quedamos con su proposición? 



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, excúseme una vez más, pero nuevamente el Senado se convierte en una Comisión redactora de proyectos. 



Y sin manifestar mi acuerdo o desacuerdo con el artículo en cuestión, respecto del cual existe una confusión, considero lógico que aprobemos el resto de la iniciativa y que la citada disposición vuelva a la Comisión, para despacharla con la redacción que corresponda, pues aquí podemos cometer errores y no lograr el objetivo que se pretende.



Propongo concretamente pronunciarnos sobre el resto de la iniciativa y dejar que la Comisión analice la norma. Así, mañana podremos aprobarla, porque el asunto es de fácil despacho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entiendo lo que señala el señor Senador.



Me parece que el problema debe resolverse en la Comisión. Pero, si la materia es simple y se halla resuelta con la redacción del Ejecutivo, según lo que explicó el señor Ministro, tal vez no sería necesario que la norma volviera al órgano técnico. 



Sin embargo, como sé que varios señores Senadores desean opinar al respecto, no tomaremos ninguna decisión ahora. 

)-----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, pedí intervenir por un tema distinto. 



Quiero solicitar que se recabe autorización para que la Comisión de Relaciones Exteriores pueda sesionar en paralelo con la Sala, porque debemos tratar el proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Tailandia y despacharlo hoy, para lo cual deseamos convocar extraordinariamente a dicho órgano técnico a las 17:15.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Senador, el único problema que tenemos es que el próximo proyecto de ley, al igual que el que ahora nos ocupa, contiene normas de quórum especial.



Ahora, si se aprueba rápido…

El señor CHAHUÁN.- En cinco minutos, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-… a lo mejor es factible. 



¿Habría acuerdo para acceder en los términos mencionados?

El señor MOREIRA.- ¡Cinco minutos y medio, no más!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Le parece a la Sala? 



--Se accede a lo solicitado.
)-----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Harboe. 

El señor HARBOE.- Señor Presidente, coincido con lo señalado por el Senador señor Andrés Zaldívar, porque la redacción del numeral 1 del artículo 8° presenta otro problema adicional, a mi juicio, al sancionar tres conductas completamente distintas con la misma inhabilidad. 



En primer lugar, se pone en el caso de una persona que estará inhabilitada para integrar el Consejo cuando haya sido condenada por un delito que merezca pena aflictiva, es decir, tres años y un día hacia arriba, lo cual es adecuado; o que será objeto de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, que muchas veces se impone como sanción accesoria, la más alta que considera el ordenamiento jurídico, lo que también parece apropiado. 



Pero, a continuación, la disposición señala que también queda inhabilitada una persona que haya sido declarada en quiebra o que se haya “sometido al procedimiento concursal de liquidación durante los últimos 3 años”.



No obstante, haber sido declarado en quiebra no es delito. El procedimiento concursal es un mecanismo voluntario. En consecuencia, no corresponde equiparar la sanción de inhabilidad de una persona que ha cometido un delito, por el cual ha recibido una condena a pena aflictiva, con la de otra que voluntariamente se ha sometido a un procedimiento concursal.



Y la parte final de la norma dice: “o que hayan sido administrador o representante legal de personas condenadas por los delitos vinculados a procedimientos concursales”. 



Es decir, la primera hipótesis se refiere a delitos: persona condenada a pena aflictiva o a inhabilitación perpetua para desempeñar cargos públicos; la segunda, a un hecho voluntario, y la tercera, vuelve a aludir a un delito, porque efectivamente dentro del procedimiento concursal puede ocurrir que la quiebra sea calificada de culpable o fraudulenta, que sí tiene ese carácter.



El solo hecho de establecer la inhabilidad de alguien que ha emprendido una actividad comercial, le ha ido mal y se ha sometido al procedimiento concursal para pagar sus deudas, lo estimo tremendamente discriminador y contrario a lo que el Congreso despachó hace un tiempo: la nueva ley de procedimientos concursales. 



Es cuanto quería señalar. 

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, ¿me permite?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sobre este punto, aunque tengo inscritos a otros señores Senadores, consulto a la Honorable señora Von Baer si ha pedido intervenir para aclarar algo al respecto.

La señora VON BAER.- Sí, señor Presidente. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

La señora VON BAER.- Señor Presidente, efectivamente esa discusión se produjo en la Comisión de Educación, y nosotros planteamos que no calzaba dentro del marco de la última ley de quiebras una disposición como la contemplada en este proyecto de ley.



Le pedimos expresamente al Ejecutivo sacar el tema de la quiebra, pues ella no es un delito. Los emprendedores pueden verse afectados por las quiebras. De hecho, hay una manera completamente distinta de entender ahora tal situación después de la última legislación sobre el particular.



Se lo planteamos exactamente así al Ejecutivo, quien quedó de estudiar el tema. Pero no acogió nuestra solicitud, desgraciadamente. Y lo digo porque el Senador que me antecedió en el uso de la palabra tiene toda la razón en su argumentación. 



Nosotros no deberíamos -ojalá el Gobierno ahora lo acogiera, pues sería muy positivo- dar una señal en el sentido de que caer en quiebra es un delito, porque esa es una concepción antigua, que va en contra del emprendimiento, que va en contra de lo que nosotros mismos aprobamos en el Congreso respecto de la nueva ley de quiebras. Ello -insisto, lo dije también en la Comisión- resultaría negativo y contradictorio.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Lo que está clarísimo…



Perdón, ¿no ha terminado, señora Senadora?

La señora VON BAER.- No, señor Presidente.



Quería concluir pidiendo votación separada acerca de este punto. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sugiero lo siguiente, antes de seguir dando la palabra.



Realicemos una sola votación, salvo lo relativo al número 1 del artículo 8° -se está discutiendo-, y pidamos a la Comisión de Educación que ojalá vea esa norma mañana temprano para votarla en forma rápida más tarde en la Sala.



Ello porque este asunto es de Comisión y no lo resolveremos ahora en el Hemiciclo.



¿Habría acuerdo?

El señor ALLAMAND.- Pido la palabra.

El señor HARBOE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Pienso que no existe acuerdo, ya que todavía hay Senadores que desean hacer uso de la palabra.



Continuaré con el orden de inscritos.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo intervenir más adelante.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, muy simple.



Tengo la impresión de que, aunque el procedimiento normal es el señalado por el Senador Zaldívar: el envío a Comisión, en este caso en particular, si contáramos con un breve tiempo, perfectamente podríamos llegar a una redacción sobre la base de los criterios ya expresados.



En lo principal, hay que eliminar una oración ubicada entre las líneas cuatro y siete e invertir el tema.



Entonces, si nos dieran cinco minutos para trabajar en la redacción, podríamos darle curso al numeral 1 sin necesidad de que volviera a Comisión y aprobar el proyecto hoy.



Con la ayuda del Ministro, sería factible hacerlo en ese tiempo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si les parece, actuaríamos de la siguiente forma.



Pongamos en votación toda la iniciativa, excepto el número 1 del artículo 8°, respecto del cual buscaremos un acuerdo mientras tanto.

El señor HARBOE.- Pido la palabra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, solo con el ánimo de aportar, debo señalar que considero de toda lógica incorporar entre las reglas de inhabilidad del numeral 2 del artículo 8° a los convivientes civiles. 



Porque, si el objetivo de la iniciativa es evitar las relaciones de parentesco y el Congreso Nacional despachó la ley sobre Acuerdo de Unión Civil, que da origen al estado civil de conviviente civil, correspondería que en el numeral 2 se agregara, a continuación de “Las personas que por sí, sus cónyuges”, la frase “o convivientes civiles”.



Se trata de una adecuación a la actual legislación, porque imagino que este proyecto inició su tramitación antes de la aprobación de la referida Ley sobre Acuerdo de Unión Civil.



En consecuencia, si se va a aprobar la iniciativa con la excepción del número 1 del artículo 8°, sugiero que se incorpore el concepto “conviviente civil” en el numeral 2, a fin de cumplir el objetivo planteado por el legislador.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entiendo que existe acuerdo en torno a lo planteado por el Honorable señor Harboe.



Por lo tanto, procederé a suspender la sesión por cinco minutos para que los intervinientes vean la redacción y después votaremos.



Se suspende la sesión.

)----------------(



--Se suspendió a las 16:53.



--Se reanudó a las 16:59.

)-------------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúa la sesión.



¡A propósito de que venimos del Vaticano, parece que salió humo blanco…!



Tiene la palabra el señor Ministro, a quien le interesan mucho esas materias.

El señor DÍAZ (Ministro Secretario General de Gobierno).- Gracias, señor Presidente. Usted se refiere a las materias vaticanas.



Estimo que llegamos a acuerdo sobre la redacción de los numerales 1 y 2 del artículo 8°.



El número 1 queda de la siguiente forma:



“Las personas que hayan sido condenadas por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos o personas condenadas por delitos vinculados a procedimientos concursales, así como quienes hayan sido su administrador o representante legal.”



Y en el numeral 2 se intercala la frase “o convivientes civiles” entre las expresiones “cónyuges” y “sus parientes”.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



¿Habría acuerdo para votar conjuntamente los números 1 y 2 del artículo 8º, con la nueva redacción recién explicitada?



Pido al señor Ministro que haga llegar a la Testera el documento con la propuesta que ha leído.



Si le parece a la Sala, procederemos a votar.

El señor ALLAMAND.- ¿Una sola votación?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, señor Senador.



¿Hay acuerdo?

El señor HARBOE.- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado.



En votación los números 1 y 2 del artículo 8º en los términos señalados.

El señor CHAHUÁN.- El sistema no me deja pronunciarme.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Cómo vota, Su Señoría?

El señor CHAHUÁN.- A favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Queda consignado.

El señor CHAHUÁN.- Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los números 1 y 2 del artículo 8°, contenidos en el numeral 2) del artículo único del proyecto, con las enmiendas leídas por el señor Ministro Secretario General de Gobierno (31 votos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido, y queda despachado el proyecto en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker y Patricio Walker.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor DÍAZ (Ministro Secretario General de Gobierno).- Seré muy breve, señor Presidente.



Quiero agradecer sinceramente a los señores Senadores y a las señoras Senadoras por la votación de unanimidad manifestada en el primer proyecto de ley que me toca tramitar como Ministro. ¡Espero que se mantenga esa dinámica…!



Esta iniciativa es importante, pues va en la línea de fortalecer nuestras normas de probidad y transparencia. Se busca garantizar que el funcionamiento de todas las instituciones públicas, que regulan sectores fundamentales, que fiscalizan, que asignan fondos, esté sometido a un régimen de probidad, transparencia y compatibilidad acorde con lo que la sociedad chilena está exigiendo.



Una vez más, muchas gracias al Senado por su trabajo en la Sala y en Comisiones.


El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le agradecemos su presencia y sus palabras, señor Ministro.

MARCO PARA GESTIÓN DE RESIDUOS Y RESPONSABILIDAD EXTENDIDA DE PRODUCTOR
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A continuación, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.094-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 6ª, en 7 de abril de 2015.



Informe de Comisión:



Medio Ambiente y Bienes Nacionales: sesión 19ª, en 19 de mayo de 2015.



Discusión:



Sesión 25ª, en 3 de junio de 2015 (queda aplazada la votación en general).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, hago presente que en la sesión del miércoles pasado se solicitó el aplazamiento de la votación.



Cabe recordar que el artículo 14 del proyecto tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación 21 votos favorables.


El texto que se propone aprobar se transcribe en las páginas 52 a 75 del primer informe de la Comisión. 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Como en la última sesión se acordó aplazar la votación, corresponde que ahora nos pronunciemos.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath, para fundar el voto.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, esta iniciativa ya fue analizada y debatida en la sesión anterior.



A los colegas que, por motivos de trabajo, se encontraban ausentes en esa oportunidad, les cuento que el proyecto en estudio, que estimula el reciclaje y establece la responsabilidad extendida al productor, es de gran importancia.



Hoy en día se botan miles de toneladas diarias de residuos a rellenos sanitarios y, también desgraciadamente, a vertederos ilegales. Esta iniciativa resuelve positivamente tal problema, ya que cuenta con una significativa cantidad de fondos para incentivar el reciclaje, para normalizar la situación y para capacitar a los recolectores y recicladores de base.



Por lo tanto, le agregaríamos valor a ese ámbito. Por algo se ha dejado de llamar “basura”; hoy se habla de “residuos”.



Además, cabe señalar que los países importadores de nuestros productos exigen que un porcentaje de ellos sea reciclado. De hecho, hay industrias en Chile, como la del plástico, que deben importar elementos reciclados para cumplir con esa norma.



En consecuencia, este es un buen proyecto.



Los antecedentes del debate en general, incluido lo dicho por el Ministro del Medio Ambiente, están a disposición de Sus Señorías en la versión oficial de la sesión pasada.



En representación de la Comisión de Medio Ambiente, solicito a la Sala su aprobación. La votación no se pudo realizar en la sesión anterior porque faltaban algunos colegas y hay un artículo que requiere quórum especial.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira, para fundamentar su voto.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, efectivamente en la sesión pasada no pudimos votar la idea de legislar, debido a que había algunas Comisiones funcionando. Por tanto, ahora corresponde votar solamente.



Se trata de un proyecto importante, y se valora.



Quiero destacar que el Ministro del Medio Ambiente se comprometió -ello se encuentra en la versión oficial de la sesión anterior- a subsanar algunas observaciones que se formularon en esa ocasión. Entre ellas, las señaladas por la Asociación Nacional de la Prensa, en torno a las sanciones que pudiesen recibir las imprentas y, también, a las atribuciones excesivas de la Superintendencia del Medio Ambiente.



Claramente, si ello no es corregido -me refiero a la norma que propone sancionar a las imprentas-, será bastante perjudicial para el sector, pues abre un camino para que se cometa una serie de arbitrariedades. Incluso, la Superintendencia del ramo, por esa vía, podría llegar a clausurar un medio de comunicación.



Pero el Ministro se comprometió a presentar indicaciones para resolver ese punto y otros más. 



Anunció, por ejemplo, que trataría de centrar esta materia a nivel regional. Porque lo relativo a los residuos y al reciclaje es algo que compete no solamente a la Región Metropolitana, sino también al resto del territorio.



Vemos con preocupación la situación de los rellenos sanitarios y la existencia de tanto vertedero ilegal, sobre todo en Chiloé, Región de Los Lagos. Esperamos contar no solo con los recursos, sino, además, con los estudios tendientes a subsanar una serie de problemas de esta índole.



Nos queda, entonces, votar a favor de la idea de legislar, y confiar en que el Gobierno presentará las indicaciones pertinentes para corregir todos los aspectos que señalé, a fin de que no haya dobles interpretaciones, sobre todo, en lo que concierne a la Asociación Nacional de la Prensa.



Se trata de un proyecto interesante, que mejoraremos durante la discusión particular. Obviamente lo voto a favor.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Solo quiero recordar que esta votación es en general, pero que requiere, para su aprobación, el voto conforme de 21 señores Senadores, pues el artículo 14 de la iniciativa es de rango orgánico constitucional.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Hemos hecho tocar los timbres para que concurran a la Sala los miembros de la Comisión de Hacienda, que se encuentra sesionando.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto en general (29 votos), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido, y se fija como plazo para presentar indicaciones el lunes 3 de agosto, a las 12.


Votaron las señoras Allende, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.

MONUMENTO EN MEMORIA DE EX DIPUTADA GLADYS MARÍN MILLIE
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En seguida, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento a la ex Diputada señora Gladys Marín Millie, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7.523-24) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 23ª, en 10 de junio de 2014.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 19ª, en 19 de mayo de 2015.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es autorizar erigir un monumento en memoria de doña Gladys Marín.



La Comisión de Educación discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo de la Sala de fecha 13 de mayo.



El referido órgano técnico aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana e Ignacio Walker). Durante el debate en particular realizó diversas enmiendas a la iniciativa despachada por la Cámara de Diputados, las que fueron aprobadas por la misma unanimidad señalada precedentemente.



El texto que se propone aprobar se consigna en las páginas 6 y 7 del informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En discusión la idea de legislar.



Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, Gladys Marín escribió “Solo puedo hablar en plural” en su libro testimonial La vida es hoy.



Esa frase resume su vida, la que dedicó incansablemente a difundir, a reclamar, a organizar, a denunciar, a protestar por las más diferentes causas de los trabajadores, de los marginados, de las víctimas.



Sin duda, alcanzó posiciones individuales destacadas desde muy joven: líder de la poderosa juventud comunista en años de fuerte auge del movimiento juvenil; elegida Diputada a los veintiún años, y reelecta en dos períodos; líder de su Partido en la clandestinidad y luego, en la legalidad; y, finalmente, candidata presidencial.



Pero a ella no le importaban esos cargos u honores. Lo suyo era la gente, el contacto en la calle, la huelga de trabajadores, la olla común, la marcha, los actos para hacer conciencia sobre las violaciones a los derechos humanos, la vida dura e intensa de los demás.



También sufrió dolores personales: el exilio; la desaparición de su marido, Jorge Muñoz, y de gran cantidad de compañeros; la separación de sus hijos; la cárcel. Pero todo ello lo canalizó a través de una entrega total a la lucha en favor de su pueblo.



Ese testimonio político, desde un punto de vista colectivo, es especialmente valorable en los tiempos que corren.



Cuando se cuestiona de manera general la forma de hacer política; cuando priman los liderazgos de carácter personal en desmedro de los liderazgos colectivos; cuando la mayoría de los partidos se encuentran en una situación de debilidad, el testimonio de Gladys Marín, quien fusionó su vida con el destino de su Partido y su pueblo, adquiere más sentido y trascendencia.



Por eso, para ser coherentes con su legado, el homenaje que le rendimos con ocasión de este proyecto y, más adelante, cuando se levante el monumento en su memoria, en verdad, también será un tributo a los trabajadores por cuyos derechos siempre luchó; a los jóvenes que descubrieron el país real uniéndose a los trabajos voluntarios; a los millones que apoyaron el Gobierno popular de Salvador Allende; a los que lucharon en la dura clandestinidad; a su compañero y a los centenares de detenidos desaparecidos; a su Partido y a todos los que siguieron creyendo cuando la mayoría se refugiaba en la apatía; a los discriminados por su origen étnico u orientación sexual. ¡El homenaje será para todos ellos!



Gladys Marín habría querido nombrarlos a todos. Pero ahora y por siempre la nombraremos a ella en nombre de todos ellos.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, voy a votar a favor de este proyecto, que autoriza erigir un monumento en honor a la señora Gladys Marín Millie.



Tuve la fortuna de conocerla en la comuna de La Florida, donde fui elegida concejala y, posteriormente, Diputada. Cuando ejercí el cargo edilicio, compartí con ella los sábados en la mañana un programa de radio durante casi tres años en el que comentamos muchísimos temas locales, regionales y nacionales.



Solamente quiero dar un breve testimonio diciendo que conocí a una mujer ideológicamente de Izquierda, pero sin prejuicios para compartir con una mujer de otras ideas, de otra edad y con una mirada del mundo tal vez distinta, pero con la que a la vez compartíamos la misma gran intensidad respecto a la pasión y vocación por la política.



Cuando ella desarrolló su enfermedad tuve la fortuna de visitarla en esos difíciles momentos, de conocer también a parte de su familia, a través de sus hijos, y de apoyarla con un granito de arena.



Por esa razón, voto con mucho gusto a favor de esta iniciativa, pues Gladys Marín fue una de las primeras mujeres políticas en asumir en la vida pública un cargo de representación popular.



Nunca perdió su femineidad, algo bien importante también para nosotras en este ámbito. No asumió los códigos masculinos del grito, del berrinche, de la rabia, de la bronca, de los combos, sino que, por el contrario, ella siempre mantuvo esos rasgos femeninos en la política, que creo muy importante para nosotras mantener y aportar.



Por todo eso, señor Presidente, apruebo con mucho gusto este proyecto de ley, porque considero que las personas del sector político que sea, les lata su corazón más a la izquierda, más a la derecha o en el centro, tienen todo el derecho del mundo de proponer a quienes admiran, siguen y quieren para que se erija un monumento en su recuerdo.



Nunca me he restado para votar a favor de aquellas propuestas legales de personas que creen que hay personajes públicos que lo merecen, no importando su sector político, y esta no será la excepción. Por el contrario, votaré con mucho gusto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este es un proyecto de ley respecto del cual uno esperaría un debate político ideológico, por tratarse de una destacada dirigenta del Partido Comunista de Chile.



Sin embargo, entiendo y tengo la sensación de que concordamos en que actuó bajo el mérito de concepciones que son transversales en la política: la consecuencia, la responsabilidad, la comprensión de que en el liderazgo político se está llamado a ejercer con fuerza, con decisión las propias convicciones sin dañar al adversario y sin que se considere a quien está al frente como a un enemigo.



Gladys Marín tuvo una larga, fructífera y comprometida trayectoria como militante: fue Secretaria General de las Juventudes Comunistas, Diputada entre los años 1965 y 1973, del Parlamento que desapareció con el golpe de Estado. Y también colaboró activamente durante la clandestinidad del Partido Comunista.



Llegó a liderar durante muchos años esa colectividad, en un segundo lugar mientras estaba Luis Corvalán, y luego en un primer lugar cuando este último dejó su dirección.


Concitó no solo al interior de su partido, que ya tiene 103 años de historia, sino de manera muy transversal incluso entre sus detractores la convicción de que nos encontrábamos frente al liderazgo de una mujer que fue testimonio de lo que es una exigencia básica en política: unir la acción con el pensamiento, es decir, la consecuencia entre el decir y el hacer.



Eso es lo que representó Gladys Marín durante toda su trayectoria de vida. Tuvo que cargar, por cierto, con el peso de la desaparición de su compañero, sufrió la represión en carne propia y en su familia. Y encarnó todos los valores de su partido, trayectoria de familia, convicción, preparación política y liderazgo hasta que la sorprende una maldita enfermedad que terminó con su vida.



En los momentos más difíciles, fue tratada en Cuba, en un esfuerzo tremendo para contener este ataque que afectó su salud y del cual no se pudo sobreponer. No fueron sus luchas, no fueron los peligros que enfrentó, sino básicamente una enfermedad la que logró derrotar a una guerrera de la política como Gladys Marín.



Por eso, cuando se discute un proyecto para levantar un monumento en su memoria, como Presidente del MAS, como Senador de la república, como alguien que la sintió siempre como una compañera de lucha en las muchas oportunidades que tuvimos de compartir escenarios políticos, sociales, personales, señor Presidente, me pronuncio a favor de la iniciativa. Vamos a trabajar para que se haga realidad, para que con el esfuerzo de toda la ciudadanía se constituya el Comité, se establezca con precisión el lugar y se trabaje.



Hay que honrar a la política.



En momentos muy difíciles para la política, levantar la memoria de una política, de una mujer, de una luchadora, de una líder le hace bien a todos de manera transversal, a la Izquierda y a la Derecha, en el reconocimiento de méritos que quisiéramos tener siempre en forma permanente en todo el actuar político.



Voto a favor, señor Presidente.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (18 votos favorables), por no haberse presentado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Navarro, Orpis, Ossandón, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker y Patricio Walker.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señores Allamand y Letelier.

MONUMENTO EN MEMORIA DE EX MINISTRO, ABOGADO Y DEFENSOR DE LOS DERECHOS HUMANOS SEÑOR JAIME CASTILLO VELASCO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza erigir en la comuna de Santiago un monumento en memoria del ex Ministro, abogado y defensor de los derechos humanos señor Jaime Castillo Velasco, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.099-24) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 66ª, en 25 de noviembre de 2014.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 19ª, en 19 de mayo de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es autorizar un monumento en memoria de don Jaime Castillo Velasco.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió el proyecto de ley en general y en particular, en virtud del acuerdo de la Sala de 13 de mayo, y lo aprobó en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana e Ignacio Walker.



El texto que se propone aprobar se consigna en las páginas pertinentes del informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, la violación sistemática de los derechos humanos entre 1973 y 1990 quedará grabada como uno de los pasajes más condenables de nuestra historia. Pero al lado de estas páginas oscuras los chilenos de hoy y de mañana podrán contrastar el testimonio valiente y preclaro de quienes se decidieron a enfrentar estas violaciones con las armas del Derecho y la palabra. Entre ellos destaca la figura de Jaime Castillo Velasco.



Fue fundador y Presidente del Partido Demócrata Cristiano, Ministro de Estado del Presidente Frei Montalva y brillante abogado. Pero una vez perdida la democracia, no dudó en dedicar su vida a la causa de los derechos humanos.



Desde la Comisión Chilena de Derechos Humanos, no transó con la verdad y la justicia, aunque ello le costara el exilio y la persecución. Recuperada la democracia, continuó esta misión desde la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación y luego desde la Mesa de Diálogo.



Estuvo ligado desde sus orígenes con la revista Política y Espíritu.



Testimonios políticos como el de Jaime Castillo Velasco hacen falta en la política chilena de hoy.



No pasó de la política a la empresa, sino a la defensa de los derechos de quienes eran perseguidos.



Cultivó y difundió el pensamiento y la ideología cuando imperaba el pragmatismo y escaseaba el debate.



Hombre profundamente pacífico pero siempre dispuesto a dar la batalla de las ideas.



Su figura representa las mejores virtudes de los servidores públicos del Chile republicano.



Sin duda, merece el homenaje ciudadano que se expresará en un monumento en una plaza de Santiago. Pero el mayor homenaje será el permanente rescate de los principios en la actividad política y la enseñanza y promoción de los derechos humanos en todos los niveles educativos.



Así, el testimonio político de Jaime Castillo Velasco se mantendrá vigente.



Así, la política seguirá teniendo sentido.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, sin duda alguna es de toda justicia erigir un monumento en memoria de don Jaime Castillo Velasco, lo cual, sin embargo, no sé si a él le hubiese agradado mucho, porque tal vez podría herir su propia modestia.



Se trató de una persona que siempre rehuyó de los honores, pero que logró contar con el reconocimiento de todos, como lo demuestra la transversalidad del apoyo a este proyecto de ley.



Jaime Castillo Velasco fue muchas cosas, pero esencialmente fue un hombre de principios, un hombre de doctrina, que tuvo como piedra angular de toda su vida política el respeto por la dignidad humana, por los derechos humanos.



¡Y por Dios que dio testimonio de ello bajo la dictadura como uno de los líderes del esfuerzo de tantos por hacer respetar los derechos humanos en ese período!, lo que en lo personal le costó dos exilios. De hecho, me tocó -y fue un honor para mí- ser su abogado con ocasión de su segundo exilio, en 1981, cuando partió hacia Caracas, Venezuela.



Era un hombre que creía en la no violencia activa como método de acción política, en la tradición de Gandhi, de Martin Luther King y de tantos otros. Y practicó esa no violencia activa en la lucha contra la dictadura en defensa de los derechos humanos.



Fue una persona que en los años 70 rayó la cancha no solo de lo que iba a ser la movilización social, política y electoral contra la dictadura, sino que prefigurando de alguna manera el tipo de transición a la democracia que íbamos a recorrer como país. Y lo hizo escribiendo un documento cuyo título lo dice todo: “Una patria para todos”.



Esa fue la tesis de Jaime Castillo Velasco en 1977, desde el interior de la Democracia Cristiana, el partido de toda su vida, pero dirigido al conjunto de nuestro país.



Nos esforzamos, nos esmeramos y luchamos por construir una patria para todos. Ello tuvo como corolario esa otra definición de don Patricio Aylwin, en plena transición, quien nos llamó a construir “una patria justa y buena para todos”, en la misma matriz que nos había planteado don Jaime Castillo Velasco.



Una persona que como militante y dirigente de la Democracia Cristiana en la última Junta Nacional a la que asistió -obviamente, fue muy emotiva-, ya avanzado en años, definió la política de una manera que nunca se nos va a olvidar. Él señaló: “Al término ya de mis días, puedo decir que para mí, como aprendizaje de toda una vida, la política consiste en el amor al prójimo”.



Esa definición entregaba Jaime Castillo Velasco en medio del silencio y la emoción de la Junta Nacional de su partido, nuestro partido, la Democracia Cristiana: la política concebida como amor al prójimo. O sea, como pertenencia a una comunidad, en el entendido de que vivir es convivir -como sostenía también don Patricio Aylwin-, es decir, vivir junto a otros, vivir con otros.



Por eso, con mucho gusto, con mucha convicción, al igual que todos, vamos a aprobar este proyecto, que rinde un homenaje póstumo y merecido a don Jaime Castillo Velasco, tal como la iniciativa de ley que acabamos de despachar rinde homenaje a Gladys Marín.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (17 votos), por no haberse presentado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Muñoz y Lily Pérez y los señores Allamand, Araya, Bianchi, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Matta, Navarro, Orpis, Ossandón, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Letelier.

MODIFICACIÓN A LEGISLACIÓN SOBRE EXPENDIO, COMERCIALIZACIÓN Y PRODUCCIÓN DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con segundo informe de las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.



--Los antecedentes sobre el proyecto (2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 26ª, en 11 de junio de 2008.



Informes de Comisión:



Salud: sesión 9ª, en 13 de abril de 2011.



Salud (nuevo): sesión 21ª, en 8 de mayo de 2013.



Agricultura y Salud, unidas (segundo): sesión 6ª, en 7 de abril de 2014.



Discusión:



Sesiones 11ª, en 20 de abril de 2011 (se aplaza su discusión); 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión); 42ª, en 30 de julio de 2013 (se aplaza la votación); 2ª, en 18 de marzo de 2014 (se aplaza la votación); 4ª, en 1 de abril de 2014 (se aprueba en general); 6ª, en 7 de abril de 2015 (queda para segunda discusión); 14ª, en 6 de mayo de 2015 (se aplaza la votación en particular).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de 6 de mayo se solicitó aplazar la votación en particular del proyecto.



Cabe recordar que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 1 de abril de 2014 y cuenta con un segundo informe de las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.



Los órganos especializados dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 4° y 5° permanentes y el artículo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conservan el mismo texto aprobado en general.



Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



Por su parte, la letra a) del número 5, que pasó a ser número 6, del artículo 3° del proyecto, que no fue objeto de enmiendas en el segundo informe, requiere 21 votos favorables para su aprobación en particular, pues se trata de una norma de rango orgánico constitucional.



Las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas, realizaron diversas modificaciones al proyecto de ley aprobado en general, algunas de las cuales fueron acordadas por unanimidad, mientras que otras solo por mayoría de votos, por lo que serán puestas en discusión y votación oportunamente.



Entre las enmiendas acordadas por mayoría se encuentra la recaída en un nuevo número 4 que se incorpora al artículo 3°, el que debe ser aprobado con quórum de norma orgánica constitucional.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en la cuarta columna transcribe las modificaciones introducidas por las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas, y en la quinta, el texto definitivo que quedaría de ser aprobadas.



En su oportunidad, el Senador señor Letelier pidió votación separada de todas las normas del proyecto. Sin embargo, cabe recordar que en el caso de las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones -artículos 4° y 5° permanentes y el artículo transitorio-, para que esa petición tenga lugar, se requiere la unanimidad de los presentes.



Las demás disposiciones se votarán una a una, tal como lo solicitó el señor Senador.
El señor MOREIRA.- Pido la palabra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de darle la palabra al Senador señor Moreira, le solicito al señor Secretario que, para dejar clara la situación, señale con exactitud el pronunciamiento que se le pedirá a la Sala en primer lugar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Senador señor Letelier solicitó votar separadamente todas las normas del proyecto.



Es un derecho de Su Señoría, y así hay que proceder, con la sola excepción de que debe consultarse a la Sala si para la votación de los artículos 4° y 5° permanentes y del artículo transitorio, que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones y por lo tanto conservan el texto aprobado en general, existe la unanimidad de los presentes exigida por el artículo 124 del Reglamento de la Corporación.



A contrario sensu, si algún señor Senador se opusiera, las disposiciones individualizadas quedarían aprobadas reglamentariamente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, este proyecto -si me equivoco, le pido al señor Secretario que me corrija- ha figurado en tabla en cuatro, cinco, seis sesiones, pues no se ha podido despachar, o por falta de quórum, o porque los Senadores están en Comisiones, en fin. Y esta es una buena oportunidad para hacerlo.



Como señaló el señor Secretario, el colega Letelier tiene pleno derecho a pedir votación separada.



Su Señoría, por lo que señaló durante su última intervención, está en contra de muchas disposiciones.



Pero a mí me gustaría escuchar otras opiniones. De lo contrario, no voy a dar la unanimidad, porque, en el fondo, se está acomodando la votación a los requerimientos de un solo Senador, quien se ha manifestado contrario a esta iniciativa.



Yo no entiendo el porqué de la tan amplia solicitud de votación separada que se ha formulado.



Quiero escuchar -repito- otras opiniones. 



En este minuto, señor Presidente, no estoy dando la unanimidad requerida para los efectos que explicitó el señor Secretario.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, tal como señaló el Senador Moreira, este proyecto se ha puesto en tabla varias veces, pues no se ha podido despachar. De hecho, se aprobó en general, pero su tramitación no siguió porque fue necesario tratar diversas iniciativas con “discusión inmediata”.



Entonces, para avanzar, propongo que las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones se aprueben reglamentariamente. De lo contrario, vamos a retrasar aún más la discusión.



Sería bueno que se considerara la negativa del colega Moreira a dar la unanimidad requerida y, por ende, se aprobaran reglamentariamente las disposiciones respectivas.



Entiendo la preocupación de Su Señoría, quien también presidió las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud, en cuanto a que, de alguna manera, habría un retraso inexcusable.



La idea es que podamos apurar el despacho de este proyecto de ley, que se halla en segundo trámite constitucional.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, recuerdo con bastante exactitud las observaciones que hizo el Senador Letelier la última vez que discutimos esta iniciativa. Su Señoría tenía reparos de fondo a preceptos aprobados por unanimidad en las Comisiones unidas.



La votación separada pedida por el colega Letelier es el camino que debemos seguir. Porque hay incisos que no compartimos. Con otros sí estamos de acuerdo. Tal ocurre, por ejemplo, con el artículo 2°.



Por lo tanto, solicito fijar con precisión las disposiciones que se someterán a nuestro pronunciamiento.



Entiendo que el Senador Letelier pidió votar artículo por artículo. Y me parece que es lo más justo.



Quienes no participamos permanentemente en el debate de esta iniciativa dejamos claro en las Comisiones unidas, las veces que asistimos, que, si bien la ley en proyecto estaba bien orientada, se habían flexibilizado elementos que, en nuestra opinión, desvirtuaban completamente la idea fuerza, la idea matriz.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Es muy clara la petición hecha a la Sala respecto de los artículos 4° y 5° permanentes y del artículo transitorio.



Al no haber unanimidad de los Senadores presentes, para votarlas, esas normas deben darse por aprobadas.



--Se aprueban reglamentariamente los artículos 4° y 5° permanentes y el artículo transitorio.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Procederemos a la votación separada de todos los otros artículos, como corresponde.

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, para situar el contexto, debo puntualizar que, al comenzar la tramitación de esta iniciativa, en cierto momento se quería hacer un debate más ejecutivo y acelerado. Por eso algunos de nosotros pedimos discutir artículo por artículo, pues en las Comisiones unidas, cuando presidió el Senador Moreira, el proyecto había cambiado muchísimo con relación a lo que existía al inicio del debate.



En efecto, la iniciativa tenía que ver con la limitación de la publicidad, entre otras cosas.



Señor Presidente, yo no veo ninguna dificultad para que se den por aprobados los artículos 4° y 5° permanentes y el artículo transitorio.



Mi petición original tenía que ver con los demás preceptos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Para ordenarnos, debo recordar que en la última sesión en que se vio este proyecto se pidió aplazamiento de la votación. 



Ahora bien, como se solicitó votación separada, vamos a ir artículo por artículo.



Por supuesto, Sus Señorías tendrán derecho a fundamentar el voto por cinco minutos.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor MOREIRA.- ¿Y qué pasa con los artículos 4° y 5° permanentes y con el artículo transitorio?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ya fueron aprobados reglamentariamente -y así lo declaré en el momento oportuno-, más allá de lo que dijo el Senador señor Letelier -por cierto, lo agradecemos-, por no haber existido unanimidad de los presentes para votarlos.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Les solicito a Sus Señorías dirigirse a la página 1 del boletín comparado.



Allí figura el artículo 1° propuesto por las Comisiones unidas, cuyo inciso primero, aparte la solicitud de votación separada, fue aprobado en la referida instancia por mayoría.



Dice el referido inciso: “Toda bebida alcohólica de graduación igual o mayor a un grado, que esté destinada a su comercialización en Chile, deberá llevar en el envase que la contenga una advertencia sobre las consecuencias de su consumo excesivo. Esta advertencia deberá ser fácilmente legible en condiciones normales, esto es, aparecerá escrita en letras negras sobre un fondo blanco, debiendo incluirse en cualquier campo visual del envase, sin superponerse con otro etiquetado que establezca esta ley u otra legislación específica. El tamaño mínimo de la letra de esta advertencia será de 1,5 milímetros para envases menores de 237 mililitros; de 2 milímetros para envases de hasta 1,5 litros, y de 3 milímetros para envases de más de 1,5 litros. Asimismo, se establece un máximo de 10 caracteres por centímetro para letras de 1,5 milímetros; de 8 caracteres por centímetro para letras de 2 milímetros, y de 5 caracteres por centímetro para letras de 3 milímetros. Igual advertencia deberán contener las cajas o embalajes de carácter promocional destinadas al consumidor, que contengan bebidas alcohólicas, y cuya venta se refiera a períodos extraordinarios, tales como fiestas patrias, año nuevo, época estival y eventos deportivos. El tamaño mínimo de la letra de esta advertencia deberá equivaler a la mitad del tamaño de la letra de la marca principal, según las reglas antes mencionadas.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Voy a poner en votación el inciso primero del...

El señor LETELIER.- Perdón, señor Presidente, antes de que lo ponga en votación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, yo quiero...

El señor PIZARRO.- ¡Cómo vamos a votar solo el inciso primero! ¡El artículo 1° es mucho más largo!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¡Un momento, por favor!

El señor CHAHUÁN.- Que el señor Secretario lea el artículo 1° completo.



¡Cómo vamos a tener que votar separadamente todos los incisos!

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sus Señorías son quienes deciden.



La Secretaría solo puede decir que en la última sesión en que se trató de iniciar la discusión particular de este proyecto se pidió votación separada del articulado.



Ya quedaron aprobados reglamentariamente los artículos 4° y 5° permanentes y el artículo transitorio porque, no habiendo sido objeto de indicaciones ni de enmiendas, no existió unanimidad de los presentes para votarlos.



Por otra parte, cuando se solicita aplazamiento de la votación el debate ya ha concluido.



Se pidió votación separada para cada una de las normas del proyecto. De consiguiente, corresponde votar en esa forma cada una de las disposiciones que se vayan señalando, sin perjuicio del fundamento de voto.



Ahora, si el Senador señor Letelier en algún momento plantea que se vote un artículo completo, así se puede proceder.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Con el debido respeto, señor Presidente, le hago la consulta. Porque sucede que, en la práctica, el artículo 1º equivale a lo que es materia del reglamento, de acuerdo a lo establecido mediante la legislación en proyecto.



Entonces, estamos votando como iniciativa de ley un reglamento. No obstante, el reglamento -lo digo con el debido respeto-, como sucede normalmente, debe dejarse a la consideración de los ministerios técnicos respectivos, porque es de muy difícil comprensión en cuanto al efecto que puede provocar en cada uno de los productos de que se trata.



Podemos votar inciso por inciso. Sin embargo, ¿qué va a ocurrir, por ejemplo, con las garantías de los productos reconocidos por ley con denominación de origen? ¿Se eliminan? ¿O se va a permitir colocar en el etiquetado que un producto tiene denominación de origen? Estoy hablando específicamente del pisco producido en la Tercera y Cuarta Regiones.



De otro lado, no sé si se distingue tratándose del producto que se exporta. Es el caso de los vinos, en que uno de los elementos de venta fundamentales es el establecimiento del origen, de la cepa, del año, de la cosecha. Pero en otros países los reglamentos para los mismos productos son completamente distintos. 



Entiendo que sobre todo los colegas de la Comisión de Salud (por eso pido las explicaciones) buscaban el equivalente a un reglamento y procuraban señalar con claridad los riesgos del consumo excesivo de alcohol. Y en eso estoy de acuerdo. Empero, también debemos entender, pese a que es impopular -y aquí vamos contra la moda, contra natura-, que aquello obedece a que se trata de una industria sumamente importante para nuestro país, que da lugar a actividad económica y a miles y miles de empleos, no solo en las procesadoras, sino también en las productoras de derivados, en las generadoras de servicios, etcétera.



Entonces, yo por lo menos quiero dejar constancia de que no me parece lo más adecuado consignar un reglamento de aplicación general para la diversidad de productos que tenemos y no hacer claridad sobre el efecto práctico que se va a provocar en cada uno de los productos en cuestión.

El señor CHAHUÁN.- ¿Puedo explicar el porqué, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay dos Senadores que quieren explicar: el señor Letelier y Su Señoría.

El señor LETELIER.- Que hable primero el colega Chahuán.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, este proyecto de ley tiene más de nueve años de tramitación.



Ahora bien, el inciso primero del artículo 1º establece el diámetro que debe tener la advertencia. Pero en ningún caso eso altera el resto de los contenidos del etiquetado -de hecho, hace pocos días votamos un tratado internacional acerca de los etiquetados de bebidas alcohólicas-: ni la denominación de origen, ni ningún otro elemento. Solo agrega, dentro del etiquetado, una advertencia.



Aún más, señor Presidente: tocante al diámetro, en la Cámara de Diputados hubo primero una fuerte discrepancia, y luego, un acuerdo.



Las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud del Senado recibieron a los productores de pisco, quienes manifestaron su acuerdo con el diámetro propuesto. Lo mismo ocurrió con los productores de cerveza. Y los productores de vino hicieron lo propio.



Inclusive, como había un problema en el tamaño, nos pidieron hacer una pequeña corrección para que la advertencia quedara legible. Y ellos mismos plantearon la alternativa.



Entonces, debo puntualizar que no hay ningún problema con las industrias, menos con aquella a la que aludió el Senador Pizarro.



Estuvieron en las Comisiones unidas -repito- la Asociación de Productores de Pisco, la Asociación de Vinos de Chile y la Asociación de Productores de Cerveza.

El señor PIZARRO.- Perdón, señor Senador, pero diga la verdad completa. Porque una cosa es que todas las asociaciones que Su Señoría nombra hayan asistido a la referida instancia y otra que hayan estado de acuerdo con la disposición pertinente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Senador señor Pizarro, para intervenir debe pedir la palabra y esperar que se accione el micrófono.

El señor CHAHUÁN.- Estaban disponibles. Porque...

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se acabó su tiempo, señor Senador.

El señor PIZARRO.- Si les pregunta qué les parece la norma que nos ocupa, le van a decir que no tiene ningún sentido, pues...

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¡Por favor, Su Señoría!

El señor CHAHUÁN.- Yo quiero señalar...

El señor ALLAMAND.- ¡Que terminen los diálogos!

El señor CHAHUÁN.- ¿Me permite explicar, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le daré únicamente un minuto adicional, señor Senador, pues concluyó su tiempo.

El señor CHAHUÁN.- Solo quero dar una explicación, porque el Senador Pizarro me hizo una interpelación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Su Señoría dispone de un minuto.

El señor CHAHUÁN.- Seré muy breve.



Señor Presidente, la propia industria entendió que era una cuestión de responsabilidad social empresarial acoger el planteamiento contenido en el articulado.



Por mi parte, quiero señalar que en las Comisiones unidas hubo básicamente una política de puertas abiertas. Concurrieron a ellas todas las asociaciones que mencioné, pero también las asociaciones de consumidores y representantes de Alcohólicos Anónimos, del Gobierno (Ministerio de Justicia, etcétera), de las universidades, en fin. Y, básicamente, llegamos a un acuerdo para una adecuada delimitación.



De alguna manera, creo yo, todos estamos de acuerdo en sacar adelante esta normativa.



¡No puedo entender que, luego de nueve años, no podamos despachar este proyecto!



Entonces, señor Presidente, ¡votémoslo nomás!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Eso estamos haciendo, Su Señoría.



Senador señor Letelier, además de darle la palabra, le pregunto si quiere que se vote artículo por artículo o inciso por inciso.



Entiendo que la petición es inciso por inciso.

El señor LETELIER.- Señor Presidente,  estimados colegas, pido que en este debate tengamos cierta racionalidad.



En el artículo 1°, por desgracia, hay cuestiones distintas. 



Uno, el establecimiento de las advertencias.



En esta materia, que se halla comprendida en los primeros tres o cuatro incisos, voy a solicitar votación separada. Y explicaré en detalle por qué.



Esto tiene que ver con el reglamento. La ley no debe entrar a un detalle reglamentario como el que se hace. Aquí tiene que consignarse la norma general. Definir por ley el tamaño del etiquetado o los milímetros de las letras; o si debe haber una advertencia para las mujeres embarazadas y para los conductores de vehículos; o si tiene que ponerse el número “18”, en fin, me parece una mala práctica legislativa.



A mi entender, la norma vinculada con la advertencia debe ir como etiqueta separada.



Lo segundo que se establece es lo relativo a los productos importados. En tal caso debe decirse quién es el responsable de etiquetar, pues la ley en proyecto es solo para los productos que se comercializan en nuestro país.



Un tercer tema tiene que ver con la publicidad en diferentes medios. Por tanto, hay que votar esto separadamente.



Se fijan criterios en el sentido de que la advertencia se debe poner en algunos medios publicitarios, pero no en todos. Esa es la observación que hay en ese punto. Repito: no en todos los medios publicitarios.

El señor CHAHUÁN.-  Eso no va en este artículo.

El señor LETELIER.- Discúlpeme, señor Senador, pero hay que leer cada uno de los incisos.



Y al final del artículo 1° se determina cuál es la autoridad que fiscaliza.



Entonces, lo único que estoy pidiendo es separar: en la primera  parte, colocar lo sustantivo aparte de lo reglamentario. En mi concepto, lo reglamentario no tiene que ir en la ley.



Entiendo que ello obedeció a un esfuerzo que se hizo, pero creo que no aporta.



En cuanto a los otros aspectos, cabe votarlos inciso por inciso.

El señor CHAHUÁN.- Votemos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se les dará la palabra a todos los señores Senadores que deseen usar de ella, pero reitero que ahora es preciso pronunciarse -media un año de trabajo de las Comisiones unidas- y que, en consecuencia, cada uno puede hacerlo como le parezca. Si se cree que el punto es materia de reglamento y no tiene que ir aquí, se puede optar por el rechazo. Y el que desee aprobar, en cambio, puede proceder a ello. Pero en la Sala no vamos a hacer trabajo de Comisión.



En votación el inciso primero del artículo 1°.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, conforme al artículo 8° del Reglamento, me inhabilito en relación con el proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, voy a votar a favor, naturalmente.



Para aquellos que experimenten alguna aprensión respecto de la iniciativa, cabe consignar que el texto quedó lo más suave del mundo. Comprendo que algunos pueden tenerlas, muy legítimas -no ando imputando intenciones-, pero la verdad es que el texto planteado originalmente era mucho más estricto en muchas materias y no solo en cuanto al rotulado de las bebidas alcohólicas y a la advertencia acerca de las restricciones de publicidad en las calles o en medios de comunicación.



Lamento que este tipo de proyectos terminen yendo a la Comisión de Agricultura, si bien es cierto que una legislación que tiene que ver con el etiquetado de una bebida alcohólica proveniente de la uva, como es el vino, presenta, claro, esa vinculación. Y cada uno de estos productos, en general, proviene de un vegetal.



Mas lo importante no es ese aspecto, sino la perspectiva sanitaria, habida cuenta de cifras que todo el mundo conoce, que hemos señalado y que no vale la pena repetir en cuanto a la incidencia en personas con problemas vinculados al alcohol; los accidentes de tránsito relacionados con el alcohol; la morbilidad, enfermedad y muerte como consecuencia del alcohol; los años de vida perdidos por el fallecimiento o la discapacidad derivados del alcohol, y las dificultades económicas del mismo origen: la principal causa de ausentismo laboral es el alcohol.



Por lo tanto, lo que se busca es generar un cambio cultural, pero no en la medida de decir: “Mire, no hay que tomar”. Chile es un país que produce vino, y muy bueno. Nos sentimos orgullosos de ello. El objetivo es, sobre todo, reducir la ingestión en menores y apuntar hacia un consumo moderado, con información y elementos preventivos. Ese es el sentido.



Quisiera insistirles a quienes abrigaban dudas o mantenían reparos con relación al articulado original que el texto se encuentra tremendamente suavizado. Hubiera querido uno distinto, pero, bueno, así es el Congreso: no se puede pretender que todo el mundo piense como uno. Ojalá podamos despacharlo, de una vez por todas. Con eso es suficiente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por eso estamos en votación, Su Señoría.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quisiera dejar constancia de que a mí me parecen adecuadas la advertencia y la posibilidad de educar e informar acerca de lo que significa el consumo excesivo de alcohol y sus efectos en quienes incurren en ello, e incluso con relación a situaciones de terceros, porque, como se ha dicho, el proyecto comprende normas referidas al otorgamiento de licencias para conducir, etcétera.



Como Su Señoría está haciendo votar todo el primer inciso, repito que estoy de acuerdo con la parte inicial, que tiene que ver con la advertencia. Lo que no me parece acertado es colocar en la ley materias propias de reglamento y que a veces hasta tienden a confundirse. En la última parte, más allá del porte en milímetros de las letras según la cantidad de líquido, se determina que “Igual advertencia deberán contener las cajas o embalajes de carácter promocional destinadas al consumidor, que contengan bebidas alcohólicas, y cuya venta se refiera a períodos extraordinarios, tales como fiestas patrias, año nuevo, época estival y eventos deportivos. El tamaño mínimo de la letra de esta advertencia deberá equivaler a la mitad del tamaño”, etcétera.



Hay otra serie de eventos, promociones y posibilidades de venta para ocasiones especiales, y a lo mejor no podemos definirlos todos. Los que queden fuera quizás van a decir: “Como no es un caso establecido en la ley, se pueden utilizar etiquetados distintos”. A alguien se le puede ocurrir hacerlo para un matrimonio, una fiesta o un evento conmemorativo de cualquier tipo. Ese es el problema que observo con la disposición.



Voy a pronunciarme a favor, porque estimo que lo fundamental se halla en la primera parte, que tiene que ver con la advertencia sobre beber en exceso, pero dejando constancia de que me parece de más el meternos a colocar en la ley aspectos que tienen que ver con un reglamento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como el artículo 1° contiene varios incisos, pido confirmar que se vota solo el primero de ellos, el cual dice relación con el tamaño de la letra, lo que es más bien propio de un reglamento. 



El inciso segundo se ajusta más a lo que debemos establecer en un cuerpo legal, que es la advertencia, en letras mayúsculas, de que beber en exceso daña la salud y puede dañar a terceros.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Únicamente se trata del inciso primero.

El señor NAVARRO.- Resulta bastante largo. Comprende más de dos páginas del boletín comparado.



Cabe preguntarles a los miembros de la Comisión a qué obedece la inclusión del detalle extremo -y no exagero- de que la letra “será de 1,5 milímetros para envases menores de 237 mililitros; de 2 milímetros para envases de hasta 1,5 litros”, etcétera. ¿Cuál es el origen de la idea de ponerlo en la ley y no en el reglamento?



Lo digo, señor Presidente, porque todos sabemos que cambiar la primera es mucho más dificultoso que hacer otro tanto con el segundo. En el caso del reglamento puede proceder a ello el servicio de salud respectivo o el Ministerio, pero, tratándose de la ley, tiene que intervenir el Congreso.


No parecería adecuado, ante una variación de envase o de cualquier tipo de exigencia, que para poder romper la amarra o el encadenamiento del tamaño de la letra a una norma de ese último rango tuviéramos que legislar nuevamente sobre el expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas.



Como ello es sabido, porque los Senadores que participaron en la Comisión registran una larga experiencia legislativa, tiene que haber una razón -reitero- por la cual se pidió comprender el punto en la ley, ya que a todas luces es materia de reglamento.


Es preciso consultar también por los efectos de un rechazo.


Estamos votando todo el inciso y en primer lugar se expresa que el envase deberá llevar la advertencia. Estoy de acuerdo con ello. No lo estoy, en cambio, con que se haya incluido el porte milimétrico de la letra. Como lo indican la experiencia, la sabiduría, y la técnica legislativa, es algo que más bien parece excesivo.



Quisiera saber si el origen de lo anterior fue el Ejecutivo, la asociación de viñateros o parlamentario, y si media una explicación técnica que me convenza de que tenemos que pronunciarnos, junto a la obligación de etiquetar, sobre el tamaño de la letra en este grado de detalle.



Deseo consignar que es algo que va en contra de toda la experiencia legislativa que los mismos parlamentarios han alegado en más de algún momento, en la Cámara de Diputados o en el Senado, respecto de no poner en las leyes algo que las vuelva después inamovibles y se transforme en un impedimento.



No abrigo ninguna duda de que a quienes lean con posterioridad el texto les surgirá la misma interrogante: por qué se puso el tamaño milimétrico de las letras y no se determinó solo la idea fuerza general, dejándose el punto para el reglamento.



Como no podemos votar separadamente, además, un aspecto de otro, ya que ambos están contenidos en el mismo inciso -y esta es también una cuestión de técnica legislativa, pues no estoy de acuerdo con lo relativo a la letra, mas sí con la idea matriz-, pronunciarse en contra significa no querer el etiquetado y aprobar significa aceptarlo, pero con la mención de las características de la letra. Ello pone en una situación inconfortable a quienes queremos que se legisle en cuanto a una advertencia en los envases de las bebidas alcohólicas.



Si el Senador señor Chahuán pudiera…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No es posible.

El señor CHAHUÁN.- Puedo dar una explicación.

El señor NAVARRO.- No se puede.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tenemos que seguir el orden -así es la vida-, pues hay varios inscritos.

El señor NAVARRO.- Algunos colegas tal vez podrán aclarar en sus intervenciones las dudas de este humilde Senador.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si alguno de los que van a usar de la palabra quiere darle una interrupción después al Honorable señor Chahuán, podrá hacerlo.



Puede intervenir el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, quien habla le concederá una a nuestro colega.



Deseo recordar que fueron consultadas distintas organizaciones estatales y no gubernamentales, y de verdad me parece que nos estamos enredando demasiado.



Se ha planteado, asimismo, una cuestión de transferencia de competencias entre el Ministerio de Agricultura y el Ministerio de Salud. Se optó por clarificar tanto detalle en el mismo proyecto.



Es efectivo que a veces se deja una serie de normas a los reglamentos que dictan las distintas Secretarías de Estado.



Esto va a precisarlo bien el Honorable señor Chahuán.



Si no, mejor no dictemos una ley. Porque el texto, el cual no sale como debiera -se ha registrado una gran cantidad de obstáculos...

El señor CHAHUÁN.- Ha sido muy grande, en efecto.

El señor MOREIRA.-... y de lobby, con mayúscula-, ha demorado ocho años.



Medió una decisión de las Comisiones de Salud y de Agricultura, unidas, en orden a sacar la iniciativa adelante. Todos los actores han estado presentes. Y se han introducido modificaciones. Pero juzgo que muchas de las razones que se están dando ahora tratan de diluir el articulado.



Si tuviera que calificar el proyecto, le pondría un 4, no más, ya que no pudimos obtener el óptimo precisamente por las presiones y por distintas normas hechas presentes.



Ahora, deseo consignar -y de ninguna manera, señor Presidente, quisiera que esto se tomara como una pesadez, por decirlo así- que observé la presencia del Senador señor Navarro dos o tres veces en un año, pero nunca vi a varios otros.



Entonces, ¿qué quiero decir? Que hubo gente trabajando. Se les consultó a todos.



De otro modo, insisto en que mejor no dictemos una ley. Lo que voy a decir es inconveniente: esto es lo menos malo que podemos sacar.



Ahora, ¿por qué no se ha recurrido a un reglamento?



Deseo cederle la palabra a quien me antecedió en la discusión, que es mi Honorable colega Chahuán.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Con la venia de la Mesa, este último podrá intervenir hasta por dos minutos, como lo establece el Reglamento.

El señor PIZARRO.- Estamos en votación. No puede haber interrupciones.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Es cierto. Tiene toda la razón el Senador señor Pizarro.



Pero está inscrito después. Si el Honorable señor Prokurica permite que hable ahora, le daré la palabra.

El señor PROKURICA.- No tengo inconveniente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Chahuán, gracias a la gentileza de Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, les pido a mis colegas que nos informemos antes de votar una iniciativa.



Si algo no ha sufrido enmiendas desde que se inició la tramitación del proyecto, del cual soy autor, junto con otros Diputados de la época, ahora Senadores, es lo que nos ocupa en este momento.



El articulado pudo salir adelante gracias a un acuerdo entre las Comisiones de Salud -la integrábamos con el entonces Diputado señor Rossi y otros- y de Agricultura. Se opusieron, enfrente, los Ministros de cada una de esas Carteras. En las Comisiones unidas en la otra rama del Congreso se logró el acuerdo -repito- respecto al diámetro.



El primer inciso no ha experimentado ninguna modificación durante todo el tratamiento legislativo en el Senado, salvo por un problema de redacción que se corrigió.



¡Ya llevamos nueve años en la iniciativa! ¡Votemos!



Repito que la norma no ha sido objeto de ninguna enmienda en esta Corporación y que fue producto de un acuerdo amplio, en la Cámara de Diputados, entre los miembros de la Comisión de Salud, ¡quienes queríamos más!, y los de la Comisión de Agricultura, que querían menos. Finalmente, los Ministros de cada una de esas Carteras en el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet -la señora Soledad Barría y el señor Álvaro Rojas, para hacer historia- y los integrantes de los dos órganos técnicos mencionados llegamos a una coincidencia, en las Comisiones unidas, respecto al diámetro.



Cuando fueron consultadas las asociaciones respectivas, invitadas por el Honorable señor Moreira a una Comisión que extraordinariamente funcionó en forma amplia, todas mostraron disposición hacia el diámetro señalado.



Entonces, no lo entiendo. ¡Nadie tiene problemas, pero en el Congreso sí los hay!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sé que a Su Señoría, quien está con el espíritu muy lleno, le hizo muy bien la concurrencia al Vaticano...



Después de nueve años, efectivamente, estamos decidiendo lo que usted quiere. Pero estamos votando.



El Senador señor Prokurica no va a hacer uso de la palabra.



Puede intervenir el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, voy a pronunciarme a favor del inciso, pero quisiera dejar ciertas constancias.



La esencia de la disposición es advertir sobre las consecuencias del consumo excesivo, lo que resulta contradictorio, a mi juicio, con lo que el texto expresa en relación con algunas materias. ¿Por qué lo digo? Porque, para mí, la promoción es precisamente incentivar la venta -en este caso, de bebidas alcohólicas-, y en la parte final se alude a “las cajas o embalajes de carácter promocional destinadas al consumidor, que contengan bebidas alcohólicas, y cuya venta se refiera a períodos extraordinarios, tales como fiestas patrias”, etcétera. Eso está indicando que los embalajes promocionales tienen que exhibir la advertencia solo respecto de estas ocasiones. Por lo tanto, ella no se necesita en fechas distintas, lo que se opone absolutamente a la primera parte.

El señor CHAHUÁN.- No es así.

El señor ORPIS.- Estoy leyendo el texto.
El señor CHAHUÁN.- ¡Hágalo bien, por favor!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Su Señoría no puede interrumpir.

El señor ORPIS.- Se expresa que “Igual advertencia deberán contener las cajas o embalajes de carácter promocional destinadas al consumidor, que contengan bebidas alcohólicas, y cuya venta se refiera a períodos extraordinarios”, etcétera. En consecuencia, si no se está en uno de estos últimos, no se necesita, a contrario sensu, ningún tipo de letra.

El señor CHAHUÁN.- ¡Insisto en que es preciso leer bien la disposición!

El señor ORPIS.- Repetiré la frase por tercera vez, señor Presidente: “y cuya venta se refiera a períodos extraordinarios, tales como”, etcétera. Es decir, en el caso de las promociones se hace referencia a épocas específicas. Si no se está en una de ellas, entonces, no se necesita ningún tipo de advertencia.



Eso es lo que entiendo de la norma.



Se observa una absoluta contradicción -reitero- con la primera parte, que precisamente apunta a evitar el consumo excesivo de alcohol. Lo que intentan las promociones es aumentarlo e incentivarlo.



En seguida, respecto del detalle al que se entra en cuanto a la utilización de los centímetros del etiquetado, que es una materia más bien de carácter reglamentario, concuerdo con que la ley presente tal característica en este caso.



Los gobiernos y las autoridades cambian, y pueden ocurrir dos hechos en esa situación: que se aumenten excesivamente los milímetros requeridos para las letras o que se disminuyan en el etiquetado. 



Por lo tanto, esta norma, aun cuando tenga carácter reglamentario, da, a mi juicio, bastante certeza jurídica.



Sin embargo, me preocupa lo que se establece para los embalajes promocionales, porque lo considero contradictorio con la primera parte del mismo inciso. 



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario, consulte.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor MOREIRA.- ¿Qué se está votando, específicamente?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Solo el inciso primero del artículo 1°, páginas 1 a 3 del comparado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso primero del artículo 1° (20 votos a favor y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Guillier, Horvath, Letelier, Matta, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker y Patricio Walker.



No votó, por estar pareado, el señor Coloma.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El inciso segundo del artículo 1°, que figura en las páginas 3 y 4 del comparado, dice lo siguiente: 



“La advertencia referida deberá incluir la siguiente leyenda: ‘Beber en exceso daña su salud y puede dañar a terceros’, precedida de la palabra ‘ADVERTENCIA’ escrita en letras mayúsculas y en el mismo formato indicado en el inciso anterior. A continuación de la frase indicada, y precedida de un punto seguido, se deberá adicionar alguna de las siguientes oraciones, a elección del productor, fabricante o importador:



“-La mujer embarazada no debe beber alcohol.



“-El consumo de alcohol limita su capacidad para conducir.



“-El consumo de alcohol en menores daña su desarrollo físico e intelectual”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, quiero contarles que este es un proyecto que por primera vez utiliza el procedimiento de consulta establecido por la Organización Mundial del Comercio; que en la redacción de las tres advertencias se escucharon las aseveraciones que hicieron los otros miembros de dicha Organización, las que fueron consideradas, y que ellas, presentadas como indicación por los respectivos Senadores, fueron aprobadas.



El procedimiento de consulta -que no tenía precedentes en la historia legislativa de Chile- establece que, cuando un proyecto de ley tiene carácter de reglamento técnico y puede imponer, eventualmente, barreras comerciales, debe ser consultado a todos los miembros de la OMC.



En ese contexto, las tres advertencias que consagra la norma fueron ajustadas en sus contenidos y su redacción a lo observado por las asociaciones que fueron convocadas por la Organización Mundial del Comercio.



Ciertamente, creemos que este es un paso importante, dado que el inciso segundo contiene el tema más sustantivo del proyecto, por lo cual llamo a votarlo a favor.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el Senador Chahuán tiene razón: este proyecto lleva nueve años y algo más de tramitación. Pero quiero decir que sobre esta materia no solo se presentaron mociones de señores Diputados; también hubo algunas que se iniciaron en el Senado, respecto de las cuales la primera decisión que se tomó fue enviarlas a la Comisión de Agricultura. 



Y lo que voy a decir lo debo de haber repetido media docena de veces en los últimos nueve años. En esa Comisión, el proyecto de ley, que era sobre etiquetado de bebidas alcohólicas y que establecía claramente esta obligación en su artículo 1°, no contemplaba esta definición.



Por lo tanto, lo planteado por el Senador Chahuán es una verdad a medias. 



Las mociones que tuvieron su origen en la Cámara de Diputados, de una de las cuales es coautor el ahora Senador Chahuán, contenían aquello desde el inicio.



Como digo, había otras iniciativas en la Comisión de Agricultura de nuestra Corporación, las cuales estuvieron detenidas durante seis años. La disputa que manteníamos con el Senador Coloma, Presidente permanente y eterno de dicha instancia, no permitía que ellas avanzaran. Había una larga lista de invitados, pero siempre surgía una propuesta. La última fue enviar el asunto a Comisiones unidas de Salud y de Agricultura. Eso significó una nueva dilación.



Además, ahí se refundieron varios boletines y el proyecto de Navarro desapareció. Al menos el artículo 1° no fue considerado. Fue subsumido. Y me parece bien. Pero en él no se establecía este detalle milimétrico de las letras. Lo consideramos necesario, pero en el reglamento. En este ámbito tienen amplia experiencia los abogados, los secretarios de Comisión, que siempre nos indican: “Señores Senadores, esto es más bien materia de reglamento”. Nosotros estamos atentos a esas observaciones, y muchas veces consideramos algunos temas como propios del reglamento y no de la ley.



Dicho eso, señor Presidente, paso a referirme derechamente al inciso segundo.



Allí figuran tres opciones de advertencia para el productor: aquella dirigida a la mujer embarazada; la relativa a la incapacidad o limitación para conducir, y la referida al daño a los menores.



Este último resulta complejo porque la venta de bebidas alcohólicas a menores de edad está prohibida. Claramente, en ningún punto debiera permitirse ni la compra ni el consumo de alcohol respecto de ellos. La ley vigente establece la prohibición. Por lo tanto, los productores que elijan esta opción se van a encontrar con una contradicción: a una bebida que no se les puede vender a los menores, habrá que imprimirle una advertencia acerca de una prohibición que ya figura en la ley.



Llamo la atención, entonces, sobre esta tercera opción, que a mi juicio no debiera estar, porque, como digo, la prohibición ya está considerada en la normativa legal vigente. Alguien podría entender que se puede vender alcohol a menores, pero con advertencia. Sería la peor interpretación, pero, conociendo la idiosincrasia y el ingenio criollos, una persona podría decir: “Mire, yo pensé que les podía vender, porque la etiqueta señala que hay que advertirles que les puede provocar daño, pero no me prohíbe venderles”.



Quiero reiterar que la norma fuerte, la norma madre, es la prohibición de venta de alcohol directamente a menores de edad y en ningún local a menos de cien metros de un establecimiento educacional. 



En consecuencia, señor Presidente, la frase debiera reemplazarse.



Respecto de la advertencia a la mujer embarazada, ¡ni modo! Lo que uno escucha toda la vida, desde las abuelitas, es que las embarazadas no pueden tomar alcohol. Está sancionado socialmente. Es muy raro ver a una mujer embarazada bebiendo alcohol. En los hechos, no ocurre, y cuando ocurre, es porque hay una enfermedad, hay alcoholismo.



Por lo tanto, la primera advertencia es de Perogrullo. Yo diría que las mujeres embarazadas en un 99,9 por ciento no consumen alcohol. O sea, el destino de la primera opción también tiene un universo muy restringido.



La segunda señala: “El consumo de alcohol limita su capacidad para conducir”. Y me parece muy apropiada, porque la principal causa de muerte en Chile entre jóvenes de 18 a 23 años son los accidentes de automóviles conducidos bajo la influencia del alcohol.



Por consiguiente, estamos frente a una prevención que va destinada más bien a los jóvenes, quienes presentan una situación estadística muy grave al respecto. 



Echo de menos una aplicación directa a los consumidores de mayores ingresos, de mayor edad.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ha concluido su tiempo señor Senador.



Le voy a dar un minuto adicional.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, creo que dos de las advertencias que se incorporan van orientadas a un universo muy reducido: a mujeres embarazadas -que en los hechos (99,9 por ciento) no beben alcohol-, y a menores, a quienes les está prohibida su venta.



Considero que falta una que vaya destinada al consumidor medio, al profesional, al adulto mayor; en definitiva, al gran consumidor. La frase “El alcohol produce daño si se bebe en exceso” es genérica. Y aquí se hace aparecer como que el alcohol produce daño solamente en determinados segmentos etarios o de género.



Por eso digo que ha habido un cambio sustancial.



La frase original señalaba: “El alcohol bebido en exceso produce daño para tu salud”. Era completa. Tengas 15 o 55 años, seas mujer embarazada o no, vayas a conducir o no, el alcohol es daniño. No es necesaria mayor tipificación.



No me gusta ninguna de las tres advertencias, señor Presidente, y planteo la posibilidad de cambiarlas para darle más efectividad a la norma.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, yo coincido totalmente con el espíritu del proyecto, que voy a votar a favor, tal como lo he dicho. Pero me nacen algunas dudas.



En lo personal, no estoy de acuerdo con que las mujeres embarazadas consuman alcohol, por todos los daños que ello provoca. Y la norma así lo establece. Pero, ¿qué pasa si una mujer embarazada va a comprar alcohol?

El señor NAVARRO.- Puede comprarlo.

El señor ORPIS.- ¿Va a ser para un tercero?



O sea, como medida precautoria, si uno contempla una afirmación de esa naturaleza en la ley, parece lógico tomar providencias para que esa venta efectivamente no se produzca. 



Entiendo que actualmente una mujer embarazada puede comprar alcohol para un tercero. Y por eso me hubiera gustado ser más estricto en la redacción. A pesar de que la disposición es bastante categórica, creo que no está asociada necesariamente a una conducta. La ley manda, prohíbe o permite. Por lo tanto, aquí habría que ser mucho más restrictivo y, derechamente, tratar de impedir que una mujer embarazada consuma alcohol, por los efectos que este produce sobre el feto.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, la OMC nos pidió que suprimiéramos esta norma, pero la Comisión, luego de un serio debate, optó por mantenerla. 



Quiero leerles, muy brevemente, algunos párrafos del informe:



La Senadora señora Goic “se manifestó en contra de la supresión, no obstante señalar que hubiese preferido un texto distinto, que fuera más explícito en la prohibición del consumo en menores”.



El Senador señor Chahuán, por su parte, votó en contra de la supresión, “asumiendo que los argumentos que ha dado el Honorable Senador señor Harboe están correctos y que fue parte de lo que argumentó la Cancillería, en cuanto a que el incorporar esta norma podría relativizar la prohibición expresa, pero, dada la realidad que existe en materia de consumo de alcohol en menores, vota en contra”.



En seguida, el Senador señor García -y me parece muy importante lo que él hizo ver-, “al fundar su voto en contra de la supresión señaló que si bien está prohibida la venta para menores de 18 años, lo cierto es que las bebidas alcohólicas están al alcance de los niños, por lo que considera positivo que exista una advertencia en el etiquetado”.



Quiero contarles que cuando nos encontrábamos prácticamente votando la iniciativa fuimos advertidos de la obligación de notificar a la OMC, a través de la Cancillería, respecto de esta norma, entre otras. Como señalé, la Organización Mundial del Comercio pidió que la suprimiéramos, pero la Comisión, mayoritariamente, estimó lo contrario.



Ahora, señor Presidente, como usted bien dijo, en esta etapa de tramitación no cabe sino votar. Los que tengan argumentos en contra, votarán que no; los que estemos a favor, votaremos que sí. Ese es todo el punto. Pero aquí no nos vamos a poner a corregir una iniciativa en la que han participado muchas personas. Lo óptimo no lo vamos a lograr.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el inciso segundo del artículo 1° (13 votos a favor, uno en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Lily Pérez y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Guillier, Moreira, Navarro, Orpis, Prokurica, Quintana, Quinteros y Patricio Walker.



Votó por la negativa el señor Letelier.



Se abstuvo el señor Pizarro. 
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Ossandón. 



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, las Comisiones unidas proponen incorporar dos incisos nuevos en el artículo 1°. 



Los voy a leer, porque podría hacerse una sola votación, si así lo estimaran Sus Señorías.

La señora ALLENDE.- ¿Qué página?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Páginas 4 y 5 del boletín comparado.



Los incisos tercero y cuarto propuestos dicen lo siguiente:



“Adicionalmente, en los envases se deberá adherir o contener impreso una advertencia gráfica que muestre un auto, una mujer embarazada o un número 18, rodeados cada uno por una circunferencia, en conformidad a la oración escogida en el inciso anterior. Las dos primeras advertencias, deberán tener una línea que atraviese la circunferencia desde la esquina superior a la inferior, con la finalidad de señalar simbólicamente que no se debe consumir alcohol en el caso de conducir vehículos motorizados o cuando una mujer está embarazada. El tamaño de la etiqueta que contenga la advertencia deberá ser de 0,8 centímetros de largo y de alto.



“El responsable de la adhesión de estas etiquetas será el productor o fabricante en el caso de los productos de origen nacional y el importador cuando las bebidas alcohólicas sean importadas”.

El señor LETELIER.- ¿Qué tipo de goma se deberá usar…?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación los incisos tercero y cuarto, nuevos.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, estas normas no estaban en el proyecto original. Las propuso el Senador Rabindranath Quinteros. Luego el Ejecutivo (el Ministerio de Salud) las recogió y empujó para establecerlas adicionalmente a la advertencia que ya votamos, que era el objetivo inicial del proyecto. Y finalmente las Comisiones las apoyaron en forma transversal.



Las etiquetas dicen relación con las advertencias relativas a los menores de 18 años, a la mujer embarazada y a la conducción de vehículos.



Reitero que esta propuesta del Senador Quinteros fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- No intervendré.



Hay que votar, no más, señor Presidente. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, puedo estar muy equivocado, pero, si la advertencia va a tener 0,8 centímetros, ¡habrá que verla con lupa…!

El señor CHAHUÁN.- Es adicional, señor Senador.

El señor ORPIS.- Creo que aquí hay un error.

El señor PROKURICA.- ¿No incluye el sistema braille…?

El señor ORPIS.- ¡Es imposible ver una advertencia de 0,8 centímetros!

El señor OSSANDÓN.- ¡El Senador Quinteros tiene muy buena vista…!

El señor ORPIS.- 0,8 por 0,8, ¡eso no existe! ¡Qué advertencia puede tener ese tamaño! ¿Qué se alcanza a advertir con eso? Lo que se va a ver, máximo, es un pequeño punto negro o cruzado.



Llamo la atención del Senado, pues creo que aquí se ha cometido un error. Debe de tratarse de otra medida. Menos de un centímetro es nada.



No estoy tratando de hacer risible el tema, pero resulta absurdo. Es impresentable poner una advertencia de 0,8 centímetros. 



Por lo tanto, pido que se corrija este error, porque me imagino que es un error.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Recuerdo a Sus Señorías que estamos en votación, así que si alguien no está de acuerdo puede votar en contra o abstenerse. 



Estamos en votación y, en consecuencia, hay que pronunciarse sobre el texto despachado por las Comisiones unidas.



La Sala no puede sustituir el trabajo de las Comisiones, más allá de lo razonable que pueda ser alguna observación.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me hicieron llegar una regla, y en verdad puedo decir que el tamaño del sello es similar al de una moneda de un peso. ¡Quien haya tomado algo de bebida no alcanzará a leer nada, por cierto…! ¡O, mejor dicho, después de descorchar la botella no podrá ver la recomendación…! ¡Y antes de descorcharla, si la persona tiene más de 45 años de edad, que es cuando todos empezamos a tener algún problema visual, tampoco le será posible leer algo…!

La señora PÉREZ (doña Lily).- “¡El tamaño no importa…!”.

El señor NAVARRO.- La observación de la Senadora Lily Pérez tiene validez en circunstancias distintas…

El señor MOREIRA.- La norma se refiere a la circunferencia, no a la letra.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, si uno compara la gráfica que en su oportunidad aprobamos para el tabaco con la que pretendemos aprobar para el alcohol, la foto de una mujer embarazada o de un auto, claramente esta última es el desierto florido -por así decirlo-, y la otra, el campo de la muerte. 



Lo que se propone no es ninguna invitación a no beber. Al contrario, una mujer embarazada es vida y un auto es poder. Esa es la asociación, porque no se describe en qué condiciones se va a poner el vehículo. Ahora, si se colocaran fotos de un accidente automovilístico (que la SIAT no publica, pues son atroces), o similares a las que se consideran para la prohibición del consumo de tabaco, que muestran los efectos del cáncer, ellas serían disuasivas. Pero aquí no se señala eso. La forma genérica es un auto o una mujer embarazada.



Es decir, lo que se propone es el desierto florido: todos querrán verlo. Y en vez de una invitación a la disuasión o al rechazo, o una advertencia, será mirado como algo cercano.



Sé que el Senador Quinteros está pensando en la situación de una mujer embarazada y que algunos colegas discuten bienintencionadamente este proyecto. ¡Ya me imagino a ese vino Gato Negro o a esa cerveza con una etiqueta con una mujer embarazada y un auto! 



Si se va a poner aquel auto chocado en el que perdieron la vida cuatro jóvenes, como ocurre lamentablemente cada fin de semana en Chile, uno podría decir que es una gráfica disuasiva. Pero no si se coloca, para lograr el mismo efecto, la foto de una mujer embarazada. Por lo demás -no tengo duda alguna de que numerosos Senadores recorren diversos sectores a diario-, hace mucho, mucho tiempo que no veo a una mujer embarazada bebiendo, porque esa actitud es sancionada socialmente por todos. Afortunadamente, en nuestro país es un escenario muy minoritario.



En consecuencia, me parece que la gráfica que se propone es absolutamente light, insuficiente, suave.



Por tanto, si la intención es advertir, creo que se producirá el efecto contrario, más aún con lo señalado por el Senador Orpis. 



Aquí tengo una regla. La verdad es que una etiqueta de 0,8 por 0,8 no tiene relevancia alguna.



Entonces, estamos en un dilema, pues claramente hay observaciones a esta norma. Lo digo no obstante que voté favorablemente las dos disposiciones anteriores -se lo manifiesto, por su intermedio, señor Presidente, a los Senadores Chahuán y Moreira- aun teniendo observaciones. 



Sé que estamos en la etapa definitiva, pero el 0,8 es como un “pequeño timbrecito”.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Es un sello.

El señor CHAHUÁN.- Y no hay lectura en él.

El señor NAVARRO.- Es un sello que tendrá que ser visto bastantes veces para que se identifique su contenido. Porque si alguien tratara de leerlo vería que es ilegible.



Por otro lado, señor Presidente, pienso que debió haberse formulado una indicación en lo que dice relación con la fotografía que aparecerá en el envase, ya que se podría poner un Jaguar como forma de promoción, que es un vehículo que se asocia con el poder. Además, hecha la norma, hecha la trampa.



En resumen, siento que debimos haber sido más explícitos. Lo somos en detalles milimétricos, en el tamaño de la letra. Sin embargo, la figura que más desafección ha provocado en el tema del tabaco -la foto violenta, brutal- se diluye y se deja abierta y sin condiciones a la creatividad del productor.



Les advierto que no se va a poner ninguna foto de rechazo, sino aquella que facilite el acceso al alcohol. Así, podemos terminar con una imagen contradictoria.



Eso permite esta norma, señor Presidente.



Por eso me voy a abstener.



Voté a favor de las otras dos disposiciones, pero la relacionada con este inciso es una observación insalvable, por el tamaño y por la indefinición de la gráfica que contempla.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, cada día comprendo más por qué es importante asistir a las Comisiones: cuando uno concurre a ellas se da cuenta del sentido de un proyecto de ley. Llegar aquí, a la Sala, y empezar a filosofar, a hacer análisis de que esto debió ser de tal forma, de que hay que cambiar la figura, al igual que la letra mayúscula o la minúscula, es no darse cuenta de la génesis de esta iniciativa.



Lo cierto es que este proyecto, en lo concerniente al logo, era bastante menor, y en el debate llegamos a un término medio. Además, creo que uno más grande taparía el envase o aquello que se promociona y respecto de lo cual se hace la prohibición.



El 0,8 por ciento de tamaño del sello no es antojadizo, ni tampoco lo es que la mujer embarazada no debe beber alcohol. Uno no puede prohibir eso. Es lo mismo que el aborto terapéutico: es voluntario, ¡voluntario!, no exigible.



Y se podrían citar varios otros ejemplos.



Acá simplemente se dice que la mujer embarazada no debe beber alcohol. Si ella quiere lo va a hacer igual, aunque figure en la ley que eso le está prohibido.



Finalmente, señor Presidente, debo decir que me quedo con mi conclusión de que es importante asistir a las Comisiones, opinar ahí y conocer el espíritu del respectivo proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, estoy intrigado con este inciso, y más intrigado aún después de que se ha explicado que llevamos nueve años buscando un acuerdo y que este se alcanzó por unanimidad para colocar un sello. Porque uno llega a la conclusión, conforme a las dimensiones obligatorias que se establecen en el inciso tercero, de que aquel será como un punto. Y, además, dentro de él habrá una figura -un auto, una mujer embarazada o un número 18- dentro de una circunferencia de 0,8 de alto por 0,8 de ancho, la que tendrá que ser cruzada por una línea.



Con el debido respeto a quienes han trabajado en las Comisiones -no he visto al Senador Moreira en las instancias en que yo participo, ni Su Señoría me ha podido ver en aquellas donde él participa, porque cada uno asiste a los órganos técnicos en los que está inscrito; ocasionalmente se involucra en otros temas-, debo decir que no se puede pedir a los que no concurrimos a una Comisión que no opinemos, o que no podamos preguntar, o que no podamos advertir lo que claramente es una buena intención pero que está mal escrita.



Este es el problema que presenta el legislar colocando en la ley lo que es materia de un reglamento. 



¡Esa es la verdad!



¡De qué estamos hablando!



El Senador Quinteros -con el debido respeto- nos dice: “No, es que el texto de la norma es voluntario”. ¡No es voluntario! Ella señala: “Adicionalmente, en los envases se deberá adherir o contener impreso una advertencia gráfica que muestre un auto, una mujer embarazada o un número 18” -¿de qué manera?- “rodeados cada uno por una circunferencia, en conformidad a la oración escogida en el inciso anterior.” -si es una mujer, tiene que ser una mujer; si es un auto, debe ser un auto; si se quiere simbolizar a un joven, habrá que poner el número 18- “Las dos primeras advertencias, deberán tener una línea que atraviese la circunferencia desde la esquina superior a la inferior, con la finalidad de señalar simbólicamente que no se debe consumir alcohol en el caso de conducir vehículos”.



Todo ello me parece muy bien, pues se establece en los incisos anteriores. 



¡Por favor, eso es absolutamente impracticable! Porque me podrán decir lo que quieran: es un símbolo, es un sello; sin embargo, tratemos de dimensionar lo que es 0,8 por 0,8: la cabeza de un alfiler o un poquito más; menos que los botones de un teléfono celular.

El señor NAVARRO.- Que una tecla.

El señor PIZARRO.- Entonces, pido que seamos rigurosos cuando corresponda, sin molestarnos, sin enojarnos. 



Senador Quinteros, le tengo todo el respeto del mundo cuando usted opina con razón en proyectos en que uno ha trabajado largamente. Pero lo cierto es que acá nos estamos enredando, porque nos metemos a legislar en materias altamente técnicas que son más de competencia de los reglamentos de los organismos pertinentes que de nosotros.



Señor Presidente, es fundamental establecer que la mujer embarazada no debe beber alcohol, que su consumo limita la capacidad para conducir y que daña el desarrollo físico e intelectual de los menores.



Eso me parece bien.



Pero, francamente, el inciso que estamos votando nos pone más bien en la complejidad de obligar a hacer algo que nadie va a entender ni a leer.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los incisos tercero y cuarto, nuevos, del artículo 1° (10 votos a favor, 3 en contra y 4 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Lily Pérez y los señores Araya, Chahuán, Guillier, Letelier, Moreira, Quinteros, Rossi y Patricio Walker.



Votaron por la negativa los señores Orpis, Pizarro y Prokurica.



Se abstuvieron las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Navarro y Ossandón.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, de acuerdo a lo solicitado por el Senador señor Letelier, corresponde analizar el inciso tercero, que pasa a ser quinto, del siguiente tenor:



“En el caso de bebidas alcohólicas importadas, la advertencia deberá realizarse por medio de etiquetas autoadheridas al envase, de manera que no puedan ser despegadas fácilmente. Esta obligación recaerá en el productor, fabricante o importador antes de que el producto se libere e ingrese al territorio nacional, ya sea en el punto de origen o en el depósito aduanero”.



A continuación, viene otro inciso, al parecer relacionado con el antes mencionado. Solamente lo voy a leer para efectos de que ustedes decidan si se votan juntos o en forma separada…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Disculpe, señor Secretario.



Antes, tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, sugiero que este inciso se apruebe con la misma votación anterior y que pasemos al tema siguiente, que es donde están las dificultades.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar este inciso con la misma votación anterior?

El señor NAVARRO.- No, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay acuerdo.



Está en su derecho.



Entonces, pondríamos en votación el inciso que se acaba de leer.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se trata del inciso tercero, que pasa a ser quinto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Perdón, ¿habría acuerdo para votar juntos los incisos quinto y sexto?

El señor LETELIER.- No. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En consecuencia, nos pronunciaremos sobre el tercero, que pasa a ser quinto. No hay problema.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el inciso quinto dice relación con las bebidas importadas. Señala que la advertencia deberá hacerse por medio de etiquetas autoadhesivas, y luego dispone que se colocarán en el punto de origen o en el depósito aduanero.


 Quiero señalar que, al igual que otros señores Senadores, he estado en distintas capitales tanto de América Latina como de Europa, y he observado que el vino chileno lleva incorporada la frase “el beber alcohol causa daño en tu salud”. Y si la exigencia para nuestros productores que van a los mercados europeos, de América Latina y de Norteamérica es que esto se coloque en la etiqueta original, no veo por qué debemos conceder que las cervezas, los licores, los vinos, que ingresen al territorio nacional vengan con una etiqueta adhesiva.



Siento que es una desventaja desleal en materia de competencia, en relación con la de reciprocidad.



Si esto lo hace el importador en el punto de origen o en el depósito aduanero será una tarea de chinos, pues habrá que etiquetar cada una de las botellas.



Aquí debiéramos exigir que todo producto que ingresara al territorio nacional tuviera que cumplir con la legislación nacional, que establece estas restricciones para el caso de las bebidas alcohólicas.



No visualizo, de verdad, un vino chileno en una mesa de Nueva York, de Madrid, de Ciudad de México, con una etiqueta autoadhesiva que contenga esa frase. Todos los que he visto tienen impresa su etiqueta, y eso es reciprocidad.



Además, si vamos a exportar pisco u otro licor, hay que tener en cuenta las exigencias en el país de destino.



Siento que con la etiqueta autoadhesiva se disminuye la eficiencia y se puede permitir la elusión de la norma.



Señor Presidente, no me parece una buena medida.



Debiera dejarse la iniciativa tal como estaba; y tal vez con un plazo -puede ser materia de reglamento- que permitiera a los importadores de bebidas comunicar esta obligación a los productores.



Primero, como está la norma, solamente va a complejizar su cumplimiento, por la fragilidad de la etiqueta que, aunque es autoadhesiva, se puede sacar fácilmente. Es un tema de criterio.



Segundo, no veo por qué vamos a dejar en esta disposición facilidades extraordinarias para los importadores, cuando nuestros vinos y licores cumplen esta exigencia en la etiqueta definitiva, desde el origen.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, deseo explicar por qué se llegó a este texto.



Básicamente, surgió de la consulta que hizo la Cancillería a la OMC, y de la intención de facilitar el comercio.



Voy a leer parte del informe de las Comisiones unidas: “En esta materia, el Jefe del Departamento Regulatorio de la DIRECON, señor Buvinic, hizo presente que la norma establece que la elección de las advertencias radica en el productor o fabricante y señaló la necesidad de incorporar al importador” -originalmente, no se consideraba al importador- “porque es él quien tendrá la obligación en el caso de los productos importados”.



“En virtud de los argumentos expuestos, se adoptaron los siguientes criterios para modificar el artículo 1°”, y entre estos, se añadió justamente al productor, que no figuraba en la norma.



Un segundo elemento, dice relación con abrir las posibilidades.



Se habla eventualmente del distribuidor, como también del importador, para facilitar el comercio y no ponerle una barrera, según la OMC.



La OMC establece que, si se hace la exigencia al importador, finalmente se dispondrá una restricción adicional para efectos de la generación del comercio. Y, por tanto, se agregó esta norma.



Ahora, ¿por qué ha habido tanta regulación reglamentaria en este proyecto de ley? Yo lo quiero señalar: los Ministerios de Agricultura y de Salud no se pudieron poner de acuerdo. Ambos no tenían claridad respecto de cuál iba a fiscalizar y cuál no; de qué Ministerio sería el reglamento.



Finalmente, se optó, con el concurso de los dos Ministerios, por incorporar los acuerdos logrados en el texto legal, para evitar que esto quedara después en tierra de nadie; porque, o ninguno de los Ministerios quería hacerse cargo, o -al revés- ambos deseaban hacerlo con facultades exclusivas.



Por tanto, gracias a la consulta realizada por la Cancillería a la OMC, se incorporó al importador, cuestión que no estaba, y se consignó que fuera el distribuidor o el importador, para no colocar una barrera al comercio de este producto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en lo concreto, aquí no se va a poder distribuir ninguna bebida alcohólica sin que contenga esta leyenda, independiente de que sea importada o producida a nivel nacional, porque se expondría a una sanción que presumo aparece en el texto que se propone.



En consecuencia, lo que se ha abordado respecto del depósito de origen o aduanero es completamente indiferente, pues no se va a poder distribuir o vender ninguna bebida alcohólica si no tiene esta leyenda.



Incluso, el distribuidor podrá colocarles estos autoadhesivos en su propia bodega.



Pero lo relevante -repito- es que no se va a poder comercializar un producto de bebida alcohólica sin esta leyenda.



Por lo tanto, especificar que se trata de etiquetas autoadhesivas difíciles de desprender, desde mi punto de vista, es completamente indiferente. Lo esencial es que la advertencia esté en el producto cuando el consumidor vaya a adquirirlo. De lo contrario, quien lo comercialice se verá expuesto a las sanciones consagradas en la ley. 



El lugar donde se coloquen esos autoadhesivos (en la Aduana, en el punto de origen, en la bodega del distribuidor) da exactamente lo mismo, pues la norma adquiere aplicación en la cadena de comercialización. 



Por lo tanto, pido votar separadamente la oración final de este inciso, que comienza con la expresión “Esta obligación”. Esa parte está de más. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Senador, no es posible acceder a lo que solicita porque ya estamos en votación. Hay que pronunciarse por el inciso quinto completo. 



Tiene la palabra el Honorable señor Moreira. 

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, no intervendré, pues me interpreta lo dicho por el colega Chahuán.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Aprovecho de saludar a la Diputada señora Yasna Provoste, quien nos acompaña.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, este inciso -y el que viene- se refiere a la adherencia de etiquetas, según la fórmula planteada en uno de los incisos recién aprobados. Al respecto, nos hemos dado cuenta de que estas serán más chiquitas que la punta de un lápiz Bic. 



Entonces, no tiene sentido todo lo demás. ¡Da lo mismo!



Me parece bien que la obligación de pegar esas etiquetas recaiga en los productores nacionales o en el importador. ¡Pero la acción misma va a ser una cuestión ridícula!



Como el inciso que ahora nos ocupa está relacionado con los anteriores, que voté en contra, y no veo razón para colocar un autoadhesivo que casi no se verá ni se entenderá, hago presente que me prenunciaré de la misma forma. Habrá que ser muy imaginativo para diseñar un sello de ese tipo en términos prácticos. 



Igual cosa sucederá con la aplicación de los incisos anteriores.



Entonces, francamente, pienso que no se sostiene mantener un inciso de tal naturaleza. 



El inciso tercero señala: “El tamaño de la etiqueta que contenga la advertencia deberá ser de 0,8 centímetros de largo y de alto.”. Además, se dispone que la advertencia gráfica ha de mostrar un auto, una mujer embarazada o un número 18. Y se agrega la exigencia de que tales imágenes estén rodeadas por una circunferencia y una barra cruzada en los dos primeros casos. Incluir todo eso en tan poco espacio será trabajo para magos. 



Yo prefiero nuevamente votar en contra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso tercero, que pasa a ser quinto, del artículo 1° propuesto por las Comisiones unidas (11 votos a favor, 3 en contra y una abstención). 



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Lily Pérez y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Letelier, Moreira, Ossandón, Quinteros, Rossi y Patricio Walker. 


Votaron por la negativa los señores Guillier, Navarro y Pizarro.


Se abstuvo el señor Orpis.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Pasamos al inciso sexto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en la página 6 del boletín comparado figura el inciso cuarto, que pasa a ser sexto. 



Las Comisiones unidas en este punto proponen reemplazar el texto aprobado en general por el siguiente: “La misma advertencia se incluirá también en toda acción gráfica, ya sea publicitaria o de estimulación al consumo de alcohol, que sea difundida a través de medios de comunicación escrita o carteles publicitarios de todo tipo. Dicha advertencia deberá insertarse dentro del recuadro que abarque al menos el 15% de la superficie total de tal aviso.”. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación. 



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier, para fundamentar su voto. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, quiero suponer que en esta disposición hubo una inadvertencia de parte de los miembros de las Comisiones unidas. No deseo pensar que la omisión que percibo fue intencional.



Si aquí se pretendió decir que no se quiere publicidad sin advertencias de todo tipo, me parece muy bien. Pero de ser así, debemos contar con el acuerdo unánime de la Sala para cambiar la redacción de la norma.



Yo soy del Colo-Colo, a mucha honra. Pero si algo me molesta y avergüenza, es la publicidad de una bebida alcohólica en su camiseta, porque esta representa un símbolo para la juventud. 



Si uno observa lo propuesto -de aquí en adelante parto con el fondo de mi planteamiento-, nota que las piezas publicitarias mencionadas excluyen ciertas situaciones.



Yo soy partidario de establecer respecto del alcohol la misma norma que se fijó con relación al tabaco: prohibición de publicidad. Me parece que eso sería consistente con el consumo de una droga legal, que tiene externalidades dramáticas para la sociedad y que es de altísimo costo para el Estado. 



A mi juicio, habría consistencia si se prohibiera la publicidad. 



Los incisos anteriores se referían al etiquetado de los productos; ahora entramos a debatir sobre la publicidad. 



En los artículos siguientes se advierte en este plano otro estándar -no diré “doble estándar” para que nadie se sienta ofendido-, un criterio distinto respecto del alcohol, en comparación al tabaco. 



Por eso sostengo que, si quisiéramos ser consistentes, debiéramos prohibir la publicidad de las bebidas alcohólicas. 



Aquí se permite la publicidad, incluso en el ámbito deportivo. 



Recuerdo que hace muchos años hubo un debate en esta materia en la Cámara Baja. En esa oportunidad el entonces Diputado señor Jaime Estévez defendió a ultranza la acción publicitaria en el deporte y, en particular, la de bebidas alcohólicas, incluyendo los logos de marcas.



Si se prohibiera toda publicidad en la actividad deportiva, incluidas las camisetas, creo que estaríamos dando señales correctas. Pero no lo hacemos. A tal punto que, si se lee todo el texto del proyecto, se observará que la principal herramienta de publicidad en un estadio (las camisetas de los equipos) se mantiene. 



Ante ello, consulto a los integrantes de las Comisiones unidas si es una inadvertencia no incluir lo que he planteado en esta norma. De ser así, debería haber unanimidad para prohibir la publicidad de alcohol en todos los estadios y en las actividades deportivas, porque es ahí donde están mayormente expuestos los jóvenes y los niños; es ahí donde más se penetra la conciencia de ellos, en especial, con la utilización de ídolos deportivos. Los mensajes que reciben son: “No importa tomar alcohol”; “Está bien”; “Quiero ser como ellos”. 



Señor Presidente, es por esta razón, por lo relativo a la publicidad, que pedí votación separada de cada disposición. 



Lo que vamos a votar es “gatopardismo”. Eso es lo que manifesté la vez pasada. ¡Gatopardismo!  Aquí se dice que todo va a cambiar para que nada cambie. ¿Continuará haciéndose publicidad para el consumo de esta droga legal? Sí. Pero a la otra droga legal, el tabaco, se le prohíbe.



¿Qué genera más uso de camas hospitalarias en Chile: las patologías producidas por el alcohol o las causadas por el tabaco? ¿Qué le sale más caro al Estado: las externalidades provocadas por el consumo excesivo de alcohol o las propias del tabaco? Todos los estudios indican que el alcohol es el que causa más daños y genera externalidades más costosas para el Estado. 



Por todo lo anterior, se debería prohibir la publicidad del alcohol. 

)-----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana, quien desea formular una petición. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, los miembros de la Comisión de Educación acordamos unánimemente solicitar el asentimiento de la Sala para sesionar en paralelo a partir de las 19:15. 



Tenemos invitados y debemos proseguir el análisis del proyecto que crea quince centros de formación técnica estatales.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Hay acuerdo?



--Se autoriza.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Lo único que le pido, señor Senador, es que deje registrado su voto y que, si puede, avise a los demás integrantes del órgano técnico que hagan lo mismo, ya que probablemente esta será la última votación que llevaremos a cabo hoy. 
)-----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, deseo explicar la norma en comento.



Lo que señala el Senador Letelier está contenido en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 2º, que dicen:



“Se prohíbe en toda actividad deportiva cualquier forma de publicidad, comunicación, recomendación o propaganda de bebidas alcohólicas que exhiba situaciones de consumo, permitiéndose únicamente la publicidad de nombres, logotipos o marcas.”.



“Los artículos deportivos destinados a ser distribuidos masivamente, tales como camisetas, uniformes u otros, y aquellos objetos promocionales vinculados a actividades deportivas y que tengan por destinatarios a menores de edad, no podrán contener nombres, logotipos o imágenes de marcas de bebidas alcohólicas, incluido todo signo o alusión a sus marcas o productos.”.


“Se prohíbe cualquier forma de publicidad, comercial o no comercial, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en cualquier producto, publicación o actividad destinada, exclusivamente, a menores de edad.”.



Eso está en las páginas 9 a 11 del boletín comparado.



¿Por qué se hizo esa distinción? Hubo debate al respecto.



El punto guarda relación con las ligas de fútbol extranjeras. Cuando uno prende el televisor y mira partidos del torneo inglés, puede ver un equipo que está patrocinado por una marca chilena de vino.

El señor ALLAMAND.- ¡El Manchester United!

El señor CHAHUÁN.- ¡Exactamente!



¿Qué se dijo en la Comisión? “No podremos ver el partido por televisión o habrá que sobreponer algo que tape la publicidad en las camisetas”.



Hoy es absolutamente imposible controlar esa situación.



Al final, tras una larga discusión en la Cámara de Diputados y en el Senado, se llegó a un acuerdo.



También se analizó el problema del financiamiento de las actividades deportivas, y no va a ser posible reemplazarlo.



En el fondo, se logró un avance significativo en la materia. 



Claro, nos habría gustado una norma mejor, pero esta nos da la posibilidad, primero, de avanzar dentro de lo posible y, segundo, de tener una legislación racional y aplicable.



De lo contrario, Senador Letelier -por intermedio de la Mesa-, nunca más podrá ver por televisión un partido del Manchester United, ya que aparece el logo de cierta marca en su camiseta.



Hay que darle racionalidad a la disposición para que sea aplicable.

El señor LETELIER.- ¡Estamos en Chile! 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, partí diciendo que este proyecto es insuficiente.



Me gustaba la redacción del texto que analizamos originalmente en la Comisión de Salud. Pero sufrió ciertos tijereteos en la de Agricultura. En mi opinión -lo digo con mucho respeto-, la iniciativa no debió ser vista por este último órgano técnico. ¡Pero, bueno…!



Voy a votar a favor del inciso que nos ocupa, aunque comparto los juicios del colega Letelier: estamos midiendo con una vara distinta dos drogas lícitas pero que provocan tremendo daño a la salud. 



En particular, está demostrado -así lo señaló la OMS- que la publicidad es un aspecto crítico en este ámbito.



Los menores de edad, a diferencia de los adultos, están en período de formación de su personalidad y son tremendamente vulnerables, sensibles e influenciables por la publicidad. De hecho, los avisos publicitarios del tabaco y el alcohol, en general, están muy dirigidos a los niños, porque en esa etapa de la vida se adquieren más fácilmente las adicciones que los hábitos.



Era evidente que se debía prohibir que las camisetas de fútbol llevaran estampado el nombre de una marca de bebida alcohólica.



La camiseta de Iván Zamorano, cuando jugaba en Colo-Colo, decía “Cristal”. ¿Qué asocia el niño en su mente en este caso? A un deportista exitoso, destacado, triunfador, de esfuerzo, con el consumo de alcohol.



Esa es la razón por la cual siempre planteamos la necesidad de prohibir ese tipo de publicidad en general y, especialmente, en recintos deportivos y donde se realicen espectáculos culturales a los que asistan menores.



Este es el mismo principio que rige para la publicidad de la comida. En efecto, la relación de la cantidad de publicidad para comida chatarra respecto de la que se hace para alimentos saludables es 9 a 1, o incluso más. En tal caso, se aprovechan de la palatalidad del niño.



Reitero que me pronunciaré a favor. 



Pero quiero remarcar lo dicho por el Senador Letelier en cuanto a que podríamos haber planteado una propuesta legislativa mucho más dura y eficaz. Sin embargo, como ya dije, hasta aquí nomás se pudo llegar en esta ocasión. 



De todas maneras, contar con esta futura ley es cien veces mejor que no tener nada, como ocurre ahora.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, para quienes siguieron de manera detallada y continua esta discusión, hago presente que la advertencia principal del inciso segundo “Beber en exceso daña su salud y puede dañar a terceros” da paso, en el inciso tercero, a una advertencia gráfica de 0,8 milímetros, lo que equivale exactamente al tamaño de la uña de mi dedo meñique. Lo acabo de descubrir.



Pues bien, en el inciso que nos ocupa, el sexto, se pierde la coherencia respecto de qué advertencia se propone incluir en toda acción gráfica. 



En el inciso tercero se habla de una advertencia gráfica que muestre un auto, una mujer embarazada o un número 18, cuyo tamaño deberá ser de 0,8 milímetros. Por tanto, debo entender que la advertencia establecida en el inciso sexto corresponde a esa imagen, aun cuando la norma señala que “Dicha advertencia deberá insertarse dentro del recuadro que abarque al menos el 15% de la superficie total de tal aviso”.



Me pregunto: ¿el “aviso” se refiere al “cartel”? Tiendo a pensar que dice relación solo a la gráfica. Es decir, en un cartel de diez metros de largo el espacio equis que ocupa la advertencia es la superficie del aviso, no el cartel en su conjunto. Se trata del 15 por ciento no de la totalidad del cartel, sino de la superficie del aviso.



¿Cuál es el aviso? La acción gráfica consagrada en el inciso tercero.



En esta parte, Senador Chahuán -por intermedio de la Mesa-, el texto propuesto llama a confusión. 



El inciso sexto habla de acción gráfica publicitaria “que sea difundida a través de medios de comunicación escrita o carteles publicitarios de todo tipo”. 



¿Se refiere a la acción gráfica de advertencia del inciso segundo (“Beber en exceso daña su salud y puede dañar a terceros”) o a la del inciso tercero, en virtud de la cual, adicionalmente, se debe agregar una advertencia que muestre una mujer embarazada o un auto?



En ambos casos se regula una advertencia. ¡Y venimos hablando de una anterior!



En el inciso quinto, referido a las etiquetas autoadheridas de las bebidas alcohólicas importadas…

El señor CHAHUÁN.- ¡Es la misma advertencia gráfica de la mujer embarazada, el auto, etcétera!

El señor NAVARRO.- Correcto. 



Ahora estamos hablando entonces del logo…

El señor CHAHUÁN.- ¡No! ¡De las tres frases!

El señor NAVARRO.- La misma advertencia debe incorporarse en carteles publicitarios.



Señor Presidente, en este caso existe una limitación, como dijo el Senador Letelier: “que sea difundida a través de medios de comunicación escrita o carteles publicitarios”. Es decir, solo dos casos.



Luego viene la publicidad audiovisual.



Pero en este inciso, respecto a la estimulación al consumo de alcohol, estamos hablando ya no de la acción gráfica, que queda, por cierto, un poquito en el limbo.



Porque si uno hace, Senador Chahuán -por su intermedio, señor Presidente-, el seguimiento, en el inciso segundo está la frase grande: “Beber en exceso daña su salud y puede dañar a terceros”. Los incisos que vienen a continuación se refieren a la gráfica y a las etiquetas autoadheridas. Y luego se llega al inciso sexto, donde se señala: “La misma advertencia”.



Entonces, siguiendo al Senador Chahuán, hablamos de la advertencia contenida en el inciso segundo…

El señor CHAHUÁN.- Eso es.

El señor NAVARRO.-…, aunque está en el sexto. Ya hemos hablado de otras advertencias, de carácter voluntario y autoadheridas. Y solo indicamos “que sea difundida a través de medios de comunicación escrita o carteles publicitarios de todo tipo”.

El señor CHAHUÁN.- No podrá ser una publicidad así nomás.

El señor NAVARRO.- Entonces, ¿por qué acotar a dos ámbitos la definición, a través de medios escritos o de carteles publicitarios de todo tipo?



¿Por qué limitamos la ley en proyecto? ¿Por qué dejamos fuera Internet, mensajes de correo, toda la publicidad adherida a los medios de comunicación más modernos?

El señor CHAHUÁN.- ¡Incorporémoslos altiro!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, deseo plantear dos cosas importantes. Sé que todos han ido a distintas Comisiones que están funcionando en este momento.



En la ley en proyecto no existe la intención de homologar el alcohol al cigarrillo.



Yo no fumo ni tomo. No tengo ningún complejo con no fumar ni con no beber. Pero son dos cosas totalmente distintas.



Este proyecto de ley únicamente buscaba advertir, educar, etiquetar, abordar materias de publicidad.



Puede que algunos parlamentarios digan: “Yo estoy en desacuerdo con la publicidad; debiera prohibirse”. Al respecto, pueden existir distintas opiniones.



Pero ni yo ni vosotros descubrimos aquí la pólvora. ¡Si este proyecto de ley lleva muchos años! Y nos estamos encajando en la discusión menor: del tamaño, de cómo es la publicidad. ¡Si eso es lo menor!



Lo importante es el fondo que viene después en la publicidad. Ahí puede haber diferencias.



Entonces, siento que se está tratando de caricaturizar un proyecto de ley -no sé con qué fines-, y creo que es una falta de respeto.



Y les voy a explicar por qué es una falta de respeto.



Porque en el trabajo de las Comisiones unidas estuvieron presentes representantes de los Ministerios de Agricultura, de Salud, de Relaciones Exteriores; del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol (SENDA); del Ministerio de Justicia; abogados y profesores de Derecho Procesal, como Claudio Meneses; representantes de la Asociación Gremial de Vinos de Chile; de la Asociación de Productores de Cerveza de Chile; de la Asociación de Productores de Pisco; del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF); de la Organización Alcohólicos Anónimos. Todos estos personeros vinieron y se preocuparon de leer el proyecto y participar en la discusión.



Por lo tanto, puede haber distintas opiniones aquí, en la Sala. A los que no les guste, bueno, los entiendo.



Quienes estén en contra de prohibir el alcohol, la publicidad total, háganlo. Elaboren un proyecto de ley y lo votamos acá. Si es muy simple.



Pero este proyecto está así. Y se votó. A nosotros nos tocó sacarlo adelante, porque quizás, señor Presidente, este proyecto hubiese seguido durmiendo.



Algo dijo -por su intermedio, señor Presidente- el Senador Rossi: más vale tener esto en la mano que cualquier otra cosa.



Lamentablemente, no existen leyes perfectas. La iniciativa puede tener muchas imperfecciones, pero por lo menos trata de regular de alguna manera, de educar, de advertir.



Lo discutimos en la Comisión. ¿Y por qué estuvieron también de acuerdo los productores (esta es una industria importante, que también hay que respetar)? Porque ellos decían que este proyecto no demonizaba, no satanizaba a la industria del alcohol.



Puede que no les guste a algunos señores Senadores, y tienen toda la razón. Hay aspectos que a mí tampoco me gustan. Pero o nada o esto.



Con todo respeto, invito a aquellos Senadores que están en desacuerdo respecto de la publicidad -tiene muchas implicancias (está el fútbol, están las radios)-, pues no es lo mismo el alcohol que el cigarrillo, a que presenten un proyecto, y lo votaremos. Si es muy simple.



Entonces, no nos enfrasquemos en una discusión que llega muchas veces hasta la caricatura y la descalificación porque el otro piensa distinto.



Señor Presidente, yo sé que el tratamiento del proyecto va a quedar hasta acá, porque se está analizando en la Comisión de Educación otra iniciativa, quizás mucho más importante, como la de los CFT. Pero, por favor, no sigamos caricaturizando esto, ni diciendo que el meñique, que la uña. Todo está claramente explicitado en el texto.



Tampoco podíamos tapar la etiqueta con tantas advertencias.



La iniciativa, señor Presidente, trata de explicitar de buena fe que el alcohol, cuando se consume en exceso, daña la salud. A ello se suma la publicidad, tanto en la radio como en la televisión, y el etiquetado. Es todo lo que busca, nada más.



Voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, cada vez que analizamos un artículo vamos adelantando la discusión con temas que vienen después.



Quiero expresar simplemente que lo que busca el inciso sexto es establecer que en cada publicidad que se haga en medios de comunicación escrita o a través de carteles publicitarios de todo tipo el 15 por ciento de la superficie total de la imagen contenga la advertencia. Y cuando hablamos de advertencia nos referimos a alguna de las tres frases indicadas anteriormente.



Esto fue objeto de arduo debate.



Además, he de precisar que 15 por ciento es el estándar internacional, el cual adoptamos. Y esta norma no sufrió modificación desde la Cámara de Diputados hasta ahora.



Por tanto, llamo a que cada discusión la realicemos a su turno.



Más adelante se dispone que “En la publicidad audiovisual, se proyectará, mientras se exhiba el comercial y por un lapso no inferior a tres segundos, una leyenda que cumpla con lo establecido para el etiquetado.”. Ello, en los mismos términos del estándar internacional.



Entonces, la idea es que vayamos haciendo la discusión correspondiente.



Por lo menos ahora, como no ocurría en Chile, cada vez que se exhiba una propaganda de bebidas alcohólicas deberá insertarse la advertencia en un área equivalente al 15 por ciento de la superficie de la publicidad. Se trata de un avance importante.



Por eso, llamo a aprobar esta norma.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, he seguido durante toda la tarde esta discusión en la Sala.



En primer lugar, agradezco a los Senadores que han integrado las Comisiones y que nos han guiado en el debate, porque es complejo.



No me gusta cuando se caricaturiza o se trata de minimizar el trabajo que se ha realizado, porque realmente es un proyecto, como bien ha dicho el Senador Chahuán y otros colegas, que lleva muchos muchos años.



Algunos hacían alusión al tamaño de la advertencia, a los 0,8 centímetros (no son milímetros, sino centímetros). Y aquel corresponde al estándar internacional. Si uno ve cualquier etiqueta o envase, sea europeo o norteamericano, esa es la medida internacional.



Entonces, lo que estamos haciendo es adecuar nuestra normativa a los estándares internacionales, porque nuestros vinos y nuestros licores son un producto de alta exportación.



Estamos llenos de tratados internacionales, unos en desarrollo y comprometidos; otros, en vigencia, que debemos ir cubriendo a medida que vamos adecuando nuestra propia normativa interna.



Señor Presidente, nosotros ya votamos el año pasado la Ley de Tolerancia Cero al consumo de alcohol. Hemos efectuado otras modificaciones en materia de educación vinculadas con la ingesta de alcohol.



Hoy estamos discutiendo básicamente lo relacionado con la emisión publicitaria y el etiquetado.



Entonces, no le exijamos a un proyecto de ley que regula la publicidad y el etiquetado de bebidas alcohólicas cuestiones que no tienen que ver con conductas. Me parece superimportante poner eso en perspectiva, pues se trata de cosas totalmente diferentes.



Tampoco podemos decir: “Prohibamos absolutamente toda la publicidad, por ejemplo, en las camisetas de fútbol”, mientras el Estado no se haga cargo del financiamiento de los clubes deportivos.



Porque esa es una realidad. ¿Cómo funcionarían ellos si no contaran con el auspicio en muchos casos de bebidas alcohólicas o cervezas sin alcohol?



Entonces, pienso que debemos adecuar nuestra normativa e ir buscando cada vez más parangones en materia educativa para que vayamos erradicando una conducta nociva. Pero no eliminando o prohibiendo, porque ello va contra la libertad de las personas.



Libertad con responsabilidad, señor Presidente. Que quien desee consumir alcohol lo haga, sin causarse daño a sí mismo ni tampoco a terceros: que no se beba alcohol en caso de conducir vehículos o que no lo ingiera una mujer embarazada, como se establece en este proyecto.



Pero una cosa muy distinta es prohibir, porque eso ya es intervención del Estado en la conducta de las personas.



Reitero: tenemos que darle a la gente libertad con responsabilidad.



Acá estamos adecuándonos a los estándares internacionales en materia de etiquetado y regulación publicitaria de bebidas alcohólicas.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso sexto (antes, cuarto) del artículo 1° propuesto por las Comisiones unidas (12 votos a favor, 2 en contra y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Araya, Chahuán, García, Guillier, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Rossi y Patricio Walker.



Votaron por la negativa los señores Letelier y Navarro.



No votó, por estar pareado, el señor Coloma.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ha llegado el término del Orden del Día.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor ARAYA:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, consultándole por ESTADO DE TRAMITACIÓN DE PENSIONES DE GRACIA PARA PIRQUINEROS DE TALTAL.



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Desarrollo Social, solicitándole información referida a APLICACIÓN DE SISTEMA DE REEMPLAZO DE FICHA DE PROTECCIÓN SOCIAL.



Del señor DE URRESTI:



A la señora Ministra de Salud, pidiéndole INFORMACIÓN SOBRE ESTADO DE PROCESO DE CALIFICACIÓN INDUSTRIAL DE CENTRO DE ACOPIO DE CHIPS DE PORTUARIA CORRAL.



A la señora Superintendenta de Pensiones, requiriéndole INFORMACIÓN ACERCA DE PROCEDIMIENTO PARA QUE COMISIÓN MÉDICA CENTRAL MODIFIQUE CRITERIOS DE COMISIONES MÉDICAS REGIONALES Y ANTECEDENTES SOBRE CANTIDAD DE DICTÁMENES REVOCADOS EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS.



Y al señor Superintendente de Seguridad Social, para que remita antecedentes acerca de SITUACIÓN DE SEÑORA SILVIA RÍOS AVILÉS CON RELACIÓN A CRÉDITO CON CAJA DE COMPENSACIÓN LA ARAUCANA.



Del señor QUINTEROS:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitándole FINANCIAMIENTO PARA ACTUALIZACIÓN DE PLANO REGULADOR DE COMUNA DE FRUTILLAR.



Al señor Superintendente de Salud, a fin de que se informe sobre NÚMERO Y PORCENTAJE NACIONAL DE LICENCIAS MÉDICAS RECHAZADAS POR ISAPRES DURANTE 2014.



Y al señor Agente de la Superintendencia de Salud en la Región de Los Lagos, para que se proporcionen antecedentes acerca de NÚMERO Y PORCENTAJE DE LICENCIAS MÉDICAS RECHAZADAS POR ISAPRES DURANTE 2014 EN DÉCIMA REGIÓN.

)------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:32.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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1

PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL ESTATUTO DEL PERSONAL PERTENECIENTE A LAS PLANTAS I Y II DE GENDARMERÍA DE CHILE EN MATERIA DE ASCENSOS 
(10.075-05)

Oficio Nº 11.937


VALPARAÍSO, 4 de junio de 2015

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica el Estatuto del Personal perteneciente a las Plantas I y II de Gendarmería de Chile en materia de ascensos, correspondiente al boletín N°10075-05, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Reemplázase el inciso primero del artículo 24 del decreto con fuerza de ley Nº1.791, de 1979, del Ministerio de Justicia, que fija el Estatuto de Personal perteneciente a las Plantas I y II de Gendarmería de Chile, por el siguiente:

“Los ascensos se concederán en las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes, considerando la antigüedad en la institución, el orden de egreso de la Escuela de Gendarmería y el cumplimiento de los requisitos establecidos en los numerales 2), 3) y 4) del artículo 26 de este Estatuto y lo dispuesto en el reglamento correspondiente.”.

Artículo 2°.- El requisito de exámenes habilitantes establecido en el artículo 26, número 3, del decreto con fuerza de ley Nº1.791, de 1979, del Ministerio de Justicia, será exigible a contar del 1 de enero de 2017.

Artículo 3°.- Derógase el artículo octavo transitorio de la ley N°20.426.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- El reglamento a que se refiere el artículo 18 del decreto con fuerza de ley Nº1.791, de 1979, del Ministerio de Justicia, deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de esta ley.

Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año de publicada la presente ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas que regulen los factores establecidos en el artículo 24 del decreto con fuerza de ley N°1.791, de 1979, del Ministerio de Justicia, modificados por el artículo 1° de la presente ley, para lo cual podrá especialmente establecer las variables y sus correspondientes ponderaciones, las cuales podrán ser distintas según escalafón y subescalafón.
Artículo tercero.- El Director Nacional de Gendarmería de Chile podrá, dentro del período comprendido entre la publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2016, a través de resolución fundada, y existiendo vacantes, ascender a los funcionarios de las Plantas I y II de Gendarmería de Chile, disminuyendo en un año los tiempos mínimos de permanencia en el grado exigidos por los artículos 33 y 34 del decreto con fuerza de ley Nº1.791, de 1979, del Ministerio de Justicia, y por el artículo único transitorio del decreto con fuerza de ley N°2, de 2010, de dicho Ministerio, respetando estrictamente el orden del escalafón de antigüedad dentro del respectivo grado.
La fecha de los ascensos del personal de las Plantas I y II de Gendarmería de Chile será la misma de la respectiva vacante, siempre que se cumplan todos los requisitos para ascender, incluido el tiempo mínimo en el grado, exigidos por los artículos 33 y 34 del decreto con fuerza de ley Nº1.791, de 1979, del Ministerio de Justicia, y por el artículo único transitorio del decreto con fuerza de ley N°2, de 2010, de dicho Ministerio. Sin embargo, los ascensos del personal a quienes se les aplique la disminución establecida en el inciso anterior regirán desde la fecha de la respectiva resolución.
Artículo cuarto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto vigente de Gendarmería de Chile. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Vallespín López, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA LA REALIZACIÓN DE BINGOS Y OTRAS ACTIVIDADES SIMILARES CON FINES DE BENEFICIENCIA

(10.077-06, 10.079-06, 10.080-06, 10.081-06, 10.086-06, refundidos)


Oficio Nº 11.938


VALPARAÍSO, 4 de junio de 2015

Con motivo de las mociones, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que regula la realización de bingos y otras actividades similares con fines de beneficencia, correspondiente a los boletines Nos10077-06, 10079-06, 10080-06, 10081-06 y 10086-06, refundidos, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Se podrán realizar bingos, rifas, sorteos o loterías, organizados con fines de beneficencia u obras pías, por personas naturales o jurídicas sin fines de lucro, tales como juntas de vecinos, centros de padres y apoderados, centros de alumnos, sindicatos, comités de adelanto, comités de agua potable, centros de madres, entre otros. Para estos efectos, no serán considerados juegos de azar de conformidad a la ley Nº19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego.

Serán considerados bingos, rifas, sorteos o loterías, con fines de beneficencia u obras pías, aquellos que generen recursos que estén destinados a las instituciones señaladas en el inciso precedente o para ir en ayuda económica de personas aquejadas por una enfermedad o que hayan sufrido grave daño en los bienes necesarios para su subsistencia.

Los que realizaren las actividades señaladas en los incisos precedentes estarán exentos de responsabilidad penal para los efectos de los artículos 277, 278 y 279 del Código Penal.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.) Patricio Vallespín López, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA EL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 5, DE 2003, DEL MINISTERIO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y RECONSTRUCCIÓN, QUE FIJA EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY GENERAL DE COOPERATIVAS

(8.132-26)
Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Economía presenta su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, e iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.


El proyecto fue aprobado en general por la Sala del Senado con fecha 1 de octubre de 2013, abriéndose un plazo para presentar indicaciones hasta el 25 de noviembre de 2013. Posteriormente, el Senado abrió nuevos plazos para el efecto.


Su Excelencia la Presidenta de la República hizo presente urgencia en el despacho de esta iniciativa, calificándola de “simple”.

______________


Cabe hacer presente que con fecha 30 de abril de 2013, el Senado dispuso que el proyecto sea considerado por la Comisión de Hacienda, en su caso.

______________


A una de las sesiones en que la Comisión estudió en particular esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, el entonces Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Félix De Vicente, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes,  y la Honorable Senadora señora Ena Von Baer Jahn.


--A las sesiones celebradas los días 16 y 18 de diciembre de 2013, concurrieron, además, las siguientes personas:


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: los entonces Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores Jaña; Jefe de Gabinete del Ministro, señor Juan José Bouchón; Asesor Legislativo, señor Alejandro Arriagada Ríos; Jefe del Departamento de Cooperativas, señor Carlos Schultze; Jefe del Área Jurídica del Departamento de Cooperativas, señor Eduardo Gárate, y Asesores, señores Felipe Cabezón y Gabriel Jiménez. 


Del Ministerio de Hacienda: la Coordinadora de Mercados Capitales, señora Rosario Celedón.


Los Coordinadores de Organizaciones Representantes de Cooperativas, señores Horacio Azócar y Freddy Hurtado, y el Asesor de Comunicaciones, señor Saúl Obando.


Del Servicio de Impuestos Internos (SII): El Director (S), señor Alejandro Burr Ortúzar; el Subdirector Normativo, señor Juan Alberto Rojas.


El Director de la Asociación Cooperativas Ahorro y Crédito A.G., señor Nelson Jofré. 


El Asesor del Honorable Senador señor García, señor Rodrigo Fuentes. 


De la Secretaría General de la Presidencia, la señora Carol Parada.


--A una o más de las sesiones que la Comisión celebró durante el año 2014 para tratar este tema, concurrieron las siguientes personas:


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: la Subsecretaria de Economía y Empresas de Menor Tamaño, señora Katia Trusich; el Coordinador Legislativo del Ministro, señor Pablo Berazaluce; la Abogada de la Subsecretaría, señora Aisén Etcheverry; la Asesora, señora Catalina Olivos; la Encargada de Comunicaciones de la Subsecretaria, señora Carolina Alid; el Jefe del Departamento de Cooperativas, señor Mario Radrigán Rubio; los Asesores del Ministro, señores Adrián Fuentes, Jorge Grunberg y Pablo Valladares; el Abogado de la División Jurídica, señor Cristián Romero, y el señor Víctor Ruiz.


Del Ministerio de Hacienda: el Asesor, señor José Joaquín Fernández.


De FECRECOOP: el Presidente, señor Guillermo Aqueveque Lagos;  la Gerente, señora María Angélica Muñoz (también asiste como Vicepresidenta de Business Professional Women (BPW) Chile), y el señor Marcelo Dinamarca. 


El Asesor de Coopeuch Valparaíso, señor Juan Eduardo Bello.


De la Asociación Gremial de Cooperativas del Sur, el señor Alexis Valdés Román.


De la Confederación General de Cooperativas de Chile, el Presidente señor Horacio Azócar.


La Asesora Legal de Imaginacción, señora Marcela Alt.


De Coopeuch, el Fiscal, señor Juan Pablo Rivadeneira.


Los Asesores del Ministerio de Agricultura,  señores Jaime Naranjo y Alan Espinoza.


Del Instituto Libertad y Desarrollo, el señor Daniel Montalva.


Del Instituto Igualdad, la Directora señora Viviana Betancourt.


De la Secretaría General de la Presidencia, la señorita Mariana Fernández y el señor Hermes Ortega.


De la Fundación Jaime Guzmán, los señores Héctor Mery y Gustavo Rosende.


Del Centro Democracia Comunidad, los Asesores Legislativos, señora Constanza Torres y señor Cristián Mundaca.


De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Analista, señor James Wilkins.

Los Asesores, señores Renato Rodriguez y Richard Tepper (Honorable Senadora señora Lily Pérez San Martín), Eduardo Barros y Carlos Rubio (Honorable Senador señor Eugenio Tuma Zedán) y Carlos Schultze (Honorable Senador señor Jaime Orpis Bouchon).  

_____________

- - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: Artículo primero (ex artículo único), N°s 3 (ex 1), 4 (ex 2), 5 (ex 3), 6 letra a) (ex 4 letra a)), 9 (ex 6) , 10 (ex 7), 11 letra a) (ex 8 letra a)), 12 (ex 9), 13 (ex 10), 14 (ex 12), 18 (ex 15), 24 (ex 18), 25 (ex 19), 26 (ex 20), 30 (ex 23), 31 (ex 24), 32 (ex 25), 34 (ex 26), 35 (ex 27), 36 (ex 28), 37 (ex 29), 40 (ex 30), 41 (ex 31); y artículos primero y segundo transitorios.
2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Las números 1b, 2, 7, 7a, 7c, 7d, 8b, 12, 14, 14a, 15, 16, 17b y 35.


3.-Indicaciones aprobadas con modificaciones: Las números 1c, 3, 3a, 5a, 5b, 6, 8, 9, 10, 11, 13, 16b, 17, 17c, 33, 34 y 37.

4.- Indicaciones rechazadas: Las números 1a, 4, 7b, 8a, 14b, 14c, 16a, 16c, 17 a y 36.

5.- Indicaciones retiradas: Las números 5, 18. 

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles Las números: 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31.

- - - - - - -

DISCUSIÓN PARTICULAR


En sesión de 7 de mayo de 2014, la Comisión recibió al Jefe del Departamento de Cooperativas, señor Mario Radrigán, quien destacó los aspectos fundamentales del proyecto de ley en estudio.


En primer término, se refirió a los impactos esperados respecto del mismo, que son los siguientes:


1.- Fomentar el desarrollo de Cooperativas en Chile.

2.- Minimización de los Costos de Administración.

3.- Efectos positivos en el Gobierno Corporativo y en la Gestión de las Cooperativas.

4.- Interpretación de ciertos aspectos no clarificados con la actual Ley General de Cooperativas.

5.- Otorgar estabilidad patrimonial al Sector Cooperativo.


También consideró necesario entregar diversos antecedentes relativos a la situación actual del sector cooperativo tanto a nivel internacional como en Chile.

-DEFINICIÓN, VALORES Y PRINCIPIOS BÁSICOS DEL COOPERATIVISMO.

La Alianza Cooperativa Internacional define a una cooperativa del siguiente modo: “Una cooperativa es una asociación autónoma de personas que se han unido voluntariamente para hacer frente a sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales comunes por medio de una empresa de propiedad conjunta y democráticamente controlada”, es decir, las cooperativas no son sociedades mercantiles tradicionales”.


Las cooperativas se basan en los valores de ayuda mutua, responsabilidad, democracia, igualdad, equidad y solidaridad. Siguiendo la tradición de sus fundadores sus miembros creen en los valores éticos de honestidad, transparencia, responsabilidad social y preocupación por los demás.


Los principios cooperativos son los siguientes:

Primer Principio: Membresía abierta y voluntaria; Segundo Principio: Control democrático de los miembros; Tercer Principio: Participación económica de los miembros; Cuarto Principio: Autonomía e independencia; Quinto Principio: Educación, formación e información: Sexto Principio: Cooperación entre cooperativas, y Séptimo Principio: Compromiso con la comunidad.

--ANTECEDENTES DESTACADOS DEL SECTOR COOPERATIVO A NIVEL INTERNACIONAL.

El Sector Cooperativo a nivel internacional reúne en la actualidad a más de 1.000 millones de socios en más de 800.000 empresas en todo el mundo.

[image: image2.emf]ANTECENTES DESTACADOS DEL SECTOR 
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Las ventas de las 300 cooperativas más grandes del mundo suman 1,1 trillones de dólares. En Uruguay las cooperativas producen el 90% de la leche, el 34% de la miel y el 30% del trigo. En Brasil las cooperativas son responsables del 37% del PIB agrícola y del 5,4% del PIB global. En EE.UU. las cooperativas eléctricas rurales atienden a 42 millones de personas y representan el 42% de las líneas eléctricas del país. En Japón el 91% de los productores agropecuarios son socios de una cooperativa. En Suecia las cooperativas de consumo tienen el 17,5% del mercado. En Noruega las cooperativas lecheras tienen el 99% del mercado y las forestales el 76%. En Singapur las cooperativas de consumo tienen el 55% de participación del sector del retail.


--ANTECEDENTES HISTÓRICOS DEL SECTOR COOPERATIVO.


Las dos primeras cooperativas se constituyen en Chile el año 1867 siendo del rubro trabajo.

La primera Ley de Cooperativas se promulga en Chile el año 1924, regularizándose de esta forma un desarrollo de este tipo de empresas desde el punto de vista jurídico. Con el tiempo se dictaron en el país diversas legislaciones referentes al sector cooperativo, hasta llegar al actual  DFL N° 5 del año 2003.

El sector cooperativo ha tenido un desarrollo a nivel nacional con altos y bajos, pero manteniendo su continuidad histórica, presencia en todas las regiones del país y prácticamente en todos los sectores de actividad económica y social, existiendo diversas cooperativas que son líderes en su sector de actividad, tanto en el ámbito agrícola, servicios financieros como también vivienda, entre otros.


--SITUACIÓN ACTUAL SECTOR COOPERATIVO.

	Activos:
	US$ 4.703 millones

	Patrimonio:
	US$ 2.040 millones

	Facturación: 
	US$ 1.186 millones

	Socios:
	1.697.972 socios

	N° Cooperativas: 
	1.324 Cooperativas Vigentes y Activas.


Nota: Fuente- Información DECOOP Dic. 2013. Se considera cooperativa activa aquella que ha remitido información contable y/o societaria en los últimos 3 años.

	
	REGIÓN
	N° DE COOP.
	RANKING
	POBLACIÓN ECONOMICAMENTE ACTIVA (MILES)
	TOTAL SOCIOS (MILES)%

	XV
	De Arica y Parinacota
	15
	12
	82,63
	3,68
	4,45 %

	I
	De Tarapacá
	24
	11
	155,93
	0,53
	0,34 %

	II
	De Antofagasta
	7
	15
	270,95
	12,71
	4,69 %

	III
	Re Atacama
	15
	12
	135,42
	0,07
	0,05 %

	IV
	De Coquimbo
	70
	8
	336,58
	18,04
	5,36 %

	V
	De Valparaíso
	176
	2
	825,89
	90,23
	10,93 %

	R.M.
	Metropolitana
	341
	1
	3.386,85
	1.124,82
	33,21 %

	VI
	Del Libertador B. O’Higgins
	91
	7
	440,74
	21,55
	4,89 %

	VII
	Del Maule
	92
	6
	463,50
	327,93
	70,75 %

	VIII
	Del Biobío
	130
	5
	917,43
	67,17
	7,32 %

	IX
	De La Araucanía
	141
	4
	435,44
	10,69
	2,36 %

	XIV
	De Los Ríos
	37
	9
	175,36
	7,79
	4,44 %

	X
	De Los Lagos
	144
	3
	416,25
	12,52
	3,01 %

	XI
	De Aysén
	26
	10
	55,81
	0,04
	0,07 %

	XII
	De Magallanes
	15
	12
	78,85
	0,22
	0,27 %


	
	N° DE COOP.
	POBLACIÓN ECONÓMICAMENTE ACTIVA (MILES)
	TOTAL SOCIOS (MILES)
	%

	TOTAL COOP. VIGENTES Y ACTIVAS
	1.324
	8.195,63
	1.697,970
	20,72 %


CONTENIDO DEL PROYECTO.

--PRINCIPALES EJES DEL PROYECTO DE MODIFICACIÓN DE LEY DE COOPERATIVAS.
1. Flexibilizar los requisitos necesarios para la constitución de las cooperativas y fortalecer su capacidad de gestión, preservando su carácter participativo.

a. Número mínimo de socios. 

Se rebaja el número mínimo de socios para constituir una cooperativa: Regla general 5 socios; Cooperativas de Ahorro y Crédito, se mantiene  en 50 socios, y Cooperativas Abiertas de Vivienda, se rebaja a 200 socios.

b. Adopción de decisiones en Cooperativas de 20 socios o menos. 

Se omite la designación de un Consejo de Administración y de una Junta de Vigilancia, designando en su caso, sólo a un Gerente Administrador y a un Inspector de Cuentas, los cuales tendrán las facultades que la ley confiere al Consejo de Administración y Junta de Vigilancia respectivamente.

c. Formalidades de convocatoria a Juntas Generales de Socios. 

Se permite que las Juntas Generales de Socios sean convocadas a través de un medio de comunicación social y por correo electrónico.

d. Fecha de Celebración de la Junta General de Socios. 

Se establece como plazo para la celebración de la asamblea de socios, el primer semestre de cada año.

e. Modificaciones en la designación de miembros del Consejo de Administración por personas jurídicas de derecho público o privado. 

Los socios –personas jurídicas- no podrán por sí o a través de sus empresas relacionadas, percibir por sus cuotas de participación intereses superiores o condiciones más ventajosas o un trato más benévolo en materia de servicios en relación al resto de los socios. Estos socios tampoco tendrían derecho a percibir los excedentes que se generen.

2. Incentivar la eficiencia económica y la sustentabilidad financiera del sistema, otorgándole estabilidad patrimonial.

a. Fortalecimiento de la estabilidad patrimonial.
Todas las Cooperativas deberán constituir e incrementar un fondo de reserva legal con el equivalente al 18% del remanente anual de la Cooperativa. Se exceptúa de la obligación de constituir dicho fondo de reserva legal a:

-Cooperativas de Ahorro y Crédito supervisadas por la SBIF.

-Cooperativas de trabajo, campesinas y pesqueras.

-Cooperativas cuyo patrimonio sea mayor a 200.000 U.F., en que el resultado de dividir dicho patrimonio por el pasivo total sea igual o superior a 2, y que en la citada reserva legal alcance al 65% del patrimonio.

-Cooperativas Abiertas de Viviendas, las que deben constituir el 100% del excedente como fondo de reserva, no susceptible de repartirse hasta su disolución.

b. Participación del socio en el patrimonio.

Se modifica la definición de Cuotas de Participación, eliminando como componentes de las cuotas el ajuste monetario y los excedentes del ejercicio. Por su parte, se establece expresamente que el valor de las cuotas debe actualizarse anualmente.

3. Actualizar y modificar el marco normativo de las Cooperativas de Ahorro y Crédito.

a. Modificación al patrimonio mínimo de las Cooperativas de Ahorro y Créditos.

Se aumenta el patrimonio mínimo necesario de 1.000 U.F. a 3.000 UF.

b. Facultad de constituir o tener participación en sociedades filiales para Cooperativas de Ahorro y Crédito supervisadas y fiscalizadas por la SBIF

Se propone otorgar a estas cooperativas la facultad de constituir o tener participación en sociedades filiales.

4. Otorgar al Departamento de Cooperativas, mejores facultades para sancionar las malas prácticas de las administraciones

a. Sanciones. Monto global por cooperativa hasta 50 UTM; en el caso de infracciones reiteradas de la misma naturaleza hasta 100 UTM; y en caso de idéntica reiteración hasta 250 UTM. En el caso de las cooperativas que superen las 200.000 UF de patrimonio, la multa se podrá duplicar. Si la cooperativa supera las 400.000 UF de patrimonio, la multa se podrá triplicar.

b. Infracciones Reiteradas. Se faculta al Departamento de Cooperativas, en caso de infracciones reiteradas a los estatutos, a la Ley General de Cooperativas y su Reglamento, instruya la celebración de una Junta General de Socios la que tendría por objeto poner en conocimiento de los socios la situación de la cooperativa, además de pronunciarse respecto a la revocación o ratificación en sus cargos de las personas infractoras.

____________

Respecto a la discusión del proyecto en la Comisión de Economía, destacó lo siguiente:

1.- Honorables señores Senadores integrantes de la Comisión de Economía del Senado han presentado diversas indicaciones, centradas principalmente en dos grandes temas: a) de orden tributario, y b) relacionado con descuentos por planilla.

a) En relación a la temática tributaria.

El análisis y debate sobre la situación tributaria y fiscal es un fenómeno internacional, impulsado tanto por el desconocimiento de la particularidad del modelo de empresa cooperativo, como por la presión de los gobiernos de aumentar la recaudación fiscal.

Lo anterior ha implicado en Chile cambios en el tratamiento tributario para el sector cooperativo, que han tenido impacto sobre la estabilidad del sector.

Por lo anterior, durante el segundo trámite constitucional los señores Senadores integrantes de la Comisión de Economía, presentaron diversas indicaciones orientadas a clarificar este tema en la propia Ley de Cooperativas. 

b) En lo referido a los descuentos por planilla.

Históricamente los procedimientos de relación societaria entre los cooperados y su cooperativa se ha potenciado a través de la modalidad de descuentos por planilla, a fin de cumplir de esta forma de manera segura los compromisos contraídos.

La modificación de la Ley de Cooperativas aprobada el año 2002 logró recuperar este beneficio en favor de las cooperativas, situación que permitió volver a la situación previa al año 1978.

Sin embargo, cambios de interpretación de la Contraloría General de República, respecto a lo establecido en materia de descuentos a empleados y pensionados del sector público, generó una distorsión en esta materia con los empleados del sector privado, que acceden a descuentos de hasta un 25% de su remuneración.

Fruto de lo anterior se incorporaron por parte de diversos Senadores indicaciones en esta materia.

2. El Ejecutivo también presentó indicaciones, las que dicen relación con la supervisión de las Cooperativas de Ahorro y Crédito, entre sus principales temas. 

Durante el segundo trámite constitucional en el mes de noviembre del año 2013 el Ejecutivo incorporó indicaciones al proyecto de ley, con impacto especialmente en los siguientes temas:

a) Supervisión por la SBIF de Cooperativas de Ahorro y Crédito y otros temas.

b) Tratamiento de reservas de Cooperativas Abiertas de Vivienda.

c) Procedimientos de devolución de cuotas de participación, entre otros.

Finalmente, el Director del Departamento de Cooperativas adelantó que, por la complejidad de estos temas, el Ejecutivo se encuentra estudiando retirar y substituir parte de estas indicaciones. Como consta en este informe, posteriormente el nuevo Ejecutivo presentó indicaciones a esta iniciativa.
_____________


El proyecto de ley aprobado en general por el Senado consta de un artículo único, con 31 numerales, y tres disposiciones transitorias.

ARTÍCULO ÚNICO


Este artículo único incorpora una serie de siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la ley General de Cooperativas.

° ° ° °


El Honorable Senador señor Tuma presentó la indicación N° 1 c, para incorporar en este Artículo único, un numeral, nuevo, del tenor que se señala:


“…) Agrégase al artículo 4° el siguiente inciso segundo:


“Para todos los efectos legales se entenderá que son operaciones de la cooperativa celebradas con los socios todos aquellos actos, contratos y convenciones celebrados entre ellos en cumplimiento de su objeto y finalidades específicas contempladas en las normas legales y estatutarias respectivas, incluyendo aquellos que la cooperativa celebre con terceros en cumplimiento de dicho objeto y finalidades. Por lo tanto, los ingresos derivados de estas operaciones tienen el carácter  de ingresos provenientes de operaciones con socios.”.”.


El citado artículo 4° prescribe:


“Artículo 4°: Las cooperativas podrán operar con terceros. Sin embargo, no podrán establecer con ellos combinaciones o acuerdos que hagan participar a éstos directa o indirectamente de los beneficios tributarios o de otro orden que la presente ley otorga a estas entidades.”.


En discusión, el Honorable Senador señor Tuma hizo presente que la norma contenida en su indicación, que precisa qué debe entenderse por operaciones de la cooperativa celebradas con los socios, es coherente con lo aprobado recientemente en el marco de la reforma tributaria. 


Asimismo, hizo presente la preocupación existente en el mundo de las cooperativas por las interpretaciones efectuadas por el SII respecto de cuáles eran las operaciones que estaban sujetas a ser tributables. Agregó tal materia fue resuelta, como indicó anteriormente, por la reciente reforma tributaria. En su parecer, este punto fue bien resuelto en el sentido que clarifica que las operaciones con socios no son tributables y quedan fuera de la operación de rentas. 


Sin perjuicio de lo anteriormente expresado, indicó que considera importante que la ley general de cooperativas también defina qué son operaciones con los socios y qué son operaciones con terceros. Este fue el espíritu al redactar esta norma, a la espera de la reacción del Ejecutivo a la petición formulada por las Cooperativas de quedar exentas de impuesto respecto de las operaciones con los socios.


Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro también afirmó que la reforma tributaria, recientemente aprobada, despejó la preocupación que las cooperativas sobre interpretación del SII en la materia, que no era la adecuada.


En esta línea, estima conveniente aprobar la indicación propuesta por el Honorable Senador señor Tuma para incorporar en la Ley de Cooperativas lo que debe entenderse por operaciones entre las cooperativas y los socios. También considera que ayudará a despejar cualquier duda que sobre esta materia pueda surgir en el futuro, en el evento que otro funcionario de SII sostenga una interpretación equivocada.


A sugerencia del Honorable Senador señor Orpis, la Comisión acordó modificar los términos “entre ellos” por “entre aquéllos y éstos”. Este cambio para evitar que se entienda como una que regulación de las operaciones entre los socios, en circunstancia que está referida a las operaciones entre las cooperativas y los socios.


--En votación, la indicación N° 1 c.- fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 3x0).

° ° ° °

N° 4


El numeral 4, del Artículo único, del texto aprobado en general por el Senado, consta de las letras a) y b), que introducen modificaciones al artículo 13 del ya referido decreto con fuerza de ley N° 5.

Letra b)

La letra b) agrega en el inciso final del artículo 13, a continuación de la expresión “personas jurídicas de derecho público o privado”, la siguiente: “nacionales o extranjeras”.


La indicación N° 2, del Honorable Senador señor Tuma, es para suprimirla.


El referido artículo 13 señala:


“Artículo 13: Salvo los casos especialmente previstos en esta ley, el número de socios de una cooperativa será ilimitado, a partir de un mínimo de diez.


Si el número de socios de una cooperativa se redujere a un número inferior al mínimo señalado en el inciso anterior, se le concederá un plazo de seis meses para completarlo. En caso de no lograrlo quedará disuelta por el solo ministerio de la ley, debiendo los directores o el gerente publicar el hecho de su disolución en el Diario Oficial, dentro de los sesenta días siguientes al vencimiento del plazo de seis meses antes referido y, además, subinscribir la disolución al margen de la inscripción en el Registro de Comercio respectivo, dentro del mismo plazo. Los directores o el gerente que no cumplan con esta obligación, serán solidariamente responsables de los perjuicios que causen a terceros en razón de la falta de la publicación o subinscripción.


Podrán ser socios de una cooperativa las personas naturales y las personas jurídicas de derecho público o privado.”.


En discusión, el Honorable Senador señor Tuma fundamentó su indicación señalando que no ve justificación alguna para innovar en esta materia, toda vez que legislación nacional no impone restricción alguna que a que puedan ser extranjeras y que, a la fecha, no se ha presentado problemas que hagan necesaria una modificación legal.


En la misma línea se manifestaron los Honorables Senadores señores Novoa y Zaldívar, quienes estimaron que tal agregado es redundante y, por tanto, innecesario.


--Puesta en votación, la indicación N° 2 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Novoa, Tuma y Zaldívar. (Unanimidad 4x0)

N° 5


El numeral 5, del artículo único, del proyecto aprobado en general por el Senado, sustituye el artículo 19 del ya citado decreto con fuerza de ley N° 5, por un nuevo texto, del siguiente tenor:


“Artículo 19: La persona que haya perdido la calidad de socio por renuncia o exclusión y los herederos del socio fallecido tendrán derecho a la devolución del monto actualizado de sus cuotas de participación.


Dicha devolución quedará condicionada a que con posterioridad a la fecha de presentación de la solicitud respectiva, se hubieren enterado aportes de capital por una suma al menos equivalente al monto de las devoluciones requeridas por estos conceptos y se efectuarán siguiendo el orden cronológico de las solicitudes aceptadas.


Sin perjuicio de lo anterior, si la pérdida de la calidad de socio se debe a la exclusión, el plazo para la devolución de las cuotas de participación no podrá ser superior a seis meses, a menos que la causal de exclusión se funde en el incumplimiento del socio de sus obligaciones pecuniarias, económicas o contractuales con la cooperativa.


Las cooperativas podrán considerar en su estatuto plazos o condiciones para la devolución de sus cuotas de participación sólo si éstas significan un tratamiento más beneficioso para el socio en la devolución de dichas cuotas que las establecidas en los incisos precedentes.


Las cooperativas deberán constituir e incrementar cada año un fondo de provisión del 2% de sus remanentes, destinado sólo a la devolución de cuotas de participación, en casos excepcionales, los que deberán ser determinados en términos explícitos y claros por la junta general de socios.


Estas disposiciones no serán aplicables a las cooperativas de ahorro y crédito, las cuales se regirán por sus normas especiales.


La renuncia sólo podrá ser rechazada en los casos previstos en los estatutos o en otras normas aplicables a las cooperativas.


La adopción de alguno de los acuerdos señalados en las letras e), g), h), m) y n) del artículo 23, y la modificación sustancial del objeto social, como por ejemplo aquella que implique la realización de nuevas actividades no relacionadas directa o indirectamente con el objeto original, concederá derecho al socio disidente a retirarse de la cooperativa, la que no podrá rechazar la renuncia en ningún caso.


Se considerará socio disidente a aquél que en la respectiva junta se hubiere opuesto al acuerdo pertinente o que, no habiendo concurrido a la junta, manifieste su disidencia por escrito a la cooperativa, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en que se adoptó el acuerdo.


El socio disidente que se retire de la cooperativa tendrá derecho a que se le pague el valor de sus cuotas de participación dentro del plazo de noventa días, o en el plazo señalado en los estatutos si fuere inferior, a contar de la fecha de presentación de la solicitud de retiro.


El derecho a retiro deberá ser ejercido dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la junta general de socios haya adoptado el acuerdo que lo motiva, mediante comunicación escrita dirigida a la cooperativa en la que el socio deberá expresar claramente su voluntad de retirarse por estar en desacuerdo con la decisión de la junta respectiva. Dicha comunicación deberá enviarse por carta certificada o por intermedio de un notario público que así lo certifique. No se exigirá esta formalidad cuando el gerente o quien haga sus veces deje constancia escrita de la recepción de la comunicación referida.


El consejo de administración podrá convocar a una nueva junta general que deberá celebrarse a más tardar dentro de los treinta días siguientes contados desde el vencimiento del plazo para ejercer el derecho a retiro, a fin de que se reconsideren o ratifiquen los acuerdos que motivaron su ejercicio. Si en dicha junta se revocaren los mencionados acuerdos, caducará el referido derecho a retiro; si se ratificaren, no se abrirá un nuevo plazo para ejercerlo.”.


Las indicaciones N°s 3, 3 a, 4, 5 y 5 a, se refieren a este numeral.


La indicación N° 3, del Honorable Senador señor Tuma, es para reemplazar el inciso segundo,  por el siguiente:


“En el caso que la devolución de los aportes de capital implicasen una disminución del capital social a una suma inferior al que se refleje en el balance correspondiente al ejercicio anterior al de la solicitud, o al del ejercicio que señale el estatuto, dicha devolución quedará condicionada a que con posterioridad a la fecha de presentación de la solicitud respectiva, se hubieren enterado aportes de capital por una suma al menos equivalente al de la disminución de capital, por este concepto, bajo el límite indicado.”.

En discusión, el Honorable Senador señor Tuma hizo presente que la finalidad de su indicación es evitar la descapitalización de las cooperativas. Por tal motivo propone que si la devolución de los aportes de capital implica una disminución del capital social a una suma inferior a la que se refleje en el balance correspondiente al ejercicio anterior al de la solicitud, o al del ejercicio que señale el estatuto, tal devolución quedará condicionada a lo siguiente: que, con posterioridad a la fecha de presentación de la solicitud respectiva, se hayan enterado aportes de capital por una suma al menos equivalente al de la disminución de capital, por este concepto, bajo el límite indicado.

Sin perjuicio de lo anteriormente señalado, se manifestó partidario de mantener el inciso segundo aprobado por la Cámara de Diputados, toda vez que también comparte el objetivo de evitar una disminución importante del capital de las cooperativas por efectos de la devolución de las cuotas de participación, pero que, para que tal norma sea realmente eficaz, el momento respecto del cual debe referirse la condición de si la cuota puede ser devuelta, no debe ser posterior “a la fecha de presentación de la solicitud respectiva” (de devolución), sino que debe ser posterior “al cierre del ejercicio precedente”.


Por lo anterior, propuso reemplazar en el inciso segundo del artículo 19 del texto aprobado en general la frase “a la fecha de presentación de la solicitud respectiva” por la siguiente: “al cierre del ejercicio precedente”.


La Comisión acogió esta proposición formulada por el Honorable Senador señor Tuma.


--En votación, la indicación N° 3 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Novoa y Tuma. (Unanimidad, 3x0).
Inciso sexto


3 a) De S.E el Presidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente:


“Estas disposiciones no serán aplicables a las cooperativas de ahorro y crédito, las cuales se regirán por sus normas especiales y por las disposiciones que establezca el Consejo del Banco Central de Chile.”.


En discusión, el Honorable Senador señor Tuma señaló que, en lo fundamental, el objetivo de la indicación es eximir de la norma relativa a los retiros a las cooperativas de ahorro y crédito, las que se regirán por normas especiales, y, además, por las disposiciones que establezca el Consejo del Banco Central de Chile. Indicó que tales cooperativas son fiscalizadas por la SBIF.


A continuación, el Jefe del Departamento de Cooperativas, señor Radrigán planteó la necesidad de introducir dos modificaciones en la indicación. 


La primera de las modificaciones tiene por finalidad precisar que debe quedar fuera la norma del inciso final, el inciso primero del artículo 19, referido a las personas que hayan perdido la calidad de socio. Lo anterior, para evitar un vacío legal relativo a la situación de tales personas que forman parte de una cooperativa de ahorro y crédito.


En la misma línea, la señora Aisén Etcheverry, abogada de la Subsecretaría, indicó que la proposición sugerida tiene como objetivo dar mayor precisión al sentido y alcance del inciso final del artículo 19, toda vez que el referido inciso primero consagra la regla general en materia de retiro de los socios de una cooperativa. Es necesario reafirmar que el derecho esencial de los cooperados a la devolución de sus cuotas cuando hayan perdido su calidad de socio, corresponde a todos los socios de cualquier cooperativa, independiente de la naturaleza de esta última. Así, excepcionando expresamente al inciso primero, se confirman la regla general.


La otra modificación que sugiere el Ejecutivo, mencionada también por el Honorable Senador señor Tuma, consiste en precisar que las disposiciones el artículo 19, con excepción de lo establecido en el inciso primero, no serán aplicables a las cooperativas de ahorro y crédito bajo supervisión de la SBIF. 


En conclusión, y respondiendo a una inquietud del Honorable Senador señor Orpis, tales proposiciones son el producto de un profundo análisis de ésta y otras disposiciones, en conjunto con varios representantes de cooperativas, y que su finalidad es corregir imprecisiones de texto, las que ningún caso alteran el sentido de la norma.


En la misma línea, la Honorable Senadora señora Pérez también hizo presente que consideraba que tales proposiciones tienen por finalidad solucionar un problema de forma y no de fondo.


--Puesta en votación, la indicación N° 3 a) fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis y Tuma (Unanimidad, 4x0).


4.- Del Honorable Senador señor Coloma, para sustituirlo por el que se transcribe a continuación:


"Las disposiciones precedentes, a excepción de lo dispuesto en el inciso primero, no serán aplicables a las cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio sea superior a 400.000 unidades de fomento y/o se encuentren sometidas a la fiscalización y control de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Estas cooperativas podrán hacer devolución de las cuotas de participación a sus socios hasta el monto del patrimonio que exceda del requerimiento que la presente ley establece para el cumplimiento de los índices señalados en el artículo 87 inciso segundo. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 31, para todos los efectos, se considerará patrimonio en materia de indicadores mínimos de capital, aquella parte del capital social que exceda los índices señalados precedentemente.".


En discusión, el señor Jefe del Departamento de Cooperativas sugirió a la Comisión rechazar la indicación, basado en que la Comisión, al aprobar la indicación anterior, con modificaciones, estableció que también les será aplicable lo dispuesto en el inciso primero a las cooperativas de ahorro y crédito bajo supervisión de la SBIF, porque la devolución de las cuotas al socio que haya perdido su calidad de tal es un derecho esencial de los cooperados. 


En la misma línea, Aisén Etcheverry hizo presente que el Ejecutivo entiende que todos los elementos de la indicación del Senador señor Coloma están contenidos en la indicación anterior, particularmente después de haber sido modificada con las dos precisiones que le introdujo a Comisión. En suma, recae sobre la misma materia y en la misma línea de lo resuelto.


A proposición del Honorable Senador señor Orpis, la Comisión acordó dejar expresa constancia en el informe que el rechazo de la indicación N° 4 se debe exclusivamente a la circunstancia anteriormente planteada, en el sentido que su rechazo no es por falta de mérito sino porque es redundante respecto a lo ya aprobado.


Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro le solicitó al señor Jefe del Departamento de Cooperativas información detallada respecto de la situación de las cooperativas de ahorro y crédito existentes, tanto de aquéllas supervisadas por la SBIF como de las que son fiscalizadas por el Departamento de Cooperativas.


El señor Jefe del Departamento de Cooperativas anunció el envío de la información solicitada. No obstante, adelantó que en la actualidad existen 42 cooperativas activas, de las cuales 6 son supervigiladas por la SBIF y 36 por el Departamento a su cargo. Informó, asimismo, que existen otras 4 que están en proceso de disolución.


--Puesta en votación, la indicación N° 4) fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis y Tuma (Unanimidad, 4x0).


5.- Del Honorable Senador señor Tuma, para reemplazar la expresión “Estas disposiciones” por la frase “Lo señalado en el inciso quinto”.


En consideración a los acuerdos recaídos en las dos indicaciones anteriores, la indicación fue retirada por su autor.


--La indicación N° 5 fue retirada por su autor.


5 a.- De S.E. el Presidente de la República para intercalar un nuevo numeral, reenumerándose todos los demás numerales  correlativamente, agregando el siguiente artículo 19 bis, nuevo:


“…..- Tratándose de las cooperativas de ahorro y crédito, en ningún caso podrá devolverse cuotas de participación sin que se hubieren enterado en la cooperativa previamente aportes de capital por una suma al menos equivalente al monto de las devoluciones requeridas por cualquier causal, ya sea legal, reglamentaria o estatutaria que la haga exigible o procedente. Dichos pagos serán exigibles y deberán efectuarse atendiendo estrictamente a la fecha en que tenga lugar la circunstancia que las causa, teniendo preferencia para su cobro el socio disidente.


La Cooperativa no podrá efectuar, directa o indirectamente, repartos de remanentes o de excedentes, devoluciones de los montos enterados por los socios de la Cooperativa a causa de la suscripción de cuotas de participación o pago de intereses al capital, si por efecto de dichos repartos, devoluciones o pagos infringiera las disposiciones que establezca el Consejo del Banco Central de Chile al efecto.”.


En discusión, la señora Aisén Etcheverry explicó que la indicación repite normas que han sido establecidas por el Consejo del Banco Central. Por tal motivo, el Ejecutivo propone a la Comisión rechazar la indicación en debate, entendiendo que tales normas impartidas por el Consejo del Banco Central tienen una flexibilidad particular, dado que pueden ser modificadas por acuerdo del propio Consejo. No resulta adecuado otorgar el rango de ley a tales disposiciones, puesto que, incluso, ello podría constituirse en un estorbo para el actuar del Consejo en estas materias.


Luego, el Honorable Senador señor Orpis planteó que muchas normas de carácter administrativo, en este caso dictadas por el Banco Central, tienen, por su naturaleza, poca certeza jurídica, toda vez que, como ya ha sido señalado, pueden ser modificada unilateralmente por el propio organismo que la dictó. 

Agregó que la materia en discusión está relacionada con un tema muy sensible como es el referido al reparto, materia que por su importancia debe ser regulada por normas de carácter legal y no por normas de carácter administrativo.


En este contexto, consultó sobre la conveniencia que tales disposiciones del Consejo adquieran rango legal, precisamente para dotarlas de mayor certeza jurídica.


Atendiendo la consulta planteada, el Jefe del Departamento de Cooperativas, señor Radrigán, señaló que las cooperativas de ahorro y crédito tienen sistemas de prestación de servicios financieros relativamente complejos, en cumplimiento de las normativas impartidas por el Banco Central, el Departamento de Cooperativas y la Superintendencia de Bancos, SBIF, cuando corresponda. Tales normas tienen carácter administrativo. No corresponde otorgarles rango legal. 


A mayor abundamiento, hizo presente que las normas que imparta el Banco Central serán siempre exigibles a las cooperativas. Su naturaleza no les resta valor y tampoco eficacia. De hecho, si el Banco Central las dicta es para que se cumplan. Lo anteriormente señalado es igualmente válido respecto de las resoluciones emanadas del Departamento de Cooperativas y, en su caso, de la SBIF.


El señor Radrigán connotó que todo el artículo 19, sobre el cual recae la indicación, tiene relación con la devolución de las cuotas de participación en caso de renuncia o exclusión de un socio. Establece claramente los derechos de los socios en esta materia, en cuanto exigir la devolución de sus aportes de capital, planteados como cuotas de participación. Por su parte, la indicación en debate tiene por objetivo hacer precisiones sobre la prelación y los mecanismos específicos de la devolución de tales aportes de capital. En opinión el Ejecutivo, lo complejo de la misma es que deja sujeta la materia a una normativa dictada por el Consejo del Banco Central, que puede ir cambiando en el tiempo. Las normas sobre devolución y del correspondiente derecho de los socios de recibirlos están íntegramente reguladas en el citado artículo 19. En suma, la indicación genera una complejidad en la operatoria de las cooperativas de ahorro y crédito al consagrar con rango de ley normas del Banco Central.


Por su parte, la Subsecretaria de Economía, señora Katia Trusich señaló que un inconveniente de una norma como la propuesta por la indicación sería que, por ejemplo, en el futuro el Banco Central decidiera establecer menos requisitos a las cooperativas. Actualmente la normativa es más exigente con las cooperativas de ahorro y crédito que con los bancos. Si en el futuro el Banco Central quisiera homologar la normativa de los bancos y de las cooperativas de ahorro y crédito, una norma como la propuesta por la indicación sería un entorpecimiento, por cuanto haría necesario una modificación de la ley. En cambio, con la ley vigente tal cambio podría ser realizado por el Banco Central mediante un simple acuerdo.


Basado en la intervención de la señora Subsecretaria, el Honorable Senador señor Orpis indicó que también podría ocurrir lo contrario, es decir, que el Banco Central por una simple resolución podría tornar más exigente la normativa para las cooperativas de ahorro y crédito.


La Honorable Senadora señora Pérez hizo presente que, en su parecer, el fundamento de la indicación presentada por el Ejecutivo del Gobierno anterior es eliminar la discrecionalidad al Banco Central en materia de cooperativas. En tal sentido, destacó que la indicación persigue hacer un aporte más en el fortalecimiento de las cooperativas, y no para entorpecer su funcionamiento. Sugiere consultar respecto del origen y fundamentos de la indicación.


Recogiendo la proposición formulada por la Honorable Senadora señora Lily Pérez, así como el parecer favorable de la Comisión al respecto, el señor Presidente dispone suspender el debate de la indicación, hasta no recibir los antecedentes solicitados.


Retomado el debate en sesiones posteriores, el Honorable Senador señor Orpis planteó sustituir las expresiones “por cualquier causal, ya sea legal, reglamentaria o estatutaria” por la siguiente: “por causa legal, reglamentaria o estatutaria”. Explicó que es necesario acotar el ámbito de aplicación de las devoluciones, porque las circunstancias que las hagan exigibles o procedentes están en la ley, en el reglamento o en el estatuto respectivo. La expresión “cualquier” nada aporta, salvo constituirse eventualmente en base de una posible interpretación equivocada que se aparte del espíritu de la norma.


Tal proposición fue acogida por la Comisión y también contó con la aprobación de la Subsecretaria de Economía, señora Katia Trusich.


--En votación, la indicación N° 5 a) fue aprobada, con  modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 3x0).
Número 8

Artículo 24

° ° ° ° °


6.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para incorporar una letra nueva, del siguiente tenor:


“…) Agrégase el siguiente inciso:


“Los trabajadores, tanto del sector público como privado, que ocupen cargos de Consejeros en cualquier cooperativa, gozarán de fuero para asistir a las reuniones de Consejo o a citaciones dispuestas por la autoridad fiscalizadora.”.”.

° ° ° ° °


En discusión, el Honorable Senador señor Orpis hizo presente que la finalidad de la indicación es otorgar mayores facilidades a los consejeros de una cooperativa para asistir a las reuniones del consejo. En su parecer, tal facilidad debería quedar consagrada como un permiso otorgado por la ley en tal sentido. Es decir, conseguir el objetivo de un modo distinto al fuero.


Recogiendo lo planteado, los Honorables Senadores señora Pérez y señor Tuma proponen aprobar la indicación con modificaciones, agregando los términos: “tendrán derecho” o “se considerará una autorización legal” para no concurrir al trabajo por asistir a las reuniones del Consejo o a las citaciones dispuestas por la autoridad fiscalizador, eliminando toda referencia al fuero.


Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro manifestó tener dudas al respecto. Hizo notar que la indicación está referida a todos los trabajadores tanto del sector público como privado, estos últimos regidos por el Código del Trabajo. En la línea de lo señalado por los demás miembros de la Comisión, la norma propuesta por la indicación debería hacer referencia a los permisos legales y no al fuero, así como también, al Estatuto Administrativo y al Código del Trabajo, respectivamente.


La Comisión solicitó la colaboración del Analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor James Wilkins, para la adecuación de la indicación en el sentido de  plantear una propuesta de redacción de una norma que contenga tanto el objetivo de la indicación así como las inquietudes planteadas en el debate. 


En cumplimiento de tal cometido, el señor Wilkins formuló la siguiente proposición de redacción:


“Los trabajadores tanto del Sector Público como del Sector Privado, que ocupen cargos de consejeros en cualquier cooperativa, gozarán de los permisos reconocidos en el Código del Trabajo y en la ley N° 19.296, para directores y delegados sindicales, y directores de asociaciones de funcionarios, respectivamente, para asistir a reuniones del Consejo o a citaciones dispuestas por la autoridad fiscalizadora.”:


--En votación, la indicación N° 6 fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis y Tuma. (Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0). 
_____________


A continuación, y a proposición del Honorable Senador señor Tuma, la Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros, analizar la norma contenida en el numeral 11 del proyecto, que agrega al artículo 30 de la ley de cooperativas, un inciso segundo del siguiente tenor:


“Tampoco podrán desempeñarse como consejeros de las cooperativas las personas que ostenten cualquier cargo de elección popular, con excepción de los concejales, desde el momento de la inscripción de la candidatura pertinente.”.


La Comisión tuvo presente que el artículo tercero transitorio del proyecto tiene su fundamento en la norma antes transcrita.


Al respecto, el Honorable Senador señor Tuma manifestó ser contrario a esta norma porque impide desempeñarse como consejeros de las cooperativas a las personas que ostenten cualquier cargo de elección popular, con excepción de los concejales. Indicó que carece de todo fundamento que por el hecho ser electo en un cargo de elección popular, un ciudadano quede inhabilitado para participar como consejero, y, en general, tener y ejercer todos los derechos que tiene cualquier cooperado.


En su parecer, los cargos de elección popular dan más respaldo para participar en la dirección de una cooperativa. 


Estima equivocado el criterio de la Cámara, toda vez que la disposición en debate va en sentido contrario al espíritu del proyecto, porque restringe la participación de determinados actores en la directiva de las cooperativas. Además, los consejeros de una cooperativa deben ser necesariamente elegidos por los socios, lo que es garantía suficiente de legitimidad y respaldo.


Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro señaló que las inhabilidades de las autoridades que ocupan cargos de elección popular están contempladas en la ley N° 18.700, Orgánica de Votaciones Populares y Escrutinios, así como en otras leyes especiales, dependiendo de la autoridad de que se trate. La norma que se agrega como inciso segundo al artículo 30 introduce una nueva restricción y consagra una inhabilidad que hoy no existe. Se manifestó contrario a su establecimiento, toda vez que la norma general indica que frente a conflicto de intereses cabe la posibilidad de inhibirse y por lo tanto abstenerse. Además, la participación en los consejos de las cooperativas de autoridades elegidas popularmente, le da fuerza y respaldo a las mismas. A contrario sensu, obligarlos a excluirse debilita el trabajo de las cooperativas.


También hizo notar la extensión de la inhabilidad para desempeñarse como consejeros de las cooperativas, puesto que afecta a las personas que ostenten cualquier cargo de elección popular. Al respecto, hizo notar que muchos dirigentes sociales son elegidos


Finalmente, indicó que las cooperativas forman parte del ámbito privado. Desde esta perspectiva, la restricción que plantea el inciso segundo que la Cámara de Diputados agrega al artículo 30 podría contener elementos de inconstitucionalidad por discriminación arbitraria.


Por su parte, el Jefe del Departamento de Cooperativas señaló que las inhabilidades en materia de cooperativas están establecidas en el artículo 30, disposición que se remite a los artículos 35 y 36 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas
. Agregó que históricamente en materia de inhabilidades se han aplicado los criterios y las normas propias de las sociedades anónimas, asimilándolas. Con la modificación de la Cámara, este proyecto introduce una nueva inhabilidad a las que ya las afecta. Es una materia discutible. Planteó que la pregunta que debe hacerse es relativa a los motivos por los cuales las cooperativas deberían tener en este punto una norma adicional que las aplicables a las sociedades anónimas.


El Honorable Senador señor Orpis solicitó más tiempo para estudiar el punto. Recogiendo tal solicitud, el señor Presidente, Honorable Senador señor Pizarro, dispuso dejar pendiente el pronunciamiento de la Comisión respecto de la señalada disposición.

En una sesión posterior, y ante la presencia de la totalidad de los integrantes de la Comisión, el Presidente puso en votación el asunto debatido.

--La Comisión acordó rechazar el numeral 11 del proyecto, y, consecuentemente, el artículo tercero transitorio,  por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (Unanimidad. 5x0).
o o o o o


7.- Del Honorable Senador señor Tuma, para consultar un numeral, nuevo, del siguiente tenor:


“…) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 34, el artículo “Las” por la locución “Para los efectos tributarios las”.


El citado inciso segundo del artículo 34 establece que las cooperativas deberán corregir monetariamente sus activos y pasivos de conformidad con lo establecido en el artículo 17 del Decreto Ley Nº 824, de 1974, ley sobre impuesto a la renta.


En discusión, el Honorable Senador señor Tuma hizo presente que una corrección monetaria devalúa el patrimonio de una cooperativa y obliga a ser distribuida esa desvalorización. En su parecer, la disposición contenida en el inciso segundo del artículo 34 no tiene sentido salvo por razones tributarias. En todo tipo de sociedades, es aceptado generalmente que una corrección monetaria se hace sólo para efectos tributarios. Así, no ve motivo alguno para las cooperativas tengan una regla diferente, y, por tanto, se vean impedidas de hacer uso de esta facultad. Lo anteriormente señalado, deja en evidencia una discriminación en contra de las cooperativas. La finalidad de la indicación es igualar a las cooperativas con el tratamiento que reciben las sociedades. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro consultó al Ejecutivo si el artículo 34 es aplicable sólo para cooperativas o también a los socios. Hizo presente en que en años recientes el Servicio de Impuestos Internos, en uso de la facultad interpretativa que le otorga la ley, modificó el criterio aplicado anteriormente, según el cual los socios estaban exentos de tributar. 


A su vez, el Honorable Senador señor Orpis también consultó al Ejecutivo su parecer respecto de indicación. En su entender, la indicación además de tener efectos de carácter tributario tendría un impacto en el ámbito laboral.


El señor Radrigán indicó que para el análisis de esta indicación, corresponde separar el contenido del artículo 34 la ley de cooperativas, que tiene que ver con la realización de los balances y la valorización de los activos y pasivos, con la discusión relativa a los aspectos tributarios e impositivos de las cooperativas, en general, en el tratamiento de los remanentes de las cooperativas y de los excedentes, tratándose de su reparto a los cooperados. Desde tal punto de vista, en su parecer la indicación Senador Tuma le parece adecuada porque la referida específicamente a la manera en que se valoriza el patrimonio de las cooperativas, desde el punto de vista de sus activos y pasivos. Así, evitaría las distorsiones en la cual es comúnmente se incurren en esta materia al momento de revisar los procesos de corrección monetaria con los cuales están afectas por ley las cooperativas.


Precisó respecto de la materia, que la indicación número 1, aborda la materia referida al tratamiento de las operaciones con terceros. Históricamente, tanto en Chile como los demás países, las cooperativas han pagado impuestos desde su remanente.


Finalizó señalando que no estima que esta indicación, ni la materia que aborda, tengan relación con efectos en el ámbito laboral.


Luego, el Honorable Senador señor Orpis, complementando su intervención anterior, solicitó una opinión respecto de quienes participaron en la comisión técnica que trabajó en el proyecto de ley durante la administración anterior, por cuanto respecto este punto no hubo acuerdo, sino que hubo diferencias debido principalmente a que los artículos 49 y siguientes de la ley establecen que las cooperativas tienen utilidades sólo para efectos laborales. Desde esta perspectiva, el artículo 34, que la indicación propone modificar inciso segundo, tiene consecuencias en el ámbito laboral, afectando, por ejemplo, las gratificaciones a las cuales tienen derecho los trabajadores de las cooperativas. En suma, si el inciso segundo queda facultado exclusivamente a efectos tributarios quedan fuera los efectos laborales.


En el mismo orden de ideas, el Honorable Senador señor Tuma recordó que el espíritu de ley es potenciar a las cooperativas y, en este sentido, el objetivo de la indicación, como lo señaló anteriormente, es igualar la situación de las cooperativas en materia tributaria a las de las sociedades. Hizo un llamado a no contradecir el espíritu del proyecto.


Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro hizo notar que en el primer informe de la Comisión, el Subdirector Normativo del Servicio de Impuestos Internos, señor Juan Alberto Rojas, al referirse a criterios vigentes del Servicio de Impuestos Internos en relación al régimen tributario que afecta las cooperativas y a los cooperados, señaló que el Servicio está estudiando hacer una aclaración complementaria para precisar cómo debe tributar todo cooperado: en qué instancia; en qué oportunidad; con qué impuestos debe tributar el cooperado por tales ingresos brutos que el propio artículo 17 N° 4 Decreto de Ley N° 824, dispone que debe ingresarlos a su sistema contable.


Al respecto, estimó oportuno preguntar si ya fue realizada tal aclaración complementaria.


El Honorable Senador señor Tuma indicó que es evidente la contradicción que existe en la opinión de la Comisión y la interpretación que sobre el particular sostiene el SII. Agregó que no fue posible resolver ese punto. Esta materia será abordada en el marco del debate de la reforma tributaria, en la Comisión de Hacienda del Senado, tal cual fue señalado expresamente durante el primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados. Las materias tributarias el proyecto en análisis quedará supeditado a lo que se resuelva en la citada reforma tributaria. 


El Honorable Senador señor Orpis solicitó dejar expresa constancia que votará en contra sobre la base que la materia abordada no tiene únicamente efectos de carácter tributario sino que también en el ámbito laboral. En este contexto, la indicación propuesta restringe el ámbito de aplicación de la norma contenida en el inciso segundo del artículo 34.


--Puesta en votación, la indicación N° 7 fue aprobada por la mayoría de los miembros presente, por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Navarro, Pizarro y Tuma, y 1 en contra, del Honorable Senador señor Orpis. (Aprobado por la mayoría de los miembros presentes; 3X1).
Número 13)


13) Sustitúyense los incisos tercero y cuarto del artículo 38 por los siguientes:


“Las cooperativas deberán constituir e incrementar un fondo de reserva legal con el equivalente al 18% de su remanente anual, el que se destinará a cubrir las pérdidas que se produzcan y tendrá el carácter de irrepartible mientras dure la vigencia de la cooperativa.


Se exceptúan de esta obligación las cooperativas que cumplan copulativamente los siguientes requisitos, las que estarán obligadas a repartir entre sus socios la totalidad del remanente del ejercicio:


a) Que su patrimonio sea mayor a 200.000 unidades de fomento;


b) Que el resultado de la división entre su patrimonio y el pasivo total sea igual o superior a 2, y


c) Que la citada reserva legal alcance el 65% del patrimonio.


Asimismo, se exceptúa de las disposiciones anteriores a las cooperativas de ahorro y crédito supervisadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de trabajo, campesinas y de pescadores.”.

INDICACIONES AL INCISO CUARTO


Su Excelencia el Presidente de la República presentó las siguientes indicaciones:


7 a).-  Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 38 propuesto la expresión “las que estarán obligadas a” por la frase “las que podrán por acuerdo de la Junta General de Socios”.


7 b).-  Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 38 propuesto la palabra “remanente” por la expresión “excedente”.


7 c).-  Elimínase la letra c) del inciso cuarto del artículo 38 propuesto.

_____________


A proposición del Presidente, la Comisión acordó debatir conjuntamente estas tres indicaciones. 


En discusión, el Honorable Senador señor Tuma hizo presente que el artículo 38 de la ley de cooperativas define remanente como “el saldo favorable del ejercicio económico”. Connotó que remanente es un concepto más amplio que excedente, por cuanto el primero es el saldo final de las cuentas, positivo o negativo, en cambio excedente es residual.


En efecto, la citada disposición establece que el remanente se destinará, en primer término, a absorber las pérdidas acumuladas, si las hubiere. Hecho lo anterior, se destinará a la constitución e incremento de los fondos de reserva, en el caso que éstos sean obligatorios, o a la constitución e incremento de reservas voluntarias y al pago de intereses al capital, de conformidad con el estatuto. Por último, el saldo, si lo hubiere, se denominará excedente, el que se distribuirá en dinero entre los socios o dará lugar a una emisión liberada de cuotas de participación.


En relación a la indicación presentada por el Ejecutivo signada con el número 7 a).-, indicó que su finalidad es delegar a la junta general de socios la decisión de qué hacer con el excedente, modificando el criterio del texto aprobado en general por el Senado en relación con este punto según el cual las cooperativas, cumpliendo determinados requisitos copulativos, estarían obligadas a repartirlos entre sus socios.


Luego, el Honorable Senador señor Pizarro se refirió al inciso tercero que el proyecto propone en sustitución del inciso tercero actual del artículo 38, particularmente respecto a la rebaja de 20% a 18% el porcentaje del remanente anual que debe destinarse al fondo de reserva legal. Al respecto, consultó sobre las razones para proponer tal cambio y, específicamente, si éste efectivamente ayudaría a mejorar el funcionamiento de las cooperativas.


Asimismo, preguntó los motivos los cuales funda la indicación del Ejecutivo toda vez que propone un cambio sustancial respecto al proyecto aprobado en general.


Respondiendo a las consultas formuladas, el Jefe del Departamento de Cooperativas, señor Mario Radrigán, señaló, en primer término, que la rebaja dos puntos porcentuales del remanente que debe destinarse al fondo de reserva legal, materia respecto de la cual no fue presentada indicación alguna, se relaciona con otra materia aprobada por la Cámara de Diputados respecto a la constitución de un fondo especial de devolución de cuotas de participación, sea por renuncia o exclusión, al cual se destinará precisamente ese 2% de diferencia. De esta manera se logra un mejor equilibrio entre dos intereses tensionados entre sí: el del socio que se retira, renuncia o es excluido; con una estabilidad económica y patrimonial de la cooperativa.


Respecto de la segunda consulta, indicó que, históricamente, las cooperativas que generan un importante tamaño en su actividad económica, así como en su patrimonio, activos y volumen de operaciones, tienen un planteamiento según el cual la obligación de constituir fondos de reserva debe ser flexibilizada cuando ya están suficientemente capitalizadas y tienen un patrimonio sustancial. Se exceptúan de esta obligación las cooperativas que cumplan copulativamente con los requisitos señalados en el inciso cuarto, las que estarán obligadas a repartir entre sus socios la totalidad de este remanente. Añadió que, precisamente con la finalidad de otorgar un mayor grado de flexibilidad para esas cooperativas el Ejecutivo presentó estas tres indicaciones que la Comisión está debatiendo conjuntamente.


Añadió que el Ejecutivo actual sugiere a la Comisión que apruebe las indicaciones N°s. 7a.- y 7c.-, básicamente por cuanto el texto aprobado por la Cámara de Diputados dispone que las cooperativas que cumplan los requisitos establecidos en inciso cuarto ya tienen una estabilidad económica suficiente, por lo cual no resulta necesario obligarlas a repartir la diferencia de los excedentes. En otras palabras, tales cooperativas son suficientemente sólidas, pero si quieren crecer y emprender nuevos desafíos o nuevos proyectos hacer obligatorio el reparto los limita. Agregó que la situación descrita anteriormente se equilibra con la circunstancia de que, de todas maneras, el reparto de excedentes debe ser acordado por la junta general de socios.


Siguiendo con esta línea argumental, el Jefe del Departamento de Cooperativas añadió que la indicación N° 7 b.- incurre en un error de concepto, toda vez que el término remanente empleado en el texto aprobado en general es el apropiado. Al revés, cambiarlo por excedente, tal como lo propone la indicación, sería un error, porque el excedente es lo que la cooperativa estará obligada a repartir, es decir, es una materia ya resuelta por la ley y sobre la cual la junta general de socios nada puede alterar. En analogía con lo que ocurre en una sociedad anónima, el remanente debe entenderse como la utilidad de la empresa y, por su parte, el excedente debe entenderse como el pago del dividendo a las acciones. Por los motivos anteriormente expuestos, formuló un llamado a rechazar esta indicación.


Finalmente, completando el análisis de las tres indicaciones en debate, en señor Radrigán señalo que la indicación N° 7 c.-, que propone eliminar de los requisitos copulativos exigidos para configurar esta excepción la circunstancia de la reserva legal alcance el 65 por cierto del patrimonio, no es conveniente, toda vez que le resta estabilidad patrimonial a la cooperativas y también afecta a su capacidad para asegurarse. Indicó que las exigencias contempladas en las letras a, b y c de inciso cuarto, nuevo, del artículo 38 van de la mano. 

En relación con la indicación N° 7 c.-, el Honorable Senador señor Tuma consultó respecto del porcentaje de la reserva legal respecto al patrimonio, en el sentido que la norma los cifre el 65%. En otras palabras, preguntó las razones que llevan a concluir que dicho porcentaje y no otro sea el adecuado.


En respuesta, el señor Radrigán indicó que tal porcentaje no está definido bajo parámetros del derecho comparado ni de criterios aplicables a otras formas de empresa, por lo que bien podría aumentarse 70 o 75%. Lo importante es que asegure que las reservas legales que se han constituido de los remanentes anteriores un equilibrados con el patrimonio. Cualquier cifra superior al 60% o 65% debería ser conveniente para asegurar la estabilidad y el desarrollo de la cooperativa. Aumentar el porcentaje resultaría aún más beneficioso para tales fines, pero restringiría el porcentaje a repartir.


Siempre en este orden de ideas, el Honorable Senador señor Tuma destacó que el interés de los cooperados de participar en una cooperativa es que ésta le de beneficios. Qué sentido tendría que la cooperativa permanentemente fuera siendo fortalecida si al final no recibirá beneficio alguno o estos serán de bajo monto. Así, corresponde equilibrar el fortalecimiento de la cooperativa y la opción y derecho del cooperado de recibir beneficios. Dado lo anterior, manifestó que le parece que este último requisito copulativo resulta excesivo.


Luego, el Honorable Senador señor Orpis expresó que, en su parecer los requisitos copulativos que deben cumplirse para que proceda el reparto del excedente del ejercicio están en la lógica de consagrar la obligatoriedad del reparto, pero como eso ahora cambiaría, dejando de ser obligatorio, por un criterio que deja tal decisión a la junta general de socios, la óptica es distinta. En otras palabras, en este nuevo escenario manifestó que le parecen suficientes los resguardos de las letras a.- y b.-, es decir, que el patrimonio debe ser superior a 200 mil unidades de fomento y que la relación patrimonio deuda sea igual o superior a 2. Hizo presente que la finalidad del fondo de reserva es, fundamentalmente, para crecer, lo cual es una materia propia de una junta general de socios. Es decir, que no debe ser establecida por la ley. Así, el requisito copulativo de la letra c), que exige que la reserva legal alcance el 65 % del patrimonio tenía lógica en un mercado regido por dado el marco obligatorio del remanente. Sobre la base de lo anteriormente expuesto, concluyó que los requisitos copulativos de las letra a.- y b.- son suficientes. En tal sentido, concuerda con lo propuesto por indicación N° 7 c.- en orden a suprimir el requisito de la letra c.-, porque la decisión de la cooperativa crezca y ahora queda en manos de la junta general de socios.


En la misma línea se manifestó el Honorable Senador señor Pizarro.


Puestas en votación las indicaciones N°s 7 a), b), y c), se obtuvo le siguiente resultado:


--La indicación 7 a) fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Orpis, Pizarro y Tuma, y una abstención, del Honorable Senador señor Navarro. (Aprobado por mayoría de los miembros presentes: 3x1abstención).


--La indicación 7 b) fue rechaza por 2 votos en contra, de los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma, 1 a favor, del Honorable Senador señor Orpis, y una abstención, correspondiente al Honorable Senador señor Navarro. (Rechazado por mayoría: 2x1x1abstención).


--La indicación 7 c) fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Orpis, Pizarro y Tuma, y una abstención, del Honorable Senador señor Navarro. (Aprobado por mayoría de los miembros presentes: 3x1abstención).

_______________

INDICACIÓN AL INCISO SEXTO


Su Excelencia el Presidente de la República presentó la indicación signada con el N° 7 d), para reemplazar el inciso sexto del artículo 38 propuesto, por el siguiente 


“En el caso de las cooperativas abiertas de viviendas, deberán constituir a lo menos el 70% del remanente generado como fondo de reserva no susceptible de reparto hasta su disolución y posterior liquidación. Con todo, por acuerdo de la Junta General de Socios, se podrá dar este tratamiento hasta el 100% del remanente del ejercicio.”.


El referido inciso sexto del artículo 38 propuesto en el proyecto dispone que las cooperativas abiertas de vivienda podrán, de conformidad con las normas del estatuto y de la junta de socios, incrementar la reserva legal hasta con el 100% del remanente.


En discusión, el señor Radrigán expresó que la indicación apunta al desarrollo y funcionamiento de las cooperativas abiertas de vivienda, en términos de su gestión, obtención y adjudicación de casas a los socios. 


Estas cooperativas operan a través de programas múltiples, simultáneos y sucesivos de vivienda, donde uno de los factores principales para lograr su fin es la adquisición de terrenos a los que puedan incorporarse los asociados a través de distintos planes habitacionales. Explicó que acceder a terrenos para construcción de viviendas de orientación social, o para personas de clase media o escasos recursos no es tarea fácil, y la existencia del fondo de reserva irrepartible aumenta el patrimonio de las cooperativas, y garantiza de mejor modo su estabilidad para poder desarrollar estos programas habitacionales de buena calidad para los asociados.


Dejar esta facultad en manos de la Junta General de Socios podría restar estabilidad a las cooperativas, y afectar su capacidad de iniciar nuevos proyectos o programas habitacionales.


Anunció que el Ejecutivo considera adecuado aprobar esta indicación.


El Honorable Senador señor Orpis mostró su acuerdo con la indicación. Resaltó la importancia de la estabilidad patrimonial de las cooperativas de vivienda. Agregó que en este tipo de cooperativas los cooperados se hacen socios para poder comprar una casa y no para obtener beneficios de carácter monetario.


--En votación, la indicación N° 7 d) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadores señora Pérez y señores Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 4x0).

° ° °


A continuación, la Comisión estudió  la indicación N° 8, del Honorable Senador señor Tuma, para agregar como inciso final, el que se señala a continuación:


“La reserva legal se incrementará con los intereses al capital y los excedentes distribuidos por la Junta General que no hayan sido retirados por los socios, dentro del período de 5 años, contado de la fecha en que se haya acordado su pago.”.


En discusión, el Honorable Senador señor Orpis manifestó que, en términos generales, comparte lo propuesto en la indicación. No obstante, le preocupa que no exista actualmente en la ley un procedimiento para comunicar a los socios la existencia de excedentes que pueden retirar. Por lo anterior, sugirió complementar la indicación en tal sentido.


El Honorable Senador señor Tuma hizo presente que la norma propuesta por la indicación está contemplada en el reglamento de la ley. 


El Honorable Senador señor Pizarro agregó que el reparto de excedentes es acordado en la Junta General de Socios, a la que pueden concurrir todos los socios de la cooperativa.


El asesor del Honorable Senador señor Orpis, señor Carlos Schultze, reforzó lo planteado por el señor Senador, y manifestó que efectivamente parece razonable que los excedentes que no fueron retirados dentro de un determinado plazo pasen a incrementar el patrimonio de la cooperativa. En ese aspecto no habría discusión.


No obstante, sería importante complementar lo anterior con una referencia al modo de poner en conocimiento de los socios la existencia de estos acuerdos de reparto de excedentes. Si bien lo planteado por el Honorable Senador señor Pizarro es correcto, en la práctica asiste a la Junta General de Socios un bajísimo porcentaje de cooperados, alrededor de un 3%, y si en esa junta se acuerda el reparto de excedentes, no hay un mecanismo contemplado para que el Consejo ponga ese acuerdo y la existencia de los excedentes, en conocimiento del resto de los socios.


Se podrían homologar procedimientos como por ejemplo el que existe en los bancos, tratándose de saldos de cuentas corrientes que se cerraron, depósitos a plazo, etcétera, que son de propiedad del titular pero que por alguna razón no son retirados. Anualmente los bancos hacen una comunicación, y transcurrido un determinado plazo esos dineros van a una institución de beneficencia.


El Honorable Senador señor Tuma estuvo de acuerdo en la conveniencia de establecer un procedimiento que garantice que los cooperados tengan conocimiento de la disponibilidad de estos excedentes, antes que ellos pasen a incrementar el fondo de reserva legal. En su parecer, esta es una materia propia del reglamento de la ley general de cooperativas.


El Jefe del Departamento de Cooperativas, señor Mario Radrigán, explicó que hay distintos mecanismos con los que se logra el objetivo. Uno de ellos es regular un procedimiento por vía reglamentaria, lo que le otorga una flexibilidad mayor que si está consagrado en la ley. Por otra parte resulta adecuado que los propios Estatutos de las Cooperativas contemplen normas que aborden este tema. También está abierta la posibilidad de que sea el Departamento de Cooperativas el que por resolución mande poner la existencia de estos excedentes en conocimiento de los socios. Son mecanismos complementarios.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó respecto de la incidencia real de esta situación, en el sentido de si es habitual el retiro de excedentes por parte de los socios. Esto por la burocracia administrativa que la norma podría implicar para las cooperativas.


El Honorable Senador señor Orpis fue de la opinión que la propia ley debe delegar en el reglamento la obligación de regular esta materia.


La Honorable Senadora señora Pérez señaló que no genera ninguna dificultad establecer en la norma legal que el reglamento reglará esta materia. Destacó además que esta norma se establece en aras de la transparencia en favor de los cooperados y las cooperativas. Que sea la ley la que contemple esta obligación de informar fortalece la transparencia en las cooperativas y las beneficia. 


El Honorable Senador señor Pizarro sugirió concordar en un texto que complemente la indicación, estableciendo que será el reglamento el que determine la forma en que se notificará a los socios respecto de la existencia de excedentes, antes que opere automáticamente el incremento de la reserva legal.


En una nueva sesión la Comisión consideró el siguiente texto:


“La reserva legal se incrementará con los intereses al capital y los excedentes distribuidos por la Junta General que no hayan sido retirados por los socios, dentro del período de 5 años, contado de la fecha en que se haya acordado su pago. El reglamento establecerá el procedimiento para notificar oportunamente a los socios titulares de excedentes no retirados la existencia de los mismos, en forma previa a que opere el incremento de la reserva legal.”.

--En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 8, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 4x0).

Número 14


Su Excelencia el Presidente de la República presentó la indicación signada con el N° 8 a), para suprimirlo.


La Comisión consideró esta indicación del Presidente de la Republica entendiendo que al proponer la supresión del numeral 14 del proyecto, su objetivo es no modificar el inciso primero del artículo 39 de la ley vigente, y, por tanto, mantener la exigencia para las cooperativas de ahorro y crédito de tener al menos el 10 % de su patrimonio invertido en activos e instrumentos de fácil liquidación.


El Honorable Senador señor Orpis puso de relieve la importancia de aprobar esta indicación, sin perjuicio que en el caso de las cooperativas de ahorro y crédito tengan otros resguardos y normas de encaje. Es relevante que las cooperativas estén obligadas a tener activos de fácil liquidación, lo que les permite afrontar distintas situaciones. Agregó que ha habido experiencias en las que por falta de estos activos de fácil liquidación se han producido complicados problemas financieros en algunas cooperativas, por ejemplo ante retiros en corrida.


El Honorable Senador señor Tuma explicó que el artículo 39 quedó obsoleto y perdió su sentido desde el momento que las cooperativas de ahorro y crédito están sujetas a las normas sobre encaje del Banco Central y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Hizo presente que esas disposiciones son aplicables a todas las cooperativas de ahorro y crédito abiertas. 


El Honorable Senador señor Orpis insistió en que el artículo 39 es una norma preventiva que se estableció a raíz de una mala experiencia, y que es aconsejable mantener, para las cooperativas de ahorro y crédito no fiscalizadas por la SBIF, que si bien están sometidas a las normas sobre encaje, no les alcanzan otros resguardos como las provisiones. En ese sentido, la indicación debería aprobarse con  modificaciones. Es fundamental una norma precautoria, preventiva.


El Jefe del Departamento de Cooperativas, señor Radrigán reiteró que las normativas sobre encaje emanan del Banco Central y afectan a todas las cooperativas de ahorro y crédito, estén supervisadas y fiscalizadas por la SBIF o por el Departamento de Cooperativas. El Ejecutivo no está de acuerdo con la indicación en estudio. En su opinión, el artículo 39 ha quedado obsoleto, y deben suprimirse de su texto a las cooperativas de ahorro y crédito. Aprobar la indicación implicaría contemplar una carga excesiva para las cooperativas de ahorro y crédito, que tendrían una sobrerregulación.


Complementó lo anterior señalando que el Departamento de Cooperativas, al igual que el Banco Central y la SBIF, tiene la facultad para de manera prudencial, asegurar la estabilidad de funcionamiento de las cooperativas desde el punto de vista de sus provisiones y del encaje, aunque la ley no lo exija. Llevar esto a la ley implica una rigidez y una sobrerregulación.


El asesor del Honorable Senador señor Orpis, señor Carlos Schultze, relató brevemente la historia del establecimiento del artículo 39 en comentó, que se estableció como resguardo para afrontar problemas de liquidez. Si bien las normas de encaje están reguladas por el Banco Central y afectan a todas las cooperativas de ahorro y crédito, hay una serie de otros aspectos, como los sistemas de provisiones sobre la cartera de clientes, en que hay grandes diferencias.


Por su parte, el Honorable Senador señor Tuma manifestó que, además de los argumentos ya expresados, es necesario destacar que mantener el artículo 39 vigente implica un tratamiento desigual para las cooperativas de ahorro y crédito supervisadas por la SBIF frente a las que no lo están, en desmedro de estas últimas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, puso en votación la indicación 8 a).


El Honorable Senador señor Orpis fundó su voto a favor de la indicación del Presidente de la República en los argumentos antes consagrados. Adicionalmente solicitó se envíe un oficio al Departamento de Cooperativas, para que informe respecto del sistema y nivel de provisiones sobre la cartera de clientes a que están afectas tanto las cooperativas de ahorro y crédito supervisadas y fiscalizadas por el Departamento de Cooperativas, como el que se exige a las cooperativas de ahorro y crédito que se encuentran bajo la supervisión y fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. 


Agregó que, de aprobarse la indicación, es necesario complementarla excluyendo del artículo 39 a las cooperativas de ahorro y crédito supervisadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


La Comisión acordó enviar el oficio solicitado por el Honorable Senador señor Orpis, y en cumplimiento de ese acuerdo se remitió al Departamento de Cooperativas el oficio N° 700/ E-2014, el día 20 de mayo de 2014.


--La indicación N° 8 a).- fue rechazada 3 votos en contra y un voto a favor. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Pérez y señores Pizarro y Tuma, y a favor el Honorable Senador señor Orpis. (Rechazada. Mayoría 3x1).

° ° °


Luego, la Comisión consideró indicación 8 b).- De S.E el Presidente de la República, para intercalar el siguiente numeral, reenumerándose correlativamente los siguientes numerales: 


“….) Modifíquese el artículo 54 reemplazando las expresiones “inciso segundo” por las expresiones “inciso tercero”.


La Comisión tuvo presente que la indicación es de mera concordancia, para adecuar la referencia de la Ley General de Cooperativas al Código del Trabajo, pues en virtud de la ley N° 20.540, relativa a descuentos para fines educacionales, actualmente es el inciso tercero, y no el segundo, el que establece este límite de los descuentos por planilla.


--La indicación N° 8 b) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis, Pizarro y Tuma. (Aprobada. Unanimidad, 4x0).

° ° °


En seguida, la Comisión resolvió tratar en conjunto las indicaciones signadas con los N°s. 9, 10 y 11, que se refieren a los límites de descuentos voluntarios por planilla.


9.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para introducir el siguiente numeral, nuevo:


“…) Intercálase en el artículo 54, a continuación de la expresión “que el trabajador”, la frase “sea del sector público o privado, o pensionado de cualquier régimen previsional”.”.

10.- Del Honorable Senador señor Tuma, para incorporar un nuevo numeral, del siguiente tenor:


“…) Agrégase el siguiente artículo 55 bis:


“Artículo 55 bis.- En el caso de los trabajadores del sector público y de los pensionados, el descuento por planilla de remuneraciones o pensiones, según corresponda, a favor de las cooperativas, no podrá exceder del 15% de la remuneración o pensión del socio de la cooperativa que lo haya autorizado en conformidad a lo establecido en el artículo anterior.”.”.


11.- Del Honorable Senador señor Coloma, para introducir el siguiente numeral, nuevo:


“…) Agrégase el siguiente artículo 55 bis:


“Artículo 55 bis.- En el caso de los trabajadores del sector público y de los pensionados o montepiados, el descuento por planilla de remuneraciones, pensiones o montepíos, según corresponda, a favor de las cooperativas, no podrá exceder del 25% de la remuneración, pensión o montepío del socio de la cooperativa que lo haya autorizado en conformidad a lo establecido en el artículo anterior.


Los mandatos de descuentos por planilla tendrán el carácter de irrevocable mientras no se page el saldo del crédito. No corresponde exigir del trabajador que ha suscrito mandato de descuento irrevocable de deudas por crédito de consumos en favor de una cooperativa de ahorro y crédito que, al momento de suscribir o ratificar el finiquito de su contrato de trabajo, exprese nuevamente su voluntad de aceptar descuentos por tal concepto, por los saldos de crédito que pudiere adeudar en tal oportunidad, que se hagan efectivos en sumas diferentes de las remuneraciones y especialmente de las indemnizaciones que proceda pagar al término del contrato de trabajo.”.”.

° ° °


En discusión, el Honorable Senador señor Tuma explicó que el objetivo de estas indicaciones es, en líneas generales, equiparar la situación de los trabajadores del sector público con aquélla del sector privado, y también la de los pensionados, en materia de descuentos por planilla.

El señor Radrigán consideró razonable equilibrar el tratamiento de los descuentos por planilla entre el sector público y el privado, de manera que no se produzca un problema en el tratamiento de los socios; las tres indicaciones apuntan en ese sentido. Agregó que, en opinión del Ejecutivo, la redacción que mejor interpreta el parecer del Ejecutivo es la propuesta por el Honorable Senador señor Tuma.


Destacó que la indicación N° 10 de la que es autor el Honorable Senador señor Tuma habla de un 15% en favor de las cooperativas, y las otras indicaciones establecen un tope general de un 25%, pero el objetivo es el mismo, es sólo un problema de interpretación. En este punto, recordó que es una norma que debe complementarse con otras leyes que se refieren a la materia, tratándose de funcionarios del sector público es el Estatuto Administrativo el que establece un monto total de descuentos de un 15%, no es un porcentaje exclusivo para las cooperativas.


El Honorable Senador señor Orpis puso de relieve la importancia de que esta modificación converse con otros cuerpos legales como el Código del Trabajo o el Estatuto Administrativo. Se trata de igualar al sector púbico con el privado, y que ello resulte inequívoco y no se preste a interpretaciones respecto del tope. En ese sentido sería conveniente perfeccionar la redacción.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, también señaló que es conveniente equilibrar el sector público con el sector privado, por lo que es necesario consensuar un texto que logre ese objetivo, en armonía con el resto de las normas del ordenamiento jurídico que tratan esta materia. Propuso trabajar en un texto que refunda las indicaciones en estudio, en el sentido expuesto.


Consideró que no se trata de una indicación de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República pues no se está modificando el Estatuto Administrativo, es una disposición que lo complementa. Los miembros presentes de la Comisión estuvieron de acuerdo, como también los representantes del Ejecutivo.


La Comisión se abocó luego a analizar lo propuesto en el inciso segundo de la indicación del Honorable Senador señor Coloma, referido a los mandatos de los descuentos por planilla.


El señor Radrigán consideró que este inciso entra en demasiado detalle, y en su parecer bastaría la norma del artículo 55 de la ley de cooperativas.


El Honorable Senador señor Orpis precisó que la norma propuesta por el Honorable Senador señor Coloma aborda un tema distinto, los mandatos irrevocables, que no se contemplan en el referido artículo 55.


Al respecto, el Honorable Senador señor Tuma llamó la atención que la indicación, en su inciso segundo, también trata un tema que se ha planteado como complejo, y al que se oponen las organizaciones de trabajadores, como es la posibilidad de descontar dinero de las indemnizaciones por término del contrato de trabajo. 


El Honorable Senador señor Orpis estimó que en ciertas oportunidades hay que afrontar estos temas aun cuando traigan conflicto con los trabajadores, particularmente si el cargo lo soporta el patrimonio de las cooperativas, que se vería afectado en el caso de término del contrato de trabajo y finiquito. Al menos en ese caso debiera aprobarse.


El Honorable Senador señor Pizarro consideró innecesario incluir la disposición del inciso segundo, pues su redacción es difícil y no es claro cuál es su objetivo.


La Comisión estuvo por no incorporar esa idea en el texto de las indicaciones refundidas, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Pizarro y Tuma, y el voto a favor del Honorable Senador señor Orpis.


En una nueva sesión la Comisión conoció el siguiente texto:


“Tratándose de funcionarios del sector público, el límite para los descuentos voluntarios por planilla establecido en el artículo 96 del Estatuto Administrativo, se aumentará hasta un 25%, cuando los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de consumo o de ahorro y crédito de las que el funcionario sea socio.


Los pensionados beneficiarios de pensiones de vejez, sobrevivencia u orfandad que sean plenamente capaces, y sea que estén afiliados al sistema público o privado de pensiones, podrán solicitar a las instituciones pagadoras, el descuento de hasta un 25% del valor de sus pensiones, incluidos los créditos de auxilio social de las cajas de compensación de asignación familiar , siempre que los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de consumo o de ahorro y crédito de las que el pensionado sea socio. “.


En una sesión posterior, y basado en el acuerdo que no debe haber diferencias respecto de los montos máximos de descuentos, independientemente del lugar donde trabaje el socio de la cooperativa, la Comisión conoció una proposición del Ejecutivo que aglutina las indicaciones sobre esta materia para dejar en igual de condiciones a los sectores privado y público, incluyendo las fuerzas armadas, ya sean del sector activo o pasivo.


Así, la proposición considera, en lo fundamental, dos aspectos: 


1.- Un límite o tope máximo único e igual para todos de un 25 % para los descuentos voluntarios por planilla; y 


2.- Abrir los descuentos por planilla a todas las cooperativas. 


La proposición del Ejecutivo, basada en el espíritu de las indicaciones 9, 10 y 11 es del siguiente tenor:


- Incorporar los siguientes numerales, nuevos: 


…) Suprímase en el artículo 54 del decreto con fuerza de ley n° 5, de 2004, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la ley general de cooperativas, la siguiente frase: “ de consumo o de ahorro y crédito”.


…) Agrégase el siguiente artículo  54 bis:


“Tratándose de funcionarios del sector público, el límite para los descuentos voluntarios por planilla establecido en el artículo 96 del Estatuto Administrativo, será de un 25%, cuando los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el funcionario sea socio.


Los pensionados beneficiarios de pensiones de vejez, sobrevivencia u orfandad, y sea que estén afiliados al sistema público o privado de pensiones, podrán solicitar a las instituciones pagadoras, el descuento de hasta un 25% del valor de sus pensiones, incluidos los créditos de auxilio social de las cajas de compensación de asignación familiar, siempre que los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el pensionado sea socio. 


…) Sustitúyese, en el artículo 55, la expresión “en el artículo precedente” por la siguiente: “en los artículos precedentes”.


Además, la Comisión tuvo presente la indicación N° 33, que, como se indicará oportunamente, fue aprobada por la Comisión,  modifica la ley N° 18.108 del año 1982, sobre descuentos por planilla a las Fuerza Armadas y Carabineros de Chile, dejando abierto los descuentos voluntarios por planilla a cualquier tipo de cooperativas. 


Además de lo anteriormente planteado, la Comisión tuvo presente lo dispuesto en el artículo 169, del Estatuto Personal de las Fuerzas Armadas, contenido en decreto con fuerza de ley N° 1 de 1997, cuyo tenor es el siguiente:


“Artículo 169.- Los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas fijarán y podrán modificar los montos máximos de descuentos voluntarios en las planillas de pago del personal, en favor de cooperativas de consumo o de vivienda, mutuales, entidades aseguradoras y servicios médicos o de bienestar social. Con todo, los descuentos voluntarios no podrán exceder del sesenta por ciento de las remuneraciones totales del personal.”.


Sobre este aspecto, la proposición del Ejecutivo es suprimir, en el referido artículo 169, las expresiones “de consumo o de vivienda”. 


Hubo acuerdo en el sentido y alcance de las modificaciones propuestas por el Ejecutivo.


Dado lo anterior, la Comisión resolvió estudiar de inmediato la indicación N° 33, que aborda lo relativo a descuentos por planilla tratándose de las Fuerzas Armadas y de Carabineros.


En efecto, la indicación signada con el N° 33, del Honorable Senador señor Chahuán, es para introducir el siguiente artículo:


“Artículo …- Suprímese, en el inciso primero del artículo único de la ley Nº 18.108, que establece normas sobre descuentos por planillas al personal de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, la expresión “de consumo o de vivienda”.”.


En discusión, el señor Radrigán señaló que el Ejecutivo está de acuerdo con aprobar la indicación del Honorable Senador señor Chahuán.


Por su parte, en opinión del señor Schultze señaló que resultaría más adecuado incorporar en la norma a las cooperativas de ahorro y crédito, en lugar de ampliar la posibilidad para todas las cooperativas sin excepción. Lo anterior, en razón que existen cooperativas pequeñas, como las campesinas, de trabajo o pescadores artesanales, por ejemplo, que no tienen capacidad para administrar descuentos por planilla. Recordó que hasta el año 2008 estaban contempladas las cooperativas de vivienda, de consumo y de ahorro y crédito, y por un dictamen de la Contraloría General de la República se eliminó a estas últimas.


El Honorable Senador señor Tuma no estuvo de acuerdo con lo planteado por el señor Schultze. El principio general de este proyecto es potenciar este instrumento de asociatividad que son las cooperativas. No existe fundamento para privar de este instrumento tan potente de financiamiento a cierto tipo de cooperativas. Le parece coherente la indicación, y que el descuento por planilla pueda ser en favor de todo tipo de cooperativas.


En el mismo sentido el señor Radrigán señaló que la mayor cantidad de descuentos por planilla para los funcionarios de las FF.AA. y Carabineros son de cooperativas de consumo, vivienda o ahorro y crédito, pero no son los únicos. Recordó que en el ámbito de las Fuerzas Armadas y Carabineros hay cooperativas como por ejemplo las de salud o de veraneo, que son habituales, y que quedarían excluidas en la propuesta del señor Schultze.


La Honorable Senadora señora Pérez coincidió con lo expuesto por el Honorable Senador señor Tuma y por el señor Radrigán, toda vez que no debe existir discriminación tratándose de las Fuerzas Armadas y Carabineros.


Antes de proceder a la votación, el Honorable Senador señor Orpis consultó si la materia sobre las que recaen las indicaciones era de aquéllas que la Constitución dispone que sean de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República. Sobre el punto, el señor Presidente, Honorable Senador señor Pizarro, indicó que no ve problemas de admisibilidad, toda vez que estas indicaciones apuntan únicamente al límite del descuento voluntario por planilla. En ningún caso entran en la esfera de lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 65 de la Constitución. Este parecer fue compartido por la Comisión.


Finalmente, el Honorable Senador señor Pizarro, recapitulando respecto del sentido de estas modificaciones, precisó que su objetivo es ampliar el mecanismo de descuento por planillas para que sea en beneficio de todo tipo de cooperativas, y que tal beneficio será aplicable al sector privado y al público, tanto activo como pasivo, con la única diferencia que, en el caso de las FF.AA., los Comandantes en Jefe tienen la facultad de fijar y modificar los montos máximos de descuentos voluntarios, materia respecto de la cual los parlamentarios no tienen iniciativa legislativa.


--En votación, las indicaciones N° 9, 10, 11 y 33 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis y Pizarro. (Aprobadas con modificaciones. Unanimidad 3x0). 

________________

Número 16)

Artículo 58

Letra a)


12.- Del Honorable Senador señor Tuma, para intercalar, a continuación del vocablo “impedir”, la palabra “arbitrariamente”.


El artículo 58 del proyecto, y que el numeral 16 sustituye en la ley actualmente vigente, dispone en su letra a) que constituirán infracción de las obligaciones establecidas en esta ley dificultar o impedir el ejercicio de cualesquiera de los derechos reconocidos en esta ley.


--En votación, la indicación N° 12 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Orpis, Pizarro y Tuma. (Aprobada. Unanimidad, 3x0).
Número 17)

Artículo 58 bis

°°°°


13.- Del Honorable Senador señor Tuma, para intercalar un inciso tercero, nuevo, del tenor que se indica:


“En el caso de las cooperativas de trabajo, campesinas, de pescadores, de abastecimiento, distribución de agua potable y escolares, cuyo patrimonio no exceda de 50.000 unidades de fomento, las multas que corresponda aplicar serán a la cooperativa, sin perjuicio del derecho de ellas para repetir en contra de los responsables de la infracción y no podrán exceder, en ningún caso, las 3 unidades tributarias mensuales.”.


En discusión, el Honorable Senador señor Tuma indicó que la finalidad de su indicación apunta a incentivar la participación de los socios en las funciones de responsabilidad de las cooperativas. Destacó que lo esencial de este punto es impedir que se imponga una sanción pecuniaria respecto de los directores de las cooperativas pequeñas.


Por su parte el Honorable Senador señor Pizarro concordó con los aspectos más importantes de la indicación, sin perjuicio que, entre otras consideraciones, manifestó que estimaba muy alto fijar que el patrimonio de tales cooperativas no exceda 50.000 unidades de fomento. Propuso rebajarlo a 20.000 unidades de fomento.


En base a lo anteriormente expuesto, propusieron dar su aprobación a la indicación, pero formulada en los siguientes términos:


“En el caso de las cooperativas de trabajo, campesinas, de pescadores, de abastecimiento, distribución de agua potable y escolares, cuyo capital aportado por los socios no exceda de 20.000 unidades de fomento, no se cursarán multas, sino que en caso necesario el organismo fiscalizador aplicará lo dispuesto a partir del inciso quinto del presente artículo, aun cuando la infracción no sea retirada.”.

Concordó con este planteamiento el señor Radrigán.


Por su parte, el Honorable Senador señor Orpis hizo presente que le parecía adecuada la indicación siempre que sólo estuviera referida a las conductas establecidas en la letra a del artículo 24, es decir, a la que considera infracción a las obligaciones establecida en la ley de cooperativas “dificultar o impedir el ejercicio de cualesquiera de los derechos reconocidos en esta ley”. Las demás conductas deberían ser sancionables con multas.


--En votación, la indicación N° 13 fue aprobada, con modificaciones, por 2 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma, y 1 voto en contra, del Honorable Senador señor Orpis. (Aprobado. Mayoría,  2x1).
°°°°

Inciso tercero


14.- Del Honorable Senador señor Tuma, para sustituirlo por el que sigue:


“Para la aplicación y efecto de este artículo, se entenderá por infracción reiterada aquella transgresión que, habiendo dado origen a una multa, siga ejecutándose luego de haberse otorgado un plazo para rectificar la acción u omisión sancionada.”.


En discusión, el Honorable Senador señor Tuma indicó que la finalidad de su indicación es únicamente mejorar la redacción de la parte final de la norma aprobada en general, sin modificar el fondo de la disposición. 


En efecto, en lo pertinente, el texto sobre el cual recae la indicación dispone que se entenderá por infracción reiterada aquella transgresión que, habiendo dado origen a una multa, sigue pendiente su cumplimiento, luego de haberse otorgado un nuevo plazo para ello. 


La indicación plantea superar una referencia imprecisa para que se considere infracción reiterada aquélla que siga ejecutándose luego de haberse otorgado un plazo para rectificar la acción u omisión sancionada. Es decir, precisar que lo referido es la transgresión propiamente tal y no la multa a la cual dio origen.


--En votación, la indicación N° 14 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Aprobada. Unanimidad 4x0).
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14 a).- De S. E. el Presidente de la República señor Piñera, para agregar a la letra o) del artículo 86, a continuación del punto aparte el siguiente párrafo:


“La resolución a que hace mención el artículo 73 de la Ley General de Bancos, respecto de las cooperativas de ahorro y crédito sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, podrá ser fundada en todo caso, en la existencia de deficiencias en su gestión que no la habilita para acceder a la nueva actividad. En ningún caso se entenderá aprobada la solicitud en el evento previsto en el inciso segundo del artículo 73.”.”.

________


Cabe tener presente que el artículo 86 de la ley de cooperativas, sobre el cual recae esta modificación, establece que son cooperativas de ahorro y crédito las cooperativas de servicio que tengan por objeto único y exclusivo brindar servicios de intermediación financiera en beneficio de sus socios, de conformidad con las disposiciones que enuncia.


El texto aprobado en general respecto de esta materia sustituye la letra o) por la siguiente:


“o) Previa autorización del organismo fiscalizador respectivo, constituir en el país sociedades filiales, ser accionistas o tener participación en una sociedad o cooperativa de apoyo al giro, en conformidad al título IX de la ley General de Bancos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda;”.

________


En discusión, el Honorable Senador señor Tuma, Presidente accidental, hizo presente que con esta indicación la Comisión da inicio al estudio de otras varias referidas específicamente a las cooperativas de ahorro y crédito, muchas de ellas formuladas por el Ejecutivo, durante la Administración anterior.


Sobre el particular, la señora Aisén Etcheverry, abogada del Ministerio de Economía, procedió a dar una breve explicación sobre las mismas. Adelantó que las nuevas autoridades han identificado algunos problemas en torno a ellos, y que harán una proposición respecto de lo que podría llegar a ser la regulación final.


Como lo adelantó el Honorable Senador señor Tuma, las indicaciones abordan aspectos relacionados con las cooperativas de ahorro y crédito en las siguientes 3 materias:


1.- En relación a la creación de sociedades de apoyo al giro.


Respecto a este punto, las indicaciones tienen por finalidad equiparar la situación de las cooperativas que son fiscalizadas por la SBIF con la de los bancos, en cuanto al régimen bajo el cual estos últimos puedes crear tales sociedades filiales.


Adelantó como en esta materia las indicaciones presentadas por el Gobierno anterior, en lo fundamental, equiparan las situaciones antes descritas. En tal sentido, no habría mayores problemas para su aprobación.


2.- Generar un nuevo sistema para comenzar la fiscalización por parte de la SBIF.


Recordó que actualmente cuando una cooperativa de ahorro y crédito supera las 400.000 unidades de fomento de patrimonio, el Departamento de Cooperativas dicta un decreto y tales cooperativas pasan a ser fiscalizadas por la SBIF inmediatamente.


Las indicaciones presentadas por el Ejecutivo del gobierno anterior, plantean que el tránsito de una fiscalización hacia otra se suspendiera por un tiempo indefinido hasta que se cumplieran con ciertos requisitos. 


El problema detectado por las nuevas autoridades respecto de tales indicaciones es que durante ese lapso se producía un vacío al menos en dos aspectos: las cooperativas no podrían captar fondos de terceros y era incierta la situación relativa a su fiscalización, porque no quedarían bajo la normativa del DECOOP pero tampoco estaría dentro del campo de acción de la SBIF.


3.- Finalmente, las indicaciones abordan un tema nuevo, como es la posibilidad de crear una cooperativa de 400.000 unidades de fomento para que funcione como banco.


Al respecto, indicó que tal situación no se ha dado nunca y que, de acuerdo al análisis realizado por el Ministerio, tampoco ocurriría en el futuro. Considera que el hecho de que un grupo de personas se junten para crear una cooperativa de intermediación financiera, del tamaño de 400.000 unidades de fomento, y que no quiera constituirse como bancos es una situación de laboratorio. Por tal motivo, plantea que esta materia no merece ser regulada, porque no existe.


Luego, el Honorable Senador señor Tuma, reconociendo el contendido de verdad de lo señalado en el último punto, hizo un llamado a descubrir la razón por la cual las personas que pudiesen tener interés en desarrollar una actividad financiera con terceros siempre optarían por la vía de constituir un banco y no la de formar una cooperativa, en circunstancia que es perfectamente posible que éstas tengan alguna ventaja. En esta línea, agregó que si el problema son las dificultades para su constitución, lo adecuado sería abordar y solucionar tal problema en el proyecto en tramitación, porque es la gran oportunidad de mirar con otros ojos la normativa de las cooperativas.


En su parecer, la normativa existente no es lo suficientemente favorable para incentivar la asociatividad en esta materia. Llamó a reflexionar los motivos según los cuales los privados que podrían constituir un banco no optan por formar una cooperativa. Quienes actualmente forman un banco son aquellos que tienen un gran capital, siendo suficiente la reunión de 3 o 4 socios. Sin embargo, tratándose de personas con menores recursos aunque sean muchos quienes compartan tal finalidad, no lograrán hacerlo porque no están dadas las condiciones necesarias para ello. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Orpis señaló estar de acuerdo con el primer punto abordado por la representante del Ejecutivo. En cuanto al caso que calificó como de laboratorio, indicó que el peor escenario es eliminar la posibilidad de que un grupo de personas se junten para crear una cooperativa de intermediación financiera. En tal sentido, la indicación 14 b) merece un análisis más profundo y es necesario perfeccionar su proposición.


Luego, Aisén Etcheverry indicó en su exposición anterior nunca tuvo la intención de crear una confusión sobre la materia. En tal sentido cuando se refirió a la posibilidad de constituir cooperativas de más de 400.000 unidades de fomento y que inmediatamente estén bajo la supervisión de la SBIF, no es que el Ejecutivo quiera eliminar esa posibilidad, bajo ninguna circunstancia. 


Explicó que la indicación original del Ejecutivo tiene una norma específica para regular los criterios bajo los cuales era posible constituir una cooperativa de ahorro y crédito de más de 400.000 unidades de fomento. Tal regulación propuesta por la indicación en la práctica exigiría que esa cooperativa cumpla para su constitución con los mismos requisitos que debe reunir un banco. Por lo tanto, de algún modo se desvirtuaba el cooperativismo esencial de la institución. En su explicación respecto a que ahora el Ejecutivo propone eliminar esas normas, no lo hace para prohibir que tales cooperativas se creen, sino que se entiende que se regirán por el mismo sistema con el cual funcionan todas las cooperativas, es decir, fiscalización por parte del Departamento de Cooperativas y de la SBIF, cumpliendo ciertos requisitos. En otras palabras, a diferencia de lo propuesto por la indicación original, la posición del actual Ejecutivo es no sancionar una norma especial para la creación de cooperativas de ahorro y crédito más de 400.000 U.F.


Expuesto lo anterior, y a nombre del Ejecutivo, hizo entrega de un set de documentos explicativos de las modificaciones que propone el Ministerio a las indicaciones presentadas sobre la materia en por la Administración anterior. 


Reiteró que en ningún caso la intención es cerrar la posibilidad a una cooperativa de ahorro y crédito grande de constituirse como tal. En cuanto a que sería un caso de laboratorio, indicó que se refería únicamente que tales cooperativas no existen en la actualidad. 


Recapitulando, y sobre la base de lo expuesto en el debate, habría acuerdo en torno a la indicación 14 a) sobre creación de sociedades de apoyo al giro.


No así respecto de la indicación 14 b), que por medio de la incorporación de un artículo nuevo a la ley de cooperativas, establece un régimen nuevo de traspaso de fiscalización del DECOOP a la SBIF.


Explicó que en los último meses, el Ministerio ha estado trabajando, en coordinación con la SBIF, en generar un modelo que por un lado promueva el cooperativismo; fortalezca a las cooperativas; los ayude a generar gobiernos corporativos que tengan la solidez necesaria para realizar la actividad de que se trata, y que, al mismo tiempo, dote a la SBIF de herramientas que le permitan asegurarse que tales cooperativas cumplen con las condiciones que define la ley general de bancos. 


Destacó que el acuerdo sobre la materia, que esperan que sea aprobado, es, por una parte, fortalecer el DECOOP, mediante un plan de fiscalización específico que incorporará nuevos recursos y que contempla diferenciar entre los tipos de fiscalización, según la naturaleza de las cooperativas de que se trata, y en coordinación con al SBIF, con la finalidad que los criterios de fiscalización sean similares. La situación en la actualidad en esta materia se caracteriza porque la SBIF tiene reparos respecto del funcionamiento de algunas cooperativas e históricamente han tenido algún tipo de problemas, lo que ha generado una situación que no es la más conveniente para las cooperativas, porque ha generado una sensación que éstas son menos seguras en circunstancia que lo que el Gobierno quiere lograr es exactamente lo contrario.


Así, con la nueva proposición, el modelo quedaría como sigue:


-La SBIF podría controlar algunos aspectos que tienen que ver con la administración y los gobiernos corporativos de las cooperativas, antes de admitirlas a fiscalización,


-En el intertanto, se permitirá la captación de fondos de terceros, aspecto destacado como de gran importancia por el mismo sector cooperativo, porque paralizar a una cooperativa en esta actividad significaba la muerte de muchas de ellas.


-En tal período, la fiscalización quedará a cargo del DECOOP.


Los puntos señalados son las principales diferencias con las indicaciones originales del Ejecutivo de la Administración anterior, y fueron trabajados sobre éstas para una mejor comprensión. En lo sustantivo, la nueva proposición elimina algunos aspectos de las indicaciones primitivas y también correcciones a la redacción.


A proposición del Honorable Senador señor Orpis, la Comisión acordó continuar analizando estas indicaciones, y las proposiciones formuladas a las mismas por el Ejecutivo, en la sesión siguiente, toda vez que abordan una materia muy técnica, a la vez que compleja jurídicamente, y resulta indispensable considerar con detalle los alcances de las mismas.


A su vez, el Honorable Senador señor Tuma planteó tener dudas sobre la conveniencia que sea el mismo ente fiscalizador, en este caso la SBIF, la que tendrá la última palabra en cuanto a si la cooperativa estará bajo un régimen u otro. 


En una nueva sesión, el Honorable Senador señor Orpis explicó que las proposiciones entregadas por el Ejecutivo en la sesión anterior, en lo fundamental, se refieren a lo siguiente:


Las cooperativas de ahorro y crédito que superen las 400.000 unidades de fomento pasan a ser fiscalizadas por la SBIF. Una de las funciones de este tipo de cooperativas es captar dineros de terceros. La proposición de la indicación es impedir que esto siga ocurriendo mientras se produce ese tránsito de la fiscalización a cargo del Departamento de Cooperativas a la SBIF.


Al respecto, manifestó estar en contra de esta limitación, porque podría llevarlas a la quiebra. 


En cuanto a la proposición del Ejecutivo, señaló que la analizó detenidamente y adelantó estar completamente de acuerdo en sus términos.


Luego, la señora Subsecretaria reiteró que la propuesta del Ejecutivo del gobierno actual está consensuada con la SBIF.


Por su parte, el Honorable Senador señor Tuma destacó que tanto la indicación original presentada por el Presidente de la República anterior y la proposición del Ejecutivo actual están proponiendo una innovación a la ley actual, en el sentido que sea la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras el órgano facultado para calificar las condiciones que deben cumplir tales cooperativas, además de cumplir con el requisito de que su capital supere las 400.000 U.F. 


Sobre el particular, se manifestó contrario a homologar los requisitos que la SBIF exige a cualquier sociedad para constituir un banco a las que debe cumplir una cooperativa de ahorro y crédito. Por ejemplo, califica la idoneidad de las personas. 


En su parecer, tales proposiciones constituyen un retroceso a la situación existente en la ley vigente. En efecto, actualmente las cooperativas de ahorro y crédito cuentan con reglas del juego claras y objetivas, en el sentido que aquéllas cuyo patrimonio exceda las 400.000 UF cambia de fiscalizador: del DECOOP a la SBIF. 


Debido a lo anterior, se mostró contrario a que la ley adopte un sistema que homologue a tales cooperativas con los bancos, porque el espíritu y finalidad del proyecto en discusión es promover la constitución y funcionamiento de las cooperativas, otorgándole ventajas o al menos normas propias de su naturaleza y función. No ve motivo alguno para que, por ejemplo, a una cooperativa de ahorro y crédito de miles de cooperados la ley pida “idoneidad”, sencillamente porque en la esencia misma del cooperativismo está la facultad de elegir internamente a sus directivos. Tampoco podrían analizar la idoneidad de estos últimos, porque no corresponde aplicarse los mismos criterios que se deben aplicar respecto de los bancos, porque ambos entes tienen una naturaleza, constitución y finalidad completamente diferentes.


Sobre la base de lo anteriormente expuesto, anuncia su rechazo a las indicaciones originales, así como a las proposiciones de la actual administración en relación a las mismas, y formuló un llamado a dejar las cosas tal como están en la actualidad en materia de fiscalización. Se mostró contrario a incorporar un verdadero filtro que actualmente no existe, porque tal facultad en vez de dar un paso adelante en el fomento a las cooperativas se estaría retrocediendo.


Luego, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor José Joaquín Fernández, señaló que las indicaciones abordan la transición  entre el Departamento de Cooperativas y la SBIF. Se trata de tener un escenario en el que puedan optar a la supervisión de la SBIF. Que no sea un hecho que sobrepasando las a las 400.000 UF pasan automáticamente del DECOP a la SBIF, sino que sea una opción.


En seguida, el Honorable Senador señor Pizarro consultó por los beneficios que tales Cooperativas pasen a ser fiscalizadas por la SBIF.


El Asesor de Hacienda, indicó que, a modo de ejemplo, contarán con la garantía estatal de los depósitos, y, en general, los mismos beneficios que tiene un banco: podrán emitir deuda a terceros y tarjetas de crédito. Todo ello les permitirá mejorar su gestión. 


Por su parte, la Subsecretaria, señora Katia Trusich, agregó que a eso hay que agregar que la SBIF se reservará el derecho de analizar los antecedentes para ver en qué condiciones están pasando a su supervisión, una vez que hayan cumplido y hayan optado por este régimen. 


Luego, el Honorable Senador señor Tuma indicó que cualquier cooperativa que sobrepase las 400.000 UF no tiene opción. Por lo anterior, se pregunta, entonces, para qué exigirles mayores requisitos. No le resta facultades a la Superintendencia para que fiscalice lo que corresponda. Pero por qué motivo se les exige que cumplan con los requisitos que deben cumplir las sociedades para constituir un banco. Ese es su punto.


El Honorable Senador señor Orpis, por su parte, señaló que le parece más sano un traspaso completamente automático.


--En votación la indicación 14 a, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Orpis, Pizarro y Tuma. (Aprobada. Unanimidad, 3x0).


--En votación la indicación 14 b, es rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma. Votó por su aprobación el Honorable Senador señor Orpis. (Rechazada. Mayoría, 2x1).


--En votación la indicación 14 c, es rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma. Votó por su aprobación el Honorable Senador señor Orpis. (Rechazada. Mayoría, 2x1).

N° 22


El numeral 22, del Artículo único del texto aprobado en general por el Senado, dispone.


“22) Agrégase el siguiente artículo 87 bis:


“Artículo 87 bis: Asumida la supervisión y fiscalización por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio exceda las 400.000 unidades de fomento deberán acreditar, a satisfacción del organismo indicado, que cuentan con las instalaciones, recursos humanos, tecnológicos, procedimientos y controles necesarios para desarrollar adecuadamente sus funciones y operaciones. En lo que sea compatible con su naturaleza, quedarán sujetas a las disposiciones de la ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley Nº3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, con exclusión de sus artículos 123, inciso quinto, y 132, inciso segundo, y sus administradores deberán cumplir los requisitos de integridad contemplados en la letra b) del artículo 28 de la referida ley.


Asimismo, el administrador provisional que se designe en conformidad al artículo 24 del citado cuerpo legal, estará facultado para enajenar todo o parte sustancial de los activos de la referida entidad, previo informe a la Junta General de Socios de la Cooperativa de Ahorro y Crédito, sobre su conveniencia económica y sus efectos en la estabilidad financiera de la cooperativa. También será aplicable a estas cooperativas, en lo pertinente, lo dispuesto en el artículo 58 bis de esta ley. En tal caso, las facultades señaladas en dicho artículo deberán ser ejercidas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


En todo caso, las observaciones que formule la Superintendencia sobre cualquiera de los aspectos mencionados en el inciso primero deberán ser resueltas dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se comunique el plan de regularización correspondiente y, si así no lo hiciere, se podrán aplicar a la cooperativa cualquiera de las medidas previstas en los artículos 20 y 24, del referido cuerpo legal y, en último término, resolver sobre su disolución anticipada conforme al artículo 130 del mismo, y decretar su liquidación forzada.”.

_____________

Las indicaciones N° 15, del Honorable Senador señor Tuma y N° 16, del Honorable Senador señor Coloma, proponen incorporar el siguiente inciso final:


“Las normas de carácter general relativas a las cooperativas de ahorro y crédito que se dicten, deberán considerar las particularidades y perfil de riesgo de dichas instituciones financieras no bancarias y deberán ser compatibles con las características fundamentales de las cooperativas a que se refiere el artículo 1° de la presente ley.”.


El Honorable Senador señor Orpis consultó por el alcance de los conceptos contenidos en la norma propuesta por la indicación. Su temor es que no haya precisión respecto de su contenido, circunstancia que podría generar problemas de interpretación y, por tanto, de aplicación y de eficacia


Los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma hicieron presente que el sentido de la indicación es asegurar que se mantenga la diferencia entre los bancos y las cooperativas de ahorro y crédito. No pueden ser asimiladas a los bancos. Por tales motivos, se manifestaron a favor de ambas indicaciones, tanto en su contenido como en su pertinencia. Es positivo establecer que las normas de carácter general que se dicten relativas a estas cooperativas, deban considerar las particularidades y perfil de riesgo de dichas instituciones financieras no bancarias, y que, además, deban ser compatibles con sus características fundamentales, a las que se refiere el artículo 1° de la ley del rubro. Son entidades especiales y deben ser tratadas como tales. Asimismo, mantienen su carácter de cooperativas, aun cuando pasan a la supervisión de la SBIF.


En la misma línea, el señor Radrigán planteó que dentro de las diferencias entre bancos e instituciones financieras y las cooperativas de ahorro y crédito se encuentra precisamente el elemento riesgo, que es distinto para ambos sectores.


Agregó que históricamente uno de los puntos más sensibles en los procesos de traspaso de la fiscalización desde el Departamentos de Cooperativas hacia la SBIF en las cooperativas de ahorro y crédito que superan las 400.000 UF de patrimonio, es que su cartera de crédito y el riesgo de sus asociados son distintas a las del sector bancario.


Hizo presente que esta materia forma parte de conversaciones con la SBIF, dado que en sus funciones de fiscalización a las cooperativas de ahorro y crédito bajo su supervisión, respecto de la cartera de crédito y el riesgo de sus asociados, está aplicando la misma normativa que aplica a los clientes de los bancos, a pesar que son instituciones financieras no bancarias. Salvo excepciones, lo anterior genera un problema serio para las cooperativas, toda vez que al momento de su traspaso a la SBIF, vienen en un proceso de crecimiento con un perfil distinto. Por tales razones sería aconsejable tanto para Ministerio de Economía, particularmente el Departamento de Cooperativas, como para la propia SBIF, y su relación con el Ministerio de Hacienda, acoger lo propuesto por las indicaciones, con la finalidad que las normas generales que dicten se ajusten a este segmento de la población y del mercado, considerando y respetando sus particularidades.


Finalizó señalando que para una cooperativa de ahorro y crédito carecería de sentido crecer si una vez que pasa a la supervisión de la SBIF le son aplicadas normas propias de sector bancario. Lo anterior le genera problemas, particularmente en materias relacionadas con provisiones, que es, generalmente, el aspecto más afectado, pero también políticas de créditos, operaciones entre partes relacionadas, encanjes, entre otras. En definitiva, se trata de instituciones absolutamente diferenciadas y diferenciables, por lo que no deben ni pueden ser tratadas de un modo idéntico.


--En votación, las indicaciones N°s 15 y 16 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis, Pizarro y Tuma.

o o o o o

16 a).- De S.E el Presidente de la República, para intercalar un nuevo numeral, renumerándose todos los demás numerales correlativamente, agregando el siguiente artículo 87 bis, nuevo:

“Las cooperativas que no hubieran dado cumplimiento a los requisitos contemplados en el artículo precedente, podrán solicitar un nuevo examen de los antecedentes en un plazo no inferior a seis meses.”.


En atención a que la Comisión rechazó en su oportunidad la indicación N° 14 c) del ex Presidente señor Piñera, que proponía intercalar un numeral nuevo para reemplazar el artículo 87 vigente, y dado que la indicación en debate está íntimamente relacionada con la anterior, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión estimaron que ésta última también debía ser rechazada.


--En votación, las indicación N° 16 a) fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis, Pizarro y Tuma.

16 b).- Para intercalar un nuevo numeral, reenumerándose todos los demás numerales correlativamente, agregando el siguiente artículo 87 ter, nuevo:

“Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 87 y 87 bis de esta ley, aquellas cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio sea inferior a 400.000 unidades de fomento, podrán acogerse a un procedimiento de revisión anticipada por parte de la Superintendencia, a costa de la cooperativa, manteniéndose en todo caso sujetas a la supervisión del Departamento de Cooperativas.

La cooperativa podrá presentar un prospecto a la Superintendencia, solicitando acogerse al procedimiento de revisión anticipada de requisitos, el cual deberá ser acompañado de un plan de desarrollo de negocios para los siguientes tres años de funcionamiento.

La Superintendencia se pronunciará sobre los aspectos que a su juicio debe mejorar para alcanzar los estándares requeridos para quedar sometida a su supervisión, y toda otra recomendación sobre el funcionamiento de la cooperativa que estime necesaria, sin que ello comprometa la evaluación que deberá hacer en su momento la Superintendencia de conformidad al artículo 87 precedente.”.


La Subsecretaria de Economía, señora Katia Trusich, indicó que esta norma podría acogerse con modificaciones porque forma del plan en el cual están trabajando conjuntamente con la SBIF de preparar a las cooperativas cuando están cerca de alcanzar el patrimonio de las 400.000 UF, y, en consecuencia, pasar a la supervisión de la Superintendencia. La idea es que ayudarla en esa etapa a solucionar problemas contables y/o financieros.


Acogiendo la proposición de la Subsecretaria, el señor Presidente hizo presente que de acogerse la indicación sería  necesario hacerlo con modificaciones, por ejemplo eliminar la palabra requisitos así como también, en el inciso segundo los términos “alcanzar los estándares necesarios”.


El Jefe del Departamento de Cooperativas, señor Radrigán, confirmó lo observado por el señor Presidente, haciendo notar que ello se debe a que la indicación está alineada con la indicación N° 14 a), la que, como se señaló, fue rechazada por la Comisión. A mayor abundamiento. Hizo notar que la norma según la cual una cooperativa capital pasa a la supervisión de la SBIF es objetiva, toda vez que se basa en la cuantía de su patrimonio, en el sentido que éste exceda las 400.000 UF. Este es el único estándar que determina la situación. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Orpis hizo presente que, sobre la base de los acuerdos adoptados por la Comisión en esta materia, el único requisito que debe cumplir una cooperativa de ahorro y crédito para ser supervisada por la SBIF está referido a que su patrimonio debe exceder las 400.000. Así entendido, esta norma esté demás, o incluso podría resultar contradictoria, dado que, en la práctica, exige un trámite previo adicional. 
Además, se preguntó entonces qué sentido tendría esta revisión anticipada si en definitiva todo está condicionado al requisito de reunir el patrimonio exigido.


Respondiendo a su inquietud, la Subsecretaria indicó que la revisión anticipada resulta altamente conveniente para que las cooperativas de ahorro y crédito que están prontas a cumplir con el requisito referido a su patrimonio, lleguen en buenas condiciones a la supervisión de la SBIF.


El Honorable Senador señor Orpis preguntó en qué pie quedaría una cooperativa de ahorro y crédito que se somete voluntariamente a la revisión anticipada de la SBIF, y ésta le llegase a señalar que no cumple con los estándares requeridos para quedar bajo su supervisión, y emita un informe negativo sobre el particular. Esta circunstancia podría ser muy gravosa para la cooperativa en cuestión, toda vez que se le dificulta el camino para desarrollarse, crecer, y, en definitiva, alcanzar la meta del patrimonio mínimo exigido. 


La Subsecretaria reiteró que cumpliendo el requisito objetivo de contar con un patrimonio que exceda las 400.000 UF, tal cooperativa de ahorro y crédito siempre pasará a ser supervigilada por la SBIF. Lo importante es que en forma previa y voluntaria podrá acogerse a un procedimiento de revisión anticipada, el que reportará importantes beneficios en la etapa inmediatamente anterior al tránsito de un sistema a otro, como, por ejemplo, haber observado y cumplido un plan de mejoras en aquellos aspectos observados por la SBIF.


Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro hizo presente que esta institución sólo puede ser beneficiosa para las cooperativas de ahorro y crédito que están cerca de cumplir con el requisito objetivo que su patrimonio mayor a 400.000 UF. y que cuenta con un plan de desarrollo y crecimiento para alcanzarlo. 


La Honorable Senadora señora Pérez hizo notar que la norma debe redactarse de tal modo que no signifique para la cooperativa cumplir con un nuevo trámite o imponerles una nueva exigencia, distinta de la referida al capital. Es un punto de redacción y claridad de la norma.   Asimismo, hizo especial hincapié de no coartar la autonomía de las cooperativas para decidir y elegir su propio plan de desarrollo, porque en alguna medida este procedimiento de revisión anticipada podría ser considerado como un tutelaje de la SBIF.


La Subsecretaria propuso a la Comisión elaborar una propuesta de redacción de la norma que recoja las ideas abordadas en el debate respecto de las que hay consenso, y que, además, armonice el procedimiento de revisión anticipada con el resto del proyecto en esta materia. Además, una norma de este tipo está pensada en beneficio de los propios cooperados de la cooperativa en cuestión, para que su cooperativa se encuentre saludable y que llegue a la supervisión de la SBIF con buenos estados financieros. Hizo presente que pasar a la supervisión de la SBIF conlleva acceder a la garantía estatal de los depósitos.


La Comisión acogió favorablemente esta proposición. Al respecto el Honorable Senador señor Tuma señaló que tales modificaciones de redacción permitirían alcanzar un amplio apoyo a la incorporación de esta norma sobre el procedimiento de revisión anticipada. Es necesario despejar cualquier duda respecto a que en este proceso la SBIF restrinja la libertad de la cooperativa de hacer su plan de negocio y su gestión. El sentido de este procedimiento es que la Superintendencia colabore y apoye a la cooperativa que está pronta a pasar a su supervisión. Es decir, el verbo rector es acompañar, no fiscalizar.

Puesta en votación la indicación, se produjo un empate de 2 votos a favor y 2 votos en contra. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma, y, en contra, los Honorables Senadores señora Pérez y señor Orpis. En cumplimiento de del artículo 182 del Reglamento del Senado, el señor Presidente procedió a repetir la votación de inmediato y se obtuvo el mismo resultado. La resolución del empate quedó para ser definida en la sesión siguiente.


En una sesión posterior, la Subsecretaria en cumpliendo de lo anunciado y respondiendo a lo solicitado por la Comisión, propuso aprobar la indicación en debate en los siguientes términos:

“Intercalar un nuevo numeral, reenumerándose todos los demás numerales correlativamente, agregando el siguiente artículo 87 ter, nuevo:

“Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 87, aquellas cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio sea inferior a 400.000 unidades de fomento, podrán acogerse voluntariamente a un procedimiento de revisión anticipada por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a costa de la cooperativa, manteniéndose en todo caso sujetas a la supervisión del Departamento de Cooperativas.

La cooperativa podrá presentar un prospecto a la Superintendencia, solicitando acogerse al procedimiento de revisión anticipada, el cual deberá ser acompañado de un plan de desarrollo de negocios para los siguientes tres años de funcionamiento.”.


--En votación la indicación N° 16 b), fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma.
16 c).- De S.E el Presidente de la República, para intercalar un nuevo numeral, reenumerándose todos los demás numerales correlativamente, agregando el siguiente artículo 87 quáter, nuevo:

“Asumida la supervisión y fiscalización por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio exceda las 400.000 unidades de fomento deberán mantener en todo momento un patrimonio que no podrá ser inferior al 10% de sus activos ponderados por riesgo, ni inferior al 5% de sus activos totales y, en lo que sea compatible con su naturaleza, quedarán sujetas a las disposiciones de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 3, de 1997. En especial se les aplicarán las normas de los Títulos I y XV, y especialmente los artículos 50 inciso 2°, 52, 53, incisos 2° y 3° del artículo 56 en lo que toca a los excedentes y 57 y 58 respecto de los mismos. Se excluye del Título XV, los  artículos 123 inciso quinto, y 132 inciso segundo. Sus administradores deberán cumplir los requisitos de integridad contemplados en la letra b) del artículo 28 de la referida Ley.”.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, consultó a los representantes del Ejecutivo si estaban de acuerdo con el tenor de la indicación.


En respuesta, el Jefe del Departamento de Cooperativas, señor Mario Radrigán, hizo presente que esta indicación, presentada por el Presidente de la República del gobierno anterior, sigue la misma lógica de las demás indicaciones relacionadas con la fiscalización de las cooperativas de ahorro y crédito por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Todas ellas son coherentes entre sí. En este caso particular, la indicación reafirma el criterio actual de la SBIF en materia de fiscalizaciones.


En su parecer, es inconveniente sancionar legalmente a este nivel de detalle materias relacionados con sistemas de fiscalización, porque son procedimientos que requieren mayor flexibilidad.


A mayor abundamiento, hizo presente que la SBIF tiene una normativa de fiscalización bastante exigente respecto de los bancos.


Por su parte, Aisén Etcheverry hizo presente que una parte importante de lo propuesto por la indicación en debate ya está contenido en el artículo 87 de la ley vigente. Lo nuevo del artículo propuesto por la indicación son precisiones y profundizaciones respecto de las exigencias. Pero todo lo relativo a encaje está contenido en el citado artículo 87, que no sufrió modificación alguna, por lo que resultaría redundante aprobar la indicación en este aspecto.


--En votación, la indicación N° 16 c), fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis, Pizarro y Tuma.

o o o o o

17.- Del Honorable Senador señor Tuma, para agregar un numeral nuevo, del tenor que se indica:

“…) Reemplázase el artículo 102 por el siguiente:

“Artículo 102.- Las Federaciones y Confederaciones de cooperativas serán consideradas como organismos de representación, para todos los efectos legales y reglamentarios, debiendo informar anualmente sobre la gestión realizada al ente fiscalizador.”.”.


El citado artículo 102, es del siguiente tenor:


“Artículo 102: Las federaciones, confederaciones e institutos auxiliares, serán considerados como cooperativas para todos los efectos legales y reglamentarios.”.

o o o o o


El Honorable Senador señor Tuma señaló que la finalidad de su indicación es sincerar la relación que debe existir entre el Departamento de Cooperativas con las federaciones y confederaciones de cooperativas. Destacó que tales instituciones no son cooperativas, que es como las considera la ley actualmente vigente, sino que son asociaciones de representación de las cooperativas, y como tal, deben tener un tratamiento distinto. En otros términos, no corresponde que el Departamento de Cooperativas imponga exigencias propias de una cooperativa a instituciones que no lo son.


En la misma línea, el Honorable Senador señor Pizarro connotó que la ley actualmente vigente, dispone que las federaciones, confederaciones e institutos auxiliares serán considerados como cooperativas para todos los efectos legales y reglamentarios.


Sobre el particular, el Jefe del Departamento de Cooperativas, señor Radrigán, indicó que es necesario analizar las siguientes dos circunstancias:


-Efectivamente,  la totalidad de las federaciones y confederaciones de cooperativas existentes son consideradas como órganos de representación. En cuanto ejercen tal actividad de representación de sus asociados frente a terceros, la norma propuesta por la indicación es plenamente consistente. Lo anterior obedece tanto a que la ley lo dispone de ese modo cuanto por trayectoria.

-No obstante lo anteriormente señalado, es necesario tener en consideración que en más de una ocasión, y algunas veces de modo frecuente, las federaciones también actúan como proveedoras de bienes y servicios, tanto a sus socios como a terceros. En esta hipótesis se comportan como una cooperativa.


Debido a este escenario, sostiene que es necesario diferenciar. Así, en aquellas ocasiones en las federaciones y confederaciones de cooperativas ejercen solamente un rol de representación, no corresponde que sean fiscalizadas con las normas propias de fiscalización aplicables a una cooperativa en cuanto empresa. Pero, en la medida que las mismas generan bienes y servicios a terceros, y tienen una actividad económica comercial, se requiere contar con una norma que las asimile a una cooperativa con un régimen normal de funcionamiento. Por lo anteriormente expuesto, sugiere trabajar en una redacción que refleje estas realidades.


Lo sugerido fue acogido por la Comisión, el Honorable Senador señor Tuma anunció que presentaría una propuesta para modificar los términos de su indicación, en consideración a la función que realice este tipo de instituciones, distinguiendo nítidamente entre aquellos casos en que las federaciones, confederaciones e institutos auxiliares, desarrollen actividades económicas al servicio de sus entidades socias o terceros, y los casos en que las federaciones y confederaciones de cooperativas solo desarrollen actividades de representación.


Además, considerará a los institutos auxiliares, actualmente considerados por el artículo 102 vigente, que son aquéllos que agrupan a determinadas cooperativas con un objetivo en común, como por ejemplo, prestar un servicio específico.


Sobre este último punto, representantes del Ejecutivo informaron que actualmente en Chile existen dos institutos auxiliares en funcionamiento: el Instituto Chileno de Auditoría Cooperativa y el Instituto Chileno de Educación Cooperativa. Cumplen un fin comercial, toda vez que prestan un servicio. No son organismos de representación.


En una sesión posterior, y al tenor de lo anunciado, el Honorable Senador señor Tuma propuso la siguiente redacción alternativa a su indicación:


“Para agregar un numeral nuevo, del tenor que se indica:


“…) Reemplázase el artículo 102 por el siguiente:


“Artículo 102.- Las federaciones, confederaciones e institutos auxiliares, serán considerados como cooperativas para todos los efectos legales y reglamentarios, para todos aquellos casos que este tipo de entidades desarrollen actividades económicas al servicio de sus entidades socias o terceros.


En la medida que las federaciones y confederaciones de cooperativas solo desarrollen actividades de representación de sus entidades sociales, serán consideradas como organismos de representación, para todos los efectos legales y reglamentarios, debiendo informar anualmente sobre la gestión realizada al ente fiscalizador.”.


El Honorable Senador señor Orpis concordó con la proposición pero sugirió que la información anual a la que alude el inciso segundo no sea “sobre la gestión realizada”, sino que consista únicamente en informar “sus actas y balances”, sugerencia que fue recogida por el autor de la indicación y por el resto de la Comisión.


La nueva redacción de la indicación del Honorable Senador señor Tuma, modificada con la proposición efectuada por el Honorable Senador señor Orpis, contó también con la aprobación de los representantes del Ejecutivo presentes en la sesión.


--En votación, la indicación N° 17 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad. 5x0).
Numero 27


El número 27 del proyecto aprobado en general dispone lo siguiente:


“27) Elimínase, en el inciso primero del artículo 109, la siguiente frase final: “o que tengan más de 500 socios”.”.


Cabe hacer presente que el referido inciso primero del artículo 27 dispone lo siguiente:


“Artículo 109: Corresponderá al Departamento de Cooperativas la supervisión del cumplimiento de las leyes aplicables a las cooperativas y de sus normas reglamentarias y especialmente fiscalizar el funcionamiento societario, administrativo, contable y financiero de las cooperativas de importancia económica, con excepción de aquellas cuya fiscalización, sobre las mismas materias, se encuentre encomendada por la ley a otros organismos. Para los efectos de esta ley, se entenderá por cooperativas de importancia económica, las cooperativas de ahorro y crédito, las cooperativas abiertas de vivienda y además todas aquellas cuyos activos sean iguales o superiores a 50.000 unidades de fomento o que tengan más de 500 socios.”.

La indicación N° 17 a), de S.E el Presidente de la República, señor Piñera, para suprimirlo.


La Comisión tuvo en consideración que esta modificación al artículo 109 tuvo su origen en la Cámara de Diputados, en una indicación presentada por los Honorables Diputados señora Pascal y señor Ortiz. 


En discusión, el Jefe del Departamento de Cooperativas indicó que un anhelo de cierto tipo de cooperativas, que por contar con un número de socios voluminoso, preferentemente del mundo rural, como son las cooperativas de agua potable rural y de electrificación rural no queden sometidas al régimen de fiscalización más estricto que es el que se aplica a las denominadas cooperativas de importancia económica, figura determinada precisamente por el artículo 109 que es objeto de la indicación en debate.


Tal situación que afecta a esta cooperativas importa para ellas cumplir con una serie de exigencias para las cuales, muchas veces, no cuentan con la capacidad suficientes para enfrentarlas, como son la contratación de auditores externos; el envío regular de balances auditados; así como contar con una seria de provisiones para su normal funcionamiento. 


Por las consideraciones anteriormente expuestas, tanto el Ministerio de Economía como el Departamento a su cargo, estiman adecuado eliminar esta carga para este tipo de cooperativas, y que se les aplique un tratamiento simplificado en materia de fiscalización. 


Si bien está de acuerdo con mantener la eliminación del criterio de considerar cooperativa de importancia económica basado en la circunstancia que su número de socios supere los 500, hizo presente que igualmente sería conveniente instaurar un régimen de fiscalización especial, que regule y asegura la provisión de servicios de las cooperativas del mundo rural que provean servicios básicos, en donde no exista alternativa. Hizo notar que junto el Ministerio de Obras Públicas y la Dirección de Obras Hidráulicas han llevado a cabo un programa especial de fortalecimiento de las capacidades de gestión de este tipo de cooperativas.


El Honorable Senador señor Orpis señaló que existen cooperativas que atienden servicios básicos y que tienen más de 500 socios. Dado el planteamiento formulado por el Jefe del Departamento de Cooperativas, tal circunstancia especial requeriría de un tratamiento especial, pero debería quedar claramente establecido por la ley. Es decir, mantener la eliminación del criterio de considerar cooperativa de importancia económica basado en la circunstancia que su número de socios supere los 500, pero hacer la excepción u crear un sistema especial respecto de las cooperativas que presenten servicios básicos, particularmente en el mundo rural. Respecto de estas últimas, es indispensable asegurarse que todo ande bien, para que el servicio efectivamente se preste y que sea de buena calidad.


Consultado por el Honorable Senador señor Pizarro, el Jefe del Departamento de Cooperativas informó en Chile existen 17 cooperativas eléctricas y 150 cooperativas de agua potable y de saneamiento rurales. De estas últimas, 38 están declaradas de importancia económica por tener más de 500 socios.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Pérez le preguntó a los representantes del Ejecutivo si contaban con una propuesta para establecer un sistema de fiscalización intermedio para este tipo de cooperativas que prestan servicios básicos en el mundo rural.


El Jefe del Departamento de Cooperativas indicó que el tema ha sido conversado con los gremios que representan al sector de cooperativas de agua potable. Es así como desde junio existe un consejo público privado en el cual participa el sector de agua potable dentro del cual se ha planteado el tema. Reconoció que no se ha avanzado en el tema, porque han decidido esperar el despacho del presente proyecto de ley. El objetivo es hacer una propuesta desde el punto de vista de las capacidades administrativas que tiene actualmente el Departamento de Cooperativas, es decir, se canalizaría por la vía reglamentaria. 

Agregó que las facultades en materia de fiscalización que concede el mismo artículo 109 al Departamento de Cooperativas, se mantendrán sin alteración alguna, y, por tanto, seguirán siendo igualmente aplicables respecto de todas las cooperativas.


En base a lo expuesto, y representando el sentir de la Comisión, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, le pidió al señor Radrigán que una vez que cuenten con tal regulación la pongan en conocimiento de la Comisión.


El Honorable Senador señor Navarro solicitó conocer la nómina de las cooperativas a las cuales se ha hecho mención. Los representantes del Ejecutivo anunciaron que le harían llegar la información. 


Adelantó que votará por el rechazo de la indicación, porque le interesa disminuir la carga a la cual están sometidas cooperativas que no están en condiciones de responder a las exigencias a las que ha aludido el señor Jefe de Departamento de Cooperativas.


--Puesta en votación, la indicación N° 17 a)  fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis y Pizarro.

________

17 b).- De S.E el Presidente de la República, para intercalar el siguiente numeral, reenumerándose los demás numerales correlativamente, en el siguiente sentido:

“Suprímase el artículo 115.”.


El citado artículo 115 dispone que Confederación General de Cooperativas de Chile CONFECOOP-CHILE LIMITADA u otros organismos de integración de cooperativas, llevarán Registros de Árbitros, conforme a las disposiciones del Reglamento que se dicte al efecto.

________

17 c).- De S.E el Presidente de la República, para intercalar el numeral nuevo, reenumerándose los demás, en el siguiente sentido:

“Sustitúyese el inciso final del artículo 116, por el siguiente:

“A falta de acuerdo de las partes, el nombramiento se hará por la justicia ordinaria, en la forma establecida en el Código de Procedimiento Civil para el nombramiento de peritos.”.”.

El artículo 116 está referido a la designación del árbitro, que corresponderá a las partes de común acuerdo. En caso que no hubiese avenimiento o consentimiento entre las partes respecto de la persona del árbitro, el nombramiento se hará por la justicia ordinaria, debiendo en tal caso recaer dicho nombramiento en un solo individuo de los registros citados, y diverso del primero propuesto por cada parte.

Finalmente, el inciso que la indicación propone sustituir dispone que a falta de Registro de Árbitros en el domicilio de la cooperativa, el nombramiento se hará por la justicia ordinaria, en la forma establecida en el Código de Procedimiento Civil para el nombramiento de peritos.

________


La Comisión acordó tratar en conjunto las indicaciones 17 b) y 17 c).


Trajo a la vista las normas sobre las cuales recaen las indicaciones, que son las siguientes:


“Artículo 115: La Confederación General de Cooperativas de Chile CONFECOOP-CHILE LIMITADA u otros organismos de integración de cooperativas, llevarán Registros de Árbitros, conforme a las disposiciones del Reglamento que se dicte al efecto.


Artículo 116: La designación del árbitro corresponderá a las partes de común acuerdo. 


En caso que no hubiese avenimiento o consentimiento entre las partes respecto de la persona del árbitro, el nombramiento se hará por la justicia ordinaria, debiendo en tal caso recaer dicho nombramiento en un solo individuo de los registros citados, y diverso del primero propuesto por cada parte.


A falta de Registro de Árbitros en el domicilio de la cooperativa, el nombramiento se hará por la justicia ordinaria, en la forma establecida en el Código de Procedimiento Civil para el nombramiento de peritos.”.


El señor Radrigán connotó que el artículo 115 delega en la Confederación General de Cooperativas de Chile CONFECOOP-CHILE LIMITADA, u otros organismos de integración de cooperativas, la función de llevar el Registro de Árbitros. Subyace en la norma la idea que las cooperativas tengan un ente nacional de integración, y que los pueda representar y que pueda colaborar en las actividades que se desarrollen respecto de arbitrajes.


Hizo notar que si esta disposición es eliminada, como lo propone la indicación N° 17 b), resultaría muy difícil promover la existencia de un ente único de integración, a la cual se le otorga expresamente la facultad de administrar el registro de árbitros. Este punto resulta de gran relevancia para el buen gobierno de las cooperativas y la resolución de conflictos.


Por las razones anteriormente expuestas, señaló que la proposición del Ejecutivo es rechazar la indicación del gobierno anterior, y, por tanto, mantener el artículo 115.


El señor Presidente, Honorable Senador señor Pizarro, hizo notar que tal indicación está íntimamente vinculada con la siguiente, que establece la regla general respecto de la designación de los árbitros cuando no hay acuerdo entre las partes, la cual dispone que tal designación se hará por la justicia ordinaria de la forma establecida por el Código de Procedimiento Civil para el nombramiento de los peritos.


Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro indicó que en esta materia es importante evitar ser juez y parte. Es necesario contar con un organismo que garantice neutralidad. Éste debería ser el organismo fiscalizador, el que, por lo demás, debería contar con un marco de acción establecido ex ante. En principio no está de acuerdo que lo tenga una confederación, sobre todo cuando se trata de dirimir problemas que conllevan una litis.

En su parecer, si los valores en juego son la transparencia o la ejecutividad, lo indicado parece ser que esta función se encargue a una entidad de carácter público y no privado.


Luego, pidió a los representantes del Ejecutivo copia del reglamento a que hace mención el artículo 115.


Por su parte, la Subsecretaria de Economía, señora Trusich, hizo presente que las indicaciones en debate plantea que tanto la CONFECOOP-CHILE así como cualquier otra confederación de cooperativas tenga un registro propio de árbitros. Si a las partes no les gusta el registro que tiene su confederación, pueden acudir a la justicia ordinaria. Pero, no darles la posibilidad que la su confederación cuente con un pool de árbitros disponibles significa judicializar inmediatamente cualquier conflicto. Por lo anteriormente expuesto, hizo un llamado a la Comisión de no innovar respecto del artículo 115.


La Comisión tuvo presente lo dispuesto en el artículo 414 del Código de Procedimiento Civil, sobre el procedimiento de nombramiento de peritos. 


Finalmente, la Subsecretaria de Economía, señora Trusich formuló a la Comisión la siguiente propuesta en torno a las indicaciones N°s 17 b) y c):


1.- Rechazar la indicación N° 17 b), con la finalidad de mantener el artículo 116 vigente. 


Esto permitirá que continúe vigente que la primera opción de las partes sea elegir un árbitro de esté en la nómina que le provea la CONFECCOP o la confederación de cooperativas a la cual pertenezca.


2.- Aprobar con modificaciones la indicación N° 17 c), en el sentido de si no hay acuerdo en alguno de los nombres incluidos en tales registros, se recurrirá a la justicia ordinaria, pero eliminando la referencia del inciso segundo del actual artículo 116, es decir, que el nombramiento debe recaer en una de la personas del mencionado registro. En otras palabras, que ante esta circunstancia operen las reglas generales del Código de Procedimiento Civil en materia de nombramiento de peritos.


El Honorable Senador señor Navarro planteó que es positivo recurrir a árbitros especializados respecto de este tipo de controversias. Esta opción facilita la resolución de los conflictos, particularmente si se trata de instituciones como las cooperativas. Los problemas que pueden afectarlo no envuelven necesariamente grandes capitales o la confrontación de intereses diversos. No le parece que se judicialice este procedimiento inmediatamente. 


Sobre el particular, solicitó a los representantes del Ejecutivo información acerca del número de Litis que ha habido en los últimos años; cuánto son los honorarios de los árbitros, y el monto promedio de lo disputado en los juicios. Además de toda otra estadística que disponga sobre la materia. No quiere pronunciarse a ciegas, sin saber si el sistema actual es bueno o no, si ha funcionado o no, etcétera. Pidió dejar expresa constancia en el informe de esta solicitud y de su posición.


Al respecto, el Honorable Senador señor Pizarro discrepó con lo planteado, en el sentido que el principio no cambia. La única diferencia con lo vigente es precisamente abreviar el procedimiento de nombramiento de árbitros y establecer que se rigen por las normas generales que contempla el Código de Procedimiento Civil en materia de nombramiento de peritos.


--En votación, la indicación N° 17 b) y 17 c) fueron aprobadas, esta última con modificaciones, por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis y Pizarro, y 1 abstención, del Honorable Senador señor Navarro.

________


Las indicaciones N°s 18 a 33, incorporan artículos nuevos al proyecto.


La indicación N° 18, del Honorable Senador señor Tuma, es para consultar el siguiente artículo:


“Artículo….- Interprétase el artículo 4º de la Ley General de Cooperativas contenida en el Decreto con Fuerza de Ley N° 5 del año 2003, en el sentido que para todos los efectos legales se entenderá que son operaciones de la cooperativa celebradas con los socios todos aquellos actos, contratos y convenciones celebrados entre ellos en cumplimiento de su objeto y finalidades específicas contempladas en las normas legales y estatutarias respectivas, incluyendo aquellos que la cooperativa celebre con terceros en cumplimiento de dicho objeto y finalidades. Por lo tanto, los ingresos derivados de estas operaciones tienen el carácter de ingresos provenientes de operaciones con socios.”.


El Honorable Senador señor Tuma procedió a retirar la indicación, en atención a que la Comisión aprobó la indicación N° 1, también de su autoría, que precisamente agrega un inciso segundo al señalado artículo 4° de la Ley General de Cooperativas, que contiene las misma ideas que plantea esta nueva indicación, por lo que ya no resulta necesaria.


--La indicación N° 18 fue retirada por su autor.

_____________

EN RELACIÓN CON LAS INDICACIONES N°S 19 A 31.

Cabe dejar constancia que durante la discusión en particular, la Comisión acordó postergar el estudio de las indicaciones N°s 19 a 31, todas referidas a materias tributarias, para después del despacho por el Congreso Nacional de la reforma tributaria que se discutía en ese momento, toda vez que tales indicaciones abordan materias tributarias vinculadas a las actividades de las cooperativas y de los cooperados, y de las relaciones entre aquéllas y éstos, y con terceros no socios, por la vía de interpretar normas cuyo contenido podía variar.


Una vez publicada en el diario oficial la ley N° 20.780, el 29 de septiembre de 2014, y teniendo presente, además, que tal reforma abordó y resolvió asuntos tributarios atingentes a las cooperativas, la Comisión se abocó a conocer y debatir las indicaciones presentadas sobre la materia.

_____________


Las indicaciones N° 19, del Honorable Senador señor Espina, N° 20, del Honorable Senador señor Escalona, N° 21, de la Honorable Senadora señora Allende, y N° 22, del Honorable Senador señor Zaldívar, tienen por objeto consultar un artículo del siguiente tenor:


“Artículo ….- Interprétase el artículo 51 de la Ley General de Cooperativas, contenida en el Decreto con Fuerza de Ley N° 5 del año 2003,  en el sentido de que a consecuencia de la exención allí establecida, las distribuciones de excedentes originadas en operaciones con los socios no se gravarán con impuesto alguno ni se declararán.”.


--Las indicaciones números 19 a 22 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, de acuerdo con lo dispuesto en el N° 1 del inciso 4° del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


La indicación N° 23, del Honorable Senador señor Tuma, es para incorporar el siguiente artículo:


“Artículo ….- Interprétase el artículo 52 de la Ley General de Cooperativas, contenida en el Decreto con Fuerza de Ley N° 5 del año 2003 y el artículo 17 N° 4 del Decreto con Fuerza de Ley N° 824, de 1974, en el sentido que la contabilización a que se refieren dichas disposiciones, de los excedentes que las cooperativas hubieren reconocido a los socios de éstas, es sin perjuicio de los ajustes contemplados en el artículo 33 de la Ley sobre Impuesto a la Renta respecto de los ingresos y rentas exentos de impuestos o no tributables.”.


--La indicación número 23 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, de acuerdo con lo dispuesto en el N° 1 del inciso 4° del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Las indicaciones N° 24, del Honorable Senador señor Espina, N° 25, del Honorable Senador señor Escalona, N° 26, de la Honorable Senadora señora Allende, y N° 27, del Honorable Senador señor Zaldívar, proponen introducir el siguiente artículo:


“Artículo...- Interprétase el artículo 52 de la Ley General de Cooperativas, contenida en el Decreto con Fuerza de Ley N° 5 del año 2003 y el artículo 17 N°2 del Decreto con Fuerza de Ley N° 824, de 1974, en el sentido que la contabilización a que se refieren dichas disposiciones es sin perjuicio de los ajustes contemplados en el artículo 33 de la Ley sobre Impuesto a la Renta respecto de los ingresos y rentas exentos de impuestos o no tributables.”.


--Las indicaciones números 24 a 27 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, de acuerdo con lo dispuesto en el N° 1 del inciso 4° del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Las indicaciones N° 28, del Honorable Senador señor Espina, N° 29, del Honorable Senador señor Escalona, N° 30, de la Honorable Senadora señora Allende, y N° 31, del Honorable Senador señor Zaldívar, son para consultar un artículo del siguiente tenor:


“Artículo….- Interprétanse las disposiciones de la Ley General de Cooperativas, contenida en el Decreto con Fuerza de Ley N° 5 del año 2003, y del artículo 17 del Decreto Ley N° 824, de 1974, referentes a las operaciones de la cooperativa con sus socios en el sentido que comprenden todos aquellos actos, contratos y convenciones celebrados entre ellos, que sean necesarios o convenientes para los fines de la cooperativa y sus socios. Sin que la enumeración sea taxativa estas operaciones comprenderán las compras, ventas, servicios prestados o recibidos, así como cualquier otro tipo de prestaciones que sean conducentes a que los socios obtengan los beneficios propios de su afiliación a la cooperativa. En consecuencia son operaciones de la cooperativa con sus socios la distribución y comercialización, incluso directamente al consumidor, de los productos o servicios procedentes de las explotaciones de la cooperativa y de sus socios en su estado natural o previamente transformados. Por lo tanto, los ingresos derivados de estas operaciones tendrán el carácter  de ingresos provenientes de operaciones con socios, aun cuando la cooperativa los comercialice directamente a no socios. Por el contrario, cuando la cooperativa adquiera, los mismos productos o servicios a no socios, realizando entonces la misma actividad con estos productos, en estos casos se deben considerar los resultados como provenientes de operaciones con terceros. Como consecuencia de lo anterior, la comercialización a terceros de productos o servicios propios de la cooperativa o de sus socios tendrá la consideración de ingresos de operaciones con socios, mientras que los ingresos serán provenientes de operaciones con terceros cuando se comercialicen productos o servicios adquiridos a no socios.”.


--Las indicaciones números 28 a 31 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, de acuerdo con lo dispuesto en el N° 1 del inciso 4° del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


La indicación N° 32, del Honorable Senador señor Tuma, propone agregar el siguiente artículo:


“Artículo…- Reemplázase, en el artículo único de la ley N° 20.638, que establece el Día Nacional de las Cooperativas, la frase “primer sábado del mes de julio” por la expresión “14 de noviembre”.”.


La Comisión escuchó el parecer del Presidente  de FECRECOOP, el señor Guillermo Aqueveque Lagos, quien se mostró partidario con la fecha propuesta por la indicación para la celebración del Día Nacional de las Cooperativas toda vez que su gremio se siente más representado con el día 14 de noviembre, dado que ese día, en 1924, se promulgó la primera Ley de Cooperativas de Chile.


Recordó que el día 14 de noviembre fue propuesto en la moción que dio origen a la ley N° 20.638, y que tal fecha se mantuvo en gran parte de la tramitación del proyecto. La celebración del Día Nacional de las Cooperativas el primer sábado de julio no los representa. Ese día se celebra, por acuerdo de la Asamblea General de la ONU de 1992, el día internacional de las cooperativas.


La Comisión consideró muy atendibles los argumentos del Presidente de FECRECOOP y estimó conveniente acoger la proposición que emana del propio sector cooperado, que es precisamente al que se quiere reconocer al establecer un día nacional.


--La indicación N° 32 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Economía, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

La indicación N° 33, del Honorable Senador señor Chahuán, para introducir el siguiente artículo:


“Artículo …- Suprímese, en el inciso primero del artículo único de la ley Nº 18.108, que establece normas sobre descuentos por planillas al personal de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, la expresión “de consumo o de vivienda”.”.


La Comisión tuvo presente que el sentido de la indicación es abrir a todo tipo de cooperativas, y no solo a las consumo o a las de vivienda, los descuentos en las planillas de pago del personal de las Fuerzas Armadas y de Carabineros.


Cabe recordar que la Comisión trató este tema en conjunto con los descuentos por planillas del sector privado, por lo cual se dan por reproducidas las principales líneas argumentativas de tal debate.


--La indicación N° 33 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Economía, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 4x0).
o o o o o


La indicación N° 34, del Honorable Senador señor Tuma, tiene por objeto consultar el siguiente artículo transitorio, nuevo:


“Artículo …….- Derógase el artículo 6° de las disposiciones transitorias y los fondos que las cooperativas tengan registrados de acuerdo a dicha disposición, constituirán o incrementarán, según el caso, la reserva legal que las cooperativas hayan constituido o que constituyan de acuerdo a lo señalado en el artículo 38.”.

La indicación N° 35,  De S.E el Presidente de la República, es para agregar el siguiente artículo transitorio, nuevo:

“Los valores acumulados a la fecha de entrada en vigencia de esta ley en la reserva del artículo sexto transitorio del Decreto con Fuerza de Ley N° 5 de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas se deberán traspasar al fondo de reserva legal, contenido en el artículo 38 de esta Ley.”.


La Comisión acordó debatir en forma simultánea las indicaciones N°s. 34 y 35.


Cabe tener presente que el artículo 6° de las disposiciones transitorias de la Ley de Cooperativas dispone lo siguiente:


“Artículo 6º.- Los valores acumulados en fondos de reserva, que en conformidad a las disposiciones de esta ley tenían el carácter de irrepartibles durante la vigencia de la cooperativa, mantendrán dicho carácter, hasta concurrencia del monto expresado en el balance correspondiente al 31 de diciembre del 2001.”.  


Tal norma fue establecida por la ley N° 19.832, publicada en el Diario Oficial el 4 de noviembre 2002, que introdujo numerosas modificaciones a la ley de cooperativas. Se tramitó en el Congreso Nacional bajo el boletín Nº 855-03.


El señor Carlos Rubio recordó que dicha norma ha mantenido tales fondos de reserva congelados durante casi 12 años. En tal sentido, la indicación del Honorable Senador señor Tuma de derogar el citado artículo 6° transitorio, así como la proposición siguiente de la misma indicación, coincidente en lo fundamental con la indicación del Ejecutivo, persiguen dar un uso beneficioso para las cooperativas de los fondos creados con la modificación del año 2002 antes aludida, lo que permitirá fortalecerlas patrimonialmente, absorber sus pérdidas, entre otros beneficios.


Coincidió con tal explicación y su fundamento el Jefe del Departamento de Cooperativas, señor Mario Radrigán.


El Honorable Senador señor Navarro se manifestó contrario con cambiar el destino de un fondo de reserva legal que tiene el carácter de irrepartible, dado que puede debilitar la protección que toda cooperativa debe tener. No está de acuerdo en modificar el destino de un fondo que fue creado con otro propósito. Al menos no del modo propuesto por las indicaciones.


----Las indicaciones N°s. 34 y 35 fueron aprobadas, la primera con modificaciones, por 4 votos a favor y 1 en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis, Pizarro y Tuma. Votó en contra el Honorable Senador señor Navarro. (Mayoría, 4x1).
La indicación N° 36, de S.E el Presidente de la República, es para agregar el siguiente artículo quinto, nuevo:

“Las modificaciones efectuadas en la presente ley al numeral 4° del Título III, del Capítulo II, del Decreto con Fuerza de Ley N° 5, de 2003, que fija el Texto Refundido, Concordado y Sistematizado de la Ley General de Cooperativas, se aplicarán solamente a las cooperativas de ahorro y crédito que se constituyan o incorporen a la supervisión y control de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 

Sin perjuicio de lo anterior, las cooperativas de ahorro y crédito que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, se encuentren sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, permanecerán íntegramente sometidas a dicha fiscalización hasta su total y entera liquidación.”.


Sobre el particular, el Jefe del Departamento de Cooperativas, señor Mario Radrigán, respecto del primer inciso de la disposición propuesta por la indicación, recordó que la Comisión rechazó casi la totalidad de las indicaciones presentadas al numeral 4°, de las Cooperativas de Ahorro, del Título III, De las Cooperativas de Servicios del Capítulo II, del CAPITULO II, Disposiciones especiales relativas a las diversas clases de cooperativas. Debido a lo anterior, tal aspecto de la indicación prácticamente carece de sentido, porque la modificación aprobada en esta materia, que crea un sistema voluntario de revisión anticipada por parte de la SBIF, producto de la aprobación con modificaciones de la indicación N° 16 b), es auto explicativa.


En relación al segundo inciso, se mostró contrario a establecer una norma que congele la situación de las cooperativas de ahorro y crédito que a la fecha de entrada en vigencia de la ley se encuentren sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, porque lo que corresponde es que respecto de éstas rijan las normas generales.


--La indicación N° 36 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Economía, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma.
o o o o o


En nuevos plazos abiertos por el Senado para el efecto, Su Excelencia la Presidenta de la República y el Honorable Senador señor Orpis presentaron indicaciones referidas, en general, a materias de género.

Una de estas indicaciones fue presentada por el Honorable Senador señor Orpis, signada con el N° 1 a.-, que propone incorporar al inicio del proyecto un numeral nuevo, del siguiente tenor:

“1 a.- En la parte final del artículo 1°, intercalar entre los términos “neutralidad” y “política y religiosa” lo siguiente: “de género”.


Por su parte, las indicaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República, signadas con las letras 1 b.-, 5 b.- y 37.- son las siguientes


--DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA:

AL ARTÍCULO ÚNICO

1 b.- Para incorporar el siguiente numeral 1) nuevo, pasando el actual a ser el numeral 2) y así sucesivamente, del siguiente tenor: 

“1) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 1°:

“Deben también tender a la inclusión, así como también, valorar la diversidad y promover la igualdad de derechos entre sus asociadas y asociados.”.”.

5 b.- Para sustituir el literal b) del actual número 8, que pasa a ser 11, referido al artículo 24, por uno del siguiente tenor:

“b) Agréganse los siguientes incisos octavo, noveno, décimo y undécimo:

“Las cooperativas que tengan 20 socios o menos podrán omitir la designación de un consejo de administración y, en su lugar, podrán designar a un gerente administrador, al cual le corresponderán las atribuciones que esta ley y su reglamento confieren al consejo de administración. Sin embargo, la Junta General podrá disponer que el gerente administrador pueda desempeñar el total o parte de las atribuciones correspondientes al Consejo de Administración, en conjunto con uno o más socios que deberá designar.

Las cooperativas señaladas en el inciso anterior tampoco estarán obligadas a designar una junta de vigilancia, en cuyo caso deberán designar un inspector de cuentas titular y un suplente, que tendrán las atribuciones que esta ley y su reglamento confieren a la junta de vigilancia.

En su Consejo de Administración, la Cooperativa deberá asegurar la representatividad de todos sus socias y socios.

Para ello, el porcentaje que represente cada género entre los asociados deberá verse reflejado proporcionalmente en el Consejo de Administración.”.”.

A LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS

37.- Para agregar el siguiente artículo transitorio nuevo:

“Artículo …….- Las cooperativas tendrán un plazo de 3 años contados desde la promulgación de esta ley para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 24, inciso séptimo.”.

o o o o o


El señor Presidente, Honorable Senador señor Pizarro, recabó el acuerdo de la Comisión para debatir simultáneamente todas las indicaciones.


Cabe hacer presente que la Comisión acordó unánimemente debatir y pronunciarse ad referéndum respecto de una indicación del Honorable Senador Orpis, condicionado a que la Sala acordara posteriormente abrir un plazo para presentar indicaciones, lo que efectivamente ocurrió.

En discusión, la Subsecretaria de Economía y de Empresas de Menor Tamaño, señora Katia Trusich, destacó que uno de los pilares del Gobierno de la S.E la Presidenta Bachelet, es disminuir las brechas de desigualdad que existen en nuestra sociedad. Una de estas brechas, es la diferencia entre hombres y mujeres en muchos ámbitos, pero en particular, en el ejercicio de cargos de poder. 

Esta desigualdad que afecta a las mujeres en particular, es dañina para nuestra sociedad en varios sentidos. En primer término, pues, como sociedad, perdemos el talento de muchas mujeres que, teniendo las mismas calificaciones y competencias que los hombres con el mismo grado de escolaridad y de formación Universitaria, no están incorporadas en la fuerza laboral de igual manera. En este punto destacó que las mujeres en cargos de poder generalmente arrastran a mujeres hacia cargos de dirección o gerencia, y por tanto, cuando no hay mujeres en cargos directivos se produce este efecto en cadena que es negativo para el país.

Subrayó que un 30% de mujeres no se incorporan al mercado laboral, teniendo las calificaciones y habiendo como sociedad invertido en su desarrollo. Quedan marginadas en el mercado laboral.

Esto tiene implicancias en el mercado laboral de nuestro país tanto en materia de productividad, como en un aspecto social. En relación a esto último, señaló que las mujeres que tienen ingresos, particularmente si son altos ingresos, los invierten principalmente en salud, educación y en familia, y, por lo tanto, la inversión que hacemos como sociedad en el desarrollo de las mujeres tiene un mayor impacto social que otros casos. Y dado que las mujeres no están accediendo a cargos de poder, eso impide  que más mujeres tengan mayores ingresos.

Agregó que al menos un 40% de las mujeres son jefas de hogar, circunstancia que constituye un argumento necesario para fortalecer nuestra estructura como sociedad.

Respecto a la indicación presentada,  en relación a las cooperativas, manifestó que el criterio de incorporar mujeres en las cooperativas y en los directorios, no es nuevo, y se ha llevado adelante en diversos países e instituciones. Por ejemplo, la FAO está recomendando que se incorpore el principio de igualdad de género en las cooperativas agrícolas; la OIT también establece que hay que prestar especial atención al incremento de la participación de mujeres en el movimiento de cooperativo en todos los niveles, en particular en los de gestión y dirección. Lo anteriormente señalado como una forma de responsabilidad personal de democracia, de igualdad, de equidad, y de solidaridad. 

La organización internacional de cooperativas estableció el 2006 que debemos luchar por la equidad de género, sea dentro y fuera de las cooperativas, entendiendo que esto es una relación de equidad, de responsabilidad entre hombres y mujeres.

Hay variada experiencia internacional de incorporar a las mujeres en los directorios de las cooperativas, afirmó.

Como ejemplos, señaló las cooperativas de Andalucía, que son de las más potentes y pioneras en España. En Latinoamérica, aludió a los casos de Nicaragua, Costa Rica y Honduras, que ya han incorporado estos criterios también en su legislación de Cooperativas, por nombrar también algunos de los países de la región que ya han avanzado en estas materias.

La señora Subsecretaria subrayó que es importante destacar que las mujeres representan al menos un  50% de las bases de todas las cooperativas. En efecto, alrededor del 50% de los 1.700.000 cooperados que hay en Chile son mujeres, sin embargo, no alcanzan ni el  25% en cargos directivos. Por tanto, es evidente que hay una brecha. Es necesario apoyar a las mujeres para que se avance en esa materia. Recordó que las Cooperativas fueron pioneras en la incorporación de las mujeres a derechos civiles; en efecto, las mujeres, tuvieron el derecho a voto incluso antes que tuvieran derecho a votar cívicamente.

Finalmente, puso de relieve que estudios recientes de países desarrollados han demostrado que las cooperativas que han incorporado criterios de diversidad en sus directorios, y con eso se entiende género principalmente, han logrado mayor rentabilidad en sus operaciones que las que no lo han hecho. Por tanto, hay un argumento financiero y de desarrollo económico importante. 

Con ese espíritu fue que el Ejecutivo presentó estas indicaciones que tienen la firma no sólo del Ministro de Economía, y de S.E la Presidenta de la República, sino que también es suscrita por los Ministros de Hacienda, de la Mujer, del Trabajo, y de la SEGPRES, en una clara señal de apoyo de esta iniciativa desde el Ejecutivo, y, en particular, en el programa de Gobierno de la Presidenta Bachelet.

Luego, Honorable Senadora señora Lily Pérez relató que éste fue uno de los temas presentes en un encuentro de cooperativas, de carácter nacional, que se celebró en el Senado, en el cual ella participó. Señaló que, en esa oportunidad, la Subsecretaria de Economía expuso la indicación, la que apoyó entusiastamente, y en relación a la cual solicitó las opiniones de las personas presentes en aquella oportunidad. Hubo un acuerdo prácticamente unánime de acogerla por parte de los concurrentes, así como de los dirigentes de las cooperativas de carácter nacional, regional, y de los distintos niveles de representatividad. 


Señaló que hay conciencia respecto del importante paso que se dará con la aprobación de esta indicación. En su trayectoria de vida, ha descubierto que no siempre las mujeres capaces llegan a los cargos que merecen, y que son necesarios impulsos de esta naturaleza para que más mujeres puedan llegar a cargos de autoridad, y que no pasen por las dificultades que muchas mujeres, como ella misma, han tenido que enfrentar para lograr cargos de poder. Hizo presente que el tiempo ha cambiado su visión sobre la materia, y de ser contraria a estas medidas durante su gestión como concejala y durante su período de diputada, hoy es una firme defensora de las medidas de cuota u otras que apunten en ese sentido. 

Puso de relieve que es un impulso que hay que hacer en conjunto con los hombres, que también entienden la visión de la mujer como un aporte a la sociedad, a la política y a los cargos directivos en todos los estamentos públicos. Sin perjuicio que, lamentablemente, existen hombres que dificultan el paso de las mujeres a cargos de poder, y realizan acciones muy concretas en esa dirección.

Recordó que, tal como explicó la señora Subsecretaria, las cooperativas han sido pioneras en instaurar el voto femenino, incluso antes del voto en las elecciones municipales; han sido pioneras en la conformación de las Cooperativas, con muchas mujeres que son cooperadas, pero eso no se ve reflejado en su dirección máxima, donde generalmente las mujeres ocupan a lo sumo el cargo de Secretaria o Tesorera.

Por lo tanto, reiteró resueltamente su apoya a esta indicación, pues no es un tema sólo del Gobierno de S.E. la Presidenta Bachelet, sino es un tema de todos.

Intervino luego el Honorable Senador señor Jaime Orpis, quien no apoyó la indicación, pero presentó una alternativa respecto a esta materia. 

Se refirió al artículo 1° de la ley de Cooperativas que señala el objeto de las Cooperativas. De su lectura se desprende que  básicamente consisten en administrar un patrimonio para lograr el objetivo de la ayuda mutua. 

En su parecer, instalar la ley de cuotas en un ámbito en el que se administra patrimonio es un tema delicado, porque quienes deben administrar esos patrimonios, tienen que ser las personas más competentes e independientes, sean hombres o mujeres. Consideró que podría darse el caso que estos Consejos estén integrados íntegramente por mujeres porque es lo más eficaz o puede darse a la inversa, pero establecer cuotas en la administración del patrimonio le parece delicado. En esa línea, llamó la atención sobre la indicación N° 1 a) que presentó, para incorporar un numeral, nuevo, del siguiente tenor:

“…) En la parte final del artículo 1°, intercalar entre los términos “neutralidad” y “política y religiosa” lo siguiente: “de género”.

Agregó con su indicación quiere incorporar en el artículo 1° de la ley, que consagra la neutralidad en diversos ámbitos, el deber que exista neutralidad también de género en las cooperativas, para evitar precisamente la discriminación. 

Más que por la ley de cuotas se inclina por la neutralidad, para que los mejores lleguen, en definitiva, a administrar un patrimonio y darles los mejores beneficios posibles a los asociados. Reiteró que puede ocurrir, según lo expresó, que por el tema de la proporcionalidad no dirijan una cooperativa las mejores personas, y eso tendrá un impacto en los asociados. E n cambio, si hay neutralidad y son los mejores los que llegan, entonces los beneficiados serán los propios asociados. 

Expresó que esa es la razón por la que votará en contra de la propuesta del Ejecutivo en esta materia, y presentó una vía alternativa, la de la neutralidad en materia de género.
----


Respecto de la indicación signada con el número 5 b.-, la Comisión tuvo presente que los primeros dos incisos de la misma son idénticos al texto despachado por la Cámara de Diputados y aprobado en general por el Senado, por lo que estimó que no procedía sustituir la norma en esta parte. 


En relación a los otros dos incisos, la Comisión conoció una nueva propuesta de la Subsecretaria de Economía, que finalmente acogió. Tal proposición es del siguiente tenor:

-En el literal b) del actual número 8, agréganse los siguientes incisos décimo y undécimo:

“Los órganos colegiados de las Cooperativas deberán asegurar la representatividad de todos sus socias y socios. Para ello, y siempre que la inscripción de candidatos y candidatas lo permita, el porcentaje que represente cada género entre los asociados deberá verse reflejado proporcionalmente en el órgano colegiado respectivo. El estatuto social de cada cooperativa deberá establecer el mecanismo de ponderación que permita dar cumplimiento a esta norma.

El incumplimiento de las disposiciones contenidas en este artículo en ningún caso afectará la validez de los actos efectuados por los referidos órganos colegiados, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 58 y 58 bis de esta ley.”.
---


-En votación la indicación 1 a.-, fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, por dos votos en contra, de los Honorables Senadores señora Pérez y señor Pizarro, y uno a favor, del Honorable Senador señor Orpis.

-En votación la indicación 1 b.-, fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señora Pérez y señor Pizarro, y uno en contra, del Honorable Senador señor Orpis.

-En votación la indicación 5 b.-, fue aprobada, con modificaciones, por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro y Pizarro, y uno en contra, del Honorable Senador señor Orpis.

-En votación la indicación 37.-, fue aprobada, con modificaciones, por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro y Pizarro, y uno en contra, del Honorable Senador señor Orpis.

______________

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Economía tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las modificaciones que se indican:

ARTÍCULO ÚNICO

Pasa a ser artículo primero.

o o o o


--Incorporar los siguientes numerales, nuevos:


“1) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 1°:


“Deben también tender a la inclusión, así como también, valorar la diversidad y promover la igualdad de derechos entre sus asociadas y asociados.”. (Indicación N° 1 b). (Mayoría, 2 x 1).


2) Agrégase al artículo 4° el siguiente inciso segundo:


“Para todos los efectos legales se entenderá que son operaciones de la cooperativa celebradas con los socios todos aquellos actos, contratos y convenciones celebrados entre aquéllas y éstos en cumplimiento de su objeto y finalidades específicas contempladas en las normas legales y estatutarias respectivas, incluyendo aquellos que la cooperativa celebre con terceros en cumplimiento de dicho objeto y finalidades. Por lo tanto, los ingresos derivados de estas operaciones tienen el carácter  de ingresos provenientes de operaciones con socios.”.”. (Indicación N° 1 c, con modificaciones). (Unanimidad, 3x0).
o o o o o

Números 1, 2 y 3

Pasan a ser números 3, 4 y 5, respectivamente, sin modificaciones.

Número 4

Pasa a ser número 6.
Letra b)


--  Suprimirla (Indicación N° 2). (Unanimidad, 4X0)

Número 5)
Pasa a ser número 7.

Artículo 19
Inciso segundo


-- Reemplazar la frase “a la fecha de presentación de la solicitud respectiva”, por la siguiente: “al cierre del ejercicio precedente”. (Indicación N° 3, con modificaciones). (Unanimidad, 3X0).
Inciso sexto


-- Reemplazarlo por el siguiente:


“Estas disposiciones, con excepción del inciso primero, no serán aplicables a las cooperativas de ahorro y crédito bajo la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las cuales se regirán por sus normas especiales y por las disposiciones que establezca el Consejo del Banco Central de Chile.”. (Indicación N° 3 a), con modificaciones). (Unanimidad, 4X0).
o o o o o


--Intercalar a continuación del número 7, ex número 5, un nuevo numeral del siguiente tenor:


“8) Agrégase el siguiente artículo 19 bis, nuevo:


“Artículo 19 bis: Tratándose de las cooperativas de ahorro y crédito, en ningún caso podrá devolverse cuotas de participación sin que se hubieren enterado en la cooperativa previamente aportes de capital por una suma al menos equivalente al monto de las devoluciones requeridas por causa legal, reglamentaria o estatutaria, que la haga exigible o procedente. Dichos pagos serán exigibles y deberán efectuarse atendiendo estrictamente a la fecha en que tenga lugar la circunstancia que las causa, teniendo preferencia para su cobro el socio disidente.


La Cooperativa no podrá efectuar, directa o indirectamente, repartos de remanentes o de excedentes, devoluciones de los montos enterados por los socios de la Cooperativa a causa de la suscripción de cuotas de participación o pago de intereses al capital, si por efecto de dichos repartos, devoluciones o pagos infringiera las disposiciones que establezca el Consejo del Banco Central de Chile al efecto.”. (Indicación 5 a), aprobada con  modificaciones). (Unanimidad, 3x0).
o o o o o

Números 6 y 7

Pasa a ser números 9 y 10, respectivamente, sin modificaciones.

Numero 8)

Pasa a ser número 11.

Artículo 24


--En el literal b), incorporar, a continuación de los incisos octavo y noveno que agrega, los siguientes incisos décimo y décimo primero, nuevos:


“Los órganos colegiados de las Cooperativas deberán asegurar la representatividad de todos sus socias y socios. Para ello, y siempre que la inscripción de candidatos y candidatas lo permita, el porcentaje que represente cada género entre los asociados deberá verse reflejado proporcionalmente en el órgano colegiado respectivo. El estatuto social de cada cooperativa deberá establecer el mecanismo de ponderación que permita dar cumplimiento a esta norma.


El incumplimiento de las disposiciones contenidas en este artículo en ningún caso afectará la validez de los actos efectuados por los referidos órganos colegiados, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 58 y 58 bis de esta ley.”.  (Indicación N° 5 b, con modificaciones). (Mayoría, 3 x 1).


-- Incorporar la siguiente letra c), nueva:


“c) Agrégase el siguiente inciso final:


“Los trabajadores tanto del sector público como del sector privado, que ocupen cargos de consejeros en cualquier cooperativa, gozarán de los permisos reconocidos en el Código del Trabajo y en la ley Nº 19.296, para directores y delegados sindicales, y directores de asociaciones de funcionarios, respectivamente, para asistir a reuniones del Consejo o a citaciones dispuestas por la autoridad fiscalizadora.”.”. (Indicación N° 6, con modificaciones). (Unanimidad 4x0).

Números 9 y 10
Pasa a ser números 12 y 13, respectivamente, sin modificaciones.

Numero 11

--Rechazarlo. (Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).
Numero 12
Pasa a ser número 14, sin modificaciones.

o o o o o


-- Intercalar a continuación del número 14), ex 12), un numeral nuevo, del siguiente tenor:


“15)  Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 34, el artículo “Las” por la locución “Para los efectos tributarios las”. (Indicación N° 7). (Mayoría, 3X1).

o o o o o

Número 13


Pasa a ser número 16.
Artículo 38

Inciso cuarto


-Reemplazar la expresión “las que estarán obligadas a” por la frase “las que podrán por acuerdo de la Junta General de Socios,”. (Indicación N° 7 a)). (Mayoría, 3 x 1 abstención).


-En la letra b), sustituir “, y”, por un punto aparte (.). (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (Unanimidad, 4x0).


-Suprimir la letra c). (Indicación N° 7 c)). (Mayoría, 3 X 1 abstención). 
Inciso sexto


-- Sustituir el inciso sexto propuesto por el siguiente:


“En el caso de las cooperativas abiertas de viviendas, deberán constituir a lo menos el 70% del remanente generado como fondo de reserva no susceptible de reparto hasta su disolución y posterior liquidación. Con todo, por acuerdo de la Junta General de Socios, se podrá dar este tratamiento hasta el 100% del remanente del ejercicio.”. (Indicación N° 7 d)). (Unanimidad, 4X0).

Inciso final, nuevo


-- Incorporar el siguiente inciso final, nuevo:


“La reserva legal se incrementará con los intereses al capital y los excedentes distribuidos por la Junta General que no hayan sido retirados por los socios, dentro del período de 5 años, contado de la fecha en que se haya acordado su pago. El reglamento establecerá el procedimiento para notificar oportunamente a los socios titulares de excedentes no retirados la existencia de los mismos, en forma previa a que opere el incremento de la reserva legal”. (Indicación N° 8, con modificaciones). (Unanimidad, 4X0).

Números 14 y 15

Pasas a ser números 17 y 18, respectivamente, sin modificaciones.

o o o o o


-- Introducir a continuación del número 18), ex 15, el siguiente numeral, nuevo:


“19) Modifíquese el artículo 54 del siguiente modo:

a.- Reemplácese las expresiones “inciso segundo” por las expresiones “inciso tercero”. (Indicación N° 8 b)). (Unanimidad, 4X0).


b.- Suprímase la siguiente frase: “de consumo o de ahorro y crédito”.”. (Indicación N° 9, con modificaciones). (Unanimidad, 3x0).

20) Agregase el siguiente artículo  54 bis:


“Artículo 54 bis: Tratándose de funcionarios del sector público, el límite para los descuentos voluntarios por planilla establecido en el artículo 96 del Estatuto Administrativo, será de un 25%, cuando los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el funcionario sea socio.


Los pensionados beneficiarios de pensiones de vejez, sobrevivencia u orfandad, sea que estén afiliados al sistema público o privado de pensiones, podrán solicitar a las instituciones pagadoras, el descuento de hasta un 25% del valor de sus pensiones, incluidos los créditos de auxilio social de las cajas de compensación de asignación familiar, siempre que los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el pensionado sea socio. (Indicaciones N° 10 y 11, con modificaciones). (Unanimidad 3x0).


21) Sustitúyese, en el artículo 55, la expresión “en el artículo precedente” por la siguiente: “en los artículos precedentes”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (Unanimidad, 4x0).
o o o o o

Número 16
Pasa a ser número 22
Artículo 58

Letra a)


-- Intercalar, a continuación del vocablo “impedir”, la palabra “arbitrariamente”. (Indicación N° 12). (Unanimidad, 3X0).
Número 17

Pasa a ser número 23
Artículo 58 bis

o o o o


-- Intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo:


"En el caso de las cooperativas de trabajo, campesinas, de pescadores, de abastecimiento, distribución de agua potable y escolares, cuyo capital aportado por los socios no exceda de 20.000 unidades de fomento, no se cursarán multas, sino que en caso necesario el organismo fiscalizador aplicará lo dispuesto a partir del inciso quinto del presente artículo, aun cuando la infracción no sea reiterada.". (Indicación N° 13, con modificaciones). (Mayoría, 2X1).
o o o o

Inciso tercero, que pasa a ser inciso cuarto


-- Sustituirlo por el siguiente:


“Para la aplicación y efecto de este artículo, se entenderá por infracción reiterada aquella transgresión que, habiendo dado origen a una multa, siga ejecutándose luego de haberse otorgado un plazo para rectificar la acción u omisión sancionada.”. (Indicación N° 14). (Unanimidad, 4X0).

Número 18, 19 y 20
Pasan a ser números 24, 25 y 26 respectivamente, ni modificaciones.
Número 21

Pasa a ser número 27.
Artículo 86


-- En la letra o) propuesta, sustituir el punto y coma por un punto aparte, y agregar, a continuación del punto aparte el siguiente párrafo:


“La resolución a que hace mención el artículo 73 de la Ley General de Bancos, respecto de las cooperativas de ahorro y crédito sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, podrá ser fundada en todo caso, en la existencia de deficiencias en su gestión que no la habilita para acceder a la nueva actividad. En ningún caso se entenderá aprobada la solicitud en el evento previsto en el inciso segundo del artículo 73.”.”.(Indicación 14 a)). (Unanimidad, 3X0).

Número 22

Pasa a ser número 28

Artículo 87 bis


--Incorporar el siguiente inciso final:


“Las normas de carácter general relativas a las cooperativas de ahorro y crédito que se dicten, deberán considerar las particularidades y perfil de riesgo de dichas instituciones financieras no bancarias y deberán ser compatibles con las características fundamentales de las cooperativas a que se refiere el artículo 1° de la presente ley.”. (Indicaciones 15 y 16). (Unanimidad, 4x0).

o o o o o


--Intercalar a continuación del numeral 28, ex 22, el siguiente numeral, nuevo:

“29) Agrégase el siguiente artículo 87 ter:


“Artículo 87 ter: Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 87 de esta ley, aquellas cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio sea inferior a 400.000 unidades de fomento, podrán voluntariamente acogerse a un procedimiento de revisión anticipada por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a costa de la cooperativa, manteniéndose en todo caso sujetas a la supervisión del Departamento de Cooperativas.


La cooperativa podrá presentar un prospecto a la Superintendencia, solicitando acogerse al procedimiento de revisión anticipada, el cual deberá ser acompañado de un plan de desarrollo de negocios para los siguientes tres años de funcionamiento.”.  (Indicación N° 16 b), con modificaciones). (Unanimidad, 4x0).
o o o o o

Números 23, 24 y 25

Pasan a ser números 30, 31 y 32, respectivamente, sin modificaciones.
o o o o o


--Intercalar a continuación del numeral 32, ex 25, el siguiente numeral, nuevo:

“33) Reemplázase el artículo 102 por el siguiente:


“Artículo 102.- Las federaciones, confederaciones e institutos auxiliares, serán considerados como cooperativas para todos los efectos legales y reglamentarios, para todos aquellos casos que este tipo de entidades desarrollen actividades económicas al servicio de sus entidades socias o terceros.


En la medida que las federaciones y confederaciones de cooperativas solo desarrollen actividades de representación de sus entidades sociales, serán consideradas como organismos de representación, para todos los efectos legales y reglamentarios, debiendo informar anualmente sus actas y balances.”.”. (Indicación N° 17, con modificaciones). (Unanimidad, 5x0).
o o o o o

Números 26, 27, 28 y 29
Pasan a ser números 34, 35, 36 y 37 respectivamente, sin modificaciones.
o o o o o


--Intercalar a continuación del numeral 37, ex 29, los siguientes numerales, nuevo:

“38) Suprímese el artículo 115. (Indicación N° 17 b). (Mayoría 3 x 1 abstención).

39) Modifíquese el artículo 116 del siguiente modo:

a.- Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente


“A falta de acuerdo de las partes, el nombramiento se hará por la justicia ordinaria, en la forma establecida en el Código de Procedimiento Civil para el nombramiento de peritos. 
b.- Suprímase el inciso tercero.”.”.  (Indicación N° 17 c, con modificaciones). (Mayoría, 3 x 1 abstención).
o o o o o

Números 30 y 31
Pasan a ser números 40 y 41, sin modificaciones.

o o o o o


--Agregar los siguientes artículos nuevos:


-“Artículo segundo.- Reemplázase, en el artículo único de la ley N° 20.638, que establece el Día Nacional de las Cooperativas, la frase “primer sábado del mes de julio” por la expresión “14 de noviembre”.”. (Indicación N° 32). (Unanimidad, 4x0).

-“Artículo tercero.- Suprímese, en el inciso primero del artículo único de la ley Nº 18.108, que establece normas sobre descuentos por planillas al personal de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, y en el artículo 169 decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, las expresiones “de consumo o de vivienda”.”. (Indicación N° 33, con modificaciones. Unanimidad, 3x0).
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo tercero


--Eliminarlo. (Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).

o o o o o


--Agregar los siguientes artículos transitorios, nuevos:


-“Artículo tercero.- Las cooperativas tendrán un plazo de 3 años contados desde la promulgación de esta ley para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 24, inciso décimo.”. (Indicación N° 37, con modificaciones. Unanimidad 3x1).


-“Artículo cuarto.- Los valores acumulados a la fecha de entrada en vigencia de esta ley en la reserva del artículo sexto transitorio del Decreto con Fuerza de Ley N° 5 de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas se deberán traspasar al fondo de reserva legal, contenido en el artículo 38 de esta ley.”. (Indicaciones N°s 34, con modificaciones, y 35). (Mayoría, 4x1).

o o o o o

__________

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo primero.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la ley General de Cooperativas:


1) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 1°:


“Deben también tender a la inclusión, así como también, valorar la diversidad y promover la igualdad de derechos entre sus asociadas y asociados.”. 


2) Agrégase al artículo 4° el siguiente inciso segundo:


“Para todos los efectos legales se entenderá que son operaciones de la cooperativa celebradas con los socios todos aquellos actos, contratos y convenciones celebrados entre aquéllas y éstos en cumplimiento de su objeto y finalidades específicas contempladas en las normas legales y estatutarias respectivas, incluyendo aquellos que la cooperativa celebre con terceros en cumplimiento de dicho objeto y finalidades. Por lo tanto, los ingresos derivados de estas operaciones tienen el carácter  de ingresos provenientes de operaciones con socios.”.


3) Sustitúyese en la letra f) del artículo 6°, a continuación de la expresión “una vez al año”, la frase “dentro del cuatrimestre siguiente a la confección del balance” por “dentro del primer semestre”.

4) Incorpórase el siguiente artículo 8° bis:


“Artículo 8° bis: La publicación de los extractos de los actos concernientes a la constitución, modificación y disolución de las cooperativas que esta ley establece se regirá por lo dispuesto en el artículo 4° de la ley N° 20.494.”.


5) Reemplázase en el artículo 12 la expresión “Subsecretario de Economía, Fomento y Reconstrucción” por la expresión “Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño”.


6) En el artículo 13, sustitúyese en el inciso primero el vocablo “diez” por “cinco”.

7) Sustitúyese el artículo 19 por el siguiente:


“Artículo 19: La persona que haya perdido la calidad de socio por renuncia o exclusión y los herederos del socio fallecido tendrán derecho a la devolución del monto actualizado de sus cuotas de participación.


Dicha devolución quedará condicionada a que con posterioridad al cierre del ejercicio precedente, se hubieren enterado aportes de capital por una suma al menos equivalente al monto de las devoluciones requeridas por estos conceptos y se efectuarán siguiendo el orden cronológico de las solicitudes aceptadas.


Sin perjuicio de lo anterior, si la pérdida de la calidad de socio se debe a la exclusión, el plazo para la devolución de las cuotas de participación no podrá ser superior a seis meses, a menos que la causal de exclusión se funde en el incumplimiento del socio de sus obligaciones pecuniarias, económicas o contractuales con la cooperativa.


Las cooperativas podrán considerar en su estatuto plazos o condiciones para la devolución de sus cuotas de participación sólo si éstas significan un tratamiento más beneficioso para el socio en la devolución de dichas cuotas que las establecidas en los incisos precedentes.


Las cooperativas deberán constituir e incrementar cada año un fondo de provisión del 2% de sus remanentes, destinado sólo a la devolución de cuotas de participación, en casos excepcionales, los que deberán ser determinados en términos explícitos y claros por la junta general de socios.


Estas disposiciones, con excepción del inciso primero, no serán aplicables a las cooperativas de ahorro y crédito bajo la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las cuales se regirán por sus normas especiales y por las disposiciones que establezca el Consejo del Banco Central de Chile.


La renuncia sólo podrá ser rechazada en los casos previstos en los estatutos o en otras normas aplicables a las cooperativas.


La adopción de alguno de los acuerdos señalados en las letras e), g), h), m) y n) del artículo 23, y la modificación sustancial del objeto social, como por ejemplo aquella que implique la realización de nuevas actividades no relacionadas directa o indirectamente con el objeto original, concederá derecho al socio disidente a retirarse de la cooperativa, la que no podrá rechazar la renuncia en ningún caso.


Se considerará socio disidente a aquél que en la respectiva junta se hubiere opuesto al acuerdo pertinente o que, no habiendo concurrido a la junta, manifieste su disidencia por escrito a la cooperativa, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en que se adoptó el acuerdo.


El socio disidente que se retire de la cooperativa tendrá derecho a que se le pague el valor de sus cuotas de participación dentro del plazo de noventa días, o en el plazo señalado en los estatutos si fuere inferior, a contar de la fecha de presentación de la solicitud de retiro.


El derecho a retiro deberá ser ejercido dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la junta general de socios haya adoptado el acuerdo que lo motiva, mediante comunicación escrita dirigida a la cooperativa en la que el socio deberá expresar claramente su voluntad de retirarse por estar en desacuerdo con la decisión de la junta respectiva. Dicha comunicación deberá enviarse por carta certificada o por intermedio de un notario público que así lo certifique. No se exigirá esta formalidad cuando el gerente o quien haga sus veces deje constancia escrita de la recepción de la comunicación referida.


El consejo de administración podrá convocar a una nueva junta general que deberá celebrarse a más tardar dentro de los treinta días siguientes contados desde el vencimiento del plazo para ejercer el derecho a retiro, a fin de que se reconsideren o ratifiquen los acuerdos que motivaron su ejercicio. Si en dicha junta se revocaren los mencionados acuerdos, caducará el referido derecho a retiro; si se ratificaren, no se abrirá un nuevo plazo para ejercerlo.”.


“8) Agrégase el siguiente artículo 19 bis, nuevo:


“Artículo 19 bis: Tratándose de las cooperativas de ahorro y crédito, en ningún caso podrá devolverse cuotas de participación sin que se hubieren enterado en la cooperativa previamente aportes de capital por una suma al menos equivalente al monto de las devoluciones requeridas por causa legal, reglamentaria o estatutaria, que la haga exigible o procedente. Dichos pagos serán exigibles y deberán efectuarse atendiendo estrictamente a la fecha en que tenga lugar la circunstancia que las causa, teniendo preferencia para su cobro el socio disidente.


La Cooperativa no podrá efectuar, directa o indirectamente, repartos de remanentes o de excedentes, devoluciones de los montos enterados por los socios de la Cooperativa a causa de la suscripción de cuotas de participación o pago de intereses al capital, si por efecto de dichos repartos, devoluciones o pagos infringiera las disposiciones que establezca el Consejo del Banco Central de Chile al efecto.”.

9) Sustitúyese, en el inciso octavo del artículo 22, la expresión “no pudiendo en caso alguno prolongarse su período por más de un año” por “no pudiendo en caso alguno prolongarse su período por más de tres años”.


10) Modifícase el artículo 23 en los siguientes términos:


a) Intercálase la siguiente letra d), nueva, cambiando las demás su orden correlativo:


“d) La elección o revocación del gerente administrador y del inspector de cuentas, en el caso de las cooperativas con 20 socios o menos.”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo, a continuación de la expresión “las letras”, la frase “d), e), g), h), i), j), k), l), m) y n)”, por “e), f), h), i), j), k), l), m), n) y ñ)”.


c) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“La citación a junta se efectuará por medio de un aviso de citación que se publicará en un medio de comunicación social, con una anticipación de no más de 15 días ni menos de 5 días de la fecha en que se realizará la junta respectiva. Deberá enviarse, además, una citación a cada socio, por correo regular o correo electrónico, al domicilio o dirección de correo electrónico que éste haya registrado en la cooperativa, con una anticipación mínima de quince días a la fecha de celebración de la junta respectiva, la que deberá contener una relación de las materias a ser tratadas en ella y las demás menciones que señale el reglamento.”.


11) Modifícase el artículo 24 en los siguientes términos:


a) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser quinto, y así sucesivamente:


“Las personas jurídicas señaladas en el inciso precedente no podrán por sí o a través de cualquiera de sus empresas relacionadas, percibir por sus cuotas de participación, intereses superiores u obtener condiciones más ventajosas o un trato más benévolo en materia de servicios, que aquellos que la cooperativa otorga a la generalidad de los socios. Tampoco tendrán derecho a percibir los excedentes que se generen.”.


b) Agréganse los siguientes incisos octavo, noveno, décimo y décimo primero:


“Las cooperativas que tengan 20 socios o menos podrán omitir la designación de un consejo de administración y, en su lugar, podrán designar a un gerente administrador, al cual le corresponderán las atribuciones que esta ley y su reglamento confieren al consejo de administración. Sin embargo, la Junta General podrá disponer que el gerente administrador pueda desempeñar el total o parte de las atribuciones correspondientes al Consejo de Administración, en conjunto con uno o más socios que deberá designar.


Las cooperativas señaladas en el inciso anterior tampoco estarán obligadas a designar una junta de vigilancia, en cuyo caso deberán designar un inspector de cuentas titular y un suplente, que tendrán las atribuciones que esta ley y su reglamento confieren a la junta de vigilancia.

Los órganos colegiados de las Cooperativas deberán asegurar la representatividad de todos sus socias y socios. Para ello, y siempre que la inscripción de candidatos y candidatas lo permita, el porcentaje que represente cada género entre los asociados deberá verse reflejado proporcionalmente en el órgano colegiado respectivo. El estatuto social de cada cooperativa deberá establecer el mecanismo de ponderación que permita dar cumplimiento a esta norma.


El incumplimiento de las disposiciones contenidas en este artículo en ningún caso afectará la validez de los actos efectuados por los referidos órganos colegiados, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 58 y 58 bis de esta ley.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final:


“Los trabajadores tanto del sector Público como del sector Privado, que ocupen cargos de consejeros en cualquier cooperativa, gozarán de los permisos reconocidos en el Código del Trabajo y en la Ley Nº 19.296, para directores y delegados sindicales, y directores de asociaciones de funcionarios, respectivamente, para asistir a reuniones del Consejo o a citaciones dispuestas por la autoridad fiscalizadora.”.


12) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 25, la frase “el inciso primero del artículo 61” por “la letra d) del artículo 23”.


13) Sustitúyese en el artículo 29, a continuación de la expresión “mencionados en”, la frase “el inciso precedente” por “el artículo 123”.


14) Modifícase el artículo 31 en los siguientes términos:


a) Sustitúyese el inciso tercero por el que sigue:


“La participación de los socios en el patrimonio se expresará en cuotas de participación, cuyo valor será el que resulte de la suma del valor de sus aportes de capital y las reservas voluntarias, menos las pérdidas existentes, dividido por el total de cuotas de participación emitidas al cierre del período.”.


b) Reemplázase en el inciso cuarto, a continuación de la expresión “actualizará”, la palabra “periódicamente” por “anualmente”.


15) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 34, el artículo “Las” por la locución “Para los efectos tributarios las”.


16) Sustitúyense los incisos tercero y cuarto del artículo 38 por los siguientes:


“Las cooperativas deberán constituir e incrementar un fondo de reserva legal con el equivalente al 18% de su remanente anual, el que se destinará a cubrir las pérdidas que se produzcan y tendrá el carácter de irrepartible mientras dure la vigencia de la cooperativa.


Se exceptúan de esta obligación las cooperativas que cumplan copulativamente los siguientes requisitos, las que podrán por acuerdo de la Junta General de Socios, repartir entre sus socios la totalidad del remanente del ejercicio:


a) Que su patrimonio sea mayor a 200.000 unidades de fomento;


b) Que el resultado de la división entre su patrimonio y el pasivo total sea igual o superior a 2.


Asimismo, se exceptúa de las disposiciones anteriores a las cooperativas de ahorro y crédito supervisadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de trabajo, campesinas y de pescadores.


En el caso de las cooperativas abiertas de viviendas, deberán constituir a lo menos el 70% del remanente generado como fondo de reserva no susceptible de reparto hasta su disolución y posterior liquidación. Con todo, por acuerdo de la Junta General de Socios, se podrá dar este tratamiento hasta el 100% del remanente del ejercicio.


La reserva legal se incrementará con los intereses al capital y los excedentes distribuidos por la Junta General que no hayan sido retirados por los socios, dentro del período de 5 años, contado de la fecha en que se haya acordado su pago. El reglamento establecerá el procedimiento para notificar oportunamente a los socios titulares de excedentes no retirados la existencia de los mismos, en forma previa a que opere el incremento de la reserva legal.”.

17) Elimínase, en el inciso primero del artículo 39, la frase “y las de ahorro y crédito”.


18) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 40, la expresión “Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño”.

19) Modifíquese el artículo 54 del siguiente modo:

a.- Reemplácese las expresiones “inciso segundo” por las expresiones “inciso tercero”. 


b.- Suprímase la siguiente frase: “de consumo o de ahorro y crédito”.”.

20) Agregase el siguiente artículo  54 bis:


“Artículo 54 bis: Tratándose de funcionarios del sector público, el límite para los descuentos voluntarios por planilla establecido en el artículo 96 del Estatuto Administrativo, será de un 25%, cuando los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el funcionario sea socio.


Los pensionados beneficiarios de pensiones de vejez, sobrevivencia u orfandad, sea que estén afiliados al sistema público o privado de pensiones, podrán solicitar a las instituciones pagadoras, el descuento de hasta un 25% del valor de sus pensiones, incluidos los créditos de auxilio social de las cajas de compensación de asignación familiar, siempre que los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el pensionado sea socio.


21) Sustitúyese, en el artículo 55, la expresión “en el artículo precedente” por la siguiente: “en los artículos precedentes”. 

22) Sustitúyese el artículo 58 por el siguiente:


“Artículo 58: Constituirán infracción de las obligaciones establecidas en esta ley las siguientes:


a) Dificultar o impedir arbitrariamente el ejercicio de cualesquiera de los derechos reconocidos en esta ley.


b) Impedir u obstruir el ejercicio de las funciones fiscalizadoras y de inspección del Departamento de Cooperativas.


c) Denegar la entrega de información al Departamento de Cooperativas o a los socios, cuando éstos tengan facultades para solicitarla.


d) Incumplir las instrucciones impartidas por el Departamento de Cooperativas.


e) Incumplir cualesquiera de las obligaciones a que hace referencia esta ley, su reglamento y los estatutos que no esté descrita y sancionada en una norma especial.”.


23) Agrégase el siguiente artículo 58 bis:


“Artículo 58 bis: Los consejeros, gerentes, liquidadores, inspectores de cuentas, integrantes de la junta de vigilancia, de la comisión liquidadora y del comité organizador y los socios de las cooperativas con los cuales el gerente deba ejercer sus atribuciones en mérito de lo establecido en el artículo 24, que incurran en las infracciones descritas en el artículo anterior, o en incumplimiento de las instrucciones que les imparta el Departamento de Cooperativas, podrán ser objeto de la aplicación por éste de una multa a beneficio fiscal, la que deberá ser cumplida solidariamente por los infractores, hasta por un monto global por cooperativa equivalente a 50 unidades tributarias mensuales. Si se tratare de una infracción reiterada de la misma naturaleza, la multa podrá alcanzar hasta un monto de 100 unidades tributarias mensuales, aumentables a 250 si se infringiera nuevamente la misma obligación. Lo anterior, sin perjuicio de las disposiciones establecidas en otros cuerpos legales y de la disolución de la cooperativa por aplicación de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 43 de esta ley, si correspondiere.


Respecto de aquellas cooperativas que superen las 200.000 unidades de fomento de patrimonio, las multas señaladas precedentemente podrán ser aplicadas en su duplo. Con todo, respecto de las cooperativas que superen las 400.000 unidades de fomento de patrimonio, las multas podrán ser aplicadas en el triple del monto.


En el caso de las cooperativas de trabajo, campesinas, de pescadores, de abastecimiento, distribución de agua potable y escolares, cuyo capital aportado por los socios no exceda de 20.000 unidades de fomento, no se cursarán multas, sino que en caso necesario el organismo fiscalizador aplicará lo dispuesto a partir del inciso quinto del presente artículo, aun cuando la infracción no sea reiterada.


Para la aplicación y efecto de este artículo, se entenderá por infracción reiterada aquella transgresión que, habiendo dado origen a una multa, siga ejecutándose luego de haberse otorgado un plazo para rectificar la acción u omisión sancionada.


El monto específico de la multa será determinado por el Departamento de Cooperativas, apreciando la gravedad de la infracción, las consecuencias del hecho y la capacidad económica del infractor.


En caso de infracciones reiteradas a los estatutos, a esta ley o a su reglamento, el Departamento de Cooperativas podrá instruir, mediante resolución fundada, la celebración de una junta general de socios, la que deberá realizarse en un plazo no superior a treinta días, contado desde la notificación del oficio respectivo.


Dicha junta general tendrá por objeto lo siguiente:


a) Informar a los socios las infracciones que hayan originado la citación a ella.


b) Pronunciarse respecto de la revocación o ratificación en sus cargos de las personas infractoras.


c) En caso que las personas infractoras no fueren ratificadas en sus cargos, deberán asumir los suplentes respectivos, si los hubiere. En el caso que no quisieren o no pudieren asumir la titularidad de los cargos, la misma junta general de socios deberá realizar la elección para ocupar el o los cargos vacantes.


El Departamento de Cooperativas podrá nombrar a un funcionario de su dependencia que tendrá la facultad de recopilar la información relevante de la cooperativa, la que será presentada ante la junta general de socios antedicha.


En el tiempo intermedio entre la notificación de la resolución que instruya la realización de la junta general de socios a la que hace referencia el inciso precedente y la celebración de la misma, los infractores que tengan facultades de administración de la cooperativa sólo podrán ejecutar los actos y celebrar los contratos indispensables para el correcto funcionamiento de la cooperativa, evitar la paralización de sus actividades o el incumplimiento por parte de aquella de obligaciones legalmente contraídas, sin perjuicio de las multas establecidas en esta ley.


En el evento que la responsabilidad por las infracciones reiteradas recayese en el gerente general de la cooperativa, el consejo de administración deberá proceder al nombramiento de un reemplazante en dicho cargo, en sesión especialmente citada al efecto, la que no podrá desarrollarse en un plazo superior a diez días, contado desde la notificación de la resolución fundada que así lo instruya.


El jefe del Departamento de Cooperativas deberá comunicar al Ministerio Público los hechos que revistan caracteres de delito de los cuales tome conocimiento con motivo del ejercicio de su función fiscalizadora en alguna institución sometida a su supervisión y fiscalización.”.


24) Derógase el artículo 61.


25) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 84, el guarismo “7.000” por “6.000” y el guarismo “300” por “200”.


26) Elimínase, en el inciso final del artículo 85, la frase “un máximo de 300 socios y las que tengan”.


27) Modifícase el artículo 86 en los siguientes términos:


a) Sustitúyese la letra o) por la siguiente:


“o) Previa autorización del organismo fiscalizador respectivo, constituir en el país sociedades filiales, ser accionistas o tener participación en una sociedad o cooperativa de apoyo al giro, en conformidad al título IX de la ley General de Bancos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda.


La resolución a que hace mención el artículo 73 de la Ley General de Bancos, respecto de las cooperativas de ahorro y crédito sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, podrá ser fundada en todo caso, en la existencia de deficiencias en su gestión que no la habilita para acceder a la nueva actividad. En ningún caso se entenderá aprobada la solicitud en el evento previsto en el inciso segundo del artículo 73.”.


b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente: 


“Para la realización de las operaciones establecidas en las letras b) y g), en lo referente a mutuos hipotecarios endosables, h), i), k), n) y o), en lo relacionado a la constitución de sociedades filiales, las cooperativas de ahorro y crédito deberán contar con un patrimonio igual o superior a 400.000 unidades de fomento y encontrarse sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.”.


28) Agrégase el siguiente artículo 87 bis:


“Artículo 87 bis: Asumida la supervisión y fiscalización por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio exceda las 400.000 unidades de fomento deberán acreditar, a satisfacción del organismo indicado, que cuentan con las instalaciones, recursos humanos, tecnológicos, procedimientos y controles necesarios para desarrollar adecuadamente sus funciones y operaciones. En lo que sea compatible con su naturaleza, quedarán sujetas a las disposiciones de la ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, con exclusión de sus artículos 123, inciso quinto, y 132, inciso segundo, y sus administradores deberán cumplir los requisitos de integridad contemplados en la letra b) del artículo 28 de la referida ley.


Asimismo, el administrador provisional que se designe en conformidad al artículo 24 del citado cuerpo legal, estará facultado para enajenar todo o parte sustancial de los activos de la referida entidad, previo informe a la Junta General de Socios de la Cooperativa de Ahorro y Crédito, sobre su conveniencia económica y sus efectos en la estabilidad financiera de la cooperativa. También será aplicable a estas cooperativas, en lo pertinente, lo dispuesto en el artículo 58 bis de esta ley. En tal caso, las facultades señaladas en dicho artículo deberán ser ejercidas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


En todo caso, las observaciones que formule la Superintendencia sobre cualquiera de los aspectos mencionados en el inciso primero deberán ser resueltas dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se comunique el plan de regularización correspondiente y, si así no lo hiciere, se podrán aplicar a la cooperativa cualquiera de las medidas previstas en los artículos 20 y 24, del referido cuerpo legal y, en último término, resolver sobre su disolución anticipada conforme al artículo 130 del mismo, y decretar su liquidación forzada.

Las normas de carácter general relativas a las cooperativas de ahorro y crédito que se dicten, deberán considerar las particularidades y perfil de riesgo de dichas instituciones financieras no bancarias y deberán ser compatibles con las características fundamentales de las cooperativas a que se refiere el artículo 1° de la presente ley.”. 


29) Agrégase el siguiente artículo 87 ter:


“Artículo 87 ter: Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 87 de esta ley, aquellas cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio sea inferior a 400.000 unidades de fomento, podrán voluntariamente acogerse a un procedimiento de revisión anticipada por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a costa de la cooperativa, manteniéndose en todo caso sujetas a la supervisión del Departamento de Cooperativas.


La cooperativa podrá presentar un prospecto a la Superintendencia, solicitando acogerse al procedimiento de revisión anticipada, el cual deberá ser acompañado de un plan de desarrollo de negocios para los siguientes tres años de funcionamiento.”.

30) Sustitúyese el artículo 89 por el siguiente:


“Artículo 89: Las Cooperativas de Ahorro y Crédito no podrán tener un patrimonio inferior a 3.000 unidades de fomento, el que al momento de su constitución deberá ser acreditado mediante un capital pagado equivalente en pesos, calculado al valor de la unidad de fomento al último día del mes anterior al que se presenta el estudio socio económico al Departamento de Cooperativas.”. 


31) Elimínase el inciso segundo del artículo 91.


32) Agrégase, en el inciso primero del artículo 98, a continuación de la frase “domicilios en la cooperativa” la siguiente: “o por correo electrónico a la dirección de correo electrónico que cada socio haya registrado en la cooperativa”.


33) Reemplázase el artículo 102 por el siguiente:


“Artículo 102.- Las federaciones, confederaciones e institutos auxiliares, serán considerados como cooperativas para todos los efectos legales y reglamentarios, para todos aquellos casos que este tipo de entidades desarrollen actividades económicas al servicio de sus entidades socias o terceros.


En la medida que las federaciones y confederaciones de cooperativas solo desarrollen actividades de representación de sus entidades sociales, serán consideradas como organismos de representación, para todos los efectos legales y reglamentarios, debiendo informar anualmente sus actas y balances.”.


34) Derógase el artículo 107.


35) Elimínase, en el inciso primero del artículo 109, la siguiente frase final: “o que tengan más de 500 socios”.


36) Reemplázase, en el número 3) del artículo 109, la frase “el artículo 61” por “la letra d) del artículo 23”.


37) Reemplázase, en el inciso final del artículo 111, la expresión “Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “Ministerio de Economía, Fomento y Turismo”.


38) Suprímese el artículo 115. 


39) Modifíquese el artículo 116 del siguiente modo:

a.- Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente


“A falta de acuerdo de las partes, el nombramiento se hará por la justicia ordinaria, en la forma establecida en el Código de Procedimiento Civil para el nombramiento de peritos. 

b.- Suprímase el inciso tercero.


40) Agrégase el siguiente artículo 123 bis:


“Artículo 123 bis: Los libros y registros sociales de las cooperativas podrán llevarse por cualquier medio que ofrezca seguridad de que no podrá haber intercalaciones, supresiones u otra adulteración que pueda afectar su fidelidad.”.


41) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 7° transitorio, la expresión “deudor” por “acreedor.”.

Artículo segundo.- Reemplázase, en el artículo único de la ley N° 20.638, que establece el Día Nacional de las Cooperativas, la frase “primer sábado del mes de julio” por la expresión “14 de noviembre”.


Artículo tercero.- Suprímese, en el inciso primero del artículo único de la ley Nº 18.108, que establece normas sobre descuentos por planillas al personal de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, y en el artículo 169 decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, las expresiones “de consumo o de vivienda”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La exigencia de un patrimonio mínimo de 3.000 unidades de fomento a las cooperativas de ahorro y crédito no se aplicará a las cooperativas ya constituidas. Sin embargo, éstas deberán mantener como patrimonio el mínimo exigido por el decreto con fuerza de ley N°5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la ley General de Cooperativas.


Artículo segundo.- Las cooperativas de importancia económica deberán adecuar sus estatutos a lo establecido en esta ley dentro de un plazo de tres años, contado desde su entrada en vigencia; el resto de las cooperativas deberá hacerlo junto con la primera reforma de estatutos que acuerden.

Artículo tercero.- Las cooperativas tendrán un plazo de 3 años contados desde la promulgación de esta ley para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 24, inciso décimo.

Artículo cuarto.- Los valores acumulados a la fecha de entrada en vigencia de esta ley en la reserva del artículo sexto transitorio del Decreto con Fuerza de Ley N° 5 de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas se deberán traspasar al fondo de reserva legal, contenido en el artículo 38 de esta ley.

______________

Acordado en sesiones celebradas en las siguientes fechas:


1.- Los días 16 y 18 de diciembre de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Alberto Espina Otero, José García Ruminot (Carlos Kuschel Silva), Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín. 


2.- Los días 7, 14 y 19 de mayo; 4 y 11 de junio; 2 de julio; 8 y 22 de octubre; 12 y 19 de noviembre de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores Alejandro Navarro Brain, Jaime Orpis Bouchon y Eugenio Tuma Zedán. 

_________


Sala de la Comisión, a 26 de noviembre de 2014.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA EL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 5, DE 2003, DEL MINISTERIO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y RECONSTRUCCIÓN, QUE FIJA EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY GENERAL DE COOPERATIVAS
(8.132-26)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, con urgencia calificada de “suma”. 

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del  Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, la Subsecretaria de Economía y Empresas de Menor Tamaño, señora Katia Trusich; el Jefe de la División Asociatividad y Economía Social, señor Mario Radrigán; el asesor, señor Adrián Fuentes, y la Abogada de la Subsecretaría, señora Aisén Etcheverry.
Del Ministerio de Hacienda, el asesor, señor Alberto Cuevas.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.
Del Instituto Igualdad, los asesores, señora Lía Arroyo y Sebastián Bastías.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor, señor Samuel Argüello.
El asesor del Honorable Senador Montes, señor Gabriel Galaz.
El asesor del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.
El asesor del Honorable Senador García, señor Tomás Zamora.
El asesor del Honorable Diputado Jaramillo, señor Carlos Rubio.

El Coordinador del Comité UDI, señor Giovanni Calderón.

De la Federación Chilena de Cooperativas de Ahorro y Crédito, FECRECOOP, el Presidente, señor Guillermo Aqueveque, y la Gerente, señora María Angélica Muñoz.
De Cooperativas de Ahorro y Crédito Asociadas, COOPERA, el Presidente, señor Alex Figueroa.

De la Cooperativa CAPUAL, el Gerente, señor Víctor Ramírez.

De la Cooperativa Coopeuch, el Fiscal, señor Juan Pablo Rivadeneira, y el Asesor de Coopeuch Valparaíso, señor Juan Eduardo Bello.

De la Cooperativa Lautaro Rosas, el Gerente General, señor Jaime Rodenas.

De Imaginacción, la Consultora Senior en Asuntos Públicos, señora Marcela Alt, y el asesor, señor Juan Pablo Rivadeneira.
- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los numerales 2), 23) y 28) del artículo primero permanente, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Economía, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

1. Flexibilizar los requisitos necesarios para la constitución de las cooperativas y fortalecer su capacidad de gestión, preservando su carácter participativo.

2. Incentivar la eficiencia económica y la sustentabilidad financiera del sistema, otorgándole estabilidad patrimonial.

3. Actualizar y modificar el marco normativo de las Cooperativas de Ahorro y Crédito.

4. Otorgar al Departamento de Cooperativas, mejores facultades para sancionar las malas prácticas de las administraciones.
- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de que la Comisión de Hacienda no introdujo modificaciones respecto del texto que propone la Comisión de Economía.

Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Economía. 

- - -

DISCUSIÓN


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, el Honorable Senador señor Zaldívar manifestó haber formado parte de la Comisión de Economía durante la tramitación del presente proyecto de ley, en el año 2013, por lo que se formó una opinión acerca de que en nuestro país se ha descuidado la reglamentación y potenciamiento de las cooperativas y el cooperativismo. 

Señaló que en el exterior, el sector de las cooperativas, tiene gran importancia económica y cuenta con una reglamentación especial por no estar entre sus objetivos principales la generación de utilidades como ocurre en el sector privado empresarial.

Observó que existe un problema adicional, que es el relativo a la debilidad del Departamento de Cooperativas del Ministerio en cuanto a estructura y organización.

Agregó que en el caso de las cooperativas de ahorro y crédito, en que se distingue su fiscalización de acuerdo al monto del patrimonio (siete de ellas quedan bajo supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, SBIF), se da la situación en que cooperativas de menor tamaño provocan conflictos graves debido a que no han sido fiscalizadas como correspondería.

Asimismo, indicó que se verifican casos en que se incentiva a personas a efectuar operaciones similares a depósitos con tasas de interés atractivas y que, en realidad, son suscripciones de cuotas como socios de la cooperativa, lo que provoca que, cuando quieren retirar la inversión, la cooperativa responde –en algunos casos- que no puede efectuar la devolución si es que no aparece otra persona que asuma su calidad de socio y aporte un monto similar al que quieren retirar.

Expresó ser partidario que la totalidad de las cooperativas de ahorro y crédito queden bajo la supervigilancia de la SBIF y no del Departamento de Cooperativas.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que -junto al Honorable Senador señor Zaldívar- representan una zona en que las cooperativas tienen gran importancia e implican un tema sensible para la población.

Planteó que el numeral 28) del artículo primero, que introduce un artículo 58 bis, nuevo, es particularmente importante porque las cooperativas han planteado que la desigualdad de tratamiento que se produce al quedar fiscalizadas por el Departamento de Cooperativas o por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, generará serios problemas para que perdure la operación de las cooperativas de ahorro y crédito de mayor patrimonio, que serán reguladas por la SBIF.

El Honorable Senador señor Zaldívar acotó  que las cooperativas que serán fiscalizadas por la Superintendencia, hoy también se encuentran bajo la supervigilancia de dicho organismo.

Observó que es en el área de las cooperativas de ahorro y crédito donde se debe ser más cuidadoso en la regulación y supervisión, debido a que es el ámbito más susceptible de presentar problemas respecto de quienes se transforman en cooperados.

Agregó que las cooperativas de ahorro y crédito, en promedio, son menos exigentes para otorgar préstamos a las personas, pero, al mismo tiempo, los otorgan con tasas muy altas, que rondan la máxima convencional, y a veces la superan.

El Honorable Senador señor Coloma sostuvo que también debe tenerse en cuenta que las cooperativas sometidas a supervigilancia de la Superintendencia, deben cumplir con exigencias propias de un banco, pero no pueden acceder a mecanismos de soporte o auxilio respecto del sistema financiero, a los que los bancos sí tienen acceso.

El Honorable Senador señor Montes destacó y valoró la importancia de las cooperativas desde el punto de vista histórico e internacional, pero en nuestro país sufrieron una baja en su importancia e impacto en las últimas décadas, y le gustaría saber qué se está pensando a nivel general como rol para las cooperativas en el futuro.
Expuso que las cooperativas para la vivienda deben ser estudiadas a fondo y reformularse, en atención a que cumplen un rol fundamental, especialmente en las zonas rurales.

Agregó que la supervigilancia del conjunto del mercado financiero requiere de modificaciones, y compartió la postura que plantea que debiera ser la Superintendencia la que se haga cargo de regular las cooperativas de ahorro y crédito.

Asimismo, planteó que el Departamento de Cooperativas debiera exponer su diagnóstico acerca del potencial de las cooperativas de ahorro y crédito para mejorar el sistema crediticio del país.
En la siguiente sesión, la Subsecretaria de Economía y Empresas de Menor Tamaño, señora Katia Trusich, efectuó una exposición, en formato power point, del siguiente tenor:

Impactos Esperados

1. Fomentar el desarrollo de cooperativas en Chile.

2. Minimizar los costos de administración.

3. Efectos positivos en el gobierno corporativo y en la gestión de las cooperativas.

4. Interpretar ciertos aspectos no clarificados con la actual Ley General de Cooperativas.

5. Otorgar estabilidad patrimonial al sector cooperativo.

Antecedentes y situación actual sector cooperativo a nivel internacional y en Chile

a) Definición y principios básicos del cooperativismo.
La Alianza Cooperativa Internacional define a una cooperativa como:

“Una cooperativa es una asociación autónoma de personas que se han unido voluntariamente para hacer frente a sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales comunes por medio de una empresa de propiedad conjunta y democráticamente controlada”, es decir, las cooperativas no son sociedades mercantiles tradicionales”.
Los principios cooperativos reconocidos a nivel mundial son los siguientes:

· Membrecía abierta y voluntaria
· Control democrático de los miembros
· Participación económica de los miembros
· Autonomía e independencia 
· Educación, entrenamiento e información
· Cooperación entre cooperativas
· Compromiso con la comunidad
b) Antecedentes destacados del sector cooperativo a nivel internacional.
- El sector Cooperativo a nivel internacional reúne en la actualidad a más de 1.000 millones de socios en más de 800.000 empresas en todo el planeta.
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c) Antecedentes históricos del sector cooperativo en Chile.
1.- Las dos primeras cooperativas se constituyen en Chile el año 1867 siendo del rubro trabajo.

2.- La primera Ley de Cooperativas se promulga en Chile el año 1924, regularizándose de esta forma un desarrollo de este tipo de empresas desde el punto de vista jurídico. Con el tiempo se dictaron en el país diversas legislaciones referentes al sector cooperativo, hasta llegar al actual decreto con fuerza de ley N° 5 del año 2003.

3.- El sector cooperativo ha tenido un desarrollo a nivel nacional con altos y bajos, pero manteniendo su continuidad histórica, presencia en todas las regiones del país y prácticamente en todos los sectores de actividad económica y social, existiendo diversas cooperativas que son líderes en su sector de actividad, tanto en el ámbito agrícola, servicios financieros como también vivienda, entre otros.
d) Situación actual del sector cooperativo.
Activos


: US$ 4.703 millones 
Patrimonio


: US$ 2.040 millones 
Facturación


: US$ 1.186 millones
Socios



: 1.697.972 socios
N° Cooperativas 

: 1.324 Cooperativas Vigentes y Activas
Aporte al PIB

: 1,1%
Nota: Fuente-Información DECOOP Dic. 2013. Se considera cooperativa activa aquella que ha remitido información contable y/o societaria en los últimos 3 años
e) Cooperativas vigentes y activas distribuidas geográficamente

	Región
	N° Cooperativas
	Ranking
	Población Económicamente activa (miles)
	Total Socios (Miles)
	%

	XV
	Región de Arica y Parinacota
	15
	12
	82,63
	3,68
	4,45 %

	I
	Región de Tarapacá
	24
	11
	155,93
	0,53
	0,34 %

	II
	Región de Antofagasta
	7
	15
	270,95
	12,71
	4,69 %

	III
	Región de Atacama
	15
	12
	135,42
	0,07
	0,05 %

	IV
	Región de Coquimbo
	70
	8
	336,58
	18,04
	5,36 %

	V
	Región de Valparaíso
	176
	2
	825,89
	90,23
	10,93 %

	R.M.
	Región Metropolitana
	341
	1
	3.386,85
	1.124,82
	33,21 %

	VI
	Región del Libertador B. O’Higgins
	91
	7
	440,74
	21,55
	4,89 %

	VII
	Región del Maule
	92
	6
	463,50
	327,93
	70,75 %

	VIII
	Región del Biobío
	130
	5
	917,43
	67,17
	7,32 %

	IX
	Región de Araucanía
	141
	4
	435,44
	10,69
	2,36 %

	XIV
	Región de Los Ríos
	37
	9
	175,36
	7,79
	4,44 %

	X
	Región de Los Lagos
	144
	3
	416,25
	12,52
	3,01 %

	XI
	Región de Aysén
	26
	10
	55,81
	0,04
	0,07 %

	XII
	Región de Magallanes
	15
	12
	78,85
	0,22
	0,27 %

	Total Cooperativas Vigentes y Activas
	1.324
	 
	8.195,63
	1.697,970
	20,72 %


f) Cooperativas vigentes y activas distribuidas por rubro
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g) Orientaciones básicas que justifican una política de fortalecimiento del sector cooperativo en Chile.

El actual Gobierno está comprometido con el fortalecimiento y desarrollo del sector cooperativo, tal como lo plantea el Programa de Gobierno de la Presidenta Bachelet, especialmente considerando que: 

- El modelo cooperativo es una herramienta poderosa para lograr una mejor distribución de la riqueza, en base a un criterio de equidad y solidaridad.

- El modelo empresarial cooperativo apunta a fortalecer procesos de inclusión social a través de organizaciones de carácter democrático.

- El modelo cooperativo es un esquema de organización económica que fortalece los territorios y los procesos de desarrollo local.

- El modelo cooperativo es un socio privilegiado del Estado pues en una parte significativa de su accionar, generan bienes públicos tales como empleo, acceso a servicios financieros, distribución de energía eléctrica, entre otros.

- Las cooperativas de ahorro y crédito son un instrumento importante de inclusión financiera, como también procesos de ahorro popular, lo que explica en parte su desarrollo en los últimos 25 años.
Continuando con la presentación, el Jefe de la División Asociatividad y Economía Social del Ministerio, señor Mario Radrigán, expuso lo siguiente:
h) Principales ejes del proyecto de ley.
1. Flexibilizar los requisitos necesarios para la constitución de las cooperativas y fortalecer su capacidad de gestión, preservando su carácter participativo.

a. Se rebaja el número mínimo de socios para constituir una cooperativa. 

b. Para cooperativas de 20 socios o menos: se omite la designación de un Consejo de Administración y de una Junta de Vigilancia, los que son reemplazados por un Gerente Administrador y a un Inspector de Cuentas con iguales facultades.

c. Se permite que las Juntas Generales de Socios sean convocadas a través de un medio de comunicación social y por correo electrónico.

d. Se establece como plazo para la celebración de la asamblea de socios, el primer semestre de cada año.

e. Modificaciones en la designación de miembros del Consejo de Administración por personas jurídicas de derecho público o privado. Los socios -personas jurídicas- no podrán por sí o a través de sus empresas relacionadas, percibir por sus cuotas de participación intereses superiores o condiciones más ventajosas o un trato más benévolo en materia de servicios en relación al resto de los socios. Estos socios tampoco tendrían derecho a percibir los excedentes que se generen.

2. Incentivar la eficiencia económica y la sustentabilidad financiera del sistema, otorgándole estabilidad patrimonial.
a. Fortalecimiento de la estabilidad patrimonial.
Todas las cooperativas deberán constituir e incrementar un fondo de reserva legal con el equivalente al 18% del remanente anual de la Cooperativa. Se exceptúa de la obligación de constituir dicho fondo las cooperativas de ahorro y crédito supervisadas por la SBIF, de trabajo, campesinas y pesqueras, de vivienda y aquellas cuyo patrimonio sea mayor a 200.000 U.F., en que el resultado de dividir dicho patrimonio por el pasivo total sea igual o superior a 2, y que en la citada reserva legal alcance al 65% del patrimonio.

b. Participación del socio en el patrimonio.
Se modifica la definición de Cuotas de Participación, eliminando como componentes de las cuotas el ajuste monetario y los excedentes del ejercicio. Por su parte, se establece expresamente que el valor de las cuotas debe actualizarse anualmente.

3. Actualizar y modificar el marco normativo de las cooperativas de ahorro y crédito.
a. Modificación al patrimonio mínimo de las cooperativas de ahorro y crédito.

Se aumenta el patrimonio mínimo necesario de 1.000 U.F. a 3.000 UF.

b. Facultad de constituir o tener participación en sociedades filiales para cooperativas de ahorro y crédito supervisadas y fiscalizadas por la SBIF.
Se propone otorgar a estas cooperativas la facultad de constituir o tener participación en sociedades filiales.

4. Otorgar al Departamento de Cooperativas, mejores facultades para sancionar las malas prácticas de las administraciones

a. Sanciones. Monto global por cooperativa hasta 50 UTM; en el caso de infracciones reiteradas de la misma naturaleza hasta 100 UTM; y en caso de idéntica reiteración hasta 250 UTM. En el caso de las cooperativas que superen las 200.000 UF de patrimonio, la multa se podrá duplicar. Si la cooperativa supera las 400.000 UF de patrimonio, la multa se podrá triplicar.
b. Infracciones Reiteradas. Se faculta al Departamento de Cooperativas, en caso de infracciones reiteradas a los estatutos, a la Ley General de Cooperativas y su reglamento, instruya la celebración de una Junta General de Socios la que tendría por objeto poner en conocimiento de los socios la situación de la cooperativa, además de pronunciarse respecto a la revocación o ratificación en sus cargos de las personas infractoras.

i) Algunos temas discutidos en la Comisión de Economía.
1. Régimen tributario de las cooperativas.
En el marco del análisis de este proyecto de ley durante su discusión en la Comisión de Economía, diversos senadores plantearon indicaciones relativas al tratamiento tributario de las cooperativas. Estas fueron declaradas inadmisibles y solucionadas en el marco de la reforma tributaria. 

2. Perfeccionamiento de la modalidad de descuentos por planilla, para asimilar a los empleados del sector público a los del sector privado.
Se acordó en la Comisión de Economía, de forma unánime, equiparar el monto de descuentos por planilla entre los trabajadores del sector público y del sector privado en un límite homogéneo de 25%, pues hasta la fecha el sector público tenía fijado un límite del 15%.

3. Supervisión de cooperativas de ahorro y crédito por la SBIF.
Se acordó mantener el régimen de fiscalización actual para cooperativas de ahorro y crédito, agregando sólo la facultad de optar por un sistema de evaluación anticipado para aquellas cooperativas que aún no superan el límite de 400.000 UF.

j) Cooperativas de ahorro y crédito en Chile.
- El modelo actual de cooperativas de ahorro y crédito tiene su origen en Chile a finales de la década de los 40 del siglo pasado, promovido muy de cerca por la Iglesia Católica. Hasta fines de la década de los 70, si bien llegaron a ser muy numerosas lo habitual era que tuvieran un número de socios reducido como también un volumen de operaciones pequeño.

- Desde mediados de la década de los 80 se inicia un proceso de rápido desarrollo de algunas cooperativas de este tipo. Por ejemplo, hay que considerar que al año 1991 el total de socios de las 84 cooperativas existentes era de 159.000 socios, y a septiembre del 2014, 45 cooperativas tienen 1.415.000 socios.
Panorama Actual Sector Cooperativas Ahorro y Crédito.
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TOTAL

N° Cooperativas 7                             17               34                              83                 41                          

N° Socios 1.235.324             87               180.148                   13                 1.415.472            

Activos (en US$) 2.479.523.967     92               229.374.628           8                   2.708.898.595    

Colocaciones (en US$) 2.211.246.281     93               173.329.041           7                   2.384.575.322    


Antecedentes sobre su modelo de supervisión:
- De acuerdo a la ley actualmente vigente la supervisión de las cooperativas de ahorro y crédito, CAC, se divide entre la Superintendencia de Bancos y Entidades Financieras, SBIF, y el Ministerio de Economía, a través del Departamento de Cooperativas, DECOOP.

- Todas aquellas cooperativas que superan las 400.000 UF son supervisadas por la SBIF en materias de riesgo financiero y solvencia (actualmente 7 CAC), y aquellas CAC bajo 400.000 UF bajo la fiscalización del DECOOP (actualmente 34). Además, el DECOOP mantiene atribuciones para la totalidad de las CAC en aspectos societarios y de Gobierno Corporativo.

- Es importante señalar que las CAC supervisadas por la SBIF, pueden acceder a ampliar su giro de servicios financieros tales como: garantía estatal a los depósitos, emisión de tarjetas de crédito y débito, emisión de bonos de oferta pública y operar créditos hipotecarios.
Proyecciones para su Desarrollo y Perfeccionamiento del Modelo de Supervisión:
- A contar de noviembre del año 2014 se ha constituido un Grupo de Trabajo conjunto con la participación del Ministerio de Hacienda, la SBIF y el Ministerio de Economía-DECOOP, con los siguientes propósitos:

· Compartir los modelos de supervisión.
· Generar mecanismos proactivos para el traspaso de CAC del DECOOP a la SBIF.
· Compartir información de los procesos de supervisión y coordinar actuaciones conjuntas.
- Complementariamente a lo señalado en el punto anterior, en el marco del trabajo del Consejo Público Privado para el Desarrollo de la Economía Social y Cooperativa, en funcionamiento en el Ministerio de Economía desde junio del 2014, se trabaja en un plan de fortalecimiento del sector de cooperativas de ahorro y crédito que permita fortalecer sus procesos de análisis de riesgo, sus gobiernos corporativos, sus plataformas tecnológicas como también las capacidades de gestión de sus directivos y profesionales.
El Honorable Senador señor Coloma consultó por el único punto del proyecto de ley que generaría un cierto grado de conflicto, que es el control que ejercerá la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras sobre algunas cooperativas de un cierto tamaño. Las dudas nacen, indicó, de la asimetría que se observa en situaciones de conflicto al aplicar a cooperativas la normativa propia de bancos. Puso, como ejemplo, el caso de que una institución tenga problemas de liquidez, en que si se trata de un banco, recurre al Banco Central, pero la cooperativa, con el mismo problema, no puede recurrir al organismo emisor. 

Asimismo, observó que las cooperativas no pueden ofrecer cuentas corrientes, no pueden realizar operaciones de derivados y, en cuanto a patrimonio efectivo, a los bancos se les exige un porcentaje de 8 y a las cooperativas de 10, y el capital básico no puede ser inferior al 3% de los activos, para los bancos, y 5% para las cooperativas.

Señaló que si se rigidiza la actividad de ciertas cooperativas de ahorro y crédito sujetándolas a la normativa de la Superintendencia y, por otro lado, no se les otorgan los beneficios que sí tienen los bancos, puede ocurrir que se las estrangule en su gestión.

El Presidente de la Federación Chilena de Cooperativas de Ahorro y Crédito, FECRECOOP, señor Guillermo Aqueveque, expresó que el proyecto de ley fue presentado el 4 de enero de 2012, pasando en primer término a ser conocida por la Comisión Especial PYMES de la Cámara de Diputados. Desde ese momento, agregó, han efectuado un seguimiento presencial permanente de la tramitación.

Explicó que el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2004, que fijó el texto de la ley general de cooperativas, creó un gran problema para las cooperativas desde el punto de vista de la fiscalización, provocando que de 88 cooperativas de ahorro y crédito existentes a la época se pasara a un total de 48.

Observó que en la elaboración del Mensaje que contiene el proyecto de ley que actualmente se debate, las cooperativas no fueron consultadas ni pudieron dar su opinión. Añadió que de 39 artículos que se pretendía modificar por medio del proyecto de ley, se logró que, en su primer trámite, 31 no fueran enmendados -porque caso contrario, la nueva redacción resultaría más dañina para las cooperativas-, en 4 se logró un consenso sobre su contenido y los otros 4 fueron aprobados tal como se proponían.

Manifestó que, ante la Comisión de Economía del Senado, fueron discutidas y aprobadas indicaciones necesarias desde el punto de vista de las cooperativas, logrando un buen entendimiento en la materia.

Asimismo, indicó que un gran anhelo de las organizaciones que representa FECRECOOP es que se llegue a contar con una Superintendencia de Cooperativas, que dé cuenta de las especificidades de una institución social como es la cooperativa.

Además, señaló que, con el apoyo de la señora Subsecretaria de Economía y Empresas de Menor Tamaño, se creó el Consejo Consultivo Público-Privado de Desarrollo Cooperativo y de Economía Social, del que participan 8 dirigentes de cooperativas, 2 del sector economía social y 8 ministerios, el que está apoyando un nuevo auge del cooperativismo.

Indicó que ante expresiones del anterior Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, señor Raphael Bergoeing, respecto de su preocupación por el funcionamiento de las cooperativas de ahorro y crédito, la respuesta de FECRECOOP fue que sus asociados velan por permitir el acceso al crédito a personas no bancarizadas que no son alcanzadas por la ayuda del Estado ni por otros actores privados. 

Finalizó su intervención expresando que esperan que se mantenga lo ya aprobado por la Comisión de Economía del Senado y lo antes posible el proyecto se convierta en ley de la República.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó  que el proyecto de ley es relevante para el país y se le han introducido numerosos perfeccionamientos durante su tramitación. Asimismo, expresó que quedan observaciones pendientes, como la preocupación por la capacidad institucional del Ministerio para seguir trabajando en el fortalecimiento del movimiento cooperativo, debido a que la estructura del Departamento encargado de la materia no es de la envergadura necesaria. Planteó que el Departamento de Cooperativas debiera ser no sólo un ente fiscalizador de las cooperativas sino también un ente promotor de las mismas.

Expresó que la Comisión debiera escuchar al Servicio de Impuestos Internos para saber si se encuentran bien resueltas las materias tributarias involucradas, dado que en la reciente reforma tributaria también se reguló dicho aspecto.

Respecto de las cooperativas de ahorro y crédito, señaló que existe una regulación deficiente y tampoco se las puede someter a una normativa idéntica a la de los bancos. 

Agregó que las personas que aportan sus ahorros a las cooperativas muchas veces creen que están tomando un depósito a plazo y en realidad están convirtiéndose en socios de la cooperativa, y cuando quieren recuperar sus ahorros no pueden retirarlos por estar regulados como cuotas.
El Honorable Senador señor Montes indicó que, más que con el contenido específico del proyecto de ley y de las disposiciones de competencia de la Comisión, le preocupa la dirección y línea de desarrollo que se espera y proyecta para las cooperativas.
Observó que, respecto de las cooperativas de ahorro y crédito, deben analizarse en detalle para ver el rol que deben jugar en el futuro.

Estimó que debe adecuarse el modelo de las cooperativas para enfrentar futuros desafíos. Añadió que en el campo de la vivienda se requiere un cambio de estructura porque lo actualmente existente no ha funcionado, especialmente en el ámbito de la vivienda social. Planteó que lo mismo debiera analizarse en educación y capacitación.

El Presidente de Cooperativas de Ahorro y Crédito Asociadas, COOPERA, señor Alex Figueroa, manifestó que la organización representa a las siete cooperativas de ahorro y crédito que son fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, que cuentan con 1.200.000 socios.

Expresó que COOPERA es favorable a la aprobación del proyecto de ley con su contenido actual.

Respecto de la fiscalización de las cooperativas de ahorro y crédito, observó que si en los últimos años 4 ó 5 cooperativas han crecido al punto de pasar a ser fiscalizadas por la Superintendencia, ello se debe a que se trata de un modelo exitoso al prestar atención a personas de sectores económicos que no son consideradas por los bancos.

Observó que las mencionadas cooperativas se han enfocado en el segmento de microempresarios, y se han visto afectados por una regulación propia de la banca cuando, en realidad, no se puede comparar a un socio que es un microempresario con un cliente de un banco.

Agregó que se les castiga y obliga a reconocer mayores pérdidas por operar con sectores más riesgosos de la población en cuanto al pago de los créditos. Indicó que debiera valorarse el trabajo que efectúan con personas que muchas veces tienen trabajos informales y que por 30 ó 40 años pertenecen a una cooperativa y pagan el crédito que se les ha otorgado.
- - -

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo primero

Incorpora modificaciones, mediante 41 numerales, en el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la ley General de Cooperativas.
Numeral 2)

Agrega al artículo 4° el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Para todos los efectos legales se entenderá que son operaciones de la cooperativa celebradas con los socios todos aquellos actos, contratos y convenciones celebrados entre aquéllas y éstos en cumplimiento de su objeto y finalidades específicas contempladas en las normas legales y estatutarias respectivas, incluyendo aquellos que la cooperativa celebre con terceros en cumplimiento de dicho objeto y finalidades. Por lo tanto, los ingresos derivados de estas operaciones tienen el carácter  de ingresos provenientes de operaciones con socios.”.
- A su vez, el artículo 4°, actualmente,  se refiere a que las cooperativas pueden operar con terceros, pero sin establecer acuerdos que hagan participar a dichos terceros en los beneficios tributarios que la ley otorga a las cooperativas.
El Honorable Senador señor García planteó que en la reciente reforma tributaria se incluyó una norma que daba solución a los problemas de las operaciones con terceros, pero en ella también se expuso que otros problemas de la normativa sobre cooperativas, especialmente referidas a su operación y tributación, debían abordarse a propósito de la discusión de esta iniciativa legal. Agregó que es relevante saber si la solución que se adopta con el presente numeral es la más adecuada y concuerda con lo legislado en la referida reforma.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Alberto Cuevas, explicó que, con ocasión de la reforma tributaria, se analizó el régimen tributario de las cooperativas, no sólo en lo referente a las adecuaciones propias derivadas de la reforma, sino también respecto de las particularidades del régimen impositivo del sector y las interpretaciones administrativas que entregaba el SII sobre las cooperativas.

Añadió que, además de las normas sobre tributación contenidas en la Ley General de Cooperativas, el artículo 17 del decreto ley N° 824 regula la tributación por impuesto a la renta de las cooperativas. 

Observó que, por un lado, se encuentra la tributación de las cooperativas propiamente tales y de los remanentes que generan, y es allí que se zanjó -en la reforma tributaria- la definición de lo que debe entenderse por operaciones de la cooperativa con sus socios y con terceros, lo que rige desde el mes de octubre del año 2014. Agregó que existen juicios iniciados desde el año 2011 por fiscalizaciones del Servicio de Impuestos Internos a ciertas cooperativas, especialmente pisqueras y lecheras, algunos de los cuales se han resuelto por la Corte Suprema.

Por otro lado, indicó, se encuentra la situación de la tributación de los cooperados respecto de los excedentes, en que también se han verificado fiscalizaciones del SII respecto de cooperados que son, además, contribuyentes que determinan renta efectiva en base a contabilidad completa. 

Sobre esta última materia, señaló que, en el año 2011, el Servicio emitió oficio que aclaraba la situación, pero a juicio de varios cooperados existía un cambio de criterio y se requería efectuar algunas precisiones. Agregó que los excedentes que se repartían a cooperados que, a su vez, eran empresas que determinan renta efectiva y que provenían de actividades realizadas en forma habitual por la cooperativa, debían –de acuerdo al SII- reconocerse como un ingreso sujeto a las reglas generales del impuesto a la renta, primera categoría para el cooperado e impuesto global complementario o adicional según la residencia del contribuyente final.

Respecto de la disparidad de criterios entre el SII y las cooperativas sobre la tributación de los cooperados, también existen varios juicios en curso, y otros que ya se encuentran afinados con fallos ejecutoriados de la Corte Suprema, que favorecen la tesis de las cooperativas de que se trata de ingresos no constitutivos de renta. Agregó que el Ministerio, respetando la autonomía interpretativa del SII, está iniciando un trabajo con dicho ente para abordar los efectos de la situación que se produce con fallos sistemáticos que contradicen la interpretación administrativa. 

Finalizó su intervención acotando que lo dispuesto por la reforma tributaria rige a partir del mes de octubre de 2014, por lo que no afecta juicios pendientes por operaciones anteriores a la data mencionada.

El Jefe de la División Asociatividad y Economía Social, señor Radrigán, manifestó que lo que se encuentra en debate en varias causas judiciales es lo relativo al retiro de excedentes por parte de los socios y su tributación.

Respecto del numeral en debate, el mismo tiene incidencia sobre lo resuelto por la reforma tributaria acerca de la tributación de los remanentes de las cooperativas, dado que regula las operaciones de la cooperativa con los socios y con terceros, y genera un impacto sobre los ingresos fiscales desde el momento que modifica la base imponible objeto del tributo.

Sostuvo que al tratarse de una enmienda que modifica la base imponible de un tributo, la misma sólo puede tener su origen a iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el N° 1°, del inciso cuarto, del artículo 65 de la Carta Fundamental, y no como ocurrió durante la discusión en particular efectuada con ocasión del segundo informe de la Comisión de Economía del Senado, en que la enmienda al artículo 4° se origina por indicación de un señor Senador.

El Honorable Senador señor García consultó si el inciso primero del artículo 4° es compatible o se contradice con lo que se propone incorporar como inciso segundo, nuevo, en relación a las operaciones con terceros.
El Jefe de la División Asociatividad y Economía Social, señor Radrigán, expresó que en la Ley General de Cooperativas actualmente vigente, el tratamiento tributario y los beneficios especiales con que cuentan las cooperativas, se encuentra en el Título VII, De los Privilegios y Exenciones, artículos 49 a 55, y es a ese Título que debe relacionarse lo que dispone el artículo 4°.

Añadió que el artículo 49 contempla tres beneficios en materia tributaria para las cooperativas, referidos a los impuestos a favor del Fisco; a los impuestos que gravan los actos jurídicos, y  las contribuciones y patentes municipales (el primer y tercer caso en un 50% del total y el segundo caso por el 100% de los tributos).

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Cuevas, precisó que, respecto del impuesto a la renta, la norma específica que regula a las cooperativas es el artículo 17 del decreto ley N° 824.

El Honorable Senador señor Zaldívar consultó por el alcance preciso –en términos tributarios- de la indicación N° 1c aprobada por la Comisión de Economía que agrega el inciso segundo que se encuentra en discusión.
El Jefe de la División Asociatividad y Economía Social, señor Radrigán, señaló que el inciso segundo que se propone agregar tiene impacto sobre el régimen tributario de los cooperados, dado que da el carácter de ingresos provenientes de operaciones con socios incluso a aquellas que la cooperativa celebre con terceros en cumplimiento de su objeto y finalidades, lo que redunda en el tratamiento del retiro de excedentes por los cooperados y, consecuencialmente, se genera un costo fiscal.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Cuevas, sostuvo que el efecto de la enmienda propuesta modifica la base imponible de un impuesto, reduciéndola. Agregó que no afectaría juicios pendientes sobre la materia, dado que no tiene efecto retroactivo.

El Honorable Senador señor Montes preguntó si existe una estimación del gasto fiscal que implican las normas especiales acerca de la tributación de cooperativas.
El Jefe de la División Asociatividad y Economía Social, señor Radrigán, indicó que la última estimación en la materia debe haberse efectuado en el año 2002, por lo que no cuentan con una estimación actualizada del referido gasto fiscal.

El Honorable Senador señor Montes solicitó que se requiera al Servicio de Impuestos Internos para conocer una estimación del gasto fiscal que implican las mencionadas normas especiales de tributación, y desglosada respecto de las cooperativas más grandes del país.

El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que en el trámite seguido ante la Comisión de Economía del Senado no se discutió la posible inconstitucionalidad de la indicación que dio origen al numeral 2). Asimismo, observó que el Ejecutivo no efectuó objeción sobre la materia en la referida instancia.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Cuevas, señaló que la disposición que se discute genera un impacto fiscal al ampliar los ingresos de las operaciones de las cooperativas que no se consideran constitutivos de renta.

Agregó que el problema surge en casos en que la cooperativa compra los insumos a un tercero que no es socio de la misma, por ejemplo, cuando se compra leche a un tercero para la elaboración de productos lácteos.

El Honorable Senador señor Lagos consultó si respecto de los casos precedentemente mencionados existen juicios con el SII, o si dichas causas se han generado por otra materia.
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Cuevas, señaló que las causas judiciales se generaron en el caso de que la venta final del producto se efectuaba a un tercero (y el Servicio consideraba que esa era una operación con terceros), y en el caso del tratamiento que se le da a los excedentes de la cooperativa que se distribuyen a los cooperados (en que el SII plantea que debe darse tributación normal respecto del cooperado que es contribuyente de la primera categoría en base a renta efectiva según contabilidad completa).

En el caso del numeral 2) que discuten, manifestó que no cambia nada respecto del primer caso descrito, y sí afecta el segundo caso mencionado porque cambia la base imponible de los cooperados al considerarlos como ingresos no constitutivos de renta.

El Honorable Senador señor García consultó si todos los fallos que se han dado acerca de la tributación de los excedentes han sido favorables a las cooperativas o si existe alguno en otro sentido. Asimismo, preguntó si se puede diferenciar fácilmente el origen de los insumos en relación con la venta del producto final que se ha elaborado con dichos insumos.

Respecto del numeral en discusión, señaló que si el objetivo del proyecto de ley es favorecer el cooperativismo y su fortalecimiento, el Ejecutivo debiera hacer suyo el contenido del numeral presentando una indicación que recoja su contenido -si es que la objeción sería la inadmisibilidad del origen de la indicación-, a menos que sea un motivo de fondo el que busque su supresión, como podría ser la cantidad de recursos fiscales involucrados.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó tener conocimiento de la existencia de 11 sentencias que han sido falladas todas a favor de las cooperativas.
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Cuevas, planteó que la señora Subsecretaria les ha pedido, como Ministerio, que hagan un trabajo con el SII respecto de la jurisprudencia que se ha venido dando a nivel de la Corte Suprema, en que sistemáticamente la resolución sería que los referidos ingresos no tributarían. Observó, eso sí, que a nivel de cortes de apelaciones se han verificado fallos a favor del SII.

Sobre el origen de los insumos, explicó que las cooperativas tienen la obligación de registrar los ingresos que tienen su origen en operaciones con terceros en forma separada a aquellos que tienen su origen en operaciones con socios.

Con relación a la modificación propuesta mediante el numeral 2), manifestó que el Ejecutivo no está en condiciones de respaldar su contenido, puesto que, en la misma reforma tributaria, fue una materia intensamente debatida y no existió acuerdo acerca de la tributación de los cooperados cuando se tratara de empresas, que en muchos casos son grandes empresas.

El Honorable Senador señor Montes señaló haber participado de varias modificaciones a la legislación que rige las cooperativas, entre ellas, la que creó las cooperativas abiertas de vivienda y, posteriormente, la que se hizo para controlar dichas cooperativas de viviendas que se encontraban sin supervisión efectiva. Por ello, planteó que debe repensarse el modelo y los objetivos que se buscan con las cooperativas.

Asimismo, consultó si, conforme al inciso segundo del artículo 4° que se propone, a una cooperativa para la vivienda le convendría formar una empresa constructora y hacerla socia de la cooperativa para obtener los beneficios que contempla la citada norma.

El Jefe de la División Asociatividad y Economía Social, señor Radrigán, expresó que la tributación de las cooperativas es una materia que se encuentra en debate en los últimos años, pero debe distinguirse entre aquellas orientadas a prestar servicios, como las de ahorro y crédito, en que no ha existido problemas en la materia, y aquellas en que la prestación o producto final la recibe un tercero, como ocurre, por ejemplo, en el sector agropecuario. 
Agregó que, en forma separada al debate legislativo, como Ministerio han desarrollado un trabajo en los últimos meses, en conjunto con el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, por el cual en el nuevo decreto referido a vivienda, en que antes no se permitía que las antiguas EGIS –ahora instituciones patrocinantes- pudieran estar conformadas como cooperativas cerradas, ahora sí puedan serlo, por lo que los cooperados y beneficiarios pueden ser también gestores del proyecto.

La Subsecretaria de Economía y Empresas de Menor Tamaño, señora Trusich, expresó que existen conversaciones con el Honorable Senador señor Tuma, en orden a, no obstante se declare inadmisible la indicación por él presentada, se constituya una mesa de trabajo bajo su dirección, con el Servicio de Impuestos Internos y el Ministerio de Hacienda, que aborde el criterio a seguir en materia de tributación de los cooperados que son contribuyentes de primera categoría en base a contabilidad completa, a la luz de la jurisprudencia que se ha generado en el último tiempo.

El Honorable Senador señor Coloma observó que lo anteriormente expuesto no puede ser tomado en cuenta, en este momento, respecto de la decisión que adopte el Presidente de la Comisión o la Comisión acerca de la admisibilidad de la indicación que dio lugar al numeral 2).
El Honorable Senador señor Montes señaló que la disposición en debate no tiene gran significación en términos de las operaciones de las cooperativas, pero le parece positivo que se favorezca el desarrollo de las mismas. Agregó que, si se formará un grupo de trabajo para abordar este problema, debieran analizarse también otros instrumentos de fomento para las cooperativas, dado que nos encontramos bastante atrasados en dicho ámbito, especialmente en el sector vivienda.
El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación 1c cuya aprobación dio origen al numeral 2) en discusión, en virtud de lo dispuesto por el artículo 65, inciso cuarto, N° 1°, de la Constitución Política de la República, y de conformidad al artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
El Honorable Senador señor García manifestó considerar que la indicación es admisible, basado fundamentalmente en que los tribunales superiores de justicia han acogido la tesis que sirve de base a la referida indicación, y si lo han hecho, agregó, se debe a que la legislación vigente permite sostener una interpretación en tal sentido, y eso es lo que recogería la indicación. 
Puesta en votación la resolución del señor Presidente, a petición del Honorable Senador señor García, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se registraron 1 voto a favor, del Honorable Senador señor Zaldívar, y 4 en contra, de los Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes.

En consecuencia, la indicación fue declarada admisible.
Puesto en votación el numeral, fue aprobado con cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes, y la abstención del Honorable Senador señor Zaldívar.
Numeral 23)

Agrega el siguiente artículo 58 bis:


“Artículo 58 bis: Los consejeros, gerentes, liquidadores, inspectores de cuentas, integrantes de la junta de vigilancia, de la comisión liquidadora y del comité organizador y los socios de las cooperativas con los cuales el gerente deba ejercer sus atribuciones en mérito de lo establecido en el artículo 24, que incurran en las infracciones descritas en el artículo anterior, o en incumplimiento de las instrucciones que les imparta el Departamento de Cooperativas, podrán ser objeto de la aplicación por éste de una multa a beneficio fiscal, la que deberá ser cumplida solidariamente por los infractores, hasta por un monto global por cooperativa equivalente a 50 unidades tributarias mensuales. Si se tratare de una infracción reiterada de la misma naturaleza, la multa podrá alcanzar hasta un monto de 100 unidades tributarias mensuales, aumentables a 250 si se infringiera nuevamente la misma obligación. Lo anterior, sin perjuicio de las disposiciones establecidas en otros cuerpos legales y de la disolución de la cooperativa por aplicación de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 43 de esta ley, si correspondiere.


Respecto de aquellas cooperativas que superen las 200.000 unidades de fomento de patrimonio, las multas señaladas precedentemente podrán ser aplicadas en su duplo. Con todo, respecto de las cooperativas que superen las 400.000 unidades de fomento de patrimonio, las multas podrán ser aplicadas en el triple del monto.


En el caso de las cooperativas de trabajo, campesinas, de pescadores, de abastecimiento, distribución de agua potable y escolares, cuyo capital aportado por los socios no exceda de 20.000 unidades de fomento, no se cursarán multas, sino que en caso necesario el organismo fiscalizador aplicará lo dispuesto a partir del inciso quinto del presente artículo, aun cuando la infracción no sea reiterada.


Para la aplicación y efecto de este artículo, se entenderá por infracción reiterada aquella transgresión que, habiendo dado origen a una multa, siga ejecutándose luego de haberse otorgado un plazo para rectificar la acción u omisión sancionada.


El monto específico de la multa será determinado por el Departamento de Cooperativas, apreciando la gravedad de la infracción, las consecuencias del hecho y la capacidad económica del infractor.


En caso de infracciones reiteradas a los estatutos, a esta ley o a su reglamento, el Departamento de Cooperativas podrá instruir, mediante resolución fundada, la celebración de una junta general de socios, la que deberá realizarse en un plazo no superior a treinta días, contado desde la notificación del oficio respectivo.


Dicha junta general tendrá por objeto lo siguiente:


a) Informar a los socios las infracciones que hayan originado la citación a ella.


b) Pronunciarse respecto de la revocación o ratificación en sus cargos de las personas infractoras.


c) En caso que las personas infractoras no fueren ratificadas en sus cargos, deberán asumir los suplentes respectivos, si los hubiere. En el caso que no quisieren o no pudieren asumir la titularidad de los cargos, la misma junta general de socios deberá realizar la elección para ocupar el o los cargos vacantes.


El Departamento de Cooperativas podrá nombrar a un funcionario de su dependencia que tendrá la facultad de recopilar la información relevante de la cooperativa, la que será presentada ante la junta general de socios antedicha.


En el tiempo intermedio entre la notificación de la resolución que instruya la realización de la junta general de socios a la que hace referencia el inciso precedente y la celebración de la misma, los infractores que tengan facultades de administración de la cooperativa sólo podrán ejecutar los actos y celebrar los contratos indispensables para el correcto funcionamiento de la cooperativa, evitar la paralización de sus actividades o el incumplimiento por parte de aquella de obligaciones legalmente contraídas, sin perjuicio de las multas establecidas en esta ley.


En el evento que la responsabilidad por las infracciones reiteradas recayese en el gerente general de la cooperativa, el consejo de administración deberá proceder al nombramiento de un reemplazante en dicho cargo, en sesión especialmente citada al efecto, la que no podrá desarrollarse en un plazo superior a diez días, contado desde la notificación de la resolución fundada que así lo instruya.


El jefe del Departamento de Cooperativas deberá comunicar al Ministerio Público los hechos que revistan caracteres de delito de los cuales tome conocimiento con motivo del ejercicio de su función fiscalizadora en alguna institución sometida a su supervisión y fiscalización.”.
Puesto en votación el numeral, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Numeral 28)


Agrega el siguiente artículo 87 bis:


“Artículo 87 bis: Asumida la supervisión y fiscalización por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio exceda las 400.000 unidades de fomento deberán acreditar, a satisfacción del organismo indicado, que cuentan con las instalaciones, recursos humanos, tecnológicos, procedimientos y controles necesarios para desarrollar adecuadamente sus funciones y operaciones. En lo que sea compatible con su naturaleza, quedarán sujetas a las disposiciones de la ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, con exclusión de sus artículos 123, inciso quinto, y 132, inciso segundo, y sus administradores deberán cumplir los requisitos de integridad contemplados en la letra b) del artículo 28 de la referida ley.


Asimismo, el administrador provisional que se designe en conformidad al artículo 24 del citado cuerpo legal, estará facultado para enajenar todo o parte sustancial de los activos de la referida entidad, previo informe a la Junta General de Socios de la Cooperativa de Ahorro y Crédito, sobre su conveniencia económica y sus efectos en la estabilidad financiera de la cooperativa. También será aplicable a estas cooperativas, en lo pertinente, lo dispuesto en el artículo 58 bis de esta ley. En tal caso, las facultades señaladas en dicho artículo deberán ser ejercidas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


En todo caso, las observaciones que formule la Superintendencia sobre cualquiera de los aspectos mencionados en el inciso primero deberán ser resueltas dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se comunique el plan de regularización correspondiente y, si así no lo hiciere, se podrán aplicar a la cooperativa cualquiera de las medidas previstas en los artículos 20 y 24, del referido cuerpo legal y, en último término, resolver sobre su disolución anticipada conforme al artículo 130 del mismo, y decretar su liquidación forzada.


Las normas de carácter general relativas a las cooperativas de ahorro y crédito que se dicten, deberán considerar las particularidades y perfil de riesgo de dichas instituciones financieras no bancarias y deberán ser compatibles con las características fundamentales de las cooperativas a que se refiere el artículo 1° de la presente ley.”.
El Honorable Senador señor Coloma expresó que el artículo que se propone incorporar mediante el numeral 28) ha sido largamente discutido en sesiones anteriores, debido a que aquellas cooperativas de ahorro y crédito que pasan de ser fiscalizadas por el Departamento de Cooperativas a serlo por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, quedan en una situación desmedrada por ser las cooperativas muy diversas a los bancos y las exigencias que se les imponen no van acompañadas de los beneficios que sí encuentran los bancos en su propia normativa.
Indicó que en virtud de lo precedentemente expuesto se abstendría en la votación del numeral. 
El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó  que se verifica un problema para los cooperados y ahorrantes, dado que muchas veces se confunden respecto de si se están transformando en socios de la cooperativa -al efectuar un aporte en dinero- y en realidad la persona cree que está efectuando un depósito a plazo. Agregó que el problema se genera –y el depositante recién se da cuenta- cuando quiere retirar su dinero y no puede hacerlo, porque al ser cooperado, para que se le devuelva su capital se requiere que ingresen nuevos socios que efectúen un aporte equivalente al monto que se busca retirar.

El Jefe de la División Asociatividad y Economía Social, señor Radrigán, explicó que las cooperativas de ahorro y crédito pueden captar depósitos de personas que no sean socias de la cooperativa, pero la entrega de créditos sólo puede hacerse respecto de un socio de la misma, quien a su vez debe pagar cuotas sociales de participación o acciones, según el caso.

Agregó que el problema se da no por los depósitos sino que por el retardo en la devolución de capitales a los socios, el que se genera no por una norma de la Ley General de Cooperativas sino que por una norma del Banco Central, que exige equiparar la cantidad de cuotas de participación o acciones que egresan con aquellas que ingresan.

Observó que, en muchas ocasiones, las cooperativas cuentan con liquidez para restituir el capital del cooperado, pero no pueden por aplicación de la referida norma del Banco Central. Añadió que debe considerarse que es común que se quiera retirar un cooperado que cuenta con cuotas pagadas por un capital de, por ejemplo, $6.000.000, y los socios que quieren ingresar lo hacen con cuotas de $40.000, lo que dificulta aún más el egreso del socio.

Informó que, sobre la materia comentada anteriormente, están trabajando con el Banco Central y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras para lograr la modificación de la normativa correspondiente, teniendo el resguardo debido en términos de patrimonio y activos para que no se exija un pareo exacto entre capital que egresa e ingresa.

Adicionalmente, manifestó que se afecta la imagen de solvencia de las cooperativas porque a veces transcurren meses sin que se devuelva el capital aportado, aunque la entidad cuenta con liquidez para hacerlo. 

El Honorable Senador señor Coloma observó, respecto del rol del Banco Central, que en el caso de las cooperativas que sobrepasan las 400.000 unidades de fomento y son fiscalizadas por la Superintendencia, no cuentan con la ayuda que el Banco Central sí puede prestar a los bancos a pesar de encontrarse sometidas a la misma regulación.
El Honorable Senador señor Zaldívar sostuvo  que en la Comisión de Economía se planteó que idealmente debiera existir un régimen único de fiscalización, pero el problema que se verifica en la práctica es que el Departamento de Cooperativas no cuenta con la institucionalidad ni la estructura necesaria para lograr cumplir todas las funciones que debiera.
El Jefe de la División Asociatividad y Economía Social, señor Radrigán, expresó que la disposición que discuten es muy similar a la actualmente existente. La explicación de ello, agregó, es que desde el año pasado han constituido un grupo de trabajo, a instancia del Ministerio de Hacienda, con la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, para analizar el tratamiento de las cooperativas de ahorro y crédito, buscando mejorar las materias de fiscalización de las cooperativas de ahorro y crédito. Informó que el grupo de trabajo ha logrado llegar a un protocolo de acuerdo que aborda el mejoramiento del período de transición de aquellas cooperativas que llegan a las 400.000 unidades de fomento y pasan a ser fiscalizadas por la Superintendencia, y también de aquellas que bajan su patrimonio a menos del referido límite, en cuanto a normas prudenciales en análisis de riesgos y provisiones, sobre todo. 

El Honorable Senador señor García señaló que todo ahorrante de las cooperativas a las que se refiere el artículo, debiera tener garantizado el poder recuperar su depósito, y eso no se recoge adecuadamente en el numeral en discusión.
El Honorable Senador señor Zaldívar propuso a la Comisión que se envíe un oficio al Banco Central planteando que se evalúe la normativa que exige que se equipare el retiro de capital por un cooperado con el ingreso de capital de nuevos socios, en atención al problema que genera la rigidez de dicha exigencia.
La Comisión por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar, acordó el envío de un oficio al Banco Central en los términos antes expuestos.
Puesto en votación el numeral, fue aprobado con tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 4 de noviembre de 2011, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes
El proyecto de ley en su artículo único y disposiciones transitorias, tiene por objeto:

1. Flexibilizar los requisitos necesarios para la constitución de las cooperativas y fortalecer su capacidad de gestión preservando su carácter participativo.

2. Incentivar la eficiencia económica y la sustentabilidad financiera del sistema, otorgándole estabilidad patrimonial; e incorporando la participación de socios inversionistas.

3. Actualizar y modificar el marco normativo de las Cooperativas de Ahorro y Crédito.

4. Mejorar las facultades otorgadas por la Ley al Departamento de Cooperativas, para sancionar adecuadamente las conductas que puedan afectar la sana administración cooperativa; y

5. Corregir errores de referencia y aclarar interpretaciones equívocas que han surgido con la aplicación de la Ley General de Cooperativas.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El proyecto de ley en su nuevo artículo 87 y 87 bis, entrega íntegramente la fiscalización y control de las cooperativas de ahorro y crédito, cuyo patrimonio sea superior a las 400.000 Unidades de Fomento, a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF). Se soluciona así el problema de la doble fiscalización que existe hoy. Esta fiscalización es realizada actualmente por el Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía (DECOOP), al fiscalizar el cumplimiento de normas societarias de las cooperativas (cumplimiento de estatutos sociales, y relación con el socio en su calidad de tal), y además por la SBIF que fiscaliza las operaciones económicas (básicamente operaciones de colocación y captación).

El efecto de entregar la fiscalización de estas cooperativas a la SBIF, tiene efectos marginales para el DECOOP y para la SBIF. Las cooperativas cuyo patrimonio excede de UF 400.000 son sólo cinco (CAPUAL, COOPEUCH, DETACOOP, CQOCRETAL, ORIENCOOP), quedando bajo la tuición de ese Departamento la fiscalización de las 42 cooperativas de ahorro y crédito restantes y que no sobrepasan dicha barrera. Se suma a lo anterior que en lo que va del año 2011, se han constituido tres cooperativas de ahorro y crédito, cuya fiscalización corresponde exclusivamente al Departamento, y que actualmente esta entidad fiscaliza al resto de las cooperativas constituidas legalmente (1.143).

Por tanto, el proyecto de ley no tiene efectos relevantes sobre el gasto fiscal.”.
Posteriormente, se presentó un informe financiero actualizado elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 9 de enero de 2015, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“El proyecto de ley que modifica el DFL N° 5 de 2003, Ley General de Cooperativas, aprobado en la Cámara de Diputados en su primer trámite constitucional, y luego en la Comisión de Economía del Senado en su segundo trámite constitucional, no ha alterado el articulado original del proyecto de ley en materias que tengan impacto fiscal, por lo que se mantiene lo señalado en el IF N° 128 de 04/11/2011 respecto de no modificar los ingresos y/o gastos de las instituciones involucradas.”.
Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Economía, cuyo texto es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY
“Artículo primero.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la ley General de Cooperativas:


1) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 1°:


“Deben también tender a la inclusión, así como también, valorar la diversidad y promover la igualdad de derechos entre sus asociadas y asociados.”. 


2) Agrégase al artículo 4° el siguiente inciso segundo:


“Para todos los efectos legales se entenderá que son operaciones de la cooperativa celebradas con los socios todos aquellos actos, contratos y convenciones celebrados entre aquéllas y éstos en cumplimiento de su objeto y finalidades específicas contempladas en las normas legales y estatutarias respectivas, incluyendo aquellos que la cooperativa celebre con terceros en cumplimiento de dicho objeto y finalidades. Por lo tanto, los ingresos derivados de estas operaciones tienen el carácter  de ingresos provenientes de operaciones con socios.”.


3) Sustitúyese en la letra f) del artículo 6°, a continuación de la expresión “una vez al año”, la frase “dentro del cuatrimestre siguiente a la confección del balance” por “dentro del primer semestre”.


4) Incorpórase el siguiente artículo 8° bis:


“Artículo 8° bis: La publicación de los extractos de los actos concernientes a la constitución, modificación y disolución de las cooperativas que esta ley establece se regirá por lo dispuesto en el artículo 4° de la ley N° 20.494.”.


5) Reemplázase en el artículo 12 la expresión “Subsecretario de Economía, Fomento y Reconstrucción” por la expresión “Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño”.


6) En el artículo 13, sustitúyese en el inciso primero el vocablo “diez” por “cinco”.


7) Sustitúyese el artículo 19 por el siguiente:


“Artículo 19: La persona que haya perdido la calidad de socio por renuncia o exclusión y los herederos del socio fallecido tendrán derecho a la devolución del monto actualizado de sus cuotas de participación.


Dicha devolución quedará condicionada a que con posterioridad al cierre del ejercicio precedente, se hubieren enterado aportes de capital por una suma al menos equivalente al monto de las devoluciones requeridas por estos conceptos y se efectuarán siguiendo el orden cronológico de las solicitudes aceptadas.


Sin perjuicio de lo anterior, si la pérdida de la calidad de socio se debe a la exclusión, el plazo para la devolución de las cuotas de participación no podrá ser superior a seis meses, a menos que la causal de exclusión se funde en el incumplimiento del socio de sus obligaciones pecuniarias, económicas o contractuales con la cooperativa.


Las cooperativas podrán considerar en su estatuto plazos o condiciones para la devolución de sus cuotas de participación sólo si éstas significan un tratamiento más beneficioso para el socio en la devolución de dichas cuotas que las establecidas en los incisos precedentes.


Las cooperativas deberán constituir e incrementar cada año un fondo de provisión del 2% de sus remanentes, destinado sólo a la devolución de cuotas de participación, en casos excepcionales, los que deberán ser determinados en términos explícitos y claros por la junta general de socios.


Estas disposiciones, con excepción del inciso primero, no serán aplicables a las cooperativas de ahorro y crédito bajo la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las cuales se regirán por sus normas especiales y por las disposiciones que establezca el Consejo del Banco Central de Chile.


La renuncia sólo podrá ser rechazada en los casos previstos en los estatutos o en otras normas aplicables a las cooperativas.


La adopción de alguno de los acuerdos señalados en las letras e), g), h), m) y n) del artículo 23, y la modificación sustancial del objeto social, como por ejemplo aquella que implique la realización de nuevas actividades no relacionadas directa o indirectamente con el objeto original, concederá derecho al socio disidente a retirarse de la cooperativa, la que no podrá rechazar la renuncia en ningún caso.


Se considerará socio disidente a aquél que en la respectiva junta se hubiere opuesto al acuerdo pertinente o que, no habiendo concurrido a la junta, manifieste su disidencia por escrito a la cooperativa, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en que se adoptó el acuerdo.


El socio disidente que se retire de la cooperativa tendrá derecho a que se le pague el valor de sus cuotas de participación dentro del plazo de noventa días, o en el plazo señalado en los estatutos si fuere inferior, a contar de la fecha de presentación de la solicitud de retiro.


El derecho a retiro deberá ser ejercido dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la junta general de socios haya adoptado el acuerdo que lo motiva, mediante comunicación escrita dirigida a la cooperativa en la que el socio deberá expresar claramente su voluntad de retirarse por estar en desacuerdo con la decisión de la junta respectiva. Dicha comunicación deberá enviarse por carta certificada o por intermedio de un notario público que así lo certifique. No se exigirá esta formalidad cuando el gerente o quien haga sus veces deje constancia escrita de la recepción de la comunicación referida.


El consejo de administración podrá convocar a una nueva junta general que deberá celebrarse a más tardar dentro de los treinta días siguientes contados desde el vencimiento del plazo para ejercer el derecho a retiro, a fin de que se reconsideren o ratifiquen los acuerdos que motivaron su ejercicio. Si en dicha junta se revocaren los mencionados acuerdos, caducará el referido derecho a retiro; si se ratificaren, no se abrirá un nuevo plazo para ejercerlo.”.


“8) Agrégase el siguiente artículo 19 bis, nuevo:


“Artículo 19 bis: Tratándose de las cooperativas de ahorro y crédito, en ningún caso podrá devolverse cuotas de participación sin que se hubieren enterado en la cooperativa previamente aportes de capital por una suma al menos equivalente al monto de las devoluciones requeridas por causa legal, reglamentaria o estatutaria, que la haga exigible o procedente. Dichos pagos serán exigibles y deberán efectuarse atendiendo estrictamente a la fecha en que tenga lugar la circunstancia que las causa, teniendo preferencia para su cobro el socio disidente.


La Cooperativa no podrá efectuar, directa o indirectamente, repartos de remanentes o de excedentes, devoluciones de los montos enterados por los socios de la Cooperativa a causa de la suscripción de cuotas de participación o pago de intereses al capital, si por efecto de dichos repartos, devoluciones o pagos infringiera las disposiciones que establezca el Consejo del Banco Central de Chile al efecto.”.


9) Sustitúyese, en el inciso octavo del artículo 22, la expresión “no pudiendo en caso alguno prolongarse su período por más de un año” por “no pudiendo en caso alguno prolongarse su período por más de tres años”.


10) Modifícase el artículo 23 en los siguientes términos:


a) Intercálase la siguiente letra d), nueva, cambiando las demás su orden correlativo:


“d) La elección o revocación del gerente administrador y del inspector de cuentas, en el caso de las cooperativas con 20 socios o menos.”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo, a continuación de la expresión “las letras”, la frase “d), e), g), h), i), j), k), l), m) y n)”, por “e), f), h), i), j), k), l), m), n) y ñ)”.


c) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“La citación a junta se efectuará por medio de un aviso de citación que se publicará en un medio de comunicación social, con una anticipación de no más de 15 días ni menos de 5 días de la fecha en que se realizará la junta respectiva. Deberá enviarse, además, una citación a cada socio, por correo regular o correo electrónico, al domicilio o dirección de correo electrónico que éste haya registrado en la cooperativa, con una anticipación mínima de quince días a la fecha de celebración de la junta respectiva, la que deberá contener una relación de las materias a ser tratadas en ella y las demás menciones que señale el reglamento.”.


11) Modifícase el artículo 24 en los siguientes términos:


a) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser quinto, y así sucesivamente:


“Las personas jurídicas señaladas en el inciso precedente no podrán por sí o a través de cualquiera de sus empresas relacionadas, percibir por sus cuotas de participación, intereses superiores u obtener condiciones más ventajosas o un trato más benévolo en materia de servicios, que aquellos que la cooperativa otorga a la generalidad de los socios. Tampoco tendrán derecho a percibir los excedentes que se generen.”.


b) Agréganse los siguientes incisos octavo, noveno, décimo y décimo primero:


“Las cooperativas que tengan 20 socios o menos podrán omitir la designación de un consejo de administración y, en su lugar, podrán designar a un gerente administrador, al cual le corresponderán las atribuciones que esta ley y su reglamento confieren al consejo de administración. Sin embargo, la Junta General podrá disponer que el gerente administrador pueda desempeñar el total o parte de las atribuciones correspondientes al Consejo de Administración, en conjunto con uno o más socios que deberá designar.


Las cooperativas señaladas en el inciso anterior tampoco estarán obligadas a designar una junta de vigilancia, en cuyo caso deberán designar un inspector de cuentas titular y un suplente, que tendrán las atribuciones que esta ley y su reglamento confieren a la junta de vigilancia.


Los órganos colegiados de las Cooperativas deberán asegurar la representatividad de todos sus socias y socios. Para ello, y siempre que la inscripción de candidatos y candidatas lo permita, el porcentaje que represente cada género entre los asociados deberá verse reflejado proporcionalmente en el órgano colegiado respectivo. El estatuto social de cada cooperativa deberá establecer el mecanismo de ponderación que permita dar cumplimiento a esta norma.


El incumplimiento de las disposiciones contenidas en este artículo en ningún caso afectará la validez de los actos efectuados por los referidos órganos colegiados, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 58 y 58 bis de esta ley.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final:


“Los trabajadores tanto del sector Público como del sector Privado, que ocupen cargos de consejeros en cualquier cooperativa, gozarán de los permisos reconocidos en el Código del Trabajo y en la Ley Nº 19.296, para directores y delegados sindicales, y directores de asociaciones de funcionarios, respectivamente, para asistir a reuniones del Consejo o a citaciones dispuestas por la autoridad fiscalizadora.”.


12) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 25, la frase “el inciso primero del artículo 61” por “la letra d) del artículo 23”.


13) Sustitúyese en el artículo 29, a continuación de la expresión “mencionados en”, la frase “el inciso precedente” por “el artículo 123”.


14) Modifícase el artículo 31 en los siguientes términos:


a) Sustitúyese el inciso tercero por el que sigue:


“La participación de los socios en el patrimonio se expresará en cuotas de participación, cuyo valor será el que resulte de la suma del valor de sus aportes de capital y las reservas voluntarias, menos las pérdidas existentes, dividido por el total de cuotas de participación emitidas al cierre del período.”.


b) Reemplázase en el inciso cuarto, a continuación de la expresión “actualizará”, la palabra “periódicamente” por “anualmente”.


15) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 34, el artículo “Las” por la locución “Para los efectos tributarios las”.


16) Sustitúyense los incisos tercero y cuarto del artículo 38 por los siguientes:


“Las cooperativas deberán constituir e incrementar un fondo de reserva legal con el equivalente al 18% de su remanente anual, el que se destinará a cubrir las pérdidas que se produzcan y tendrá el carácter de irrepartible mientras dure la vigencia de la cooperativa.


Se exceptúan de esta obligación las cooperativas que cumplan copulativamente los siguientes requisitos, las que podrán por acuerdo de la Junta General de Socios, repartir entre sus socios la totalidad del remanente del ejercicio:


a) Que su patrimonio sea mayor a 200.000 unidades de fomento;


b) Que el resultado de la división entre su patrimonio y el pasivo total sea igual o superior a 2.


Asimismo, se exceptúa de las disposiciones anteriores a las cooperativas de ahorro y crédito supervisadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de trabajo, campesinas y de pescadores.


En el caso de las cooperativas abiertas de viviendas, deberán constituir a lo menos el 70% del remanente generado como fondo de reserva no susceptible de reparto hasta su disolución y posterior liquidación. Con todo, por acuerdo de la Junta General de Socios, se podrá dar este tratamiento hasta el 100% del remanente del ejercicio.


La reserva legal se incrementará con los intereses al capital y los excedentes distribuidos por la Junta General que no hayan sido retirados por los socios, dentro del período de 5 años, contado de la fecha en que se haya acordado su pago. El reglamento establecerá el procedimiento para notificar oportunamente a los socios titulares de excedentes no retirados la existencia de los mismos, en forma previa a que opere el incremento de la reserva legal.”.


17) Elimínase, en el inciso primero del artículo 39, la frase “y las de ahorro y crédito”.


18) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 40, la expresión “Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño”.

19) Modifíquese el artículo 54 del siguiente modo:

a.- Reemplácese las expresiones “inciso segundo” por las expresiones “inciso tercero”. 


b.- Suprímase la siguiente frase: “de consumo o de ahorro y crédito”.”.

20) Agregase el siguiente artículo  54 bis:


“Artículo 54 bis: Tratándose de funcionarios del sector público, el límite para los descuentos voluntarios por planilla establecido en el artículo 96 del Estatuto Administrativo, será de un 25%, cuando los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el funcionario sea socio.


Los pensionados beneficiarios de pensiones de vejez, sobrevivencia u orfandad, sea que estén afiliados al sistema público o privado de pensiones, podrán solicitar a las instituciones pagadoras, el descuento de hasta un 25% del valor de sus pensiones, incluidos los créditos de auxilio social de las cajas de compensación de asignación familiar, siempre que los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el pensionado sea socio.


21) Sustitúyese, en el artículo 55, la expresión “en el artículo precedente” por la siguiente: “en los artículos precedentes”. 

22) Sustitúyese el artículo 58 por el siguiente:


“Artículo 58: Constituirán infracción de las obligaciones establecidas en esta ley las siguientes:


a) Dificultar o impedir arbitrariamente el ejercicio de cualesquiera de los derechos reconocidos en esta ley.


b) Impedir u obstruir el ejercicio de las funciones fiscalizadoras y de inspección del Departamento de Cooperativas.


c) Denegar la entrega de información al Departamento de Cooperativas o a los socios, cuando éstos tengan facultades para solicitarla.


d) Incumplir las instrucciones impartidas por el Departamento de Cooperativas.


e) Incumplir cualesquiera de las obligaciones a que hace referencia esta ley, su reglamento y los estatutos que no esté descrita y sancionada en una norma especial.”.


23) Agrégase el siguiente artículo 58 bis:


“Artículo 58 bis: Los consejeros, gerentes, liquidadores, inspectores de cuentas, integrantes de la junta de vigilancia, de la comisión liquidadora y del comité organizador y los socios de las cooperativas con los cuales el gerente deba ejercer sus atribuciones en mérito de lo establecido en el artículo 24, que incurran en las infracciones descritas en el artículo anterior, o en incumplimiento de las instrucciones que les imparta el Departamento de Cooperativas, podrán ser objeto de la aplicación por éste de una multa a beneficio fiscal, la que deberá ser cumplida solidariamente por los infractores, hasta por un monto global por cooperativa equivalente a 50 unidades tributarias mensuales. Si se tratare de una infracción reiterada de la misma naturaleza, la multa podrá alcanzar hasta un monto de 100 unidades tributarias mensuales, aumentables a 250 si se infringiera nuevamente la misma obligación. Lo anterior, sin perjuicio de las disposiciones establecidas en otros cuerpos legales y de la disolución de la cooperativa por aplicación de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 43 de esta ley, si correspondiere.


Respecto de aquellas cooperativas que superen las 200.000 unidades de fomento de patrimonio, las multas señaladas precedentemente podrán ser aplicadas en su duplo. Con todo, respecto de las cooperativas que superen las 400.000 unidades de fomento de patrimonio, las multas podrán ser aplicadas en el triple del monto.


En el caso de las cooperativas de trabajo, campesinas, de pescadores, de abastecimiento, distribución de agua potable y escolares, cuyo capital aportado por los socios no exceda de 20.000 unidades de fomento, no se cursarán multas, sino que en caso necesario el organismo fiscalizador aplicará lo dispuesto a partir del inciso quinto del presente artículo, aun cuando la infracción no sea reiterada.


Para la aplicación y efecto de este artículo, se entenderá por infracción reiterada aquella transgresión que, habiendo dado origen a una multa, siga ejecutándose luego de haberse otorgado un plazo para rectificar la acción u omisión sancionada.


El monto específico de la multa será determinado por el Departamento de Cooperativas, apreciando la gravedad de la infracción, las consecuencias del hecho y la capacidad económica del infractor.


En caso de infracciones reiteradas a los estatutos, a esta ley o a su reglamento, el Departamento de Cooperativas podrá instruir, mediante resolución fundada, la celebración de una junta general de socios, la que deberá realizarse en un plazo no superior a treinta días, contado desde la notificación del oficio respectivo.


Dicha junta general tendrá por objeto lo siguiente:


a) Informar a los socios las infracciones que hayan originado la citación a ella.


b) Pronunciarse respecto de la revocación o ratificación en sus cargos de las personas infractoras.


c) En caso que las personas infractoras no fueren ratificadas en sus cargos, deberán asumir los suplentes respectivos, si los hubiere. En el caso que no quisieren o no pudieren asumir la titularidad de los cargos, la misma junta general de socios deberá realizar la elección para ocupar el o los cargos vacantes.


El Departamento de Cooperativas podrá nombrar a un funcionario de su dependencia que tendrá la facultad de recopilar la información relevante de la cooperativa, la que será presentada ante la junta general de socios antedicha.


En el tiempo intermedio entre la notificación de la resolución que instruya la realización de la junta general de socios a la que hace referencia el inciso precedente y la celebración de la misma, los infractores que tengan facultades de administración de la cooperativa sólo podrán ejecutar los actos y celebrar los contratos indispensables para el correcto funcionamiento de la cooperativa, evitar la paralización de sus actividades o el incumplimiento por parte de aquella de obligaciones legalmente contraídas, sin perjuicio de las multas establecidas en esta ley.


En el evento que la responsabilidad por las infracciones reiteradas recayese en el gerente general de la cooperativa, el consejo de administración deberá proceder al nombramiento de un reemplazante en dicho cargo, en sesión especialmente citada al efecto, la que no podrá desarrollarse en un plazo superior a diez días, contado desde la notificación de la resolución fundada que así lo instruya.


El jefe del Departamento de Cooperativas deberá comunicar al Ministerio Público los hechos que revistan caracteres de delito de los cuales tome conocimiento con motivo del ejercicio de su función fiscalizadora en alguna institución sometida a su supervisión y fiscalización.”.


24) Derógase el artículo 61.


25) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 84, el guarismo “7.000” por “6.000” y el guarismo “300” por “200”.


26) Elimínase, en el inciso final del artículo 85, la frase “un máximo de 300 socios y las que tengan”.


27) Modifícase el artículo 86 en los siguientes términos:


a) Sustitúyese la letra o) por la siguiente:


“o) Previa autorización del organismo fiscalizador respectivo, constituir en el país sociedades filiales, ser accionistas o tener participación en una sociedad o cooperativa de apoyo al giro, en conformidad al título IX de la ley General de Bancos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda.


La resolución a que hace mención el artículo 73 de la Ley General de Bancos, respecto de las cooperativas de ahorro y crédito sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, podrá ser fundada en todo caso, en la existencia de deficiencias en su gestión que no la habilita para acceder a la nueva actividad. En ningún caso se entenderá aprobada la solicitud en el evento previsto en el inciso segundo del artículo 73.”.


b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente: 


“Para la realización de las operaciones establecidas en las letras b) y g), en lo referente a mutuos hipotecarios endosables, h), i), k), n) y o), en lo relacionado a la constitución de sociedades filiales, las cooperativas de ahorro y crédito deberán contar con un patrimonio igual o superior a 400.000 unidades de fomento y encontrarse sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.”.


28) Agrégase el siguiente artículo 87 bis:


“Artículo 87 bis: Asumida la supervisión y fiscalización por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio exceda las 400.000 unidades de fomento deberán acreditar, a satisfacción del organismo indicado, que cuentan con las instalaciones, recursos humanos, tecnológicos, procedimientos y controles necesarios para desarrollar adecuadamente sus funciones y operaciones. En lo que sea compatible con su naturaleza, quedarán sujetas a las disposiciones de la ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, con exclusión de sus artículos 123, inciso quinto, y 132, inciso segundo, y sus administradores deberán cumplir los requisitos de integridad contemplados en la letra b) del artículo 28 de la referida ley.


Asimismo, el administrador provisional que se designe en conformidad al artículo 24 del citado cuerpo legal, estará facultado para enajenar todo o parte sustancial de los activos de la referida entidad, previo informe a la Junta General de Socios de la Cooperativa de Ahorro y Crédito, sobre su conveniencia económica y sus efectos en la estabilidad financiera de la cooperativa. También será aplicable a estas cooperativas, en lo pertinente, lo dispuesto en el artículo 58 bis de esta ley. En tal caso, las facultades señaladas en dicho artículo deberán ser ejercidas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


En todo caso, las observaciones que formule la Superintendencia sobre cualquiera de los aspectos mencionados en el inciso primero deberán ser resueltas dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se comunique el plan de regularización correspondiente y, si así no lo hiciere, se podrán aplicar a la cooperativa cualquiera de las medidas previstas en los artículos 20 y 24, del referido cuerpo legal y, en último término, resolver sobre su disolución anticipada conforme al artículo 130 del mismo, y decretar su liquidación forzada.


Las normas de carácter general relativas a las cooperativas de ahorro y crédito que se dicten, deberán considerar las particularidades y perfil de riesgo de dichas instituciones financieras no bancarias y deberán ser compatibles con las características fundamentales de las cooperativas a que se refiere el artículo 1° de la presente ley.”. 


29) Agrégase el siguiente artículo 87 ter:


“Artículo 87 ter: Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 87 de esta ley, aquellas cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio sea inferior a 400.000 unidades de fomento, podrán voluntariamente acogerse a un procedimiento de revisión anticipada por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a costa de la cooperativa, manteniéndose en todo caso sujetas a la supervisión del Departamento de Cooperativas.


La cooperativa podrá presentar un prospecto a la Superintendencia, solicitando acogerse al procedimiento de revisión anticipada, el cual deberá ser acompañado de un plan de desarrollo de negocios para los siguientes tres años de funcionamiento.”.

30) Sustitúyese el artículo 89 por el siguiente:


“Artículo 89: Las Cooperativas de Ahorro y Crédito no podrán tener un patrimonio inferior a 3.000 unidades de fomento, el que al momento de su constitución deberá ser acreditado mediante un capital pagado equivalente en pesos, calculado al valor de la unidad de fomento al último día del mes anterior al que se presenta el estudio socio económico al Departamento de Cooperativas.”. 


31) Elimínase el inciso segundo del artículo 91.


32) Agrégase, en el inciso primero del artículo 98, a continuación de la frase “domicilios en la cooperativa” la siguiente: “o por correo electrónico a la dirección de correo electrónico que cada socio haya registrado en la cooperativa”.


33) Reemplázase el artículo 102 por el siguiente:


“Artículo 102.- Las federaciones, confederaciones e institutos auxiliares, serán considerados como cooperativas para todos los efectos legales y reglamentarios, para todos aquellos casos que este tipo de entidades desarrollen actividades económicas al servicio de sus entidades socias o terceros.


En la medida que las federaciones y confederaciones de cooperativas solo desarrollen actividades de representación de sus entidades sociales, serán consideradas como organismos de representación, para todos los efectos legales y reglamentarios, debiendo informar anualmente sus actas y balances.”.


34) Derógase el artículo 107.


35) Elimínase, en el inciso primero del artículo 109, la siguiente frase final: “o que tengan más de 500 socios”.


36) Reemplázase, en el número 3) del artículo 109, la frase “el artículo 61” por “la letra d) del artículo 23”.


37) Reemplázase, en el inciso final del artículo 111, la expresión “Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “Ministerio de Economía, Fomento y Turismo”.

38) Suprímese el artículo 115. 

39) Modifíquese el artículo 116 del siguiente modo:

a.- Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente

“A falta de acuerdo de las partes, el nombramiento se hará por la justicia ordinaria, en la forma establecida en el Código de Procedimiento Civil para el nombramiento de peritos. 

b.- Suprímase el inciso tercero.


40) Agrégase el siguiente artículo 123 bis:


“Artículo 123 bis: Los libros y registros sociales de las cooperativas podrán llevarse por cualquier medio que ofrezca seguridad de que no podrá haber intercalaciones, supresiones u otra adulteración que pueda afectar su fidelidad.”.


41) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 7° transitorio, la expresión “deudor” por “acreedor.”.

Artículo segundo.- Reemplázase, en el artículo único de la ley N° 20.638, que establece el Día Nacional de las Cooperativas, la frase “primer sábado del mes de julio” por la expresión “14 de noviembre”.


Artículo tercero.- Suprímese, en el inciso primero del artículo único de la ley Nº 18.108, que establece normas sobre descuentos por planillas al personal de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, y en el artículo 169 decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, las expresiones “de consumo o de vivienda”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La exigencia de un patrimonio mínimo de 3.000 unidades de fomento a las cooperativas de ahorro y crédito no se aplicará a las cooperativas ya constituidas. Sin embargo, éstas deberán mantener como patrimonio el mínimo exigido por el decreto con fuerza de ley N°5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la ley General de Cooperativas.


Artículo segundo.- Las cooperativas de importancia económica deberán adecuar sus estatutos a lo establecido en esta ley dentro de un plazo de tres años, contado desde su entrada en vigencia; el resto de las cooperativas deberá hacerlo junto con la primera reforma de estatutos que acuerden.

Artículo tercero.- Las cooperativas tendrán un plazo de 3 años contados desde la promulgación de esta ley para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 24, inciso décimo.


Artículo cuarto.- Los valores acumulados a la fecha de entrada en vigencia de esta ley en la reserva del artículo sexto transitorio del Decreto con Fuerza de Ley N° 5 de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas se deberán traspasar al fondo de reserva legal, contenido en el artículo 38 de esta ley.”.
---

Acordado en sesiones celebradas los días 16 de diciembre de 2014 y 6 de enero de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín; y 2 de junio de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Carlos Montes Cisternas.


Sala de la Comisión, a 8 de junio de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA VAN RYSSELBERGHE, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE EL 28 DE FEBRERO DE CADA AÑO COMO EL DÍA NACIONAL DE LAS VERTIENTES
(10.094-12)

Se entiende por vertiente "Aquel lugar en declive a través del cual corre agua". 

Tras cumplirse recientemente 5 años del devastador terremoto y tsunami 8.8 que el 27 de febrero de 2010 removió  no solo los cimientos de las construcciones de nuestro país, sino que removió el alma nacional, cabe recordar uno de sus efectos que más complicó la vida y la habitabilidad de los habitantes de las zonas afectadas durante los días de la emergencia: la falta de agua.

Parecían estarse exhibiendo imágenes extraídas de algún filme sobre el apocalipsis: la autoridad movilizando camiones aljibe y otros elementos recipientes hacia plazas públicas u otros lugares comunes, familias enteras haciendo largas filas para obtener el mínimo de litros necesarios para la subsistencia diaria, y no pocas grescas en el intertanto, para tratar de ganar una mejor posición.

En aquel escenario hubo quienes, imbuidos de un importante nivel de sabiduría popular, sobre todo en zonas con abundante composición geomorfológica de cerros y quebradas, se volcaron hacía las vertientes como potencial fuente proveedora del vital elemento; en efecto, más allá que éstas no se hallaban en perfecto estado de  conservación, y por ende su potencial no pudo ser aprovechado a máxima capacidad, quienes se proveyeron mediante ella, en general, tuvieron mejor acceso a agua que quienes lo hicieron por la vía oficial, en términos de cantidad y expedición.

Terminada la emergencia, los vecinos junto a organizaciones ciudadanas, en agradecimiento por la función cumplida tras el 27F, y en el ánimo de tener la fuente de agua en perfecto estado de servicio ante cualquier nueva contingencia, se dieron a la tarea de recuperar las diversas vertientes existentes, acudiendo al apoyo estatal para ello. En la VIII Región, el liderazgo de aquello lo ha asumido la Agrupación Península de Tumbes.

En ese contexto, informalmente se ha venido instaurando el 28 de febrero de cada año, desde 2011 en adelante, como "El Día de las Vertientes", y se realizan actos simbólicos, en los que participan las más altas autoridades de toda la sociedad civil, y se realizan en ellas rogativas mapuche.

En efecto, entre las vertientes y la ancestral cultura mapuche existe una unión indisoluble.

Para el mapuche el agua es sagrada. Desde la cosmovisión mapuche, el agua no solo es vital para el consumo humano, animal, y para el riego, el agua no solo es dadora de vida, sino que es vida en sí, y tiene esencia o espíritu, el NGENKO. Siendo así, no puede existir sola, tiene que ser en simbiosis con las demás elementos, constituyendo el ITROFILLMONGEN o biodiversidad.

Desde tiempos ancestrales, la machi para hacer sus remedios no buscaban agua en cualquier lugar, sino en sitios especiales, sagrados y resguardados, como los KULAKO (junta de 3 aguas) de las vertientes más limpias y escondidas. Pero según la cosmovisión mapuche, estos lugares ya poco existen, las vertientes se han ido secando, y las aguas contaminando, y como resultado los espíritus han huido.
Por ello, se hace necesario que la comunidad nacional adopte un compromiso para poner en valor, recuperar y respetar las vertientes existentes, y los recursos hídricos contenidos en ellas, asumiendo la importancia que ello reviste para la preservación de los ecosistemas locales, y el simbolismo que el cuidado de las vertientes encierra, en especial para nuestra ancestral cultura mapuche. 

En tal virtud, no nos cabe ninguna duda que la Conmemoración del Día Nacional de las Vertientes, que se propone mediante esta moción, constituirá una oportunidad ineludible para que los organismos sectoriales pertinentes del estado hagan una difusión cabal sobre la importancia y el simbolismo antes referido.

Por tal motivo, venimos en someter a la aprobación del Senado de la República el siguiente Proyecto de Ley:

Artículo único: “Establézcase el 28 de febrero de cada año, como el Día Nacional de las Vertientes”.
(Fdo.): Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.995, PARA EXCLUIR LOS BINGOS DE LA CATEGORÍA DE JUEGOS DE AZAR

(10.095-06)
Exposición de motivos.

En el mes de abril del presente año 2015, la Contraloría General de la República, emitió el dictamen N° 31. 241, en virtud del cual ha establecido  que los bingos con fines benéficos son constitutivos de juegos de azar, y que por tal motivo, a las municipalidades solo le cabría desarrollar este tipo de actividades con expresa autorización legal.  Por ende, la calificación de los bingos como juegos de azar, implica a su vez, que los municipios están imposibilitados para facilitar sus instalaciones y dependencias para dichos fines.

El mismo pronunciamiento del ente contralor, deja constancia “que el artículo 1° de la ley N° 10.262, faculta al Presidente de la República para autorizar a las personas jurídicas creadas para realizar obras pías o de beneficencia privada cuyo objeto sea la educación, la caridad o la asistencia social, a las sociedades mutualistas, a los cuerpos de bomberos y a las instituciones deportivas, con personalidad jurídica, para efectuar rifas o sorteos de especies, mercaderías, bienes muebles o inmuebles, con exclusión de premios en dinero, siempre que las utilidades que se obtengan se apliquen estrictamente a costear las acciones para las cuales han sido fundadas, atribución que se encuentra reglamentada en el decreto supremo N° 955, de 1974, del entonces Ministerio del Interior, y que en el caso de regiones debe ser ejercida por el respectivo intendente regional, en conformidad con lo dispuesto en el decreto N° 969, de 1975, de la misma repartición ministerial”.
Como bien se comprenderá, imponer estas limitaciones a la función benéfica que cumplen los municipios en favor de sus respectivas comunidades, particularmente de aquellas integradas por los sectores más desposeídos, hace procedente establecer una excepción en favor de estos. 
Para tal efecto, se requiere establecer que los bingos y loterías organizadas por las municipalidades no tienen el carácter de juego de azar, con lo cual podrían llevarse a cabo tales eventos, sin las autorizaciones actualmente exigidas.
Por lo demás, una modificación legal de esta naturaleza, constituye una anhelada y reiterada petición de los municipios, que constantemente realizan o auspician este tipo de eventos, como una forma de ayudar a los habitantes de sus respectivas comunas, que se encuentran en condiciones económicas desmedradas y que requieren de esta legítima ayuda.
En mérito a estas consideraciones, sometemos a la aprobación del Senador de la República, el siguiente 

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Modifíquese el artículo 5º de la Ley Nº 19.995, que establece las Bases Generales para la  Autorización, Funcionamiento y Fiscalización de Casinos de Juego; agregando un inciso final nuevo del siguiente tenor:
“Sin perjuicio de las disposiciones que anteceden, no se considerarán juegos de azar los bingos o loterías efectuados por las municipalidades, juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias señaladas en la ley Nº 19418, cuando tengan  como propósito exclusivo, fines de beneficencia.”

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES OSSANDÓN, GUILLIER Y QUINTEROS, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO QUE INTERPRETA LA LEY Nº 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, EN ORDEN A PERMITIR LA REALIZACIÓN DE BINGOS Y RIFAS CON FINES BENÉFICOS

(10.097-06)
Exposición de motivos
I. Antecedentes
La celebración de bingos y rifas con fines de beneficencia constituye una práctica habitual en la vida urbana y rural de la geografía nacional. Resulta frecuente que las familias chilenas con algún integrante en situación de necesidad, ya sea debido a enfermedad, catástrofe o una emergencia económica, acuerden realizar bingos o rifas para obtener los recursos materiales para ir en su ayuda. También es corriente que colegios, clubes de adulto mayor, bomberos, grupos scout, parroquias, etc., recurran a esta forma de financiamiento para desarrollar sus actividades asociativas. 
La celebración de estos eventos de beneficencia es el reflejo de la natural capacidad de autogestión que posee la sociedad civil y, también, constituye una expresión inequívoca de los vínculos de solidaridad que animan a las comunidades en momentos de dificultad y crisis. Sin embargo, debido a un reciente dictamen emanado de la Contraloría General de la República, esta tradicional forma de beneficencia mancomunada se ha puesto en entredicho. 
II. El aparente déficit legislativo advertido por la Contraloría 
Los bingos y rifas poseen la naturaleza jurídica de juegos de azar. Es decir, prima esencialmente en ellos la suerte o el acaso, por lo que no dependen exclusivamente de la habilidad o destreza del jugador. Por lo tanto, la regulación legal de estos actos lúdicos se encuentra hoy recogida en la Ley Nº 10.262, que faculta al Presidente de la República para autorizar rifas y sorteos, y también en la Ley Nº 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de los casinos de juego.
De acuerdo a esta normativa, la Contraloría General de la República en reciente dictamen (31241/2015), frente a un pronunciamiento al efecto solicitado por la Municipalidad de El Quisco, ha estimado que las administraciones comunales no se encontrarían facultadas por su Ley Orgánica para permitir el funcionamiento de bingos. Esto porque “tratándose de un juego de azar en cuyo resultado interviene la casualidad, procurando ganancias a los jugadores por medio de la suerte, este solo puede ser autorizado por ley”, según se desprende del artículo 63, Nº 19 de la Constitución1. A contrario sensu, si la Ley Orgánica de Municipalidades contuviera expresamente esta atribución, entonces los alcaldes podrían otorgar la respectiva autorización para celebrar bingos y rifas. 
Con arreglo al mismo silogismo, la Contraloría estimó, además, que “es dable indicar que tampoco resulta procedente que las entidades edilicias otorguen premios al efecto o permitan la ocupación de recintos municipales o que estén bajo su administración. No obsta a lo expresado, el hecho de que esa clase de juegos sea de carácter benéfico, toda vez que la normativa que regula la materia no ha establecido una excepción al respecto”2. El fundamento de este razonamiento obedece a que, según los artículos 6º y 7º de la Carta Fundamental, las Municipalidades “deben actuar dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley, no teniendo más atribuciones que las que expresamente les haya conferido el ordenamiento jurídico”3. En base a este mismo criterio el órgano contralor había señalado dos años antes, en el dictamen 29304/2013, que la Municipalidad de Chile Chico debía “abstenerse de organizar un bingo o cualquier juego de azar, en la medida que no exista una ley que la autorice [a la entidad edilicia] en tal sentido”.

A la luz de lo expresado, existe una aparente carencia legislativa en orden a permitir a la sociedad civil continuar desarrollando una tradicional forma de conseguir recursos económicos, como es el caso de los bingos y las rifas. Pero es una carencia normativa sólo aparente, no real, que ha llevado a la Contraloría a interpretar que las Municipalidades no tienen estas atribuciones en su Ley Orgánica Constitucional. Hoy existen iniciativas organizadas por establecimientos educacionales en conjunto con las Municipalidades, que buscan financiar tratamientos de alto costo para aquellos alumnos o miembros de la comunidad que padecen severas enfermedades. Aquí, debido a una ausencia de prestaciones del Estado en materias de salud, no parece razonable ni ético prohibir el despliegue de estas actividades que tienen por único objetivo recaudar fondos para asegurar la vida y la protección de la salud de la población. 
Asimismo, este aparente déficit legislativo golpea negativamente a muchas familias, agrupaciones deportivas, centros de madres y grupos de adultos mayores que usan estos mecanismos de financiamiento, en conjunto con las entidades municipales, para dotar de solvencia económica múltiples proyectos sociales y de claro sello comunitario. No es justo olvidar que las Municipalidades son las unidades vecinales por excelencia, el brazo de la Administración más cercano a los problemas y necesidades de la gente, por lo que constreñir su accionar repercute directamente en la calidad de vida de nuestros barrios y ciudades. 
III. Una solución legislativa adecuada: explicitar atribuciones
Debido a los problemas precedentemente descritos, resulta adecuado revisar la interpretación que hasta ahora se ha dado a las atribuciones de las Municipalidades y declarar, de modo generalmente obligatorio, que el alcalde posee tres facultades en la materia: autorizar la celebración en cualquier lugar de bingos y rifas con carácter exclusivamente benéfico; otorgar premios para estos eventos; y permitir el uso de los recintos municipales o bajo su administración para que en ellos tengan lugar esas actividades de beneficencia, tales como gimnasios, colegios, sedes de juntas de vecinos, etc. 
Con esta explicitación de facultades, que hasta ahora se encontraban implícitas en la Ley Orgánica de Municipalidades, la Contraloría podrá interpretar adecuadamente esta norma y no como lo ha venido haciendo, por ejemplo, en los dictámenes 31241/2015 y 29304/2013, precedentemente comentados. 

Se ha partido de la base que la realización de bingos y rifas, así como la celebración de campeonatos deportivos, corridas solidarias, juegos populares y cualquier otra actividad que potencie los vínculos de unidad y cooperación, tienen un fin social o comunitario, no económico. Por ello, forman parte de la misión esencial de la Municipalidad de promover el desarrollo local de los vecinos. En consecuencia, al autorizar la celebración de bingos y rifas, el alcalde debe velar por algunos requisitos indispensables. 
En primer lugar, el solicitante debe ser una persona natural o una persona jurídica sin fines de lucro. De esta forma, podrán presentar la solicitud, por ejemplo, una persona con algún pariente enfermo u otra necesidad (pérdida de su hogar debido a incendio, etc.), un cuerpo de bomberos o una fundación, pero jamás una empresa o un establecimiento comercial.
En segundo lugar, el alcalde deberá ponderar que el objetivo del bingo o rifa sea exclusivamente un fin benéfico, valorado éste por las circunstancias de salud, tragedia o apremio económico que fundamenten la solicitud, y nunca un lucro personal. Esto porque no parece coherente fomentar un negocio con la solidaridad y la generosidad de los vecinos, sino reservar estos eventos para la satisfacción de aquellas necesidades urgentes que ni el Estado ni la Municipalidad pueden paliar con su acción económica inmediata. 
En tercer término, el lugar que señalen los solicitantes para la celebración del bingo o rifa no necesariamente debe ser un recinto municipal o bajo su administración, sino cualquier inmueble privado. De este modo, el evento benéfico podrá realizarse en un restorán, un club social, un salón de cuerpo de bomberos, sedes sindicales, salones de comunidades religiosas, parroquias, parques privados, sedes de partidos políticos, universidades, etc. 
IV. Objetivos del proyecto de ley
El proyecto tiene por finalidad interpretar la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, de forma que este cuerpo legal enuncie de manera explícita la facultad del alcalde para autorizar la celebración en cualquier lugar de bingos y rifas con carácter exclusivamente benéfico; otorgar premios para esos eventos; y permitir el uso de los recintos municipales o bajo su administración para que en ellos tengan lugar esas actividades de beneficencia.
Con estos tres objetivos, el proyecto interpreta la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, declarando, de modo generalmente obligatorio, que se deberá entender lo siguiente en relación con la celebración de bingos y rifas: 
a. Que el artículo 4º, literal l), referido al “desarrollo de actividades de interés común en el ámbito local”, comprende el otorgamiento de la autorización para realizar, en cualquier lugar, actividades de beneficencia, no lucrativas, tales como campeonatos deportivos, corridas solidarias, bingos, rifas, juegos populares y cualquier otra actividad que potencie los vínculos de unidad y cooperación de los miembros de la comunidad local. De la misma forma, esa función comprende la facultad de la Municipalidad de otorgar premios para estos eventos benéficos y permitir la ocupación de los recintos municipales o que estén bajo su administración con los mismos fines.

b. Que el artículo 63, literal g), referido a la atribución de alcalde de “otorgar permisos municipales”, comprende la facultad para permitir a las personas naturales y a las personas jurídicas sin fines de lucro, cuando ellas lo soliciten, la ocupación de recintos municipales o que estén bajo su administración para llevar a cabo eventos de beneficencia, tales como bingos y rifas solidarias. 

c. Que el artículo 65, literal e), referido a la atribución del alcalde para que, con acuerdo del concejo municipal, pueda “donar bienes muebles”, comprende cualquier donación efectuada por la Municipalidad, salvo aquellas referidas a premios entregados a personas naturales o personas jurídicas sin fines de lucro para la celebración de bingos o rifas con fines exclusivamente benéficos, en cuyo único caso esa donación de bienes muebles no requerirá del acuerdo del concejo. 

V. La insuficiencia de otras opciones legislativas
Finalmente, parece oportuno señalar en esta exposición de motivos que, en la discusión de las soluciones al problema descrito, se han promovido, mediante mociones parlamentarias, dos modelos o caminos legislativos distintos. Desgraciadamente, ellos resultan insuficientes para la magnitud del desafío, porque no resuelven en su integridad el planteamiento acusado por la Contraloría.

Una primera línea de solución persigue reformar la Ley Nº 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de los casinos de juego. Los problemas de esta solución son principalmente dos. En primer lugar, esta es una ley especial cuyo único objeto es regular los casinos de juego, y no directamente la figura de los bingos y rifas solidarias. En segundo término, excluir a los bingos de la categoría de “juegos de azar” para, de esta manera, sustraerlos de la regulación de la Ley de Casinos, deviene en un ejercicio de mero voluntarismo legislativo, que no es consistente con la realidad de los hechos, toda vez que la naturaleza jurídica de tales bingos seguirá siendo el “acaso” o “azar”, por más que una decisión colectiva de los parlamentarios declare otra cosa. Por añadidura, es evidente que esta tesis no resuelve el problema advertido por la Contraloría, cual es la ausencia de una atribución expresa de la Municipalidad para autorizar tales eventos benéficos. 

Una segunda solución al problema persigue modificar la Ley Nº 10.262, que faculta al Presidente de la República para autorizar rifas, sorteos, etc. Si bien esta vía permite autorizar, por el sólo ministerio de la ley, a ciertas organizaciones comunitarias y a las personas naturales para celebrar bingos y rifas, deja subsistente un defecto importantísimo: la falta de atribución expresa de las Municipalidades para otorgar premios para estos eventos y permitir para ellos el uso de las instalaciones municipales o que se encuentren bajo su administración. 

Por estos motivos, parece más coherente con la técnica legislativa y con las necesidades de la vida práctica proponer un tercer camino o modelo a los ya descritos, consistente en una ley que interprete el real sentido y alcance de las atribuciones ya existentes de las Municipalidades y los alcaldes. 

Por las razones antes expuestas, someto a vuestra consideración el siguiente
PROYECTO DE LEY INTERPRETATIVA
ARTÍCULO ÚNICO.- Declárase interpretada de modo generalmente obligatorio la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en lo que concierne a las siguientes materias:

1.- En orden a que deberá entenderse que “el desarrollo de actividades de interés común en el ámbito local”, regulado en el artículo 4º, literal l), comprende el otorgamiento de la autorización para realizar en cualquier lugar actividades de beneficencia, no lucrativas, tales como campeonatos deportivos, corridas solidarias, carreras a la chilena, bingos, rifas, juegos populares y cualquier otra actividad que potencie los vínculos de unidad y cooperación de los miembros de la comunidad local; y comprende, asimismo, la facultad de la Municipalidad de otorgar premios para estos eventos benéficos y permitir la ocupación de los recintos municipales o que estén bajo su administración con los mismos fines.

2.- En orden a que deberá entenderse que la atribución del alcalde de “otorgar, renovar y poner término a permisos municipales”, regulada en el artículo 63, literal g), comprende la facultad para permitir a las personas naturales y a las personas jurídicas sin fines de lucro, cuando ellas lo soliciten, la ocupación de recintos municipales o que estén bajo su administración para llevar a cabo eventos de beneficencia, tales como bingos y rifas solidarias. 

3.- En orden a que deberá entenderse que la atribución del alcalde para que, con acuerdo del concejo municipal, pueda “donar bienes muebles”, regulada en el artículo 65, literal e), comprende cualquier donación efectuada por la Municipalidad, salvo aquellas referidas a premios entregados a personas naturales o personas jurídicas sin fines de lucro para la celebración de bingos o rifas con fines exclusivamente benéficos, en cuyo único caso esa donación de bienes muebles, por su baja cuantía, no requerirá del acuerdo del concejo. 

Dios guarde a V.E., 

(Fdo.): Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.

Notas: 

1 El artículo 63, Nº 19 de la Constitución Política dispone que sólo son materia de ley, entre otras, las que normen el funcionamiento de loterías, hipódromos y apuestas en general.
2 Contraloría General de la República, Dictamen 31241/2015.
3 Contraloría General de la República, Dictamen 31241/2015.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR HORVATH, SEÑORAS MUÑOZ Y PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES GUILLIER Y MONTES, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.300, SOBRE BASES GENERALES DEL MEDIO AMBIENTE, Y OTROS CUERPOS LEGALES, A FIN DE CONSIDERAR EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y EL MANEJO INTEGRADO DE CUENCAS HIDROGRÁFICAS, PARA LA CONSERVACIÓN, PROTECCIÓN Y SU USO RACIONAL

(10.096-12)

Chile carece de instrumentos de Planificación Estratégica Participativas y Vinculantes que permiten acoger la sustentabilidad de uso del territorio y del mar, así como la armonización de sus distintos potenciales, incluida la conservación.
Son varios los cuerpos legales que hacen alusión y tienen alcances en esta materia como la Ley General de Urbanismo y Construcción, la Ley General de Bases del Medio Ambiente, el Código de Aguas, la ley de Fomento y Recuperación del Bosque Nativo, entre otras disposiciones legales. 

Sin embargo, no hay una clara vinculación entre lo que señala instrumentos como el Manejo Integrado de Cuencas y el Ordenamiento Territorial, con las decisiones que finalmente se adoptan. 

El año 2007 con motivo de la crisis de la acuicultura con el virus ISA y el Caligus se logró introducir en la Ley General de Pesca y Acuicultura, la Zonificación del Borde Costero participativa y vinculante, obteniendo rango legal .y no sólo administrativo, como ocurría antes ya que esta Zonificación Borde Costero se sancionaba mediante un Decreto de la Subsecretaría de Marina el que tenía menor rango que las Áreas Apropiadas para el ejercicio de la Acuicultura, que establecía la misma ley de Pesca y Acuicultura.
En el país y sus distintas regiones se han hecho muchos esfuerzos para establecer estudios de Ordenamiento Territorial y Manejo Integrado de Cuencas.  Son los casos de los Ordenamiento Territorial de la Región Metropolitana OTAS, las comunas costeras lafquenches de la Araucanía, las comunas costeras de la Región del Bío Bio y las de la Región de Aysén completa, todas estas con apoyo de Fondos Regionales del Ministerio de Desarrollo Social (antes Serplac), y de la participación de la Agencia de Corporación Alemana GIZ.

Del mismo modo se han hecho importantes esfuerzos para establecer el MIC como es el caso del proyecto EULA en el Río Biobío. Sin embargo por no tener fuerza legal estos valiosos estudios y esfuerzos quedan sin ser aplicados. Lo que no se utiliza ni se condice con los potenciales de las distintas regiones del país 

Uno de los recursos vitales afectados para esta falta de instrumentos de planificación es el agua, cada vez más escasa, y también el suelo cada vez más erosionado.

Considerando:
1) Chile por sus características naturales, tiene una alta diversidad con cuencas muy definidas en torno a torrentes y ríos que van desde la Cordillera de Los Andes y al Sur de Valdivia a través de ella, al Océano Pacífico.
2) Desde el área Norte hasta el Sur con una alta pluviosidad y la zona Austral sumado a sistemas glaciares, requiere de una cuidadosa definición, comportamiento de ecosistemas para las actividades humanas como asentamientos urbanos, industriales, instalaciones turísticas, faenas mineras, sistemas de energía y otros.
3) Por fenómenos del cambio climático, los procesos hidrológicos se han visto fuertemente afectados, por los cambios de temperatura y precipitación y por los elevamientos de la línea de nieve, lo que hace que los ríos y distintos cursos de aguas ya no se comporten como usualmente se pronosticaban en base a largas estadísticas meteorológicas y de medición hidrológica.

[image: image7.jpg]VERANO | oTONO

135
3
@
€
S
=
2
-1
@
E
2
a
K
o
3
]
o

o
2
>
5
3
@
-3

2070-2100

Maule en Armerillo

io
Referencia Profesor H. Fuenzalida

Ej. Comportamiento R




4) La Planificación Estratégica Participativa, considera instrumentos como el Ordenamiento Territorial, de la Zonificación del Borde Costero y el Manejo Integrado de Cuencas. Estos son instrumentos que permiten planificar con todos los actores, considerando las condiciones naturales y los efectos que generan las distintas actividades humanas. Mediante éstos, se pueden definir las compatibilidades e incompatibilidades entre distintas actividades y las áreas óptimas a ocupar por parte de los proyectos.
5) Con dificultad después que la crisis del año 2007, el virus ISA asociada con el Caligus, se logró hacer Zonificación del Borde Costero tuviese de rango legal vinculante para poder armonizar los distintos usos del extenso y diverso borde costero y el mar interior de Chile.
6) En la última reforma a la ley de Bases, se logró incluir los estudios de lo que puedan afectar los glaciares.
7) En la misma Reforma a la Ley General de Bases del Medio Ambiente, se logró incluir en el que todos los estudios y proyectos tienen que considerar los instrumentos de OT, MIC y ZBC.

8) De acuerdo a una larga secuencia de catástrofes, como la que se vive hoy en la zona Norte, se ha establecido que en los actuales instrumentos en que se define la ocupación del territorio no resultan suficientes o las instituciones no tienen la fuerza necesaria como para dar las garantías mínimas de seguridad en los emplazamientos ante los distintos comportamiento naturales.
9) Por lo anterior, es que resulta vital el que en Chile tengamos un instrumento de Planificación Estratégica Vinculante como lo es el Ordenamiento Territorial y el Manejo Integrado de Cuencas y además permiten el tener y asegurar agua en cantidad y calidad con intervenciones que protejan los lechos, bordes y cuencas, la armonización de las distintas actividades y tener el control eficaz de éste.
Por ello venimos en presentar la siguiente Moción de Ley:

MOCIÓN

MODIFICA LA LEY DE BASES GENERAL DEL MEDIO AMBIENTE Y OTROS CUERPOS LEGALES PARA ESTABLECER EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MANEJO INTEGRADO DE CUENCAS HIDROGRAFICAS PARA LA CONSERVACION, PROTECCION Y SU USO RACIONAL, EN SUS ASPECTOS SOCIO-CULTURAL, AMBIENTAL Y ECONOMICO.

Disposiciones varias:

ARTICULO 1°: Modifíquese el artículo 7° bis de la Ley 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente y sus modificaciones posteriores, Incorporando, en su inciso segundo, después de la frase "o los instrumentos de ordenamiento territorial que los reemplacen o sistematicen.", la siguiente oración: El Manejo Integrado de Cuencas, la Zonificación del Borde Costero y el Ordenamiento Territorial serán participativos en su gestación y futuras modificaciones.
ARTICULO 2°: Modifíquese el inciso 1° del artículo 129 bis 1 del código de aguas, 
Agregándose, después de la frase "caudal ecológico mínimo" lo siguiente "en base al manejo integrado de la cuenca,". 

ARTICULO 3°: En el Decreto con Fuerza de Ley N° 458 de 1976 del Ministerio de

Vivienda y Urbanismo, que establece la Ley General de Urbanismo y Construcciones, modifíquense el inciso 2° del artículo n° 28, Agregándose, después del punto final, el siguiente texto: "Estos estarán vinculados a la zonificación del borde costero, el manejo integrado de cuencas y el ordenamiento territorial en su caso.".

ARTICULO 4°: Modifíquese el artículo 3°, inciso primero del Decreto Ley N° 701 de 1974 que Fija el régimen legal de los Terrenos Forestales preferentemente aptos para la Forestación, y establece normas de fomento sobre la materia, Agregándose, al final de su inciso primero y después del punto aparte (.) lo siguiente: "Estos estarán vinculados al Ordenamiento Territorial, la Zonificación del Borde Costero y al Manejo Integrado de Cuencas".
ARTICULO 5°: Modifíquese la ley 18.450 y sus modificaciones legales posteriores, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, AGREGANDOSE, en el artículo 1°, al final de su inciso primero y antes del signo de puntuación "punto aparte" (.), el siguiente texto: ", los que estarán vinculados a la Zonificación del Borde Costero, al manejo integrado de cuencas y al Ordenamiento Territorial".
ARTICULO 6°: En la Ley N° 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Foresta, Incorpórese un nuevo artículo 15, pasando a denominarse el actual artículo 15 como 15 bis, y cuyo texto será el siguiente:

"Artículo 15: Toda intervención en bosques nativos, se definirá el base al Ordenamiento Territorial, al Manejo Integrado de Cuencas y a la Zonificación  del Borde Costero.".

ARTICULO 7°: La información obtenida mediante sistemas de percepción remota, que cuenten con una resolución adecuada, en base a las técnicas de aquella ciencia, serán instrumentos válidos para la las decisiones adoptadas en el Ordenamiento Territorial, el Manejo Integrado de Cuencas y los Planes Reguladores.
Además, aquellos instrumentos de información serán medios aptos para producir plena prueba ante los organismos administrativos y jurisdiccionales competentes, sea en etapa de planificación control, fiscalización o sanción, así como en las etapas de participación ciudadana.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS GOIC, ALLENDE, MUÑOZ, PÉREZ SAN MARTÍN Y VON BAER Y SEÑORES ALLAMAND, BIANCHI, CHAHUÁN, DE URRESTI, GARCÍA-HUIDOBRO, GARCÍA, GIRARDI, GUILLIER, HORVATH, LARRAÍN, MONTES, MOREIRA, NAVARRO, PÉREZ VARELA, PROKURICA, QUINTANA, QUINTEROS, ROSSI Y ZALDÍVAR, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE CONSIDERE INCORPORAR EN EL PLAN DE GARANTÍAS EXPLÍCITAS DE SALUD, LA OPERACIÓN INTRAUTERINA DE ESPINA BÍFIDA Y ASEGURAR LA COBERTURA EN EL SISTEMA PÚBLICO Y PRIVADO DE SALUD

(S 1.812-12)
1) Que la espina bífida es una anomalía congénita que forma parte del grupo de los defectos de cierre del tubo neural y que ocurre por alteraciones en el desarrollo embrionario entre las semanas 3 y 5 de gestación (asociado a la deficiencia de ácido fálico). La espina bífida es el defecto del tubo neural más frecuente en los neonatos nacidos vivos y se asocia a mayor morbimortalidad, así corno a diversos grados de discapacidad. Cada año nacen en Chile aproximadamente 100 niños con espina bífida, de los cuales 5% son mortinatos.
2) Aproximadamente el día 28° de la gestación, se puede identificar esta malformación, pues en dicho momento se termina de constituir el tubo neuronal.
3) Esta malformación perjudica 3 importantes sistemas del organismo, en primer lugar al sistema nervioso central, decantando en el 90% de los casos en hidrocefalia y provocando falta de sensibilidad y fuerza cuya intensidad depende del nivel de localización del Miolomeningocele.
4) Entre la semana 20 y 26 de la gestación, existe la posibilidad de realizar una cirugía intrauterina, la cual permite mitigar las consecuencias de la malformación, deteniendo el proceso y evitando un mayor daño neurológico en el bebé, permitiéndole al momento de nacer mejorar su calidad de vida.
5) De acuerdo al artículo 11 de la ley N°19.966, las Garantías Explícitas en Salud son determinadas por el Ministerio de Salud y aprobadas por un Decreto Supremo suscrito, además, por, el Ministro de Hacienda Esta atribución se encuentra materializada en el Decreto Supremo N° 4, del 5 de febrero de 2013.
6) Que el Plan de Garantías Explícitas de Salud (GES) incluye esta operación tan sólo una vez que el niño ha nacido, lo cual trae como consecuencia que las operaciones intrauterinas no se realicen en la mayoría de los cosas por ser demasiado costosas para las familias, superando los veinte millones de pesos.

7) Que nuestra carta Fundamental en su artículo 19 establece que "La Constitución asegura a todas las personas: 

1°.- El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona.

La ley protege la vida del que está por nacer".
8) Por su parte la convención de los Derechos del Niño en su preámbulo señala que "el niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidados especiales, incluso debida protección legal, tanto antes como después del nacimiento" y en su artículo 24 en su número 1 establece que "Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud.

Los Estados Partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios".

9) Que resulta adecuado, en el contexto de las políticas de protección a la maternidad y del que está por nacer, extender la cobertura del GES a este tipo de operaciones intrauterinas. El Estado no se puede desentender de estos casos, dando cobertura sólo a los niños una vez que nacen, como ocurre hasta ahora.
10) De este modo y ante la imposibilidad de respuesta del sistema público y las trabas del sistema privado de salud las familias han optado por recurrir a los Tribunales de Justicia, de este modo la Corte Suprema en agosto de 2014, ratificó fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago en donde se ordenó a la Isapre Cruz Blanca a financiar los costos de la cirugía intrauterina practicada a afiliada embarazada a fin de corregir la espina bífida que presentaba su hijo.
En virtud de lo antes expuesto es que los suscribientes venirnos en presentar el siguiente proyecto de acuerdo:

Solicitamos a S.E la Presidenta de la República, que en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales de carácter privativo, tome todas las medidas pertinentes, con el fin de incorporar en el Plan de Garantías Explicitas de Salud, la operación intrauterina de espina bífida, asegurando la cobertura de la misma, tanto en el sistema público como privado de salud.

(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR HORVATH, SEÑORAS GOIC, MUÑOZ, PÉREZ SAN MARTÍN Y VAN RYSSELBERGHE Y SEÑORES ARAYA, BIANCHI, GARCÍA-HUIDOBRO, GARCÍA, GUILLIER, LAGOS, LARRAÍN, LETELIER, MONTES, MOREIRA, ORPIS, PROKURICA, QUINTEROS, ROSSI, TUMA Y ZALDÍVAR CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE SE ADOPTEN LAS MEDIDAS PARA QUE EN EL SENO DE LA JUNTA DE AERONÁUTICA CIVIL, SE ELABORE UNA POLÍTICA PÚBLICA DE FOMENTO Y DESARROLLO DE LA AVIACIÓN GENERAL SIN FINES DE LUCRO Y, ASIMISMO, REMITA UNA INICIATIVA LEGAL QUE FIJE UN MARCO REGULATORIO DE ESTA ACTIVIDAD

(S 1.813-12)
Considerando:

1. Que la aviación General sin Fines de Lucro (AGSFL), articulada a través de clubes aéreos de cada comunidad, con presencia en todo el país, ha cumplido desde sus orígenes un importante rol público y social expresado en la canalización de vocaciones aéreas, formación de pilotos, mantención de infraestructura, conectividad del territorio, especialmente en las zonas extremas o aisladas del país, desarrollo y mantención de pericias y capacidades para la asistencia en emergencias, todo ello sin mayores costos para el presupuesto nacional.

2. Que fruto de ello, el Estado de Chile apoyado por la comunidad nacional, decidió establecer una política de desarrollo de la AGSFL, expresada en la Ley N° 10.502 de 1952 y posteriores, con un amplio y transversal apoyo, con resultados que impulsaron por muchos años la contribución de la AGSFL a la comunidad nacional.

3. Que la eliminación paulatina y sistemática de dicha política, ha generado una degradación importante de la infraestructura y capacidades poniendo en serio riesgo su contribución a la comunidad. 

4. Que el fuerte desarrollo de la aviación nacional experimentada en las últimas décadas, ha dado lugar, por parte de los distintos órganos competentes del Estado, a una respuesta que se ha concentrado en el diseño de políticas y en la definición de normas principalmente aplicables a la aviación comercial, desconociendo las especificidades propias de la aviación civil y sus raíces en la comunidad nacional.

5. Que su capacidad estratégica y su capacidad descentralizada de respuesta en cada comunidad, exige definir una nueva política pública que genere las condiciones para el desarrollo y fomento de esta actividad, desarrollo de su infraestructura, servicio de la red aeronáutica y en particular, de los pequeños aeródromos comunitarios del país.

6. Que, de la misma manera, debe revisarse el marco normativo de esta actividad y promover normativas diferenciadas y simplificadas por parte de la autoridad aeronáutica, incorporando las mejores prácticas basadas en evidencia acumulada y la experiencia de países referentes en la materia, que permitan el desarrollo, operatividad y seguridad  que entregan las capacidades tecnológicas y pericias asociadas, que resultan estratégicas para la comunidad.

7. Que la elaboración de una Política General referida a la AGSFL, es concordante con los objetivos del programa de gobierno relativos a la descentralización, apoyo a las zonas extremas, desarrollo de infraestructura y diseño de un Sistema Nacional de Emergencias (Nueva ONEMI).

8. Que, atendido lo dispuesto en la Ley N° 20.500 sobre Participación Ciudadana, se debe establecer la necesidad de que en la formulación de esta política, se considere la participación formal de las entidades relacionadas, en este caso, los clubes aéreos representados por la Federación Aérea de Chile.

9. Que, atendido lo ocurrido recientemente en el norte del país y anteriormente en la región de Valparaíso y Constitución, es posible concluir que la red de pequeños aeródromos y los servicios asociados, que la AGSFL puede poner al servicio del país, cuando este más lo necesita, es decir, en los primeros instantes luego de la ocurrencia de una catástrofe. 

Es que venimos en presentar lo siguiente

Proyecto de Acuerdo

Por una política Pública para la Aviación General Sin Fines de Lucro 

El Senado acuerda:

1. Solicitar a S.E. la Presidenta de la República que se instruya al Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones para que, en el seno de la Junta Aeronáutica Civil, se diseñe y apruebe una política pública de fomento y desarrollo de la Aviación General Sin Fines De Lucro y se elabore un proyecto de ley regulatorio de esta actividad, todo ello con la participación de la Federación Aérea Chilena y demás entidades vinculadas.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.

� Ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas. 


ARTICULO 35º.- No podrán ser directores de una sociedad anónima: 1) Los menores de edad;  2) Las personas afectadas por la revocación a que se refiere el Artículo 77º de esta ley; 3) Las personas encargadas reos o condenadas por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, y los fallidos o los administradores o representantes legales de personas fallidas encargadas reos o condenadas por delitos de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los Artículos 203 y 204 de la Ley de Quiebras. La inhabilidad a que se refiere este número cesará desde que el reo fuere sobreseído o absuelto; 4) Los funcionarios fiscales, semifiscales, de empresas u organismos del Estado y de empresas de administración autónoma en las que el Estado efectúe aportes o tenga representantes en su administración, en relación a las entidades sobre las cuales dichos funcionarios ejercen, directamente y de acuerdo con la ley, funciones de fiscalización o control.


Las personas que adquieran la calidad de funcionarios en los organismos o empresas públicas indicadas, cesarán automáticamente en el cargo de director de una entidad fiscalizada o controlada.


ARTICULO 36º.- Además de los casos mencionados en el artículo anterior, no podrán ser directores de una sociedad anónima abierta o de sus filiales: 1) Los senadores y diputados; 2) Los ministros y subsecretarios de Estado, jefes de servicio y el directivo superior inmediato que deba subrogar a cada uno de ellos, con excepción de los cargos de director de las sociedades anónimas abiertas en las que el Estado, según la ley, deba tener representantes en su administración o sea accionista mayoritario, directa o indirectamente a través de organismos de administración autónoma, empresas fiscales, semifiscales, de administración autónoma, o aquellas en que el Estado sea accionista mayoritario; 3) Los funcionarios de la Superintendencia de Valores y Seguros; 4) Los corredores de bolsa y los agentes de valores, salvo en las bolsas de valores.
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